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3Introducción
Si bien el liberalismo español estuvo lejos de haber nacido en las Cortes de Cádiz,
ya que habían existido grupos liberales en España desde mediados del siglo XVII, es
importante no perder de vista que, hasta la redacción de dicho corpus jurídico, jamás el
liberalismo se había visto expresado de manera tan inequívoca y contundente en el
territorio español. Retomando las palabras de Joaquín Varela Suanzes-Carpegna, “las cortes
de Cádiz proporcionaron una magnífica ocasión para que los liberales españoles
manifestasen sus anhelos de innovación y diesen una respuesta global a los problemas
políticos, constitucionales, económicos y sociales de España”1.
Destinada a convertirse en un símbolo casi mítico de libertad e igualdad, la
Constitución de Cádiz ha proyectado una luz única sobre la cuestión de los límites al poder
estatal y de la fundamentación de un poder constitucional basado en la soberanía nacional y
en la consolidación de los derechos individuales; siendo de especial importancia su
innovación normativa que va más allá de las fronteras nacionales, teniendo un alcance y
repercusión impensados para su época, que podemos ver reflejada en su traducción a
numerosos idiomas (como el francés, inglés, italiano, portugués y alemán), permitiendo así
el análisis crítico por parte de numerosos intelectuales coetáneos temporal, pero no
espacialmente2.
Es sobre este carácter transnacional que nos interesa hacer hincapié, especialmente
en la capacidad que tuvo el corpus jurídico gaditano para cruzar las tumultuosas aguas del
Océano Atlántico para ejercer una vasta influencia sobre los diferentes procesos
independentistas latinoamericanos y en los textos constitucionales que esos pueblos
emancipados se dieron a sí mismos, centrando nuestro interés en el caso mexicano.
1 Varela Suanzes-Carpegna, Joaquín (1987)“La Constitución de Cádiz y el liberalismo español
del siglo XIX”, en Revista de las Cortes Generales, número 10, pp. 27-109, pág 28
2 Como por ejemplo Jeremy Bentham, Lord Byron, Guizot, Chateaubriand o Von Mohl.
4Un análisis de este tipo nos llevará a analizar varias problemáticas que están
concatenadas, buscando así alejarnos de un mero análisis de caso sobre “las características
del liberalismo español”, o “el carácter nacional del liberalismo mexicano”, para adoptar
una perspectiva que de cuenta de la totalidad de la problemática en su compleja y dialéctica
interrelación con los aspectos particulares. De esta manera, buscaremos escapar al marco
tradicional de la historia comparativa, que analiza sólo los aspectos generales de los
fenómenos en pos de establecer relaciones y comparaciones entre los mismos, para
centrarnos en las especificidades y complejidades propias del proceso histórico.
Es nuestra intención acercarnos a la realidad en su facticidad, combinando así una
perspectiva basada en la filosofía política y el contexto histórico y las diferentes miradas
que la historiografía ha arrojado sobre el fenómeno.
De esta manera, pretendemos avanzar en un proyecto que combine la elección de
un marco teórico general, junto al análisis minucioso de un corpus seleccionado de fuentes;
con ello, esperamos conseguir en el trabajo de campo la constatación de nuestra hipótesis
central y de nuestras variables específicas, las cuales serán planteadas a continuación, en un
apartado específico.
En un primer capítulo, haremos la primera delimitación teórica-metodológica de
nuestro trabajo, a partir de la consideración de los aportes que nos pueda significar la
utilización de los conceptos de la Escuela de Cambridge, como referente metodológico, y el
estudio de la noción de liberalismo, tanto en general como en su vertiente o “dimensión
hispánica”.
Continuando, en el segundo capítulo es considerado un estado de la cuestión, en el
que analizaremos los antecedentes y generalidades, buscando delinear un panorama general
sobre la situación política en Hispanoamérica de principios del siglo XIX, avanzando
principalmente en el estudio de las prácticas y los principios de la representación, así como
en el papel de la opinión pública.
En un tercer capítulo, proseguiremos con el estudio de la relación entre el antiguo
régimen y el liberalismo, a partir de la consideración del ingreso en la modernidad política
en las Cortes de Cádiz, y sus resonancias americanas. Para esto, luego de realizar un análisis
historiográfico de la noción de Nación, avanzaremos en la consideración de la díada de
términos como “tradicionalismo” y “reformismo”, sugeridos por Roberto Breña, para
5pasar luego sí al análisis historiográfico del constitucionalismo liberal (y del liberalismo
mismo) en México.
Ya en un cuarto capítulo, nos introduciremos en el estudio particularizado de la
Constitución de Cádiz, observando cuáles fueron las consecuencias de la introducción de
este novel corpus jurídico en el territorio americano: observaremos así las diversas disputas
que llevó su sanción en territorio mexicano –comprendiendo la excepcionalidad que llevó
al surgimiento de los poderes de emergencia; el surgimiento de una conciencia liberal
moderna y la consiguiente sanción de una constitución; y finalmente, a modo de espejo, las
percepciones que desató en las islas británicas la causa española-.
Asimismo, ubicados en el quinto apartado estaremos en situación de abordar la
participación americana en las Cortes de Cádiz, estudiando los diversos debates que se
suscitaron por la cuestión de la representación política. Claro está, esto será continuado
más específicamente en el sexto capítulo, en el que se analizará la participación de los
clérigos Miguel Guridi y Alcocer y Miguel Ramos Arizpe en las Cortes de Cádiz. Con este
objetivo, se observara primero el papel general cumplido por el clero en los procesos
emancipatorios mexicanos, para luego avanzar en el estudio de sus particulares biografías, y
finalmente pasar al análisis del discurso de ambos en las Cortes de Cádiz, en un intento por
comenzar a delinear su filiación liberal particular.
Finalmente, en un séptimo y último capítulo, analizaremos las particularidades de la
recepción de la Constitución gaditana en Hispanoamérica. Así, observando la influencia de
la Constitución de Cádiz en el constitucionalismo latinoamericano, pretenderemos
encontrar las particularidades del liberalismo local. Luego, analizaremos esta influencia en el
aluvión suscitado de folletos y publicaciones de filiación liberal, producto tanto de la
influencia constitucional como de la vigencia de la libertad de prensa, con la idea de ver en
este corpus la expresión de un terreno fértil para la recepción de las nuevas ideas.
Finalmente, en los últimos dos apartados, estudiaremos nuevamente la participación directa
del clero mexicano en la redacción de la Constitución de independencia mexicana –
momento en el que volveremos a realizar un análisis de los discursos de los dos clérigos
mencionados-, para finalmente avanzar en la consideración de la recepción que tuvieron
estas doctrinas analizadas en el constitucionalismo local mexicano –momento en el que
analizaremos diversas constituciones locales-.
6De esta forma, esperamos alcanzar los objetivos planteados: creemos que esto es
posible, es decir, factible de conseguir con el análisis del discurso político referente a la
existencia de diversos elementos constituyentes, primigenios, de un pensamiento liberal
propio. Que es el objetivo final de nuestro trabajo de tesis.
Es nuestro objetivo realizar un análisis de un período que consideramos vital, tanto
para comprender la historia posterior como para dar cuenta de los fenómenos previos;
hacemos referencia a los albores del siglo XIX. Desde una perspectiva global, queremos
dar cuenta del comienzo del proceso de consolidación del liberalismo en diferentes
regímenes a nivel mundial, adquiriendo características propias y a su vez otras que son
derivadas de ese “tipo ideal” de liberalismo que nos proponemos definir.
Por otro lado, y desde una perspectiva más específica, consideramos que es
necesario revisar los estudios realizados sobre el período comprendido entre las Cortes de
Cádiz (de 1812), hasta la sanción de la Constitución Mexicana (de 1824), ya que
entendemos que es de vital importancia analizar los aportes de México, a través de sus
representantes, en la Constitución de Cádiz, y, a su vez, la influencia que ésta ejerció sobre
el texto mexicano.
De todas maneras, el elemento novedoso que quisiéramos rescatar con respecto a la
problemática elegida se relaciona con el papel central que jugaron, a nuestro parecer, dos
clérigos mexicanos que intervinieron y participaron activamente en el proceso de redacción
de la Constitución española, así como también en la Constitución del Estado-Nación
mexicano: José Miguel Guridi y Alcocer, y Miguel Ramos Arizpe.
Ahora bien, somos conscientes de que un mero análisis biográfico, teniendo en
cuenta los últimos aportes historiográficos sobre estas cuestiones, sería caer en una forma
de investigación trillada y anacrónica. En este sentido, y para oponernos a la historiografía
de índole positivista que se centra meramente en la descripción fáctica, nos proponemos
retomar los últimos trabajos realizados de historia de las ideas políticas, centrándonos
metodológicamente en los aportes de la “escuela de Cambridge” (especialmente los
7trabajos de Quentin Skinner y John Pocock3), para llegar así a una historia del discurso político,
en el sentido de analizar el contexto lingüístico de los autores que mencionamos más arriba,
para comprender no a su accionar y sus escritos en su contexto, sino también ver la
intencionalidad que tenían al escribir o actuar4.
Desde este bagaje epistemológico es que buscaremos acercarnos a estos dos
intelectuales y a sus ideas, intervenciones, escritos, teorías y accionar político, ya que
partimos de la hipótesis de que a partir de la actividad y los aportes de estos intelectuales es que
comienzan a delinearse los caracteres propios del liberalismo mexicano, por lo que buscaremos analizar
sus aportes a la conformación de los marcos constitucionales mexicanos, desde la
Constitución de Apatzingán hasta la Constitución de 1824.
El retomar la perspectiva metodológica propia de la escuela de Cambridge nos
llevará a analizar cuestiones que hacen a la inteligibilidad del discurso político propio de
estos dos autores sobre los que nos centraremos, cómo por ejemplo la raigambre
hobbesiana o jacobina que puedan presentar sobre la cuestión de las libertades individuales,
la relación entre individuo y comunidad, la imagen de ciudadano que buscan construir a
partir de su discurso político, y un largo etcétera.
A partir de esta caracterización general de nuestros objetivos, podemos resumir
brevemente ciertos postulados:
Objetivos Generales:
 Caracterizar de manera general el período histórico comprendido entre el
fin del siglo XVIII y principios del XIX partir de la consolidación del
liberalismo
 Realizar una revisión de las diferentes posturas historiográficas sobre el
período 1812-1824
 Utilizar las herramientas metodológicas propias de la escuela de Cambridge
3 Nos referiremos con detenimiento a estos autores y a sus obras en el Marco Teórico, por lo
que obviaremos realizar mayores comentarios por ahora.
4 Consideramos que este aspecto historiográfico-metodológico es de mucha importancia para
los fines de este proyecto de tesis, por lo que más adelante haremos especial hincapié en este
tipo de cuestiones, para diagramar así un corpus teórico-metodológico a la hora de acercarnos
al análisis de los autores que nos proponemos caracterizar.
8Objetivos Específicos
 Indagar sobre el pasaje de las estructuras del Antiguo Régimen hacia la
conformación de un Estado liberal y moderno en México
 Caracterizar el surgimiento del pensamiento y las prácticas propias del
liberalismo en México
 Analizar las actividades, trayectorias, participación y discursos políticos de
José Miguel Guridi y Alcocer, y Miguel Ramos Arizpe.
Hipótesis
Las características nacionales del liberalismo mexicano surgen a partir de la producción discursiva
y el accionar político de determinados intelectuales mexicanos
Problemáticas como la difusión de los ideales liberales, la eclosión de las
estructuras del Antiguo Régimen, la Constitución de Cádiz, la influencia de la teoría
política liberal en las primeras Constituciones mexicanas, o el pensamiento político
de los dos representantes mexicanos en Cádiz, son temas demasiado amplios como
para ser analizados en un trabajo de este tipo, ya que cada uno justificaría diferentes
trabajos auto-conclusivos en sí mismos, por lo que consideramos necesario y
oportuno delimitar el marco de nuestra investigación.
Consideramos oportuno señalar cuatro delimitaciones concretas:
metodológica, conceptual, temporal y geográfica.
 Metodológica: Nos proponemos abordar estos temas desde una
perspectiva metodológica e historiográfica determinada y acotada, propia
de la escuela de la historia del discurso político. Las características
metodológicas las abordaremos en el Marco Teórico.
 Conceptual: Localizaremos nuestro interés en las raíces del pensamiento
político de José Miguel Guiridi y Alcocer, y Miguel Ramos Arizpe. A
partir de la elucidación de los basamentos de sus doctrinas políticas es
que estaremos en condiciones de delinear sus aportes e influencias en la
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1824.
 Temporal: buscamos describir minuciosamente el período que va de 1812
-la Constitución de Cádiz- a 1824 -Constitución mexicana-, pero teniendo
en cuenta también el desarrollo de la teoría política previa, como antesala
del pensamiento político de los dos intelectuales sobre los que haremos
especial hincapié.
 Geográfica: Básicamente, intentaremos trazar puentes que permitan ver la
relación entre España y México.
Si bien entendemos que estos limites son necesarios para obviar todo tipo de
excursus que nos alejen de nuestro objetivo inicial, también somos conscientes que
nos veremos obligados a escapar de esos marcos, retrotrayéndonos hacia el siglo
anterior en numerosas ocasiones, especialmente al intentar diagramar el panorama
intelectual del período, la transición entre el Antiguo y Nuevo Régimen, la evolución
del liberalismo y el constitucionalismo hispanoamericano, o los acontecimientos
históricos que influenciaron sobre estos procesos.
De todas maneras, el principal objetivo de la Tesis esta enmarcado dentro de
los límites que hemos señalado.
Hemos elegido el tema de investigación a partir de tres factores que
entendemos como básicos para justificar dicha elección, y que se verán reflejados a lo
largo del trabajo:
.- En primer lugar, consideramos que durante el período elegido se
conformaron y configuraron numerosas instituciones que delinearon las
características de nuestro país, estableciendo así las bases de la teoría política
mexicana.
Los albores del siglo XIX significaron, sin lugar a dudas, el surgimiento de las
primeras estructuras sociales, económicas, culturales y religiosas independientes,
construyéndose así un marco constitucional que, con los cambios posteriores, fueron
las bases sobre las que se constituyó nuestra nación.
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.- En segundo lugar, entendemos que los representantes populares sobre los
que centraremos nuestro análisis, José Miguel Guridi y Alcocer, y Miguel Ramos
Arizpe, no son lo suficientemente conocidos, especialmente en lo referente a sus
pensamientos políticos y religiosos, liberales o conservadores, que influyeron e
informaron nuestro sistema.
A través de estos dos clérigos creemos que podemos investigar los orígenes y
desarrollo del liberalismo mexicano, y su influencia en las generaciones posteriores
de pensadores no sólo mexicanos, sino también de las naciones de nuestro entorno
geográfico.
.- Por último, nuestra particular sensibilidad por el tema, el periodo, la
ideología y la personalidad, que ha sido despertada por estos dos destacados
intelectuales mexicanos. Dos notables personajes hispanoamericanos, cuya obra ha
motivado nuestra curiosidad intelectual y nos han llevado a profundizar en su vida y
participación política, buscando develar así los orígenes constitucionales de nuestra
nación.
11
I. Horizonte Teórico-Metodológico
En este primer apartado de nuestro trabajo, nos proponemos hacer hincapié en las
herramientas teóricas y metodológicas que se constituirán en la base hermenéutica desde la
cual realizaremos nuestra investigación. Para ello, daremos cuenta de cuatro elementos:
1) la metodología propia de la “escuela de Cambridge”;
2) Realizar un primer acercamiento crítico al concepto de “liberalismo”;
3) La relación entre la conmemoración del Bicentenario y conceptos como los de
“República” o “Liberalismo”;
4) La pertinencia del término “Revolución” para dar cuenta de los procesos
acaecidos en el período.
Estos cuatro elementos están en íntima relación tanto con la problemática de la
influencia de las Cortes de Cádiz en el surgimiento de un liberalismo mexicano e
hispanoamericano, como con la historia conceptual que nos proponemos llevar a cabo, por
lo que son de una importancia vital para nuestro análisis.
I. 1 La “escuela de Cambridge” como referente metodológico
Tal como hicimos referencia en la introducción, es nuestra intención retomar
metodológicamente a la denominada “escuela de Cambridge” para, a partir de este bagaje
hermenéutico, acercarnos al análisis de los dos intelectuales que hemos seleccionado.
El principio básico de esta metodología es que “(…) si pretendemos tener una
historia del pensamiento político construida de acuerdo con principios auténticamente
históricos, debemos tener medios de saber que “hacía” un autor al escribir o publicar un
texto”5. Es decir, nuestro esfuerzo fundamental está centrado en la reconstrucción del
contexto intelectual en el que vivían inmersos los autores, cuyas obras nos proponemos
analizar.
5 Pocock, J.G. (2001) “Historia intelectual: un estado del arte”, en Prismas. Revista de historia
intelectual, num. 5, Universidad Nacional de Quilmes, pág. 149
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En este sentido, es necesario oponerse a los trabajos provenientes de algunos
filósofos que consideran que existen criterios políticos inmutables, universales, atemporales
y omnicomprensivos desde que éstos fueran definidos por los “clásicos”. El uso de este
tipo de metodologías suele culminar en imaginativas utopías, complicadas e ininteligibles,
pero siempre coherentes, sin embargo no dan cuenta de los elementos problemáticos,
develando sólo ciertos aspectos superficiales.
Quentin Skinner6 considera que es posible identificar dos tipos de enfoques que
serían resultado de este “error metodológico”. Básicamente, el autor analiza las distintas
perspectivas teóricas adoptadas por los historiadores de las ideas y presenta los
tradicionales enfoques textualista y contextualista como los mecanismos de comprensión
más utilizados y aceptados en las investigaciones históricas sobre problemas intelectuales.
El enfoque textualista considera que el único instrumento de comprensión
necesario es el texto en sí mismo y descansa en la presuposición de que las obras filosóficas
o literarias poseen “elementos de interés intemporal y perenne”. Estos elementos
representan ideas universales que se encuentran en los textos clásicos y la labor del
historiador consiste en rastrearlas y recuperarlas.
Skinner afirma que la problemática principal que este enfoque presenta es la
imposibilidad de estudiar únicamente aquello que los autores clásicos “dicen” sin involucrar
nuestras propias expectativas y marcos de referencia con respecto a lo que el autor en
cuestión debió haber dicho realmente. Al hacer esto, nuestra lectura se encuentra sesgada y
se cae en varios tipos de absurdo histórico que ya no pueden calificarse como historias sino
como mitologías.
En principio, la mitología de las doctrinas, que se genera cuando un historiador intenta
rastrear e identificar en un autor clásico teorías sobre cada uno de los temas que se
consideran “obligatorios”. La mitología de las doctrinas puede adoptar dos formas
distintas. La primera consiste en tomar consideraciones aisladas y circunstanciales que un
autor clásico pudo haber elaborado y transformarlas en una teoría acabada, mientras que la
segunda forma radica en tomar alguno de los tópicos que se consideran obligatorios y
criticar a un autor clásico por omitir elaborar un análisis detallado del mismo.
6 Skinner, Quentin (2000) “Significado y comprensión en la historia de las ideas”, en Primas.
Revista de historia intelectual, num. 4, Universidad Nacional de Quilmes
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La mitología de la coherencia, que surge cuando se considera al texto como un objeto
autosuficiente de comprensión. A veces, las teorías de algunos autores clásicos no son del
todo consistentes y, si se parte de la premisa que no debe haber contradicciones, el
historiador se ve tentado a encontrar en los textos una cierta coherencia y consistencia que
los mismos parecen no tener. De esta forma, con el objetivo de extraer un mensaje sin
fisuras conceptuales de la obra de un autor, el historiador omite declaraciones que el propio
autor hizo que desafían la apariencia de sistema cerrado que pretende conseguir o descarta
obras enteras antes que perjudicar la coherencia de la teoría.
Los historiadores modernos poseen una perspectiva privilegiada en el momento de
analizar una obra o una acción histórica determinada ya que, no solo pueden examinar el
significado que la obra o la acción en cuestión pudo haber tenido para el propio agente,
sino también su significado retrospectivo. Sin embargo, esta perspectiva privilegiada puede
conducir nuevamente a la aparición de mitologías, principalmente la mitología de la prolepsis,
que se genera cuando se le otorga mayor importancia al significado retrospectivo de las
acciones históricas y de las obras de autores clásicos que al significado que tuvieron de
hecho para el propio agente que las realizó. La consecuencia de este tipo de mitología es
que el sentido histórico se diluye y que tanto las acciones como los enunciados emitidos en
el pasado deben esperar a que el futuro les confiera significado. También existe la la
mitología del localismo, que surge cuando, por un proceso de condensación histórica, se
describe erróneamente el sentido de una obra determinada a partir de términos y conceptos
que no pueden ser aplicados al material histórico en cuestión debido a que los mismos
pertenecen a la perspectiva actual del historiador.
Es a partir de la identificación de estos últimos dos tipos de mitologías que Skinner
elabora uno de los argumentos centrales de su postura: cualquier explicación que intente dar
cuenta de una acción o enunciado que un agente realizó a voluntad en un momento histórico determinado,
debe encontrarse inmersa en la red conceptual de términos y significados que se encontraba a disposición del
agente en cuestión.
A partir de esta última afirmación, se puede sostener que la metodología de
considerar al texto como un objeto autosuficiente de investigación y comprensión,
descansa en un error filosófico fundamental. Al centrarse exclusivamente en el texto, esta
perspectiva presenta como la única clave de comprensión de las ideas, al estudio de las
formas de las palabras implicadas en la descripción de la idea en cuestión. Debido a que las
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palabras y los enunciados que se utilizan para describir ideas pueden usarse con intenciones
múltiples y, en ciertas ocasiones, incompatibles, el proyecto de estudiar una historia de las
ideas a partir exclusivamente de lo que un autor dijo jamás logrará alcanzar una
comprensión acabada de las mismas. Existe una diferencia fundamental entre la aparición de
las palabras o frases que expresan una idea y el uso de las palabras “por un agente
específico, en una ocasión específica con la intención específica (su intención) de hacer un
enunciado específico”7.
De esta forma, lo único que se puede afirmar es que los distintos autores clásicos
elaboraron, a través de determinadas palabras y expresiones, una diversidad de enunciados
con diferentes intenciones y, debido a esto, no colaboraron en la creación de ninguna idea
definida e intemporal que pueda rastrearse y recuperarse. La existencia de una historiografía
que intenta dar cuenta, a través del estudio exclusivo de un texto, de las palabras y
expresiones que se utilizaron para enunciar una idea, no podrá obtener jamás una
comprensión histórica acabada de la importancia y valor de la idea en cuestión.
Por otro lado, el enfoque contextualista descansa en la noción de que el significado
de cualquier texto es determinado por el contexto social, político, económico e intelectual
en el cual es escrito y, debido a esto, toda tentativa de comprensión debe restringirse al
marco conceptual que ese contexto brinda. Ahora, si bien es cierto que el conocimiento del
contexto social en el cual un texto surge otorga una ayuda considerable para evitar caer en
las mitologías anacrónicas previamente descritas, también es errado considerar que las ideas
de un texto determinado deban entenderse exclusivamente en términos de su contexto
social.
Este tipo de trabajos son rechazados por autores como Skinner8, ya que sería inútil
buscar sistemas totalmente coherentes o descripciones unívocas, puesto que –siguiendo la
lógica de analizar el contexto discursivo, propia de la escuela de Cambridge”- todo texto
surge en un determinado contexto intelectual, en cuyo seno no deja de ser un argumento a
favor o en contra de otro texto, autor, o corriente de pensamiento. El historiador se
convierte así en un verdadero “arqueólogo de los textos”, ya que a través de ellos es que
7 Quentin Skinner “Significado y comprensión en la historia de las ideas”, pp. 178.
8 Se enfocará de forma primordial en: Skinner, Quentin.(1988) The Foundations of Modern
Political Thought. Cambridge: Cambridge University Press, (hay trad. al español). idem (2000)
“Significado y comprensión en la historia de las ideas”, en Primas. Revista de historia
intelectual, num. 4, Universidad Nacional de Quilmas; idem (2003) El nacimiento del Estado.
Buenos Aires, Editorial Gorla
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será posible redescubrir los lenguajes del debate político acaecido en el momento. Para
realizar esta tarea, es necesario aprehender los “conceptos normativos”9, vocablos dotados
de un significante cambiante, indeterminado, como “justicia”, “virtud” o “prudencia”, que
aparecen repletos de significados enraizados en los valores políticos y morales propios del
background cultural de las sociedades en las que surgen.
Al centrarnos en los significados, estamos otorgándoles a las palabras la
consideración de “actos”, puesto que cuando un sujeto, en un debate intelectual, hace uso
de las herramientas lingüísticas que tiene a su alcance, esta “haciendo algo”, actuando e
inter-actuando desde el seno de las convenciones que dotan de significado a las palabras y
los discursos: en palabras de Skinner, “los textos son actos y los actos textos”. En otras
palabras, si todo lo que decimos posee una determinada intención, entonces el analista
debería ser capaz de dilucidar qué puede haber significado ese “acto lingüístico” en unas
circunstancias dadas; pero, a su vez, el historiador de las ideas debe ser capaz también de
localizar los cambios políticos, ideológicos o sociales que puedan existir detrás de las
alteraciones que podemos percibir en el uso de determinados conceptos claves.
Éste último elemento es fundamental, ya que los cambios en el vocabulario están
dando cuenta de nuevas realidades y nuevas intenciones por parte de los autores, elementos
esenciales para comprender la totalidad de la problemática. En este sentido, es necesario
retomar los trabajos de Roland Barthes10, Michael Foucault11 y Jacques Derrida12, ya que,
sumados a los textos metodológicos de Skinner sobre los que venimos trabajando, damos
con la afirmación de que, más allá de su creador, todo texto tiene “vida propia”: podríamos
decir que los cambios discursivos en la alta política se gestan a partir de una modificación
del significado de los ya existentes, para lo cual suele recurrirse, generalmente, a la
extensión metafórica. En este sentido, la primer tarea del historiador consiste en aislar los
conceptos clave del discurso, ya que la búsqueda de estos conceptos fundamentales –pero
no por eso trans-históricos- y el análisis de su evolución temporal puede permitirnos
9 Reinhart Koselleck y Hans-Georg Gadamer, (1977) Historia y hermenéutica, Barcelona,
Paidós,
10 Barthes, Roland (1997) El grado cero de la escritura, Buenos Aires, Siglo XXI Editores
11 Foucault, Michel, (1979) Microfísica del poder, De la Piqueta, Madrid; idem. (1970)
Arqueología del saber, Siglo XXI, Buenos Aires; idem. (2002) Vigilar y Castigar. El nacimiento
de la prisión, Siglo XXI, Buenos Aires
12 Derridá, Jacques (1997) El Monolingüismo del otro o la prótesis de origen., Buenos Aires,
Manantial, “La estructura, el signo y el juego en el discurso de las ciencias humanas”. en J.
Derridá: Dos ensayos. Barcelona, Anagrama, l972. “Génesis y estructura’ y la fenomenología”,
en VV. AA.(1975), Las nociones de estructura y génesis. Tomo I. Buenos Aires, Nueva Visión.
16
reconstruir todo el conjunto de símbolos e interpretaciones heredadas que constituyen la
subjetividad de una época.
Nos interesa entonces recuperar a Skinner, quien plantea una perspectiva alternativa
a los enfoques contextualista y textualista como mecanismos de acercamiento a un texto
clásico y para esto distingue dos instancias distintas en el proceso de comprensión.
La primera está vinculada a la comprensión de los términos y los enunciados
utilizados por el autor y aquí el estudio del contexto social en el cual el texto es escrito tiene
un rol fundamental. Es solo a partir de un conocimiento acabado del contexto social,
histórico e intelectual, que podremos dar cuenta del significado de los conceptos y los
términos utilizados por un autor para expresar los enunciados y las ideas que deseamos
comprender.
La segunda instancia de comprensión está vinculada a la intencionalidad del autor.
Al estudiar cualquier texto nos enfrentamos con la cuestión esencial de qué podría haber
pretendido comunicar su autor en el momento en el que lo hizo y a la audiencia a la que se
estaba dirigiendo. Si bien el estudio del contexto social permite la comprensión del
significado de los términos utilizados en los enunciados, esto no es suficiente para
esclarecer aquello que Skinner considera esencial para un conocimiento acabado de
cualquier texto clásico, a saber, la captación de la fuerza ilocucionaria.
Skinner se apoya en la teoría de los actos de habla de Austin al definir a la fuerza
ilocucionaria como aquello que un determinado agente pretendió significar al expresar un
enunciado concreto, su intencionalidad. Si retomamos el argumento de que las palabras y
los enunciados que se utilizan para describir ideas pueden usarse con intenciones diversas y,
a veces, incompatibles, podemos inferir que el significado de una idea no puede
aprehenderse exclusivamente a partir de la comprensión del significado de las palabras
empleadas en la construcción de la idea en cuestión. El significado último de un enunciado
o una acción histórica descansa en la aprehensión de la intención que impulsó al agente a
efectuarlos, el sentido subyacente a ese enunciado. Para Skinner, la única manera de
identificar la fuerza ilocucionaria de un enunciado es a través de la recuperación del
contexto lingüístico en el cual ese enunciado surge, esto es, toda la red de expresiones y
conceptos vinculados al enunciado en cuestión. Es a partir del estudio de la relación entre
el enunciado y su contexto lingüístico que se podrá elucidar esta intención compleja del
autor.
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La propuesta de Skinner para el abordaje y la comprensión de una obra clásica
descansa en un enfoque de estudio esencialmente lingüístico y la metodología adecuada
para el mismo es la recuperación de las intenciones.
Consideramos que esta explicación metodológica es importante y necesaria, ya que
nos permite identificar de forma mucho más precisa y acotada tanto nuestro propósito
como nuestro método. El propósito: la reconstrucción del contexto intelectual que permitió el
surgimiento y la consolidación del liberalismo mexicano. El método, en resumen, es circular, ya que
parte del análisis de los textos que constituirían el legado cultural de los autores, para
redescubrir las intenciones que pudiera haber tras la creación y difusión de las obras. El
ejercicio, por parte del historiador de los conceptos, de poner en relación los diversos
escritos de una época, puede ayudarnos a reconstruir imaginarios sociales que nos pueden
ser útiles para leer y releer los textos de formas novedosas e innovadoras, aportando la
mirada de quienes los escribieron y, especialmente, de quienes lo leyeron.
I. 2 ¿De qué hablamos cuando hablamos de liberalismo?
¿Se puede hablar de un liberalismo hispánico? ¿Qué categorías empleó la
historiografía tradicional para estudiar el liberalismo decimonónico? ¿Fueron las sociedades
americanas incapaces de adoptar las nuevas constituciones, o adolecieron éstas de
ambigüedades doctrinarias propias que obstaculizaron su aceptación? Con estos
interrogantes, entre otros, los historiadores han reconsiderado los supuestos conceptuales
de la tradición historiográfica del constitucionalismo hispánico y de las primeras prácticas
representativas en el mundo iberoamericano.
Dilemas, fallas, paradojas, aporías son algunas de las figuras que la historiografía
viene desplegando para dar cuenta de la naturaleza del idioma de las libertades en las
nuevas repúblicas independientes, y de las nacientes prácticas políticas, en función de dos
grandes ejes de conocimiento. El primero analizó el vínculo entre el primer liberalismo
español y los pueblos americanos, tanto los que participaron de la experiencia gaditana
como los que se enfrentaron con ella. El segundo estudió las características de las
constituciones liberales en Hispanoamérica, su débil legitimidad, o su fracaso, y, junto con
ello, la relación entre la retórica republicana y los discursos “liberales”.
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En este apartado nos ceñiremos a revisar sólo algunos aspectos de esos enfoques,
en un intento por situar mejor los términos de la relación entre la emergencia de formas de
soberanía asociadas a ciudades, provincias o territorios, luego de la crisis de la monarquía
española en 1808, y la difusión de las voces de “liberal” y “liberalismo” a principios del
siglo XIX.
En la discusión de las cuestiones mencionadas anteriormente se asume el hecho de
que las revoluciones de independencia deben ser analizadas en el contexto de la crisis
general de la monarquía española.13 Sabemos que la crisis de 1808 planteó diversas
alternativas de recomposición del cuerpo político hispánico, donde un mejor conocimiento
de los criterios sobre la naturaleza y legitimidad de los organismos políticos emergentes
redefinió el lazo existente entre la experiencia liberal de Cádiz y aquella de los primeros
poderes autónomos en América. Asimismo, la periodización del concepto de
“nacionalidad”, y la distinción de los usos políticos del vocablo “nación”, a fines del siglo
XVIII y principios del XIX, dotaron de una nueva clave interpretativa a los reclamos de
soberanía realizados por “pueblos” y “provincias” en Hispanoamérica.
El problema de la sustitución de la legitimidad de la monarquía castellana encontró
un lenguaje común en el derecho natural y de gentes, que admitía la existencia soberana de
“repúblicas”, “pueblos soberanos”, “ciudades soberanas” o “provincias/Estados
soberanos.14 Así, antes de definirse como nacional, la República pudo asociarse a una
ciudad, a una provincia, a unos pueblos, o tomar la forma de una “comunidad perfecta”
para seguir integrada a la monarquía castellana.
Sin embargo, la desigualdad en la representación y la negación de la autonomía que
experimentaron los territorios americanos por parte de las Cortes de Cádiz, produjeron
reacciones no compatibles con el primer liberalismo español. En este sentido, queremos
llamar la atención sobre la pertinente observación de José M. Portillo Valdés, cuando al
comprobar el protagonismo de los pueblos en las primeras etapas de la crisis, y el diverso
tratamiento que los territorios peninsulares se dieron a sí mismos, y el que dispensaron a
los americanos, advierte que no se trató -en esta particular situación- de enfrentamientos
entre discursos más o menos liberales, sino de una cuestión previa: el derecho a participar
13 Tulio Halperín Donghi, (1992) “Reforma y disolución de los imperios ibéricos 1750-1850”, en
Historia de América Latina, 3, Madrid, Alianza Editorial, 1985; Francois-Xavier Guerra,
Modernidad e Independencias, Madrid, Maprfre
14 José Carlos Chiaramonte (2004), Nación y Estado en Iberoamérica. El lenguaje político en
tiempos de las independencias. Buenos Aires, Editorial Sudamericana
19
en el poder constituyente, es decir, en la definición de un nuevo pacto hispano entre ambos
lados del Atlántico, que sin embargo se perdió en Cádiz.15
Esta cuestión “previa” no se agotará, a nuestro entender, en 1812, sino que
reaparecerá en varios de los primeros congresos constituyentes americanos, cuando se
mencione el derecho de los pueblos a aceptar o rechazar el texto constitucional que
fundaría las nuevas repúblicas independientes. No es menor, entonces, el dato de que en
los inaugurales ensayos constitucionales americanos suele ser el “pueblo” y no la “nación”
el sujeto de imputación de la soberanía. En esta línea se inscribe también la interpretación
de las elecciones realizadas en los territorios americanos que participaron de la experiencia
de Cádiz. Pues, como lo demostró Antonio Annino en sus bien conocidos trabajos sobre la
etapa inaugural de la representación política en México, el “jano bifronte liberal” mexicano
habría surgido de lo que denominó: “una división idiomática”. Esto es: en una resistencia
por parte de los pueblos a admitir la nueva idea “abstracta” de soberanía nacional, al mismo
tiempo que éstos aceptaban las nuevas prácticas de voto para los ayuntamientos.
La explicación de esta disociación se encontró en las aspiraciones al autogobierno
de los pueblos que se basaban en nociones de soberanía y de legitimidad políticas muy
concretas de la tradición hispánica.16 Así, el pasaje de los diversos intentos de
recomposición del cuerpo político hispano, a los primeros ensayos constitucionales de las
repúblicas independientes fue también el puente de tránsito de derechos de pueblos, junto
a incipientes derechos individuales. De modo que las cuestiones y conflictos inherentes a la
soberanía (indefinición geográfica de las nacientes repúblicas, ejercicio y distribución del
poder, representación individual o mandato imperativo) no fueron sólo previas al diseño de
las nuevas ingenierías constitucionales, sino que lo atravesaron de diverso modo bastante
más allá del período de la independencia.
Por otra parte, hoy también sabemos que el liberalismo posee una indeterminación
de origen en la definición de quienes conformaban el pueblo; es decir, en cómo se
constituirían las nuevas unidades de autogobierno (países o naciones-estado). José Antonio
Aguilar Rivera propone, en este sentido, tomar en serio la magnitud y el alcance de las
decenas de constituciones producidas en Hispanoamérica y España entre fines del siglo
15 José M. Portillo Valdés (2006), Crisis atlántica. Autonomía e independencia en la crisis de la
monarquía hispana, Madrid, Fundación Carolina. Centro de Estudios Hispánicos e
Iberoamericanos. Marcial Pons, Ediciones de Historia, S. A.
16Antonio Annino, (1995) “Cádiz y la revolución territorial de los pueblos mexicanos, 1812-1821,
en A. Annino (coord..), Historia de las elecciones en Iberoamérica, siglo XIX, Buenos Aires,
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XVIII y principios del XIX. No desde el supuesto de considerar que el modelo
constitucional adoptado en América era claro y sin fallas, sino desde las ambigüedades
intrínsecas de un experimento que recién comenzaba a ensayarse.17
Sin embargo, la pregunta persiste: ¿De qué hablamos cuando hablamos de
liberalismo? Porque el término de liberalismo aludía a principios del siglo XIX menos a una
filosofía que a un conjunto de principios. En efecto, Javier Fernández Sebastián señala -al
estudiar el concepto liberalismo en España entre 1750 y 1850-, que: “Liberalismo era
entonces apenas una etiqueta titubeante, entretejida con algunas prácticas políticas no
menos incipientes que se trataba de designar, una etiqueta que apuntaba ya a un futuro de
reformas y libertades de nuevo cuño, pero en todo caso desprovista de la fuerza evocadora
y de la riqueza semántica que llegaría a alcanzar algunos años después”.18 Con este criterio
se proyecta mejor la comprobación de que el sustantivo “Liberalismo” fue de uso poco
frecuente en los discursos políticos y constitucionales de principios del siglo XIX en
América, y que el vocablo “liberal” conservará, hasta bien entrada la primera mitad de la
centuria, significados morales.
A modo de ejemplo ilustrativo, que nos permita realizar comparaciones con el caso
mexicano, nos enfocaremos al Río de la Plata, rescatando los análisis de algunos autores,
sitio en que tuvo lugar la primera experiencia de cuño liberal, la llamada feliz experiencia de
Buenos Aires (1821-1824), que también tuvo una realización parcial en un espacio
provincial y no nacional19. Es por eso mismo que, aunque las reformas hayan sido
concebidas por los rivadavianos como el primer paso para “nacionalizar” al conjunto de las
Provincias Unidas, aquellas no encontraron obstáculos mayores para legitimarse ante el
conjunto de las tendencias locales –confederacionistas y centralistas- que se disputaban el
espacio político de la provincia en 1820.
17José Antonio Aguilar Rivera (2000), En pos de la Quimera. Reflexiones sobre el experimento
constitucional atlántico, México, Centro de Investigaciones y Docencia Económicas. Fondo de
Cultura Económica,
18 Javier Fernández Sebastián, “Liberalismo”, en “El mundo atlántico como laboratorio
conceptual (1750-1850). Bases para un Diccionario histórico del lenguaje político y social en
Iberoamérica” (Iberconceptos). En preparación.
19Marta Bonaudo y Elida Sonzogni (1999): “Los grupos dominantes entre la legitimidad y el control”
en Marta Bonaudo (directora): Liberalismo, estado y orden burgués (1852-1880), Colección
Nueva Historia Argentina, Editorial Sudamericana; José Carlos Chiaramonte (1971):
Nacionalismo y liberalismo económicos en la Argentina. Solar/Hachette.
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Las reformas rivadavianas constituyen así un “jano bifronte”20. Alberdi vio en ellas
más un impedimento que una oportunidad para conformar el Estado-nación. La creación
de un régimen republicano bajo el principio representativo en Buenos Aires, al que
siguieron las demás provincias con el dictado de constituciones propias, habría consolidado
no los “buenos principios” sino el “aislamiento provincial”, y habría por lo tanto retrasado
la organización nacional21. Hoy sabemos que bajo esta expresión subyacían tendencias
autonómicas y un ejercicio de la soberanía en ámbitos locales desde antes de la crisis del
poder central de 1820, que a poco andar se afirmaron en Estados provinciales22.
Ahora bien, la medida de lo que se puso en juego en esos cortos años, surgió más
tarde, cuando fracasada la feliz experiencia, la adhesión a ciertos principios persistió en el
seno mismo de los federales. Recordemos que en 1832, cuando se dio el gran debate sobre
el otorgamiento de Facultades Extraordinarias a Juan Manuel de Rosas, los así llamados
federales “cismáticos” consideraban que las Facultades atentaban contra el “sistema
representativo republicano” y la “soberanía del pueblo”, cuya traducción se sintetizaba en
un conjunto de preceptos compartidos hasta ese momento: la elección directa, la división
de los poderes, la responsabilidad de los ministros, la inviolabilidad de las propiedades, y la
publicidad de todos los actos de la administración pública.23
Si admitimos, entonces, que los “estados de lengua” dicen algo sobre los “estados
de cultura”, sería oportuno tal vez limitar el uso englobante del concepto de “Liberalismo”,
por un mayor acercamiento a los llamados “principios liberales” en sus múltiples y
cambiantes asociaciones con “soberanía del pueblo”, “consentimiento” y “república
representativa”, y en vinculación con los también fluctuantes contextos y situaciones
históricas. Porque si bien responder a la simple pregunta de cómo se enfrentaron los
protagonistas del período a las nuevas situaciones históricas con los lenguajes disponibles
en la época, ha producido ya sustanciales avances en el conocimiento de las revoluciones
atlánticas, sin embargo, sus propios recursos conceptuales siguen planteando desafíos a la
comprensión histórica.
20 Gallo, K. (1999), "¿Reformismo radical o liberal?: la política rivadaviana en una era de
conservadurismo europeo. 1815-1830", Investigaciones y Ensayos, 49, pp 287-313.
21 Natalio Botana (1996): Domingo Faustino Sarmiento. Una aventura republicana.|FCE,
Colección "Los nombres del poder"; ídem (1991): La libertad política y su historia.
Sudamericana.; ídem (1984): La tradición republicana. Sudamericana.
22 Ternavasio, "Las reformas rivadavianas en Buenos Aires y el Congreso General
Constituyente (1820-1827)", en Nueva Historia Argentina, vol 3, pp 159-197
23 Marcela Ternavasio (2005.), “Entre la deliberación y la autorización. El régimen rosista frente
al dilema de la inestabilidad política”, en Noemí Goldman y Ricardo Salvatore, Caudillismos
Rioplatenses. Nuevas miradas a un viejo problema, Buenos Aires, Eudeba, 2da edición
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En efecto, se trataría de esclarecer el efecto recíproco entre la cuestión de la
soberanía, en sus distintos niveles de conflictiva realidad, y los significados de los conceptos
políticos clave del período, no pensados desde un temprano orden político nacional, sino
desde la crisis de la monarquía ibérica y las diversas formas alternativas de existencia
autónoma de nuevos sujetos políticos con ejercicio de la soberanía y ordenamiento
constitucional propio.
De todas maneras, una empresa de esta índole requeriría años de investigación, y
probablemente el esfuerzo combinado de varios grupos de investigadores. En este sentido,
consideramos que al enfocar los problemas inherentes a la débil legitimidad constitucional
de los nuevos regímenes, deberíamos considerar conjuntamente tanto las formas de
apropiación selectiva de ciertos “principios liberales”, incluso “modelos liberales”, como las
perdurables formas territoriales, jurisdiccionales o estatales que adoptó la “retroversión de
la soberanía” en Hispanoamérica; integrando en esto al propio fenómeno del caudillismo.
Desde esta base podremos analizar de manera mucho más completa el complejo fenómeno
que constituye el surgimiento y afirmación del liberalismo tanto en España como en
México, así como también en el resto de los países americanos. De cara al doble
Bicentenario de la Independencia de México (1810) y de la Constitución gaditana(1812),
hoy no sería inútil recuperar de la memoria histórica aquellos lenguajes que, en sus
realizaciones parciales, surgieron al calor de las revoluciones atlánticas; quiero decir, de la
política, de la deliberación y los derechos.
I. 3 La “Dimensión hispánica” de las revoluciones de independencia
Saldada la cuestión de “qué entendemos por revolución”, se hace ahora más que
necesario preguntarnos si es un buen punto de partida circunscribirnos a la “dimensión
hispánica” de las revoluciones de independencia. Porque, si nos interesa examinar las
posibles relaciones extra americanas de esos procesos, se hace necesario recordar que aún
habida cuenta de la peculiaridad de los sucesos revolucionarios ocurridos en la península a
raíz de la invasión francesa, ellos bien pueden considerarse parte de un ciclo histórico que
se suele denominar justamente el ciclo de las revoluciones modernas. Es decir, si existe
unidad, es en el conjunto del ciclo revolucionario iniciado en las colonias angloamericanas,
y culminado con la revolución francesa. Y consideramos más fructífero enfocar los
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movimientos de independencia hispanoamericanos en esa perspectiva, sin dejar de atender
por ello a los rasgos específicamente hispanos que contienen.
Por otra parte, la cuestión de lo que con peculiar lenguaje se denominó hace tiempo
”filiación histórica del movimiento de independencia” posee una historia de mal regusto
ideológico. La tradicional tesis liberal, a la manera de Sarmiento24 fue desafiada por
posturas como las de Giménez Fernández o, en Argentina, la de Guillermo Furlong.25 La
contraposición de las ideas de la Enciclopedia francesa y la teología política de Francisco
Suárez fue así una de las facetas de esa cuestión, llevada al absurdo por Furlong al resumirla
en un dilema, el de si Rousseau o Suárez eran los ideólogos de la Revolución de Mayo. En
ambos casos, en el esfuerzo por hacer de la Revolución de Mayo un acontecimiento de
índole liberal, por un lado, o de carácter católico español, por otro, se partía de una
manipulación anacrónica de los datos. Así, por una parte, la doctrina de la retroversión de
la soberanía se ignoraba o podía ser considerada “un subterfugio que permitía la antigua
tradición medieval española acerca del origen popular del poder monárquico, expresada en
la institución de las Juntas de origen popular que recogían la autoridad no ejercida por el
Rey.”26 O, por otra parte, se la convertía en la prueba del predominio de la teología
suareciana, ignorándose que, pese a su repudio por Rousseau, era común a la mayor parte
de los iusnaturalistas no escolásticos.
Pero no sólo en ese hispanismo nacionalista27 se verifica una mirada distorsionada a
los vínculos entre ambos procesos. Julio V. González partía de la tesis según la cual la
revolución de Mayo no era otra cosa que una parte de la revolución española ocurrida a
partir de la invasión napoleónica. Claro está, que el contexto en que escribía González, el
del clima generado por la guerra civil española del siglo XX, hacía de su tesis -la tesis de un
historiador socialista- una interpretación de la historia hispanoamericana asimilable a los
objetivos de la República.
24 "Es inútil detenerse en el carácter, objeto y fin de la revolución de la independencia. En toda
la América fueron los mismos, nacidos del mismo origen, a saber, el movimiento de las ideas
europeas” Domingo Faustino Sarmiento (1952), Facundo, Buenos Aires, El Ateneo, pág. 109
25Manuel Giménez Fernández (1947), Las doctrinas populistas en la independencia de
Hispano-América, Madrid, Consejo Superior de Investigaciones Científicas, Escuela de
Estudios Hispanoamericanos, Sevilla, GuillermoFurlong, Nacimiento y desarrollo de la filosofía
en el Río de la Plata, 1536-1810, Buenos Aires, Fundación Vitoria y Suárez, s. f.
26 José Luis Romero (1956), Argentina, Imágenes y Perspectivas, Buenos Aires, Raigal, pág.
90
27Véase, al respecto, Horst Pietschmann (1992) , “El problema del ‘nacionalismo’ en España en
la Edad Moderna. La resistencia de Castilla contra el Emperador Carlos V”, Hispania, LII/1, nª.
180,
24
“(...) Los antecedentes inmediatos del sistema de gobierno implantado por la Revolución forman un complejo
que se anuda alrededor de la Revolución de España, producida con motivo de la invasión de la Península por los
ejércitos de Napoleón.”
“(...) Estimo que la vinculación de causa a efecto que liga al movimiento hispanoamericano con el español,
fue algo más estrecha y decisiva que lo que hasta hoy se ha reconocido. Para la historia general pudo ser el uno causa
meramente ocasional del otro, pero para la constitucional reviste las características de una causa determinante.” 28
Esta declaración tajante respecto de los vínculos entre ambos procesos la desarrolla
a lo largo de la Introducción del primero de los dos tomos de su obra, con una perspectiva
que puede sintetizarse en un párrafo en el que afirma que las conclusiones de su
investigación le permitían...
“(...) asumir la responsabilidad científica de afirmar que para la historia de las instituciones políticas, las
revoluciones en territorio americano fueron una creación de la Revolución de España. Porque el movimiento popular
de la Península, no sólo inició al americano en las prácticas de la representación pública, sino que lo nutrió con
principios y le proporcionó las bases sobre las que el pueblo planeó la organización del nuevo Estado.”29
Es decir, el argumento sustancial es que muchos de los rasgos de la historia
intelectual y política peninsular poseen un innegable parentesco con los de la historia
europea, al punto de que se constituye como una difícil tarea distinguir lo específicamente
hispano que habría en ellos. Y quisiera subrayar que ese parentesco no se limita a las
corrientes liberales o revolucionarias difundidas a partir del siglo XVIII sino que también
corresponde a lo ocurrido en siglos anteriores, es decir, a lo que solemos llamar
habitualmente doctrinas o instituciones “tradicionales”.
Veamos mejor, en cambio, algunos de los rasgos sustanciales de lo ocurrido en los
primeros meses de existencia de un gobierno local surgido de un proceso revolucionario,
Buenos Aires30 (capital de la actual República Argentina), que remiten a una perspectiva no
28Julio V. Gonzalez (1937), Filiación histórica del gobierno representativo argentino, Buenos
Aires, La Vanguardia. En cuanto a la interpretación de Guerra, en la Introducción a Modernidad
e Independencias..., (“Un proceso revolucionario único”) desarrolla la tesis, similar a la de Julio
V. Gonzalez, de la unidad de la revolución española iniciada con la insurrección
antinapoleónica y las independencias hispanoamericanas. François-Xavier Guerra (1993),
Modernidad e Independencias, Ensayos sobre las revoluciones hispánicas, México, 2a. ed.,
FCE.
29 J. V. González, ob. cit., págs 7 y 10.
30 Véase un análisis de los procesos electorales en José Carlos Chiaramonte -con la colab. de
Marcela Ternavasio y Fabián Herrero-, "Vieja y nueva representación: los procesos electorales
en Buenos Aires, 1810-1820", en: Antonio Annino (comp.) (1995), Historia de las elecciones y
de la formación del espacio político nacional en Iberoamérica, siglo XIX, Buenos Aires, FCE.
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exclusivamente hispánica. Los análisis realizados por historiadores argentinos demuestran
que, si por un lado, en lo que acostumbramos a llamar la primera década revolucionaria, los
acontecimientos muestran el papel protagónico de una institución de antiguo régimen
hispano colonial, como el Cabildo y, asimismo, tendencias centralistas que podrían
considerarse de raíz borbónica, como asimismo el fuerte regalismo en relación con la
Iglesia, por otro, exhiben iniciativas no necesariamente de esa procedencia, como las
implicadas por los fundamentos contractualistas de la legitimación del poder, que hasta
llegó a obligar al propio Cabildo a solicitar a la Junta que se le aplicara el procedimiento de
comicios para elegir a sus miembros, dado que, declaraba el Ayuntamiento, la carencia de
ese requisito le quitaba legitimidad de acuerdo a los nuevos criterios políticos fundados en
el principio de la soberanía popular. O como las fuertes tendencias confederales brotadas
en los primeros años de esa década.
En este último caso, existen expresiones muy conocidas, como las provenientes de
Artigas, con patente vinculación con la experiencia norteamericana, o la argumentación de
la Junta Grande en 1811 que provocó su disolución por el Primer Triunvirato, al invocar a
“las ciudades de nuestra confederación política”.
Los primeros años de vida independiente, en suma, muestran un heterogéneo
conjunto de iniciativas políticas de diverso origen o, más bien, de general presencia en la
Europa moderna, tales como las doctrinas contractualistas y el principio del
consentimiento, que hacen de la cuestión del origen algo mucho más complejo.31 Incluso, la
difusión del derecho natural y de gentes en la España de la segunda mitad del XVIII y
comienzos del XIX fue predominantemente de origen iusnaturalista moderno y no
escolástico. Y el hecho de que la cátedra de derecho natural instituida por Carlos III fuese
la única existente en países católicos, ha sido bien interpretada como un intento, no exitoso,
de compensar la difusión del iusnaturalismo mediante una enseñanza despojada de aquello
que pudiese dañar a la religión o a la monarquía.32
31 Sin embargo, pese a reconocer el variado origen de los conceptos políticos que afloraban
durante las independencias, el mismo Chiaramonte recae en la limitada percepción de calificar
de “pautas políticas de raigambre hispana” a las vinculadas a la figura de la reasunción de la
soberanía. "Modificaciones del pacto imperial", en Antonio Annino, Luis Castro Leiva, François
Xavier Guerra (1994), De los imperios a las naciones: Iberoamérica, Zaragoza, IberCaja,
Reeditado en: Antonio Annino y François-Xavier Guerra (coordinadores) (2003), Inventando la
nación. Iberoamérica siglo XIX, México, FCE.
32 Antonio Jara Andreu (1977), Derecho natural y conflictos ideológicos en la universidad
española (1750-1850), Madrid, Instituto de Estudios Administrativos.
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En conclusión, la discusión en torno al carácter revolucionario de los sucesos
españoles nos ha sido útil para percibir que la otra discusión, respecto de la supuesta matriz
hispana de las independencias hispanoamericanas, tuvo dos expresiones: la de concebir las
independencias como producto de instituciones y doctrinas “modernas”, por una parte, o
“tradicionales”, por otra. Y que mientras la primera sirvió para apuntalar la tesis del origen
revolucionario francés de la independencia, la segunda se utilizó para sostener su matriz
hispana. Pero, el caso es que, aún doctrinas e instituciones consideradas hispanas, por su
carácter tradicional, podían también formar parte de un acervo europeo... La fuerte huella
nacionalista que, a partir del Romanticismo impregnó las historiografías de diversos países,
ha distorsionado la visión de la historia cultural europea que supone la tesis hispanista. De
alguna manera, no estaría mal recordar, aunque sólo en un sentido metafórico, aquellas
ironías del Padre Feijóo cuando, en su artículo "Antipatía de franceses y españoles",
criticaba la opinión de que existían grandes diferencias intelectuales, morales o físicas entre
las diversas naciones y sostenía que en lo substancial, esas diferencias eran imperceptibles.33
Por eso, en lugar de un enfoque enmarcado en la conformación nacional de las
doctrinas y tradiciones políticas, es de preferir , respondiendo a la realidad de la vida
intelectual europea, otro que atienda a los enmarques supranacionales, tales como las
corrientes intelectuales que conectaban a autores de países distintos y asimismo los
definidos por las distintas órdenes religiosas católicas o por los diversos cultos protestantes,
dada la trascendencia de lo que se ha llamado teología política en los sucesos de la época.
En suma, queremos resaltar la importancia de centrarnos en descubrir la dimensión
europea y norteamericana de las revoluciones hispánica e hispanoamericanas.
33 Fray Benito Jerónimo Feijóo y Montenegro (1863), "Antipatía de franceses y españoles",
Obras escogidas, Biblioteca de Autores Españoles, Madrid, pág. 87
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II. Antecedentes y Generalidades
II.1 Dos Pilares de la construcción republicana en la Hispanoamérica del
siglo XIX: la representación política y la opinión pública
En este primer apartado, nos proponemos delinear un panorama general sobre la
situación política de la Hispanoamérica de principios del siglo XIX. En este sentido, nos
centraremos fuertemente en la caracterización de los procesos políticos, dejando la historia
social, las mentalidades y las ideologías para otros apartados.
La historia política de las Américas en el siglo XIX se caracteriza por la fuerte
presencia de un elemento fundamental: la adopción generalizada de los fundamentos
republicanos de gobierno. Mientras Europa se ceñía a la monarquía con renovados bríos,
las Américas, con la única excepción sostenida del Brasil, optaron definitivamente por la
república. Podemos observar entonces como los territorios americanos, se convirtieron,
casi de la noche a la mañana, en un campo de experimentación política formidable, donde
ideas e instituciones originadas en el Viejo Mundo fueron adaptadas y adoptadas, al mismo
tiempo en que se generaban y ensayaban prácticas políticas nuevas y diversas, con
resultados ciertamente inciertos. En lo que sigue quisiéramos interrogarnos sobre ese
experimento gigantesco, que involucró a millones de personas social y culturalmente
diversas, distribuidas en un territorio vasto y muy heterogéneo.
La invasión de Napoleón de principios del siglo XIX a la península hizo estallar la
unidad de esa nación. Los intentos por mantenerla fracasaron, desatando las numerosas
guerras que desembocaron en la ruptura de los lazos políticos formales de los reinos
americanos entre sí y con España. Tuvo comienzo entonces la larga y complicada historia
de la formación de nuevas comunidades políticas, tanto en el Viejo como en el Nuevo
Continente. El mapa político de la región se mostró cambiante por mucho tiempo: hubo
múltiples intentos de construcción de naciones y se ensayaron muy diversos proyectos de
organización institucional. Recién en las postrimerías del siglo XIX podemos encontrar un
patrón relativamente estable de estados nación, después de procesos que estuvieron lejos
de ser lineales34.
34 Tulio Halperin Donghi, Reforma y disolución de los imperios ibéricos, 1750-1850, Madrid:
Alianza, 1985; Gabriel Negretto and José Antonio Aguilar Rivera, “Rethinking the Legacy of the
Liberal State in Latin America: The Cases of Argentina (1853-1916) and Mexico (1857-1910)”,
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De todas maneras, en ese mosaico de diversas y complicadas historias puede
detectarse un rasgo compartido: las nuevas comunidades políticas, en su mayor parte, tanto
las más exitosas y duraderas como las más efímeras, adoptaron formas republicanas de
gobierno basadas en el principio de la soberanía popular. Y, si bien es necesario tener en
cuenta que esas formas no remitían a un modelo único y que reconocían variadas
inspiraciones, implicaron un cambio radical, tanto en los principios de legitimación del
poder político como en la introducción y el desarrollo de prácticas políticas originales.
Podría decirse que no hubo una gran novedad en cuanto a la opción por una forma
de gobierno republicana, no solamente porque esa era la senda seguida por los Estados
Unidos, sino porque durante ese período era promovido activamente dentro de la misma
España. De todas formas, resulta más que original la porfiada insistencia de los americanos,
que a pesar de las profundas diferencias socioeconómicas y culturales, siguieron
inclinándose por el sistema republicano, aún cuando una gran parte de Europa redoblaba
su apuesta por la monarquía, y hasta por el absolutismo. La variopinta y compleja
Hispanoamérica fue (de manera conjunta con los Estados Unidos), el terreno donde se
ensayaron por primera vez, y de manera sostenida y masiva, la versión moderna de las
formas republicanas de gobierno.
La compleja historia que resultó de ese experimento secular dio lugar a muchas
interpretaciones que, de cualquier manera, parten de un elemento en común: el argumento
principal se fundamentó en torno de las dificultades, muy difíciles de evadir y sobrellevar,
que habría demostrado la región para la instauración de los principios, instituciones y
prácticas del liberalismo político. A su vez, este era definido, o en función de algún modelo
canónico, o en función a procesos históricos europeos. De esta manera, el acento no estaba
puesto en que formas adoptó esa experiencia política inédita, sino en las resistencias y
obstáculos a un camino ideal progresivo, los que -según versiones muy arraigadas- habrían
de encontrarse en la persistencia de tradiciones institucionales, ideas y jerarquías políticas
propias del Antiguo Régimen colonial.
Las últimas décadas han presenciado un fuerte cambio de paradigma en la historia
política, generando así cambios muy importantes en la forma de encarar esta disciplina. El
cuestionamiento de esa noción evolutiva de un camino universal ha generado nuevos
Journal of Latin American Studies, 32, 2 (2000); Frank Safford, “Politics, Ideology and Society”,
Leslie Bethell (ed.), Spanish America after Independence c. 1820-c.1870, Londres: Cambridge
University Press, 1987.
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enfoques que buscan dar un nuevo sentido a los procesos históricos, permitiendo que las
transformaciones políticas de Hispanoamérica hayan vuelto al primer plano, dando lugar a
una producción renovada en sus enfoques e interpretaciones35.
Teniendo en cuenta este cambio en el paradigma historiográfico, queremos
focalizar nuestra atención sobre el profundo e irreversible proceso de cambio político
desatado por el experimento republicano del XIX. En ese proceso, sostenemos,
instituciones e ideas que tuvieron su origen Europa (reformuladas algunas en los EE. UU.),
adquirieron formas originales, articulándose en nuevos lenguajes políticos, y dando lugar a
prácticas propias y novedosas.
Desde un principio, el fundamento político republicano implicó un cambio decisivo
en los fundamentos del poder político. Al perder toda garantía de autoridad trascendente, la
instauración del principio de la soberanía popular significó la necesidad de construir un
poder legítimo que se remitía a la comunidad política instituida o que se buscaba instituir.
Esa relación necesaria pronto habría de sostenerse sobre dos pilares fundamentales: la
opinión pública y la representación política, basamentos conceptuales a partir de los cuales
lograron establecerse normativas, forjando y articulando formas diversas de hacer política,
es decir, de construir, sostener, reproducir e impugnar el poder.
Nos preguntaremos en este primer apartado por las prácticas y las principales
representaciones que se generaron en torno de esos dos pilares; en este sentido, nuestro
interés estará puesto en encontrar algunos rasgos y tendencias compartidas de la
modernidad republicana en la región, con el objetivo de señalar su singularidad, no
reductible al esquema que la comprime en la fórmula de “una organización tradicional que
se resiste al liberalismo moderno”. Esta perspectiva nos ayudará a comprender de una
manera mucho más acabada la relación existente entre el surgimiento de formas de
gobierno liberales en Hispanoamérica, en función tanto de la influencia de las Cortes de
Cádiz como del accionar propio de los dirigentes independentistas.
35Entre los autores más importantes, valen la pena citar a: Antonio Annino y Raffaele
Romanelli, “Premesa”, en Quaderni Storici, nuova serie, 69 (1988); François-Xavier Guerra,
Modernidad e independencias. Madrid: Mapfre, 1992; José Antonio Aguilar y Rafael Rojas,
“Introducción” de la obra coordinada por los mismos autores: El republicanismo en
Hispanoamérica. Ensayos de historia intelectual y política, México: Fondo de Cultura
Económica, 2002; Hilda Sabato, “Introducción”, Hilda Sabato (coord.): Ciudadanía política y
formación de las naciones. Perspectivas históricas de América Latina. México: Fideicomiso de
Historia de las Américas de El Colegio de México y Fondo de Cultura Económica, 1999; Hilda
Sabato, “On Political Citizenship in Nineteenth-Century Latin America” en The American
Historical Review, 106:4 (October 2001).
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II.1.1 Los principios de la representación36
El principio, básico del pensamiento político de la modernidad, de la representación
política, se difundió en la Hispanoamérica que siguió a la independencia desde tiempos
muy tempranos. Y, a su par, una concepción renovada de la nación. Sin embargo, uno y
otra no se adoptaron de manera automática, y a pesar de que ya antes de las
independencias, las disposiciones de la Constitución de Cádiz implicaban una afirmación de
las nociones abstractas de “pueblo” y de “nación”, definiendo de manera novedosa la
figura de los representantes, en los reinos de América y las naciones que los sucedieron,
circularon y se hicieron operativas otras versiones de la representación.
En todo esto, podemos observar un doble proceso. Por una parte, el mandato
imperativo imperante en la tradición colonial mantuvo su vigencia por algún tiempo, no
solamente en tanto rémora de un sistema en disolución, sino también articulándose en
nuevos contextos discursivos y prácticos que le otorgaron singular actualidad. Por otra
parte, la práctica de los cabildos abiertos, en algunas regiones en las cuales se procedía a
tomar decisiones en asambleas de pueblo, se configuró como alternativa funcional al
advenedizo sistema representativo, como una especie de democracia directa que se pensaba
a sí misma como antinómica con aquél y que, aunque apoyado sobre una institución de
Antiguo Régimen, no necesariamente constituía una práctica tradicional. En este sentido se
36 Roland Anrup y Vicente Oieni, “Ciudadanía y nación en el proceso de emancipación”, en
Anales (Universidad de Göteborg), 2, Nueva época (1999); Natalio Botana, El orden
conservador, Buenos Aires: Sudamericana, 1977 y La tradición republicana, Buenos Aires:
Sudamericana, 1984; Marcelo Carmagnani y Alicia Hernández-Chávez, “La ciudadanía
orgánica mexicana, 1850-1910”, Sabato (coord.), Ciudadanía política y formación de las
naciones; Antonio Annino, “Cádiz y la revolución territorial de los pueblos mexicanos, 1812-
1821”, Antonio Annino (coord.), Historia de las elecciones en Iberoamérica, siglo XIX. De la
formación del espacio político nacional, Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica, 1995 y
“Ciudadanía versus gobernabilidad republicana en México. Los orígenes de un dilema”, Sabato
(coord.), Ciudadanía política y formación de las naciones; Natalio Botana, El orden
conservador, Buenos Aires: Sudamericana, 1977 y La tradición republicana, Buenos Aires:
Sudamericana, 1984; Marcelo Carmagnani y Alicia Hernández-Chávez, “La ciudadanía
orgánica mexicana, 1850-1910”, Sabato (coord.), Ciudadanía política y formación de las
naciones; Alicia Hernández-Chávez, La tradición republicana del buen gobierno, México:
Fideicomiso de Historia de las Américas de El Colegio de México y Fondo de Cultura
Económica, 1993; Fernando Escalante, Ciudadanos imaginarios, México: El Colegio de México,
1992; François-Xavier Guerra, Modernidad e independencias, Madrid: Mapfre, 1992; “Las
metamorfosis de la representación en el siglo XIX”, Georges Couffignal (comp.), Democracias
posibles. El desafío latinoamericano, Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica, 1993 y “El
soberano y su reino. Reflexiones sobre la génesis del ciudadano en América Latina”, Sabato
(coord.), Ciudadanía política y formación de las naciones; Natalio Botana, El orden
conservador, Buenos Aires: Sudamericana, 1977 y La tradición republicana, Buenos Aires:
Sudamericana, 1984; Marcelo Carmagnani y Alicia Hernández-Chávez, “La ciudadanía
orgánica mexicana, 1850-1910”, Sabato (coord.), Ciudadanía política y formación de las
naciones;Marcela Ternavasio, La revolución del voto. Política y elecciones en Buenos Aires,
1810-1852. Buenos Aires: Siglo XXI, 2002.
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configuró, más bien, una de las formas que encontraron los contemporáneos para tomar
decisiones autoritativas sobre el conjunto.
El resultado de esta puja fue la imposición del principio de la representación. Los
elegidos por la ciudadanía debían gobernar la nación: a ellos correspondía representar a la
vez que producir la voluntad del pueblo, como entidad abstracta, unitaria y soberana. A
pesar de los dilemas y paradojas que implicaba esta concepción de la representación, que
presuponía la heterogeneidad social pero a la vez excluía su expresión política37, lo cierto es
que se difundió amplia y tempranamente y mantuvo su vigencia al menos hasta el último
cuarto del siglo XIX. En ese contexto, las elecciones de los gobernantes adquirieron un
papel central en la conformación de la autoridad legítima, constituyéndose como el
mecanismo formal consagrado para el acceso al poder gubernamental, a la vez que la forma
prescripta de ejercicio de la libertad política de los ciudadanos.
II.1.2 Las normas e instituciones de la representación
La introducción del principio de la representación, en el aspecto normativo, tenía la
peculiaridad de que implicaba definir los dos términos de la relación, representantes y
representados, operación que significaba, a su vez, fijar los límites de la comunidad política
en ciernes. En otras palabras, entre los habitantes de una nación ¿quiénes tenían el derecho
a elegir y quiénes a ser elegidos? ¿Quiénes eran los ciudadanos?38
37 En uno de sus últimos libros, Pierre Rosanvallon ha llamado elocuentemente la atención
sobre las paradojas inherentes a la representación, señalando el problema que presentaba (y
presenta) la aplicación de un principio que presuponía la heterogeneidad de lo social al mismo
tiempo que presupone la voluntad general de la nación, excluyendo entonces la expresión
política de aquella heterogeneidad. (Pierre Rosanvallon, Le peuple introuvable. Histoire de la
représentation démocratique en France. Paris: Gallimard, 1998).
38 Hemos utilizado, entre otros, Jorge Basadre, Elecciones y centralismo en el Perú, Lima:
Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico, 1980; Marcos Bellingeri, “Las
ambigüedades del voto en Yucatán. Representación y gobierno en una formación interétnica,
1812-1829”, Annino (coord.), Historia de las elecciones en Iberoamérica; Paula Alonso,
Between Revolution and the Ballot Box. The Origins of the Argentine Radical Party, Cambridge,
Cambridge University Press, 2000; Annino, “Cádiz y la revolución territorial” y “Ciudadanía
versus gobernabilidad republicana”; Botana, El orden conservador; Gerardo Caetano,
“Ciudadanía política e integración social en el Uruguay (1900-1933)”, Sabato (coord.),
Ciudadanía política y formación de las naciones; Chiaramonte, Ciudades, provincias, estados;
Gabriella Chiaramonti, “Riforma Elettorale e Centralismo Notabilare a Trujillo (Peru) tra Otto e
Novecento”, Quaderni Storici, nuova serie, 69 (1988) y “Andes o Nación: la reforma electoral de
1896 en Perú”, Annino (coord.), Historia de las elecciones en Iberoamérica; Escalante,
Ciudadanos imaginarios; Carmagnani y Hernández-Chávez, “La ciudadanía orgánica
mexicana”; Sarah C. Chambers, From Subjects to Citizens. Honor, Gender, and Politics in
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La historia del derecho de sufragio39, también llamada “historia electoral”, muestra
un rasgo original para la época: en casi toda Hispanoamérica, ese derecho logró extenderse
a la mayor parte de la población masculina adulta, siendo incorporados todos los hombres
libres, no dependientes. La exclusión se asociaba sobre todo con la falta de autonomía y,
por lo general, no solían establecerse barreras importantes basadas en requisitos específicos
de las clases propietarias, como podrían ser requisitos de propiedad o de capacidad, ni
tampoco barreras étnicas. De esta manera, en todas partes los esclavos carecían del derecho
a voto, del cual, en cambio, gozaban en general indígenas y libertos. Por otra parte, existían
ciertos requisitos que sí eran comunes a todas las áreas, como los de edad, sexo y
residencia, mientras que en muchas de ellas (pero no en todas) se excluía a los hombres
libres que vivían en relación de dependencia (como hijos solteros, sirvientes y domésticos).
Fue posible entonces el desdibujamiento de las jerarquías de la sociedad colonial en función
de las nuevas clasificaciones de la vida política.
Arequipa, Peru, 1780-1854, University Park (Pennsylvania): The Pennsylvania State University
Press, 1999; Virginia Guedea, “Las primeras elecciones populares en la ciudad de México,
1812-1813”, Estudios Mexicanos, 7, 1 (1991); Guerra, Modernidad e independencias, “Las
metamorfosis de la representación” y “El soberano y su reino”; Hernández-Chávez, La tradición
republicana; Marta Irurozqui, “Ebrios, vagos y analfabetos. El sufragio restringido en Bolivia,
1826-1952”, Revista de Indias, LVI, 208, (1996), “¡Que vienen los mazorqueros! Usos y abusos
discursivos de la corrupción y la violencia en las elecciones bolivianas, 1884-1925”, Sabato
(coord.), Ciudadanía política y formación de las naciones, “Las paradojas de la tributación.
Ciudadanía y política estatal indígena en Bolivia, 1825-1900”, Revista de Indias, LIX, 217
(1999) y “A bala, piedra y palo”La construcción de la ciudadanía política en Bolivia, 1826-1952,
Sevilla: Diputación de Sevilla, 2000; Sinesio López Jiménez, Ciudadanos reales e imaginarios.
Concepciones, desarrollo y mapas de la ciudadanía en el Perú, Lima: Instituto Diálogo y
Propuestas, 1997; Juan Maiguashca, “The Electoral Reform of 1861 in Ecuador and the Rise of
a New Political Order”, Posada Carbó (ed.), Elections Before Democracy; Carlos Malamud
(comp.), Partidos políticos y elecciones en América Latina y la Península Ibérica, 1830-1930,
Madrid: Instituto Universitario Ortega y Gasset, 1995; Marie-Danielle Demélas-Bohy,
“Modalidades y significación de elecciones generales en los pueblos andinos, 1813-14”,
Annino, (coord.): Historia de las elecciones en Iberoamérica y Marie-Danielle Demélas-Bohy y
François-Xavier Guerra, “The Hispanic Revolutions: The Adoption of Modern Forms of
Representation in Spain and America, 1808-1810”, Eduardo Posada Carbó (ed.), Elections
Before Democracy. The History of Elections in Europe and Latin America, Houndmills and
London: MacMillan Press, 1996;Ulrich Mücke, Political Culture in Nineteenth-Century Peru. The
Rise of the Partido Civil, Pittsburgh: University of Pittsburgh Press, 2004; Víctor Peralta Ruiz,
“Elecciones, constitucionalismo y revolución en el Cusco, 1809-1815”, Revista de Indias, LVI,
206 (1996); Eduardo Posada Carbó, “Introduction”, Posada Carbó (ed.), Elections before
Democracy; Elías Palti, La invención de una legitimidad. Razón y retórica en el pensamiento
mexicano del siglo XIX (Un estudio en las formas del discurso político), México: FCE, en
prensa; Vicent Peloso, “Liberals, Electoral Reform, and the Popular Vote in Mid-Nineteenth
Century Peru”, Vincent Peloso and Barbara Tenenbaum (eds.), Liberals, Politics, and Power:
State Formation in Nineteenth.Century Latin America, Athens: 1996.
39 Hilda Sabato, La política en las calles. Entre el voto y la movilización. Buenos Aires, 1862-
1880, Buenos Aires: Sudamericana, 1998; Hilda Sabato y Alberto Lettieri (comps.), La vida
política en la Argentina del siglo XIX. Armas, votos y voces, Buenos Aires: Fondo de Cultura
Económica, 2003; Marcela Ternavasio, La revolución del voto. Política y elecciones en Buenos
Aires, 1810-1852, Buenos Aires: Siglo XXI, 2002;
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A lo largo del sinuoso siglo XIX, estas delimitaciones iniciales del derecho a voto
fueron muchas veces cuestionadas, pero dichas propuestas de limitarlo pocas veces
lograron plasmarse en una legislación efectiva, siguiendo siendo el criterio más difundido
de exclusión la falta de autonomía. La extensión de este sistema logró perdurar de manera
estable en la mayor parte de los países durante casi todo el período, y tan solo en las últimas
dos décadas se produjeron cambios en ese plano.
Mientras que por un lado la base electoral se caracterizaba por una amplitud
bastante generalizada, el universo de los elegibles era, en cambio, mucho más restringido,
pues para los representantes generalmente se estipulaban determinados requisitos de
propiedad y capacidad, requisitos que, donde el sistema de representación era indirecto,
como en México y Perú, también solían regir para los electores en segunda y tercera
instancias. De esta manera, la normativa daba forma a un universo político que contaba
con una base extensa y una estructura fuertemente jerarquizada; jerarquía que, a pesar de
los problemas que podían llegar a sucederse, no se superponía con la propia del mundo
social, respondiendo más bien a un criterio aristocrático y notabiliar en clave republicana:
los representantes debían ser los mejores preparados para encarnar la voluntad o la razón
colectivas, y las elecciones, el método considerado como indicado para su selección entre
quienes eran definidos como aptos. Además, se esperaba que las candidaturas se
impusieran “naturalmente” o resultaran de la deliberación en los nuevos cuerpos políticos
intermedios, ya que no había un sistema previsto con una normativa determinada.
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II.1.3 Prácticas electorales40
La puesta en marcha del hecho electoral se fundamentó en unos marcos
normativos que abrieron paso a mecanismos concretos, centrados en la definición de las
candidaturas y la movilización de los electores para que se lleve a cabo el voto. Estas dos
etapas se configuraron como elementos problemáticos para los constructores del nuevo
orden. En el caso de las candidaturas, aún dentro de los parámetros establecidos por la ley,
se planteaban varios problemas. ¿Cómo seleccionarlos? ¿Quién producía esa selección?
¿Era posible, deseable o necesaria la competencia? En cuanto a la movilización y al
reclutamiento del electorado, también las normas dejaban un amplio campo abierto a la
incertidumbre.
La producción de un consenso expresado en el sufragio no era tarea fácil, y allí
radicaba otra fuente de violencia y conflicto. En todo el amplio territorio americano,
diferentes regímenes ensayaron maneras muy diversas de enfrentar esos interrogantes, pero
la verdad es que a lo largo del siglo en toda la región se realizaron elecciones frecuentes y
regulares, donde las prácticas electorales jugaron un papel sin dudas decisivo en la
conformación de una esfera política que se relacionaba de maneras muy complejas con la
esfera social pero que de ninguna manera podía subsumirse en ella.
La experiencia del sufragio trajo consigo un formidable despliegue político, que
podemos ver a partir de algunos rasgos compartidos del panorama electoral:
Nos centraremos, en principio, en la definición de candidaturas. En este aspecto, el
presupuesto de una selección automática de los mejores, sin ningún tipo de mediación ni
mecanismo selectivo, en general no funcionó, y tampoco el de la deliberación racional en
40 Además de los datos citados en la nota anterior, queremos agregar los siguientes artículos,
que fueron de gran importancia para la conformación de este apartado: Malcolm Deas, “The
Role of the Church, the Army and the Police in Colombian Elections, c. 1850-1930”, Posada
Carbó (ed.), Elections Before Democracy y “Algunas notas sobre la historia del caciquismo en
Colombia”, Revista de Occidente, 127 (1993); Pilar González Bernaldo, Civilité et politique aux
origines de la nation Argentine. Les sociabilités a Buenos Aires, 1829-1862, Paris, 1999; Tulio
Halperin Donghi, Proyecto y construcción de una nación. (Argentina 1846-1880), Caracas:
Biblioteca Ayacucho, 1980; Alberto Lettieri, La República de la Opinión. Política y opinión
pública en Buenos Aires entre 1852 y 1862, Buenos Aires: Biblos, 1998; Carmen McEvoy,
“Estampillas y votos: el rol del correo político en la campaña electoral decimonónica”, Histórica,
XVIII, 1 (1994) y La utopía republicana. Ideales y realidades en la formación de la cultura
política peruana (1871-1919), Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, 1997; Negretto
and Aguilar Rivera, “Rethinking the Legacy”; Hilda Sabato, “Citizenship, Political Participation
and the Formation of the Public Sphere in Buenos Aires, 1850s-1880s”, Past and Present, 136
(1992); James E. Sanders, Contentious Republicans. Popular Politics, Race, and Class in
Nineteenth-Century Colombia, Durham and London: Duke University Press, 2004.
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los sistemas de representación indirecta. Es característica del período la competencia por el
poder, que desató confrontaciones entre los diferentes grupos que buscaban imponerse a
través de candidatos propios, en disputas atravesadas muchas veces por la violencia. La
necesidad de aportar soluciones empíricas a esta cuestión llevó a ensayar diversas variantes
con el objetivo de evitar la guerra: la negociación entre los diversos grupos de la elite para
producir listas compartidas; “la representación invertida” como fundamento para producir
un sufragio desde arriba en sistemas de unanimidad; la organización de lo que comenzó a
conocerse, poco a poco y lentamente, con el nombre de “partidos”.
Este último precepto partidario fue muy difundido aunque planteaba un problema
sin salida evidente. La nación política como unidad era la visión que predominaba,
considerando a los elegidos como representantes del interés colectivo, y no de ningún
interés individual o particular, y de las elecciones como método de selección de los mejores
para encarnar al conjunto, tornaba la idea misma de “partido” muy problemática. En ese
contexto de defensa del interés colectivo y comunal, las agrupaciones concretas que
operaban en el terreno electoral se autoproclamaban representantes de esa totalidad,
reservándose para sus contrincantes la denominación peyorativa de “facciones”. Existía una
fuerte tensión entre esa imperiosa necesidad de organizarse como “partido” para ganar, y la
aspiración a representar al pueblo como totalidad. Si bien movilizaban a un número
reducido de personas, los partidos convocaban al “pueblo”, apelando al espíritu cívico de la
población, pero, por el contrario, recurriendo a militantes organizados colectivamente
como fuerzas electorales mediante la construcción de clientelas apoyados en vínculos de
subordinación personal y grupal.
Otro elemento que sigue una lógica similar es el de las prácticas ligadas a los
comicios, ya que podemos señalar algunas características y tendencias que son comunes a
toda la región. En primer lugar, a pesar de la amplia extensión del sufragio, la proporción
de la población asistente a los comicios no difería en demasía de la que lo hacía en algunos
países con mayores restricciones (generalmente de alrededor del 2%), mientras que entre
sólo la mitad de los habilitados en general votaban41.
Si bien no eran un grupo demasiado numeroso, los votantes provenían de un
espectro social bastante amplio: desde el artesanado urbano a los sectores profesionales, el
41 Esta generalización no es absoluta, ya que existían algunas notables excepciones, como
México y el Brasil monárquico, donde las proporciones eran frecuentemente mucho más altas.
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campesinado, y las clases trabajadoras de la ciudad y el campo. De todas maneras, un
análisis de los votantes en tanto individuos clasificados según su ocupación o su lugar en la
estructura económica de la sociedad no es muy productivo: el acto de votar era una acción
colectiva, y los participantes llegaban al comicio organizados en fuerzas electorales,
verdaderos grupos previamente constituidos. Esta organización era el resultado de la
actividad de las dirigencias, ya que la clave del éxito electoral radicaba en la organización y
movilización de esas clientelas. Para ello, contaban con una base potencial muy amplia,
reclutada de entre la gran mayoría de la población, pero especialmente de las capas
populares que no votaban, pero que servían como fuerzas de choque. Las organizaciones se
fundamentaban en una estructura piramidal, verdaderas huestes que intervenían en las
luchas electorales, combates que incluían dosis aceptadas de violencia física y hasta de
confrontación armada.
Estas máquinas electorales se configuraban mediante lazos complejos, que incluían
desiguales y variadas formas de relacionarse entre sus miembros. De todas maneras, no
estamos en presencia de una supervivencia de formas arcaicas o premodernas de
clientelismo, que pudieran haberse apoyado en vínculos forjados en el plano social. Si bien
este tipo de relaciones pudo haber existido, los nuevos partidos construyeron su poder
sobre todo a partir de su acción en la arena política. Y aunque las relaciones entre el sector
líder y las bases del movimiento pudieran estar sostenidas por lazos de parentesco y
compadrazgo previas, o por algún tipo de vínculo personal generado en el ámbito de la
economía privada o en otros espacios de sociabilidad, existía también una apoyatura
material en las instituciones y el empleo estatales, de manera que se estructuraban como
complejas tramas de articulación política, centradas en la primacía de las relaciones
personales, consolidadas a través de la actividad electoral. Los vínculos entre caudillos y
bases se construían, confirmaban y reconsideraban, a través de una dinámica de relación
vertical, directa, que se establecía y confirmaba en la acción.
En suma, podemos decir que la actividad electoral se constituyó en uno de los
motores fundamentales de la vida partidaria. No era, por cierto, la única, pero sí la más
permanente y la que requería de bases concretas. Sin embargo, los partidos tenían también
otro plano de actuación más general, a cargo de las dirigencias. A través del accionar
parlamentario, en la prensa y en otros ámbitos de la sociabilidad pública del período, se
apelaba a la comunicación con un público amplio e indiferenciado, al "pueblo" genérico, al
que a su vez buscaban asociar al partido.
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Mientras tanto, la gran mayoría del pueblo no ejercía ese derecho a voto. Los
análisis historiográficos clásicos asociaban este fenómeno de escasa participación con
indiferencia política. Sin embargo, más allá de estos enfoques vetustos y simplistas, mucha
de la gente que no se preocupaba por votar, tenía de todas maneras sus simpatías
partidarias y se interesaba por los resultados electorales, solo que no consideraban
conveniente, recomendable o necesario el inmiscuirse en el fango de la política. La imagen
de un pueblo activo y ansioso por ejercer aquel derecho resulta, en la mayoría de las
oportunidades, anacrónico a punto tal que la organización de las máquinas electorales no
sirvió únicamente como un mecanismo para manipular las elecciones, sino también para
posibilitar que se llevaran a cabo.
Los comicios se constituyeron como el territorio en el cual las minorías militantes
activas dispuestas al combate electoral pudieran desplegar su accionar y su competencia.
Para el sector dirigente, era mucho más importante asegurar una organización fiel y eficaz
de esos "elementos electorales" que gestionar una verdadera expansión del número de
votantes. Eso no excluía, sin embargo, la búsqueda de apoyos más amplios entre el resto de
la población que, más allá de su apatía en el momento de emitir su voto, constituía un
público con opinión política que también contaba a la hora de legitimar la autoridad.
Con todo, el sufragio y la representación fueron producidos eficientemente por los
regímenes electorales que compartían los rasgos mencionados, y durante varias de las
décadas centrales del siglo en toda la región se pudieron realizar elecciones regulares y
frecuentes. Pero estas medidas no fueron suficientes como para asegurar el orden político:
el correcto funcionamiento del sistema dependía, en su mayor parte, de la fuerza de los
caudillos locales y de los hábitos de movilización de capas populares, lo que lo tornaba muy
inestable e incierto. Las faltas de vínculos firmes entre ciudadanos potenciales y votantes
efectivos, el origen social de éstos, y la recurrencia a tácticas violentas provocaron que las
votaciones fueran objeto de crítica permanente en el debate público, generando
impugnaciones tanto en el parlamento como por la vía de las armas.
Sin embargo, a partir del trecho final del siglo, las críticas se hicieron cada vez más
fuertes, ya que dentro de las dirigencias se fueron afirmando individuos que buscaban
centralizar el poder, en pos de lograr una consolidación del estado para asegurar el orden.
En ese contexto de innovación sobre la situación previa, se introdujeron cambios
profundos en algunos sistemas electorales: en ciertos países, como en el Brasil republicano
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y el Perú, se restringió el derecho a voto; mientras que en otros, como México y la
Argentina, la competencia electoral y la libertad se limitaron por otros métodos, y en casi
toda la región, el poder central ajustó los controles sobre la vida electoral.
La radicalidad de estas mutaciones pueden relacionarse, además, con
transformaciones en el plano de las concepciones vigentes de la representación y en los
lenguajes políticos en el seno de los cuales esa noción se articulaba. Otro elemento radical
para pensar el período es la problemática de la existencia de una variedad de intereses y
cómo pueden expresarse los mismos en la política sin que el gobierno se aleje de la virtud,
permitiendo así el surgimiento de visiones unanimistas de la nación y la representación:
ahora el sistema de gobierno debía asegurar la representación de los diferentes grupos y
estratos que conformaban la sociedad, de manera que la institución adecuada para
representar esa diversidad devino en el partido. Se produjo entonces un cambio en el perfil
de la república iniciando otra etapa de esa modernidad política hispanoamericana.
II.1.4. La opinión pública
Cambios y mutaciones similares ocurrieron también en relación con el que
podemos considerar como el segundo eje conceptual de esa experiencia, la opinión pública,
utilizada como fuente de legitimación del poder. La instauración del principio de la
soberanía popular y de formas representativas de gobierno desde principios del siglo XIX
significó la adopción del término como elemento fundamental del lenguaje político de la
época. Habiendo sido utilizado mayoritariamente en la Europa del XVIII, migró a
Hispanoamérica en tiempos de la independencia, y desde entonces pasaría a ser invocado,
en sucesivas acepciones, como fuente de legitimidad del poder: correspondía al “pueblo”
representado en los ciudadanos controlar a la autoridad, haciendo las veces de un
“tribunal” cuyo objetivo era juzgar el accionar gobierno y sin cuyo aval éste carecía de
fundamento legítimo42.
42 Para configurar estos párrafos sobre esfera pública, opinión pública y espacios públicos,
hemos recurrido fundamentalmente a Alicia Del Aguila, Callejones y mansiones: espacios de
opinión pública y redes sociales en la Lima del 900, Lima: Pontificia Universidad Católica del
Perú, 1997; Escalante, Ciudadanos imaginarios; Carlos Forment, “La sociedad civil en el Perú
del siglo XIX: ¿democrática o disciplinaria?”, Sabato (coord.), Ciudadanía política y formación
de las naciones y Democracy in Latin America, 1760-1900. Vol. I: Civic Selfhood and Public Life
in Mexico and Peru Chicago: University of Chicago Press, 2003; Elías Palti, “Las polémicas en
el liberalismo argentino. Sobre virtud, republicanismo y lenguaje”, Aguilar y Rojas (coord.), El
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La permanencia y vigencia de este pilar del sistema republicano estuvo en la base
tanto de la creación como del desarrollo de las instituciones que se convirtieron en
fundamentales para la organización política de la sociedad. Dichas instituciones se nos
aparecen como el resultado de un doble juego de fuerzas sociales, ya que por un lado
operaban fuerzas generadas “desde arriba”, por las clases gobernantes que estaban
buscando dar forma y a la vez controlar esa instancia supuestamente autónoma del poder
político, así como también proyectos e iniciativas que surgían “desde abajo”, desde la
sociedad misma.
Siguiendo los planteos de Alberto Lettieri43, podemos decir que a lo largo del siglo
podríamos distinguir tres momentos, parcialmente superpuestos. En los albores del siglo
XIX, las elites posrevolucionarias concebían a la opinión pública como una expresión
racional de la voluntad ciudadana, que habría surgido del seno de los nuevos ámbitos de
sociabilidad, las asociaciones modernas, así como también de la prensa periódica, ámbitos
apropiados para la deliberación racional. La tónica de esos debates debía mantenerse, de
todas formas, dentro de los estrechos límites impuestos por los principios que
consideraban como fundantes de la comunidad política, establecidos (teóricamente) por el
pacto originario y, de esta manera, unánimes e incuestionables.
De todas maneras existía una amplia brecha entre la teoría y la práctica política, ya
que en la teoría la opinión estaba asociada a un público abstracto de individuos racionales,
pero en la práctica se convertía en una instancia de fuertes disputas, en la medida en que
distintos grupos y voces intervenían en nombre del público concreto. Más allá de estas
republicanismo en Hispanoamérica y La invención de una legitimidad; Luis Alberto Romero,
¿Qué hacer con los pobres? Elite y sectores populares en Santiago de Chile, 1840-1895,
Buenos Aires, Sudamericana, 1997 ; Cristián Gazmuri, El "48" chileno. Igualitarios, reformistas,
radicales, masones y bomberos, Santiago de Chile: Editorial Universitaria, 1992; González
Bernaldo, Civilité et politique ; François-Xavier Guerra, Annick Lempériere et al., Los espacios
públicos en Iberoamérica. Ambigüedades y problemas. Siglos XVIII-XIX, México: Fondo de
Cultura Económica, 1998; Guerra, Modernidad e independencias; Francisco Gutiérrez, Curso y
discurso del movimiento plebeyo, 1849/1854, Bogotá: El Ancora Editores, 1995; Halperin
Donghi, Proyecto y construcción; Lettieri, La República de la Opinión; Claudio Lomnitz, “Ritual,
Rumor and Corruption in the Constitution of Polity in Modern Mexico”, Journal of Latin American
Anthropology, 1,1 (1995); McEvoy, La utopía republicana y “La experiencia republicana”;
Muecke, Political Culture; Jorge Myers, Orden y virtud. El discurso republicano en el régimen
rosista, Bernal: Universidad Nacional de Quilmes, 1995; Negretto and Aguilar Rivera,
“Rethinking the Legacy”; Maurice Agulhon, Bernardino Bravo Lira et al., Formas de sociabilidad
en Chile, 1840-1940, Santiago de Chile: Editorial Vivaria, 1992; Chambers, From Subjects to
Citizens; de Carvalho, Os bestializados, Desenvolvimiento de la ciudadanía y “Dimensiones de
la ciudadanía”; Sabato, “Citizenship, Political Participation” y La política en las calles; Sabato y
Lettieri (coords.), La vida política; Sanders, Contentious Republicans; Walker, Smoldering
Ashes.
43 Lettieri, La República de la Opinión
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incongruencias, es en este período donde se da el mayor impulso para la creación de una
opinión pública que provenía de las elites y de los gobiernos, y ésta fue sobre todo una
instancia monopolizada por grupos muy minoritarios y materializada en instituciones como
la prensa oficial o paraoficial, así como también asociaciones de elite.
Hacia la mitad del siglo XIX asistimos al inicio de la segunda etapa, producto del
proceso de formación de una sociedad civil relativamente autónoma. Podemos observar
este cambio en la expansión de la actividad asociativa, cuya principal fuerza impulsora
provenía de la autoorganización de la sociedad misma, convocando a los más variados y
amplios sectores de la población, y gozaba de enorme prestigio, pues se la consideraba,
junto con la prensa independiente, la máxima expresión de civilización, espacio de prácticas
fraternas e igualitarias y escuela de ciudadanía.
Sin embargo, las asociaciones y la prensa no actuaban tan solo en el limitado
terreno de la representación, defensa o protección de los intereses y opiniones específicos
de sus propias bases, sino que constituían verdaderas redes que conectaban, atravesando y
articulando, vertical y horizontalmente, a la mayor parte de la sociedad. A su vez, se
generaban espacios de comunicación para con el estado y las elites gobernantes, dando
lugar a la formación de esferas públicas44. De esta manera, los distintos sectores de la
población podían expresar sus opiniones, presentando sus reclamos a través de las
instituciones, y también de manera más directa, desplegando una presencia física en los
momentos de participación ciudadana.
Fue configurándose así un heterogéneo universo de instituciones y prácticas que
involucraban a mucha gente de los orígenes y situaciones más disímiles que podríamos
imaginar, un mundo que parece bastante alejado de la imagen ideal de “el público” cuya
voluntad se invocaba como fundamento del poder. Pero por otra parte, y en función de ese
ideal, buena parte de las intervenciones en la esfera pública se hacían en nombre del bien
común. Surgió así una retórica de la unidad, que no se correspondía necesaria y
unívocamente con un campo de acción unificado, pero aún cuando distintos grupos
desplegaran voces en competencia, cada uno lo hacía invocando al todo. Así, las
asociaciones que expresaban una parcialidad se presentaban como “el público”,
pretendiendo encarnar a la opinión de la nación, única por definición.
44 Pilar González Bernaldo, op.cit.
42
La relación de estas parcialidades para con el estado era muy variable y errática,
pero los gobiernos no podían, de ninguna manera, ignorarlos: promovían la vida asociativa,
estimaban a la prensa y atendían a las señales provenientes de la sociedad civil. Además, se
buscaba constantemente incidir sobre la opinión, con el fin último de moldearla, torcerla e
incluso reprimir sus aspectos mas “subversivos”. Este accionar maquiavélico sucedió en el
contexto de importantes cambios y conflictos en el orden político, que llevaron a poner en
crisis el concepto deliberativo de la opinión que había predominado en las primeras
décadas.
Asistimos entonces a un proceso en el cual la arena política se fue convirtiendo en
un espacio de confrontación donde los actores operaban para ganar, en la medida en que la
vida electoral se hacía más densa y competitiva. Esto implicaba, como vimos, no solo la
creación de verdaderas maquinarias electorales, sino también a generar acciones destinadas
a conquistar a un público más amplio, a interpelarlo e interpretarlo. La prensa partidaria
cumplió allí un rol fundamental, buscando no solo representar a la opinión sino también
constituirla.
En ese marco, es difícil establecer una distinción taxativa, real y clara entre el
accionar e instituciones originadas en la sociedad civil, y las que se gestaban desde el estrato
político dirigente. Más allá de las divergencias entre las múltiples formas de organización y
funcionamiento, de hecho todas formaban parte de una misma esfera pública,
compartiendo, por lo menos parcialmente, prácticas, espacios, dirigencias y membresía, y
hablaban el mismo lenguaje político. Es así que mientras que la pluralidad del civismo
político se subsumía en la figura una opinión pública única, el disenso en la vida política
quedaba anulado al tomar la forma de combates en los que el adversario era privado de voz
legítima. De esta manera, ni en uno ni en el otro de esos ámbitos había lugar para un
desarrollo pacífico del conflicto, ya que cuando este estallaba lo hacía siempre por medios
violentos.
Un elemento habitual de la vida política hispanoamericana durante el siglo XIX fue,
sin lugar a dudas, la violencia, cuya expresión más acabada fueron las revoluciones. Estos
procesos revolucionarios han sido interpretados muy frecuentemente en clave de arcaísmo,
sin dar cuenta de la relación existente con la modernidad política instituida. Ateniéndonos a
los ideales liberal-republicanos en vigencia, frente a un gobierno que actuaba de manera
despótica o a un grupo que amenazaba implantar un gobierno tiránico por sobre el resto,
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usar la fuerza era no solo un derecho, sino también un deber cívico. Esa concepción
tomaba vida en la institución de grupos milicianos, que se entendían como la “ciudadanía
en armas”.
La defensa de la nación, tanto frente a los enemigos externos como internos,
correspondía a la propia ciudadanía, que se alzaba con las armas para defender su estilo de
vida, y en ese terreno, la Hispanoamérica del siglo XIX se caracterizó por recuperar la vieja
tradición colonial, adaptándola a los nuevos tiempos según los prestigiosos ejemplos de
Francia y los EE.UU. Desde una perspectiva de las doctrinas y las ideologías, muy
prontamente se consideraron a las milicias de civiles bajo comando civil un modelo de
organización militar más adecuado a la república que el ejército profesional, pero ambos
tipos con frecuencia coexistieron y compitieron conflictivamente45.
En cuanto a las características de dichos cuerpos milicianos, el primer aspecto que
tenemos que resaltar es que estaban conformados por los mismos ciudadanos que
constituían, además, el electorado; de esta forma, en casi toda la región se trató de cuerpos
cuyos integrantes provenían de sectores muy diversos de la población masculina adulta, y
organizándose piramidalmente bajo el liderazgo de personajes vinculados activamente con
45 Sobre el tema de las revoluciones, la “ciudadanía en armas” y el papel de las milicias, ver,
entre otros,; Tulio Halperin Donghi, Revolución y guerra. Formación de una elite dirigente en la
Argentina criolla, Buenos Aires: Siglo XXI, 1972 y Proyecto y construcción de una nación;
Hernández-Chávez, La tradición republicana; Raymond Buve, “Between Ballots and Bullets:
Long-term Trends in Nineteenth Century Mexican Political Culture”, Wil G. Pansters, Citizens of
the Pyramid. Essays on Mexican Political Culture, Amsterdam: Thela Publishers, 1997; Miguel
Angel Centeno, “The Centre Did Not Hold: War in Latin America and the Monopolisation of
Violence”, James Dunkerley (ed.), Studies in the Formation of the Nation State in Latin America,
London: ILAS, 2002; Víctor Peralta Ruiz, “El mito del ciudadano armado. La ‘Semana Magna’ y
las elecciones de 1844 en Lima”, Sabato (coord.): Ciudadanía política y formación de las
naciones; Sabato y Lettieri (comps.), La vida política;Chambers, From Subjects to Citizens;
Malcolm Deas, “The Man on Foot: Conscription and the Nation-State in Nineteenth-Century
Latin America”, Dunkerley (ed.), Studies in the Formation; de Carvalho, Desenvolvimiento de la
ciudadanía y “Dimensiones de la ciudadanía”; Rebecca Earle (ed.), Rumours of Wars: Civil
Conflict in Nineteenth-Century Latin America, London: ILAS, 2000; Escalante, Ciudadanos
imaginarios; Peter Guardino, “Las guerrillas y la independencia peruana: un ensayo de
interpretación”, Pasado y Presente, 2, 1989; Gutiérrez, Curso y discurso; Irurozqui, “A bala,
piedra y palo”; Lettieri, La República de la Opinión; Carlos Malamud y Carlos Dardé (eds.),
Violencia y legitimidad. Política y revoluciones en España y América Latina, 1840-1910,
Santander, Universidad de Cantabria: 2004; Florencia Mallon, Peasant and Nation. The Making
of Postcolonial Mexico and Peru, Berkeley and Los Angeles:University of California Press,
1995; Palti, “Las polémicas” y La invención de la legitimidad”; Alonso, Between the Revolution
and the Ballot Box; Silvia M. Arrom and Servando Ortoll (eds.), Riots in the Cities. Popular
Politics and the Urban Poor in Latin America, 1765-1810, Wilmington: SR Books, 1996; Peter
M. Beattie, The Tribute of Blood. Army, Honor, Race and Nation in Brazil, 1864-1945, Durham
and London, Duke University Press, 2001;Sanders, Contentious Republicans; Guy Thomson,
“Bulwarks of Patriotic Liberalism: The National Guard, Philharmonic Corps and Patriotic Juntas
in Mexico, 1847-88”, Journal of Latin American Studies, 22, 1, 1990; Walker, Smoldering Ashes.
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la acción política. Constituían, por otra parte, fuerzas arraigadas localmente, por lo que
tenían una muy escasa subordinación al poder central, cumpliendo así con un rol político
fundamental: no solamente existieron estrechas conexiones entre las milicias y las redes
electorales, a las que hacíamos referencia anteriormente, sino que también intervinieron
como fuerza militar en todos los conflictos armados del período, invocando la legitimidad
que les daba su propia naturaleza de ciudadanos en armas.
En ese marco de la resistencia por parte de las milicias hacia las diferentes formas
de despotismo y tiranía (en cumplimiento del derecho y del deber de oponerse a esas
formas), las revoluciones no se concebían como ruptura, sino como una restauración del
orden violado por el tirano de turno, apelando a prácticas políticas de oposición legitimadas
por el derecho común y la tradición.
Producto de los trazos evolutivos del período y del desarrollo de las contradicciones
propias de este sistema, se dieron profundos cambios en esas nociones de representatividad
y de opinión pública, al compás de cambios ideológicos y políticos. Se produjo una fuerte
autonomización y complejización de la sociedad civil, a la par de la fragmentación de las
instituciones que, tradicionalmente, solían representarla. En resumen, el desplazamiento de
la retórica cívica de la virtud republicana por la primacía de los intereses particulares,
significó que los conflictos y tensiones sociales comenzaron a manifestarse en la esfera
pública.
II.1.5. Conclusión general del apartado
Hasta este punto hemos realizado un recorrido (necesariamente breve y
parcializado) por las que consideramos como las principales prácticas y representaciones
políticas gestadas en la Hispanoamérica, en función de dos elementos centrales para las
formas gubernamentales republicanas durante todo el siglo XIX, la representación y la
opinión pública. Más allá de la complejidad de la experiencia, queremos resaltar su
originalidad: se trató a la vez de fundar un orden político sobre nuevos basamentos,
contorneando a las comunidades de las cuales emanaría ese poder, y sobre las cuáles éste
habría de ejercerse. Queremos destacar tres elementos fundamentales de este proceso, que
lo diferencian de lo acaecido en Europa y Norteamérica:
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El primer elemento a destacar es la intensidad, expresada en un fuerte compromiso
ciudadano, que podemos observar en los procesos de construcción de comunidades
políticas que se fundamentaban sobre criterios y jerarquías diferentes de los que
caracterizaban al orden social. En un período muy breve de tiempo se produjo una gran
movilización y un masivo reagrupamiento de gentes, que pasaron a ocupar una importancia
política diferente a la que habían ostentado hasta ese momento, y que no necesariamente
reflejaba su posicionamiento en la estructura social.
En segunda instancia, la notable fuerza ideológica y política que ostentaba el ideario
republicano, que, si bien estuvo encarnado en múltiples versiones, alimentó un imaginario
colectivo en el que la política ocupó un lugar central. En ese contexto, el vocablo nación
era utilizado como sinónimo de república, y la libertad individual se asociaba estrechamente
a la participación en la vida pública. Durante gran parte de este período, la búsqueda de la
unanimidad en la defensa del bien común por sobre los intereses particulares hizo muy
problemático el desarrollo del conflicto político sin recaer en el funesto recurso de la
violencia.
En tercer lugar, el formidable proceso de redefinición, recambio y ampliación de las
elites políticas gobernantes. Éstas se constituyeron como los actores centrales del drama
republicano, del que también participaron otros sectores, amplios y diversos, de la
población. Estos sectores dirigentes, tanto los más encumbrados como las capas medias, en
su constante lucha por definir y conquistar el manejo del poder y las instituciones, fueron
los principales protagonistas y lideres de los debates y conflictos que lograron plasmarse en
acciones políticas, tales como leyes, constituciones; en suma, la construcción y puesta en
funcionamiento de todo un novedoso andamiaje institucional.
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III. Entre el “antiguo régimen” y el liberalismo. El pasaje a la
modernidad política en las Cortes de Cádiz y sus resonancias
americanas.
Los años 1808 y 1814 marcan el inicio y el final de un periodo singularmente
convulso en la historia política española, hasta el punto de que podría afirmarse, sin temor
a exagerar, que después de la segunda de las fechas indicadas ya nada volvería a ser lo
mismo para una monarquía borbónica que, por primera vez, había intentado poner diques
a esa historia, declarando la radical nulidad de todo lo actuado por el Estado liberal.
Dos procesos de incalculables consecuencias se abrirán, en efecto, en los apenas
seis años que transcurren entre la invasión napoleónica y el restablecimiento, en mayo de
1814, del absolutismo fernandino: de un lado, el que viene marcado por el nacimiento,
finalmente malogrado, del Estado liberal, es decir, del “Estado” en su sentido histórico
preciso. Las Cortes gaditanas, constituyentes y ordinarias, inauguran en España la
experiencia constitucional y fijan, desde entonces, el escenario de la futura dinámica política
que vendrá marcada, hasta la muerte del monarca en 1833, por la dialéctica monarquía
absoluta- Estado liberal.
Por otro lado, el proceso de pérdida del imperio colonial o, si se prefiere, el de
separación de la metrópoli española de una gran parte de las posesiones americanas que,
hasta comienzos del siglo XIX, formaban parte del que aun el texto gaditano denominaría
“territorio de las Españas”.
El objeto de las páginas que siguen no es otro que el de intentar dar cuenta de uno
de los muchos nexos de unión que se podrían encontrar entre los procesos que acabamos
de apuntar, es decir, entre dos planos de una misma realidad que no es explicable en su
extraordinaria complejidad si no es a partir del hecho de su mutua interacción.
Pretendemos así estudiar la “política” seguida por las primeras cortes liberales españolas
(las que se reúnen entre 1810 y 1814) en relación con el derecho y con el afianzamiento de
un paradigma liberal.
Tal pretensión exige previamente, en todo caso, que dejemos aclarado un doble
extremo, a saber: ¿por qué hablamos de “política” de las cortes liberales?, ¿qué entendemos,
en el contexto de estas páginas, por “afianzamiento del liberalismo”?
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Creemos, en relación con lo primero, que si casi en cualquier supuesto cabe hablar
de dirección política del órgano legislativo del Estado para referirse a la que resulta como
consecuencia del conjunto de decisiones sucesivamente emanadas de mayorías
parlamentarias, decisiones conformadoras, en cada legislatura, de un determinado (por más
que plural e, incluso en ocasiones, contradictorio) sentido en el impulso político del Estado
representativo, tal posibilidad es mucho más plausible en relación con las primeras cortes
liberales españolas. Y ello porque las mismas, por causas de diversa naturaleza, se
conformaron en su momento como las auténticas protagonistas de la dirección política
estatal.
Ciertamente, aunque es innegable que en el periodo gaditano tal centralidad se
debió de manera muy especial a las circunstancias coyunturales del momento (ausencia del
Rey del territorio nacional, ocupación del mismo por las tropas francesas, derrumbamiento
de todo el aparato de poder tradicional de la monarquía absoluta, etcétera), no lo es menos
que la muy peculiar lectura que el primer liberalismo hispano realizó del principio vertebral
de la soberanía nacional, con su consecuencia básica de hipostasiar “nación” y “cortes”, se
hubo de traducir en una dinámica política que colocaba a las cortes como institución axial
en el funcionamiento del Estado constitucional.
Podría decirse, en conclusión, que contempladas las cosas en una perspectiva de
futuro, las cortes fueron entonces, más que nunca después en todo el periodo de vigencia
de la monarquía limitada, el órgano del Estado auténticamente definidor de la dirección
política estatal.
Por lo que se refiere a la significación de la expresión “afianzamiento del paradigma
liberal” usada aquí, queremos con la misma aludir a algunas de las numerosísimas
cuestiones suscitadas en las cortes liberales como consecuencia del proceso de crisis del
imperio ultramarino.
A principios del siglo XIX todas las naciones de Hispanoamérica (exceptuando al
breve e infortunado Imperio mexicano) adoptaron el mismo modelo de organización
política: la república representativa46. A principios del nuevo milenio, todos esos países
siguen siendo repúblicas. Al mismo tiempo, el dictador latinoamericano se convirtió,
durante una buena parte del siglo XX, en un icono de despotismo y brutalidad. Esta
46 He desarrollado el tema en otro lugar. Véase, Aguilar Rivera, José Antonio, En pos de la
quimera: reflexiones sobre el experimento constitucional atlántico, México, FCE-CIDE, 2000.
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contradicción entre el ideal y la realidad ha producido un amplio cuerpo de literatura.
Historiadores, politólogos y sociólogos han tratado de dar cuenta del autoritarismo
prevaleciente en Hispanoamérica. Una peculiaridad clave de esta región entre las naciones
en desarrollo y descolonizadas es su experiencia liberal. ‘‘Las ideas e instituciones que se
establecieron en este puesto de avanzada de la civilización atlántica’’47.Sin embargo, la
debilidad de las Constituciones para establecer el estado de derecho en esa parte del mundo
está bien documentado. Como afirma Charles Hale:
Mucho del escepticismo sobre la experiencia liberal se ha centrado en el constitucionalismo ----el
esfuerzo para garantizar la libertad individual y limitar la autoridad central a través de los preceptos legales de
un código escrito----. Los esfuerzos de los legisladores liberales para establecer la separación de poderes, el
federalismo, la autonomía municipal e incluso, en algunos momentos, la supremacía parlamentaria o un
Ejecutivo plural, tipifica la divergencia entre los ideales y la realidad y entre las formas liberales institucionales
y la práctica política, que es el sello distintivo de la política latinoamericana48.
Mientras que la literatura en general se ha centrado en el impacto del liberalismo en
las nuevas naciones, aquí formularemos la pregunta inversa: ¿cuál es la relevancia de
Hispanoamérica para la teoría liberal? Previamente, analizaremos los últimos aportes
historiográficos sobre la problemática. Después revisaremos los debates sobre el
liberalismo y la historia mexicana. Nos centraremos en el impacto de las ideas liberales en el
constitucionalismo en España y México, para, finalmente, explorar el papel desempeñado
por los poderes de emergencia en la Constitución española de 1812.
III. 1. Nación e Historiografía
Nuestra intención en este apartado es la de analizar brevemente las diversas
percepciones teóricas e historiográficas del papel de las Cortes de Cádiz y su relación con el
surgimiento del liberalismo en España, para luego retomar algunas de esas coordenadas y
analizar el fenómeno desde nuestra perspectiva. En este sentido, en este breve apartado
analizaremos los principales nudos problemáticos retomados por las diferentes perspectivas
teóricas, para luego comenzar con nuestro análisis propiamente dicho.
Hasta fechas relativamente recientes, el desconocimiento de los historiadores
hispanoamericanos respecto al primer liberalismo español (1808-1814) y al importante
47 Hale, Charles A., ‘‘The Reconstruction of Nineteenth-Century Politics in Spanish America: A
Case for the History of Ideas’’, Latin American Research Review, núm. 8, verano de 1973, pp.
53-73.
48 Idem.
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papel que éste jugó en el proceso emancipador de América era enorme. Desde hace
algunos lustros, esta situación ha cambiado y, sin embargo, siguen existiendo
interpretaciones de la independencia americana que, de una u otra manera, consideran a
ésta un avatar histórico más del enfrentamiento entre el absolutismo y el liberalismo (en el
que el primero correspondería a la España peninsular y el segundo estaría representado por
los independentistas americanos). Algunos historiadores latinoamericanos49 comparaban los
movimientos emancipadores propios con los de los demás “países hermanos” y tampoco
faltaban estudiosos que ya mostraban la necesidad de recuperar el constitucionalismo español
para conseguir explicaciones más satisfactorias de la formación de las naciones
hispanoamericanas, como se puede apreciar en la obra de Nettie Lee Benson, verdadera
pionera en ese sentido.
Sin embargo, la tendencia era otra. Resultaba algo incómodo estudiar el liberalismo
surgido en la península durante la segunda década decimonónica cuando las versiones
tradicionales habían explicado los movimientos de independencia americanos como justas
reacciones contra el despotismo de la vieja metrópoli. Parecía no sólo más aceptable sino que
daba más lustre vincular las revoluciones hispanoamericanas con la francesa y la
estadounidense.
Desde la historiografía española, por motivos diferentes, el resultado era muy
semejante. Los grandes estudios sobre la Guerra de Independencia y el nacimiento del
constitucionalismo moderno descuidaban lo que sucedía en los dominios ultramarinos50.
El hecho de que los historiadores del subcontinente tiendan a disminuir la
trascendencia política de lo sucedido en España durante el sexenio en cuestión, explicable
hasta cierto punto en el caso de la historiografía decimonónica por la necesidad de
desmarcarse lo más posible de la antigua metrópoli y de todo lo que ésta representaba, es
49 López Jiménez S, Ciudadanos reales e imaginarios. Concepciones, desarrollo y mapas de la
ciudadanía en el Perú, Lima: Instituto Diálogo y Propuestas, 1997; Martínez de Velasco, Ángel,
(1972) La formación de la Junta Central, Pamplona, Universidad de Navarra; Thomson G,
“Bulwarks of Patriotic Liberalism: The National Guard, Philharmonic Corps and Patriotic Juntas
in Mexico, 1847-88”, Journal of Latin American Studies, 22, 1, 1990; Walker, Smoldering Ashes.
50 Beattie P, The Tribute of Blood. Army, Honor, Race and Nation in Brazil, 1864-1945, Durham
and London, Duke University Press, 2001; Bonaudo Marta y Sonzogni Elida (1999): “Los grupos
dominantes entre la legitimidad y el control” en Marta Bonaudo (directora): Liberalismo, estado y
orden burgués (1852-1880), Colección Nueva Historia Argentina, Editorial Sudamericana;
Botana Natalio (1984): La tradición republicana. Sudamericana.; Mallon F, Peasant and Nation.
The Making of Postcolonial Mexico and Peru, Berkeley and Los Angeles:University of California
Press, 1995. Varela Suanzes-Carpegna, Joaquín (1987)“La Constitución de Cádiz y el
liberalismo español del siglo XIX”, en Revista de las Cortes Generales, número 10, pp. 27-109,
pág 28
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inexcusable cuando estamos muy cerca de cumplir doscientos años del inicio de la lucha
por la autonomía política americana. Se trata de un hecho que es criticable en sí mismo,
pero que es aún más de lamentar si pensamos que el primer liberalismo español constituye
la única tradición liberal en la que los americanos podemos rastrear una filiación político-
ideológica directa.
Según las interpretaciones tradicionales, en la confrontación que tuvo lugar entre la
“madre patria” y sus colonias entre 1808 y 1825, la primera representó, de manera
prácticamente unívoca, el absolutismo, mientras que las segundas encarnaron los deseos de
libertad e igualdad que, alrededor de tres décadas antes, habían inflamado, primero, a los
colonos norteamericanos y, poco más tarde, al pueblo francés. Enmarcada en este contexto
interpretativo, la emancipación americana no puede ser vista sino como un paso más en la
lucha de los principios y valores liberales en contra del poder absoluto, en contra del
despotismo del ancien régime.
La historiografía hispanoamericana contemporánea, si bien no sigue aplicando los
mismos planteamientos maniqueos que imperaron por demasiado tiempo, no ha podido
dejar atrás del todo esta manera dicotómica de ver el proceso fundacional de la historia
independiente de la América hispana. Ello se debe, en buena medida, al desconocimiento
de lo que fue el primer liberalismo español y de la gran influencia que éste ejerció sobre la
región, sobre todo durante la primera etapa del proceso emancipador (nos ocuparemos de
este tema en el apartado VI; aunque sería más adecuado hablar de procesos emancipadores, en
plural, pues se trató de un conjunto de hechos históricos bastante peculiares a cada región,
en lo que sigue seguiremos utilizando el término en singular). Pero además, el hecho de que
dicho proceso siga siendo más o menos deformado por los historiadores del subcontinente
se debe a que el desconocimiento del primer liberalismo español tiene otra cara: la
simplificación y consecuente tergiversación de un proceso independentista que fue mucho
más (o mucho menos) que el despliegue decidido e incontestado del ideario liberal.
Este panorama se modificó sustancialmente desde el inicio de la década de 1990.
Algunos autores, como Brian Hamnett, Jaime E. Rodríguez O. y Joaquín Varela, por
mencionar unos cuantos, habían preparado el camino51; pero quizá fue François-Xavier Guerra,
51 Brian Hamnett, Revolución y contrarrevolución en México y Perú. Liberalismo, realeza y
separatismo 1808-1824, Fondo de Cultura Económica, México, 1975; Hamnett, La política
española en una época revolucionaria 1790-1820, Fondo de Cultura Económica, México, 1985;
Jaime E. Rodríguez O., The emergence of Spanish America. Vicente Rocafuerte and Spanish
Americanism 1808-1832, University of California Press, Berkeley, 1975; Joaquín Varela
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en Modernidad e independencias, quien de un modo más contundente llamó la atención sobre la
necesidad de un estudio común de las revoluciones hispánicas. Guerra también sentó algunas
de las interpretaciones más influyentes en la década reciente.
Entre otras, destaca el volteo realizado a una de las versiones más apreciadas por las
historiografías nacionales latinoamericanas, a saber, que las independencias habían sido
movimientos libertarios opuestos al despotismo español. Los patriotas americanos no podían
ser menos que liberales, contrarios a los conservadores europeos. Guerra, en cambio, aseguraba
que el tradicionalismo se hallaba más arraigado en los dominios americanos que en la metrópoli
y que, por el contrario, la modernidad venía siendo impulsada desde las políticas borbónicas de
la segunda mitad del siglo XVIII hasta el constitucionalismo liberal gaditano52.
La trascendencia de la obra de Guerra es incuestionable. A partir de la publicación de
Modernidad e independencias creció el número de trabajos historiográficos interesados en mostrar
las continuidades de la cultura política tradicional americana en los regímenes constitucionales
establecidos tras los procesos revolucionarios. Esto condujo, sin duda, a algunos excesos. No
faltó, por ejemplo, quien considerara que la permanencia de personajes notables en los cargos
de elección popular era muestra clara de un orden corporativo que se negaba a morir, sin
importar que, en realidad, este fenómeno fuera de lo más común en todos los países que habían
establecido sistemas representativos53. Ante esta tendencia, ha tomado forma una historiografía
“militante”54 que considera que ponderar las permanencias dificulta comprender el alcance de
las transformaciones impulsadas por el liberalismo gaditano: “François-Xavier Guerra al que
ahora se le rinden merecidos homenajes en Europa y América, trazó una auténtica
interpretación que también pesa como una losa en la historiografía mexicana y por extensión,
iberoamericana: la independencia fue producto de un cambio cultural que provocó prácticas políticas del
Antiguo Régimen que los liberales adaptaron, o viceversa”55.
Suanzes- Carpegna, La teoría del Estado en los orígenes del constitucionalismo hispánico. Las
Cortes de Cádiz, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1983.
52 François-Xavier Guerra, Modernidad e independencias. Ensayos sobre las revoluciones
hispánicas, Mapfre / Fondo de Cultura Económica, México, 1993. Véase también Alfredo Ávila,
“De las independencias a la modernidad. Notas sobre un cambio historiográfico”, en Erika Pani
y Alicia Salmerón, eds., Conceptualizar lo que se ve. François-Xavier Guerra, historiador.
Homenaje, Instituto Mora, México, 2004, pp. 76-112.
53 Ávila, “De las independencias a la modernidad” op. cit., p. 97.
54 El término es de Manuel Chust, “Las caras del doceañismo”, en Chust, coord., Doceañismos,
constituciones e independencias. La Constitución de 1812 y América, Mapfre, Madrid, 2006, p.
11.
55 El subrayado del galimatías es nuestro: Chust y Serrano, “Guerra, revolución y liberalismo en
México, 1808-1835”, en Ivana Frasquet, Bastillas, cetros y blasones. La independencia en
Iberoamérica, Mapfre,Madrid, 2006, p. 154. El mismo Chust arremete contra Arnold [sic por
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Por supuesto, no todos los historiadores que han reaccionado a las posiciones de
Guerra lo han hecho con la misma vehemencia, pero sí se ha dejado en claro que la
Constitución de 1812 tuvo repercusiones relevantes en las naciones que surgieron en el siglo
XIX sobre los restos de la monarquía hispana. Se arguye de modo convincente que el
pensamiento liberal latinoamericano tiene sus orígenes en el español y se asegura que las nuevas
instituciones, como los ayuntamientos constitucionales y las diputaciones provinciales, fueron
decisivas en el rumbo que tomarían los nuevos Estados-nación.
Por supuesto, no se subestima aspectos tan relevantes como la libertad de prensa, pero
quizá sean los procesos electorales los que más han llamado la atención de los historiadores.
Jaime E. Rodríguez O. considera que las instituciones electorales diseñadas por la Constitución
de Cádiz modificaron la cultura política de millones de personas, desde Sudamérica hasta el
septentrión novohispano y desde las costas del Pacífico americano hasta la península ibérica.
Esto se debió, según el mismo autor, a que bajo el documento constitucional sancionado en
1812 “prácticamente todos los hombres adultos tenían derecho a votar”, aserto algo exagerado
si consideramos que la legislación gaditana negó el derecho al voto a los descendientes de
africanos, población que en algunas regiones de América representaba un porcentaje de
importancia56.
No obstante, es incuestionable que esas primeras experiencias electorales fueron
aprovechadas por quienes estaban interesados en promover la autonomía de los territorios
americanos y favorecieron un cambio trascendente en la cultura política. La importancia de la
Constitución de Cádiz en los procesos revolucionarios de comienzos del siglo XIX y en la
formación de las naciones independientes hispanoamericanas es enorme y se justifica que sus
contemporáneos la calificaran de “divina”57.
Arno] Mayer, autor de un conocido estudio sobre la pervivencia del Antiguo Régimen en la
Europa decimonónica.
56 Jaime E. Rodríguez O., “La ciudadanía y la Constitución de Cádiz”, en Ivana Frasquet,
Bastillas, cetros y blasones. La independencia en Iberoamérica, Mapfre, Madrid, 2006, p. 40.
Rodríguez no da mucha importancia a la exclusión de las castas. Después de todo, señala, se
ha documentado que en lugares como México, Veracruz, Guatemala y Guayaquil no se hizo
caso de la disposición que les negaba el derecho al voto (pp. 47-49). Tiene razón, en no pocos
procesos electorales la participación de descendientes de africanos fue importante, pero esto
sucedió pese a lo establecido por las leyes gaditanas.
57 Jaime E. Rodríguez O., “Introducción”, en Rodríguez O., coord., Revolución, independencia y
las nuevas naciones de América, Mapfre-Tavera, Madrid, 2006, pp. 15-18. Véase también, J. E.
Rodríguez O., ed., The Divine Charter. Constitutionalism and Liberalism in Nineteenth-Century
Mexico, Rowman & Littefield Publishers, Lanham MD, 2005. Citamos sólo los libros más
recientes de la enorme obra de Rodríguez O., uno de los más importantes promotores del
estudio del liberalismo gaditano en los procesos autonomistas americanos. Un buen análisis del
trabajo reciente de Rodríguez O. que, de paso, hace un brillante balance de las virtudes y
problemas de los libros colectivos, en Erika Pani, “Jaime E. Rodríguez O. (ed.), The Divine
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Entre los últimos análisis de revisión historiográfica de las interpretaciones
nacionalistas tradicionales a la que nos hemos referido en las páginas anteriores, tenemos un
gran análisis en las páginas de la tesis doctoral de Roberto Breña58, quién parte de un balance
crítico, un cierre de caja que permite mostrar lo hecho y señalar lo que falta por hacer, con
miras a los bicentenarios que se avecinan.
Es muy interesante su apartado “Los poderes locales y el liberalismo”, subcapítulo en el
que Breña polemiza con la obra de Antonio Annino y Alicia Hernández Chávez, quienes
proponen la existencia de un “liberalismo de los pueblos” surgido durante el proceso
emancipador mexicano. En principio, pudiera ser muy pertinente dedicar varias páginas a
quienes consideran que el liberalismo español generó una “revolución territorial de los pueblos
mexicanos” (la frase es de Annino), pero al autor le interesa menos llegar a conclusiones sobre
este tema que mostrar las inconsistencias de los trabajos de Annino y de Hernández Chávez.
Apoyado en la reciente obra de Eric Van Young, The Other Rebellion, Roberto Breña sostiene
que los pueblos se resistieron culturalmente a las tendencias de cambio impulsadas, entre otros,
por el liberalismo.
Si bien no le falta razón a su crítica, hubiese sido interesante hacer entrar en la
discusión a autores como Peter Guardino, Claudia Guarisco, Michael Ducey o José Antonio
Serrano, quienes sostienen de manera más documentada que las transformaciones impulsadas
por el constitucionalismo gaditano y la insurgencia consiguieron dar a los pueblos un grado de
autonomía notable, que encontró argumentos en los nuevos lenguajes políticos liberales59. Esto
hubiera permitido, quizá, proponer algunas nuevas hipótesis en torno a tan interesante asunto.
Charter: Constitutionalism and Liberalism in Nineteenth-Century Mexico”, Journal of Latin
American Studies, 38:3, agosto de 2006, pp. 633-635.
58 Breña, El primer liberalismo español y los procesos de emancipación de América, 1808-1824.
Una revisión historiográfica del liberalismo hispánico, El Colegio de México, México, 2006. El
libro de Roberto Breña, pese a haber sido publicado en México, tiene una perspectiva
predominantemente peninsular. De ahí que su crítica se dirija de manera principal a los
historiadores españoles, algunos tan destacados como Miguel Artola, que han dado al primer
liberalismo español una consistencia y un alcance mayor al que tuvo, y que suelen dedicar
poco espacio a la independencia americana. El objetivo de El primer liberalismo español y los
procesos de emancipación de América es mostrar “en cuanto a la península [...] que el primer
liberalismo español no tuvo la entidad que la historiografía liberal española tendió a adjudicarle
durante mucho tiempo; sin embargo, en lo que concierne a la relación España-América, dicho
liberalismo, con todas las limitaciones que lo caracterizan, desempeñó un papel de primer
orden, sobre todo durante los primeros años del proceso emancipador americano”. Breña, El
primer liberalismo español, op. cit., p. 15.
59 Breña, El primer liberalismo español y los procesos de emancipación de América, 1808-1824.
Una revisión historiográfica del liberalismo hispánico, El Colegio de México, México, 2006, pp.
509- 522. Eric Van Young, The Other Rebellion. Popular Violence, Ideology, and the Mexican
Struggle for Independence 1810-1821, Stanford University, Stanford, 2001. Peter Guardino,
Peasants, politics, and the formation of Mexico’s national state. Guerrero, 1800-1857, Stanford
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Otro elemento fundamental de estos nuevos enfoques historiográficos es que, a
diferencia de los historiadores empeñados en subrayar las continuidades del corporativismo
sobre las instituciones modernas y de aquellos ocupados en mostrar las transformaciones
liberales sobre las sociedades tradicionales hispanoamericanas, proponen dejar de lado las
interpretaciones ideológicas que hay en las mancuernas “tradición-modernidad” y
“conservadurismo-liberalismo”. Esos términos sugieren, por un lado, un ordenamiento
corporativo, casuístico y pactista, frente a uno individualista, codificado y contractualista, por el
otro. Como puede verse con facilidad, con esta manera de entender la realidad, en especial una
“transicional” como fueron los procesos revolucionarios del mundo hispánico, nunca
hallaríamos una forma pura: la modernidad siempre se hallaría manchada por los elementos
corporativos mientras que incluso en el Antiguo Régimen pueden vislumbrarse elementos que
“anticipan” el liberalismo.
Sin embargo, el principal problema de estas dicotomías es que asignan un sentido
teleológico a la historia: tarde o temprano, y pese a la contaminación de los elementos
tradicionales, la opción liberal o moderna debería triunfar60.
A su vez, los últimos exponentes historiográficos se han fundamentado en una díada
diferente: tradición y reforma. No obstante, se advierte que el primer término debe entenderse
desprovisto de la carga semántica que su oposición con la modernidad le había asignado. De
manera simple, una posición tradicionalista implica la valoración de lo existente y la necesidad
de su permanencia mientras que el reformismo buscaría introducir cambios61.
Esta propuesta teórica propicia el estudio del primer liberalismo español de un modo
comprensivo, que permite justipreciar el papel decisivo que tuvo en los procesos
emancipadores americanos, pero también observar sus limitaciones. Entre 1808 y 1814, varios
University, Standfor, 1996; del mismo autor, The time of liberty. Popular political culture in
Oaxaca, 1750-1850, Duke University, Durham, 2005; Michael Ducey, A nation of villages. Riot
and rebellion in the Mexican Huasteca, 1750-1850, University of Arizona, Tucson, 2004;
Claudia Guarisco, Los indios del valle de México y la construcción de una nueva sociabilidad
política 1770-1835, El Colegio Mexiquense, Zinacatepec, 2003; José Antonio Serrano Ortega,
Jerarquía territorial y transición política. Guanajuato 1790-1836, El Colegio de Michoacán,
Zamora, 2001. Sobre el tema, véase Ávila, “Liberalismos decimonónicos: de la historia de las
ideas a la historia cultural e intelectual”, en Guillermo Palacios, coord., Ensayos sobre la nueva
historia política de América Latina, siglo XIX, El Colegio de México, México, 2007, pp. 111-145.
60 Chust y Serrano, “Guerra, revolución y liberalismo”, op. cit., p. 158, señalan que las obras de
José Antonio Aguilar, Rafael Rojas, Alfredo Ávila y Roberto Breña tienen una propuesta común:
“pasar página del liberalismo decimonónico. Especialmente del liberalismo doceañista que
ignoran o descalifican”. En realidad, dichos autores tienen en común problematizar el
liberalismo. Desde puntos de vista muy diferentes, intentan comprender los éxitos y fracasos
del constitucionalismo, a partir de sus contextos y de sus propias contradicciones. Ninguno de
ellos, como aseguran Chust y Serrano, calificaría al liberalismo decimonónico de “maldito”.
61 Breña, El primer liberalismo español, op. cit., p. 49-50.
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grupos de individuos aprovecharon la crisis provocada por la intervención napoleónica en la
península para introducir una serie de reformas que se consideraban necesarias tras el periodo
de valimiento de Manuel Godoy, muestra clara del “despotismo ministerial”, como se le
llamaba. Entre las más importantes, se hallaba la limitación (moderación, se decía por entonces)
del poder del rey a través del establecimiento de un sistema representativo, cuya institución más
importante, pero no la única, eran unas Cortes electas por los ciudadanos españoles, a través de
un procedimiento indirecto62.
La libertad de prensa, la división de poderes y la definición de la ciudadanía y de la
nación son los otros elementos que contribuirían a dar forma al ambicioso proyecto que se
fraguó en esos años. Como bien muestra el autor, dicho proyecto era una amalgama de
tradiciones intelectuales de la más variada índole, empleadas con fines políticos concretos e
inmediatos. Por esta razón, el primer liberalismo español tuvo algunas inconsistencias y hasta
contradicciones.
Otro elemento fundamental para las nuevas perspectivas son los contextos ideológicos
e intelectuales tanto en la península como en los dominios americanos. Al igual que las
perspectivas más clásicas, como la de François-Xavier Guerra, se remite a los antecedentes
políticos e intelectuales hispánicos. La Ilustración, el pactismo, la neoescolástica, el
jusnaturalismo, entre otras tradiciones intelectuales, se hallaban presentes en los pensadores
hispanos de comienzos del siglo XIX. Sin negar el papel “generativo” de las ideas, se destaca
ahora la importancia de los contextos: “tanto en la Revolución Española como en la
emancipación americana las ideas parecen ir a remolque de los acontecimientos”63.
Los grandes pensadores de la época, desde Álvaro Flórez Estrada hasta Servando
Teresa de Mier respondían ante las circunstancias y recurrían a las más disímiles tradiciones
intelectuales para sostener sus posiciones políticas. Esta idea nos parece muy interesante y
acertada, ya que no podemos explicar las inconsistencias del primer liberalismo español por la
permanencia de la cultura política del Antiguo Régimen que se negaba a morir sino, sobre todo,
por su difícil contexto de emergencia. Así puede explicarse el radicalismo de algunos diputados
americanos, quienes favorecían el autonomismo y la independencia, aunque su tradición
intelectual (corporativa y pactista) los condujera a rechazar algunos de los planteamientos
centrales del liberalismo64.
62 Breña, El primer liberalismo español, op. cit., pp. 30-31.
63 Breña, El primer liberalismo español, op. cit., p. 57.
64 Breña, El primer liberalismo español, op. cit. p. 304. Sin embargo, no sólo los diputados
americanos parecían alejados de posiciones liberales, también individuos como Francisco
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El primer liberalismo español fue, sin duda, un proceso revolucionario, pese a que
algunos elementos, como el mantenimiento de la intolerancia de cultos, sirvan como
argumentos a quienes ponen en duda su calidad. No obstante, el alcance de ese proceso fue
limitado.
Para empezar, en el primer periodo de vigencia de la Constitución de Cádiz – la
manifestación más clara del primer liberalismo español, aunque no la única – la mayor parte de
la península se hallaba ocupada, de modo que la aplicación de los principios liberales no fue
general. Cabría incluso suponer que, al menos entre 1812 y 1814, amplios sectores de América
se vieron más afectados por el nuevo orden. Como es sabido, un alto número de los habitantes
de Nueva España (el más populoso de los antiguos virreinatos) participó en los procesos
electorales y en la erección de instituciones representativas. En todo caso, el impacto del
constitucionalismo fue disparejo y limitado. El escaso apoyo que encontraron los liberales en
1814 para oponerse a las pretensiones absolutistas de Fernando VII es un indicativo de que
faltó tiempo para que el orden constitucional calara hondo en la población.
La relación entre el primer liberalismo español y América no fue sencilla. La legitimidad
de las Cortes de Cádiz siempre fue discutida. La presencia de un elevado número de diputados
suplentes no fue bien vista por muchos americanos, mientras que ciertas disposiciones restaban
representación a los habitantes de las posesiones ultramarinas en las Cortes65. José María
Portillo Valdés, en una obra reciente, ha mostrado a partir del trato diferente que se dio al
juntismo de la península y al de América que los actos de la Junta Central, la Regencia y las
mismas Cortes confirmaban el papel accesorio que desempeñaban los dominios ultramarinos y
desmentían las declaraciones que hacían de esos territorios parte integrante de la nación66.
Ahora bien, como Breña apunta con toda razón, no es que los diputados peninsulares
ignoraran las cuestiones americanas, si bien no eran prioritarias. Más bien, se hizo un
diagnóstico equivocado de lo que sucedía en el Nuevo Mundo. Mientras que para los
absolutistas y para el mismo Fernando VII las insurrecciones eran producto de meras
conspiraciones de unos cuantos intrigantes, los liberales creían que el descontento americano se
debía al despotismo que ellos mismos combatían. De esta manera, llegaron a creer, como haría
Martínez Marina, algo ya señalado por Joaquín Varela (Varela, La teoría del Estado, op. cit., pp.
30-38). Ver también Peter Guardino, Peasants, politics, and the formation of Mexico’s national
state. Guerrero, 1800-1857, Stanford University, Standfor, 1996
65 Breña, El primer liberalismo español, op. cit., p. 133.
66 Portillo Valdés, Crisis atlántica. Autonomía e independencia en la crisis de la monarquía
hispana, Marcial Pons / Fundación Carolina, Madrid, 2006, pp. 60-103.
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Álvaro Flórez Estrada, que el establecimiento de un sistema representativo sería suficiente para
sofocar los levantamientos armados en América67.
La Constitución de Cádiz, producto del primer liberalismo español, no alcanzó a
entender las demandas de los criollos ¿cómo entonces se convirtió en un elemento que dio
cauce a las expectativas de muchos americanos? Las diputaciones provinciales y los
ayuntamientos constitucionales permitieron a las elites criollas obtener espacios de
representación, mientras que la libertad de prensa facilitó la expresión de sus demandas.
El liberalismo gaditano tuvo “un papel de primer orden” en el desarrollo político
americano, en especial al inicio de las insurrecciones. Esto podemos apreciarlo en una gran
cantidad de casos, pero, lamentablemente, no han sido muy estudiados por las nuevas
perspectivas historiográficas, y, por ejemplo, para referiremos solamente al caso mexicano, en
el que las elites criollas de la ciudad de México y de Nueva España aprovecharon las
oportunidades brindadas por las nuevas instituciones para tratar de llevar adelante sus
proyectos de autonomía política, tenemos que rastrear los últimos aportes casi veinte años
atrás68.
De esta manera, es importante tener en cuenta que los acontecimientos de Nueva
España en 1820 y 1821 no estaban desligados de lo que sucedía en la metrópoli. En este
sentido, puede afirmarse que eran reaccionarios, pero no sólo al liberalismo. Christon Archer
en numerosos estudios ha mostrado cómo los militares temían que los excesos cometidos en la
contrainsurgencia de 1814-1820 pudieran ser juzgados por las nuevas autoridades69. Otros
reaccionaron ante la posibilidad, cada vez más cercana, de que las Cortes fueran disueltas y se
restableciera el absolutismo. Las conspiraciones tenían diferente signo, como muestra el
67 Breña, op. cit., p. 168. La interpretación del “mal diagnóstico” la habían presentado ya
Woodrow Anderson y Nettie Lee Benson, véase Anderson, “Reform as a Means to Quell
Revolution”, en Benson, ed., Mexico and the Spanish Cortes 1810-1822, University of Texas,
Institute of Latin
68 Guedea, En busca de un gobierno alterno. Los guadalupes de México, Universidad Nacional
Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas, México, 1992. Rodríguez O., “La
transición de colonia a nación: Nueva España, 1820-1821”, Historia mexicana, XLIII:2, pp. 265-
322, y del mismo autor, “La Constitución de 1824 y la formación del Estado mexicano”, Historia
mexicana, XL: 3, pp. 507-535. Ernesto de la Torre, La independencia de México, Mapfre /
Fondo de Cultura Económica, México, 1992;
69 Véanse, en especial, los siguientes trabajos de Archer: “Politicization of the Army of New
Spain during the War of Independence, 1810-1821,” en Jaime E. Rodríguez O., ed., The
Evolution of the Mexican Political System, Scholarly Resources, Wilmington, 1993, pp. 17-43;
“The Army of New Spain and the Wars of Independence, 1790-1821,” Hispanic American
Historical Review, 61, noviembre de 1981, pp. 705-714; “The Royalist Army in New Spain: Civil
Military Relationships, 1810-1821,” Journal of Latin American Studies, 13:1, mayo de 1981, pp.
57-83, y “Where did all the Royalists Go? New Light on the Military Colapse of New Spain,
1810-1821” en Jaime E. Rodríguez O., ed., The Mexican and the Mexican American Experience
in the Ninteenth Century, Bilingual Press/Editorial Bilingüe, Tempe, 1989, pp. 24-43.
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informe del fiscal de la Audiencia José Hipólito Odoardo, de octubre de 182070. Muchos temían
que los acontecimientos de la península pudieran repetir en Nueva España el atroz espectáculo
de la insurrección popular. Se sabía de las conjuras del monarca contra la Constitución, de las
propuestas de los liberales exaltados y del papel del ejército. Iturbide estaba enterado de lo
sucedido en Madrid por la correspondencia de José Antonio López, quien seguro le trasmitía
sus temores71. Reaccionó ante todas esas noticias y no sólo frente las medidas liberales de las
Cortes.
Así, siguiendo a Breña puede afirmarse que una comprensión cabal del proceso
emancipador americano es prácticamente imposible si se desconoce el papel jugado por el
liberalismo en la Península durante el periodo comprendido entre 1808 y 1814. De esta
manera, pensando en la mutua influencia entre estos dos polos, Breña sostiene que “…En
cuanto a la Península, nuestro objetivo es mostrar que el primer liberalismo español no tuvo la entidad y
sustantividad que la historiografía liberal española ha tendido a adjudicarle; sin embargo, en lo que respecta
a la relación España-América, dicho liberalismo, con todas las limitaciones y peculiaridades que lo
caracterizan, desempeñó un papel de primer orden durante la etapa inicial del proceso emancipador
americano …” 72. De lo anterior se deriva una visión menos homogénea (y menos ingenua
desde un punto de vista histórico-ideológico) tanto del primer liberalismo español como
del proceso emancipador de América: tanto uno como el otro fueron, durante mucho
tiempo, objeto de interpretaciones (tanto “progresistas” como “ultras”) que los concebían
como fenómenos históricos que conllevaban una ruptura omnicomprensiva con el pasado
y que, por ende, poseían una novedad superlativa. Las razones para adoptar dicho enfoque
son muy distintas en cada caso (de hecho, en ocasiones sus fines son diametralmente
opuestos); en última instancia, el resultado fue una concepción del liberalismo como un
ente sólido y homogéneo.
En consecuencia, Breña intenta acercarse al primer liberalismo español, a la
emancipación americana y, sobre todo, a las relaciones entre ambos, desde una óptica que,
sin desechar los términos “absolutismo” y “liberalismo”, los subordine a otros dos que,
desde nuestro punto de vista, responden mejor a las transformaciones ideológico-políticas
que tuvieron lugar en el mundo hispánico durante el primer cuarto del siglo XIX: nos
referimos a los conceptos de tradición y reforma (o sus variantes tradicionalismo y
70 Lucas Alamán, Historia de Méjico, Imprenta de J. M. Lara, México, 1852, vol. 5, pp. 42-44.
71 José Antonio López, “Borradores de cartas 1816-1821”, ms. en The José A. López Collection,
Lauinger Library, Special Collections, Georgetown University, expediente 1.
72Breña, El primer liberalismo español, op. cit., p. 154
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reformismo; todos ellos términos sumamente comunes, por lo demás, en la historia del
pensamiento político).
Por “primer liberalismo español” entiende así el conjunto de transformaciones
ideológico-políticas que tuvieron lugar en España durante los años transcurridos entre el
levantamiento popular en Madrid en contra del invasor francés en los primeros días de mayo
de 1808 y el regreso de Fernando VII al trono seis años más tarde (el rey entró en la capital
española el 13 de mayo de 1814). Estas transformaciones, así como las numerosas y variadas
acciones humanas que las hicieron posibles, son consideradas y evaluadas desde una óptica
circunscrita: esencialmente, bajo el prisma de lo que, a partir de este momento, es denominado
el problema americano.
Durante el periodo 1808-1814 son gestados en España dos procesos que Roberto
Blanco Valdés considera de “incalculables consecuencias”: por un lado, “el nacimiento,
finalmente malogrado, del Estado liberal” y, por otro, “el proceso de pérdida del imperio
colonial”.73 A lo largo de estos seis años se diseñaron y se pusieron en práctica una serie de
principios políticos (gobierno representativo, derechos políticos, división de poderes y
libertades individuales) que podrían resumirse en dos conceptos básicos: soberanía nacional y
constitucionalismo. Aunque con matices y restricciones considerables, lo cierto es que estos
principios lograron prevalecer durante dicho periodo sobre el que hasta entonces había sido el
fundamento legitimador del poder en España (y en toda la Europa continental hasta 1789): la
soberanía absoluta del monarca inspirada en el derecho divino.
En pocas palabras, lo que tuvo lugar fue una transformación radical, llevada a cabo en
muy poco tiempo, de una serie de inveterados usos (y abusos) políticos. Se trató pues de una
revolución; “todo lo moderada que se quiera, pero revolución”, como apostillara hace ya
algunos años Manuel Martínez Sospedra.74 El punto focal de dichas transformaciones es la
labor de las Cortes de Cádiz y, más concretamente, la Constitución de 1812.
73
“El ‘problema americano’ en las primeras cortes liberales españolas (1810-1814)”, en Los
orígenes del constitucionalismo liberal en España e Iberoamérica: Un estudio comparado, Pedro
Cruz Villalón et al. (Sevilla: Junta de Andalucía, 1994), p. 71. Este texto es, junto con el libro Los
diputados americanos en las Cortes de Cádiz de Marie-Laure Rieu-Millan (Madrid: CSIC, 1990), lo
mejor que, en nuestra opinión, se ha escrito hasta la fecha sobre el tema. Poco después de su
aparición en España fue publicado en la colección Cuadernos Constitucionales México-
Centroamérica (México: UNAM/Corte de Constitucionalidad de Guatemala, 1995), en este caso la
cita corresponde a la página 11. En lo sucesivo, ambas paginaciones aparecerán separadas por
una barra (p. ej., en este caso, p. 71/11).
74
La constitución española de 1812 (El constitucionalismo liberal a principios del siglo XIX),
(Valencia: Facultad de Derecho, 1978), p. 395.
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En resumen se puede decir con Roberto Breña que el primer liberalismo español
constituyó una amalgama de doctrinas y normas políticas que, al socaire de la invasión
napoleónica, fueron planteadas, debatidas, recuperadas y/o repensadas por un reducido grupo
de eclesiásticos, abogados y funcionarios que, decididos a terminar con el marasmo político-
institucional que había caracterizado a la última etapa del reinado de Carlos IV, elaboraron e
iniciaron la puesta en práctica (con las enormes limitaciones que la precaria situación del
momento imponía) de una serie de disposiciones jurídicas que significaban una transformación
radical de la política y de la sociedad españolas.
Por otra parte, y como bien afirma Breña, “…cuando el primer liberalismo español y la
emancipación americana son vistos, sobre todo, bajo el prisma absolutismo vs. liberalismo,
parece, efectivamente, que los hechos no hubieran podido suceder de manera diferente a como
lo hicieron...”75 Sin embargo, en la medida en que se presta más atención a los elementos que
atenúan dicha contraposición, los acontecimientos denotan cada vez más un carácter
contingente: la independencia de las colonias americanas era, por supuesto, una “cuestión de
tiempo”; sin embargo, las variaciones en los momentos en que acaecen los hechos históricos
traen consigo, indefectiblemente, variaciones en las formas, en los contenidos y en las
consecuencias.
Continuando, como ya afirmamos, desde el punto de vista de Breña la díada tradición-
reforma constituye una base interpretativa bastante útil para estudiar la relación entre el primer
liberalismo español y la emancipación americana, o, dicho en otras palabras, los personajes, los
hechos y las ideas que constituyen dicha relación adquieren mayor coherencia de la que
tendrían si utilizáramos otros términos (concretamente, los que se han aplicado hasta el día de
hoy: “absolutismo” y “liberalismo”). Sin embargo, por una parte, debemos insistir en el carácter
no excluyente de esta propuesta y, por otra, apuntar que los términos “tradicionalismo” y
“reformismo” tienen vinculaciones muy diversas y complejas con otras variables (metrópoli-
colonias; monarquismo-republicanismo).
Los términos “tradicionalismo” y “reformismo” son útiles para entender las relaciones
entre el primer liberalismo español y la emancipación americana por varias razones. En primer
lugar, al ubicarse cronológicamente ambos procesos en una época histórica netamente
“transicional” (entre la etapa final del Antiguo Régimen y el surgimiento de lo que,
simplificando, podemos llamar el Nuevo Régimen), sus contenidos están necesariamente
determinados por una doble atracción: por un lado, la de un pasado cuyos principios políticos
75 Breña, El primer liberalismo español, op. cit., p. 168.
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habían predominado y funcionado (históricamente hablando) durante siglos, y, por otro, la de
una serie de principios políticos novedosos, con un enorme potencial de cambio (los cuales son
inéditos en términos prácticos, en el contexto hispánico, cuando se produce la invasión
napoleónica de la Península). Entre este no querer desligarse del pasado, por un lado, y, por
otro, la atracción que sobre las mentes de un grupo humano reducido pero importante (en
términos político-sociales) ejercen los principios que plantean nuevas instituciones y nuevos
comportamientos públicos, se debatirán españoles y americanos a partir de 1808. El pasado era
“demasiado reciente” y demasiado poderoso (en términos políticos e ideológicos) para dejarlo
atrás; el “futuro” era demasiado novedoso para adoptarlo y asumirlo de un golpe.
En segundo lugar, los adjetivos tradicionalista y reformista, al no tener lo que
podríamos denominar contenidos políticos “extremos”, describen mejor las ambigüedades
teóricas y prácticas que rodean tanto al primer liberalismo peninsular como al proceso
emancipador americano. De esta connotación política “débil” de los términos escogidos, se
deriva la posibilidad de un proceso de ósmosis entre ambos, así como una labilidad que les
permite disfrutar de un amplio margen de maniobra. Se podría decir que pese a su
indeterminación (o, más bien, precisamente por ella), los términos escogidos resultan útiles para
estudiar el mundo hispánico durante los primeros lustros del siglo XIX.
Finalmente, nuestra elección junto con Breña de los términos “tradicionalismo” y
“reformismo” tiene que ver también con un aspecto que sólo hemos tocado tangencialmente.
Nos referimos a los llamados tiempos “cortos” y “largos” en la historia. Desde su acuñación
por la “Escuela de los Anales” hace ya varias décadas, el concepto de longue durée ha dado
lugar a muchas páginas de discusión y debate. Si, en el caso peninsular, aplicamos la “larga
duración”, el carácter revolucionario del periodo 1808-1814 se diluye necesariamente. Es decir,
si los sucesos que se desencadenaron en 1808 son vistos desde una perspectiva histórica de
cierta amplitud (no demasiada, por cierto), las interpretaciones que les otorgan un carácter
netamente “rupturista” pueden ser profundamente cuestionadas. Así, y más allá de los cambios
irreversibles que en el imaginario público provocó lo sucedido en la Península entre 1808 y
1814, lo cierto es que, exceptuando el Trienio Liberal, Fernando VII fue capaz de lograr que las
continuidades prevalecieran sobre las discontinuidades durante el resto de su reinado.
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III. 2. Constitucionalismo liberal en México.
Muchos académicos han excluido a América Latina de la experiencia liberal. El
liberalismo, piensan, fue sólo un disfraz para prácticas tradicionales. Tal como uno de los
partidarios de esta visión arguye: ‘‘El liberalismo político del siglo XVIII fue casi uniforme
y mayoritariamente rechazado por los primeros estadistas hispanoamericanos’’76. Sin
embargo, esta interpretación es defectuosa en varios sentidos. Nunca antes los
procedimientos liberales constitucionales fueron aplicados en tantos lugares al mismo
tiempo. El asumir que este hecho no dice nada acerca de la viabilidad del modelo mismo
es, en el mejor de los casos, miope. Los teóricos liberales han rehusado sacar alguna lección
del experimento liberal latinoamericano.
Aunque es cierto que muchos de los principios constitucionales liberales eran
cancelados por la ‘‘tradición política española y las realidades de Hispanoamérica en el
periodo’’, los estudiosos no han aprovechado la oportunidad para ver a la región como el
laboratorio donde las teorías liberales fueron puestas en práctica. Hasta ese momento los
liberales tenían poca evidencia empírica para apoyar sus pretensiones de aplicabilidad
universal: la historia era, en el mejor de los casos, poco concluyente77. ¿Por qué descartaron
los estudiosos del liberalismo la evidencia? Según Joyce Appleby, en el corazón del
liberalismo estaba la historia de su propio triunfo, pero este era un triunfo peculiarmente
ahistórico78.
La idea del progreso ayuda a explicar por qué, a los ojos de liberales pasados y
presentes, el fracaso del liberalismo en Hispanoamérica fue descartado tan fácilmente y por
lo tanto se evitó evaluar la validez general de las instituciones liberales. ‘‘Brillando a través
de la oscuridad que era el pasado’’, afirma Appleby , ‘‘se encontraban los triunfos liberales
para ser recordados, examinados y celebrados. El resto de la historia conocida era inútil
76 Dealy, Glen, ‘‘Prolegomena on the Spanish American Political Tradition’’, Hispanic American
Review, núm. 48, febrero de 1968, p. 43.
77 Aun en la teóría, la aplicación del modelo constitucional liberal era problemática, como lo
evidencia la teoría de la pequeña república de Montesquieu.
78 Appleby, Joyce, Liberalism and Republicanism in the Historical Imagination, Cambridge,
Harvard University Press, 1992, p. 8.
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para un presente ilustrado; su existencia era un reproche al espíritu humano que había
estado tanto tiempo amortajado por la ignorancia’’.79
Puesto que América Latina no podía ser celebrada como un triunfo liberal, fue
repudiada del panteón. Sin embargo, Hispanoamérica constituye el gran experimento
constitucional posrevolucionario. Todos los líderes revolucionarios rápidamente
promulgaron Constituciones después de la independencia. Y casi todas ellas
(...) proclamaron la existencia de derechos naturales inalienables (libertad, igualdad jurídica,
seguridad, propiedad): muchas establecieron la libertad de prensa y algunas intentaron establecer juicios por
jurados. Casi todas buscaron proteger estos derechos a través de la separación de poderes y haciendo a la
rama Ejecutiva relativamente más débil que el Legislativo.80
Solamente en los primeros cinco años del movimiento independentista en el norte
de América se escribieron aproximadamente veinte Constituciones en las provincias y
capitales del viejo virreinato de Nueva Granada (Ecuador, Colombia, Venezuela y
Panamá)81. A primera vista, Hispanoamérica provee más ‘‘casos’’ para evaluar la efectividad
de las instituciones liberales que los casos americano y francés juntos. La violación de las
Constituciones en las nuevas naciones puede ser atribuida a muchas razones. Algunos
arguyen que el constitucionalismo era necesariamente letra muerta porque estaba
completamente fuera de contacto con las tradiciones políticas hispánicas. Sin embargo,
también es posible que esto se debiera a fallas clave en el diseño del liberalismo
constitucional.
El ‘‘momento liberal constitucional’’ denota el momento y la forma en los
hispánico a comienzos del siglo XIX. En España puede ser rastreado a 1808. En el Río de
la Plata, Nueva Granada y Venezuela, el momento ocurre entre 1810 y 1827; en Bolivia se
concentró en la década de 1820, y en México y Guatemala su cenit ocurrió entre 1820 y
183082. Como afirma Safford, ‘‘este destello reformista fue seguido casi en todos lados por
un periodo de pesimismo y conservadurismo’’.
79 Ibid.
80 Safford, Frank, ‘‘Politics, Ideology and Society in Post-Independence Spanish America’’, en
Bethell, Leslie (ed.), The Cambridge History of Latin America, Cambridge, Cambridge University
Press, 1995, pp. 3:359-360.
81 Ibid.
82 Esta periodización corresponde a la fase de reforma inicial de Safford en Hispanoamérica.
Safford, ‘‘Politics, Ideology and Society’’, p. 353.
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Una de las mayores debilidades de la historia intelectual del mundo ibérico ha sido
su aislamiento. Los historiadores de Hispanoamérica, afirma Anthony Pagden,
‘‘generalmente estudian a Hispanoamérica como si las trece colonias ni Nueva Francia
hubieran jamás existido’’. Después de todo, América empezó como un trasplante de
Europa: ‘‘la historia intelectual de sus primeros desarrollos es una historia de transmisión y
de reinterpretación; una historia sobre la forma en que argumentos tradicionales europeos
de los textos clásicos fueron adaptados para hacer frente a circunstancias nuevas e
imprevisibles’’83. Una de las peculiaridades del momento liberal constitucional en el mundo
hispánico es que el influjo de las ideas liberales fue mayormente indisputado84. El
absolutismo era más una práctica que una ideología. Más aún, el absolutismo borbónico
que precedió a las revoluciones liberales en España y sus colonias fue un despotismo
ilustrado. Existía una continuidad entre el reformismo absolutista y la revolución liberal:
una confianza en el poder de la razón para ordenar a la sociedad. Más aún, el liberalismo
encontró en la nativa España apoyo en los escritos de Gaspar Melchor de Jovellanos y de
Francisco Suárez.51
Para los españoles liberales, sin embargo, el carácter ‘‘ilustrado’’ de la monarquía
desapareció cuando Carlos IV y su ministro favorito, Godoy, mostraron claras señas de
incompetencia política85.
La originalidad de la experiencia Hispanoamericana sólo puede ser vista y
comprendida adecuadamente desde una perspectiva comparada. Una nueva interpretación
83 Pagden, Anthony, The Uncertainties of Empire. Essays in Iberian and Ibero-American
Intellectual History, Great Yarmouth, Variorum, 1994, p. x.
84 Jovellanos fue la ‘‘gran figura intelectual’’ en España, de 1780 a 1810. Véase Jovellanos,
Gaspar Melchor de, Obras, 2 vols., Madrid, Atlas, 1951-1952. Sobre los argumentos de
Jovellanos acerca de la antigua Constitución en España, los derechos de propiedad y la
educación, véase Hale, Charles A., El liberalismo mexicano en la época de Mora, 1821-1853,
México, Siglo XXI, 1972, pp. 66-73. Véase también, Polt, John R., Jovellanos and his English
Sources, Philadelphia, American Philosophical Society, 1964. En el siglo XVII, el jesuita
Francisco Suárez pensaba que la monarquía ----o el gobierno de una cabeza---- constituía la
mejor forma de gobierno político. Sin embargo, la fuente del poder del rey estaba en una
transferencia por parte de la comunidad como un todo, que expresaba su consentimiento. Al
transferirle su poder a un monarca la comunidad no se abandonaba a una ‘‘servidumbre
despótica’’. La transferencia era realizada bajo obligación. El monarca debía gobernar
‘‘políticamente’’. Quien gobernara de otra forma lo hacía tiránicamente. En circunstancias
extremas un tirano podía ser depuesto. Véase Súarez, Francisco, Tractatus de Legibus ac Deo
Legislatore, Madrid, Consejo Superior de Investigaciones Científicas, 1971-1981. Además del
Tractatus de Legibus (1610), Súarez escribió otros trabajos importantes: Defensio Fidei
Catholicae et Apostolicae Adversus Anglicanae Sectae Errores (1613), y Opus de Triplici Virtute
Theologico: Fide, Spe, et Charitate (1621). Burns, J. H. (ed.), The Cambridge History of Political
Thought, 1450-1700, Cambridge, Cambridge University Press, 1991, p. 292-298.
85 Guerra, François-Xavier, Modernidad e independencias. Ensayos sobre las revoluciones
hispánicas, México, Fondo de Cultura Económica-Mapfre, 1992, pp. 26-27.
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de las revoluciones hispánicas es un subproducto de la revisión que ha sufrido la fundación
de los Estados Unidos durante los últimos veinte años. Una breve discusión de esa revisión
bastará aquí. Por años los Estados Unidos fueron considerados como el paradigma liberal.
Históricamente, los hispanoamericanos habían luchado para acercarse a ese modelo de
organización política. Sin embargo, desde los 1960 la interpretación ‘‘lockeana’’ de la
revolución norteamericana, popularizada por Louis Hartz, ha sido desacreditada y
cuestionada sin cesar por historiadores revisionistas86. Bernard Baylin y Gordon Wood
acometieron la tarea de realizar una magna reinterpretación del proceso de construcción
nacional y del constitucionalismo en los Estados Unidos. Encontraron que los
norteamericanos en el siglo XVIII estructuraban su discurso político alrededor de los
modelos del mundo antiguo.
En un esfuerzo para reconectar la experiencia norteamericana con la historia
mundial, J. G. A. Pocock ofreció una explicación en la que el republicanismo clásico hacía
de la virtud cívica ----la capacidad para poner el bien de la comunidad sobre el interés
personal---- ‘‘la piedra de toque de la estabilidad constitucional y del orden que preservaba
las libertades’’87. Después de la Revolución gloriosa, afirma Pocock, los ingleses volvieron la
vista a los intérpretes de la política clásica. Durante el siglo XVIII el Partido del Campo en
Inglaterra, guiado por la ideología del Renacimiento que le era hostil al cambio,
experimentó las innovaciones económicas y sociales como intrusiones perniciosas. El
miedo a que los estándares prevalecientes cayeran, a la corrupción y a la pérdida de la
virtud, puede ser entendido como parte de este discurso clásico. Una veta colonial de
republicanismo proveyó en los Estados Unidos el lenguaje para discutir todas las acciones
en la esfera pública. En los supuestos del republicanismo clásico, afirma Appleby, ‘‘los
historiadores sociales han encontrado el antídoto a la lógica instrumental, que sirve para
desmitificar la racionalidad del liberalismo lockeano, que por tanto tiempo había dominado
la historia’’88. Como afirma Pocock: ‘‘una consecuencia de la investigación ha sido el
86 Hartz, Louis, The Liberal Tradition in America. An Interpretation of American Political Thought
since the Revolution, New York, Harcourt Brace Jovanovich, Publishers, 1955.
87 Bailyn, Bernard, The Ideological Origins of the American Revolution, Cambridge, Belknap
Press, 1967; Wood, Gordon S., The Creation of the American Republic, Chapel Hill, University
of North Carolina Press, 1969; Pocock, J. G. A., The Machiavellian Moment. Florentine Political
Thought and the Atlantic Republican Tradition, Princeton, Princeton University Press, 1975
Appleby, ‘‘Liberalism and Republicanism in the Historical Imagination’’, Liberalism and
Republicanism, pp. 1-33.
88 Appleby, Liberalism and Republicanism, p. 290.
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presentar a la independencia de los Estados Unidos menos como el primer acto político de
la ilustración revolucionaria y más como el último gran acto del Renacimiento’’89.
Si Pocock y los revisionistas republicanos tienen razón, entonces tal vez el lugar
donde el liberalismo sí desempeñó un papel ideológico clave no fue los Estados Unidos
sino el mundo hispánico. Los revolucionarios hispanoamericanos, sin llevar a cuestas el
republicanismo y temerosos de los efectos de la soberanía popular ilimitada, tal vez fueron
los que pusieron en escena el primer acto político del liberalismo moderno. Como afirma
Guerra, cuando toda Europa había vuelto a regímenes monárquicos y hasta absolutistas,
sólo los países hispanoamericanos permanecieron como repúblicas con Constituciones
modernas90. Sin embargo, el telón de fondo de este dominio ideológico era una estructura
social tradicional.
Varios desarrollos prepararon el terreno para el predominio indisputado del
liberalismo a principios del siglo XIX. Primero, no existió en España el equivalente a un
Harrington. Como el debate del siglo XV entre Leonardo Bruno y Alonso de Cartagena
sobre los méritos de la traducción de Bruno de la Ética de Aristóteles mostró, los italianos
veían a Aristóteles como un autor cuyos textos tenían algún valor literario y filosófico,
mientras que los españoles lo consideraban simplemente como un exponente de la ‘‘virtud
natural’’91. A pesar de que el impacto del aristotelismo humanista fue sentido en España
más o menos al mismo tiempo que en Italia, para finales del siglo XVI España se
encontraba al inicio de un periodo en el cual ‘‘reinaba ese oscurantismo tan característico
de los siglos XVII y XVIII’’92.
Cuando el pensamiento político florentino crecía en Italia, la escuela de Salamanca
estaba, en cambio, dedicada a un nuevo escolasticismo y al pensamiento especulativo.
Después, la reacción de los españoles a las ideas maquiavélicas fue enorme. En los
siguientes dos siglos tratados como el de Rivadeneira, Tratado de Religión y virtud que el príncipe
cristiano debe tener para gobernar y conservar sus Estados contra lo que Maquiavelo y los políticos de su
tiempo enseñan, Madrid, 1595, a menudo fueron escritos para refutar al ‘‘pérfido, impío y ateo
89 J. G. A. Pocock, ‘‘Virtue and Commerce in the Eighteenth Century’’, Journal of
Interdisciplinary History, núm. 3, 1972, p. 122.
90 Guerra, Modernidad e independencias, p. 51.
91 Pagden, ‘‘The Diffusion of Aristotle’s Moral Philosophy in Spain, ca. 1400-ca.1600’’,
Uncertainties of Empire, p. 305. Véase también Pagden, Anthony, Spanish Imperalism and the
Political Imagination. Studies in European and Spanish-American Social and Political Theory
1513-1830, New Haven, Yale University Press, 1990.
92 Pagden, Uncertainties of Empire, p. 312.
67
Maquiavelo’’93. Lipsio, no el secretario florentino, sería la figura clave durante el siglo XVII
en España94. En una palabra: no hubo en España un momento maquiavélico ni tampoco
tradición republicana clásica.
El otro desarrollo histórico crucial para el liberalismo hispánico fue la Revolución
francesa. Los revolucionarios españoles tendrían que desempeñar dos tareas diferentes al
mismo tiempo: por un lado, hacer la revolución; por el otro, evitar seguir los pasos de
Francia95. Los términos ‘‘liberalismo’’ y ‘‘liberal’’ fueron acuñados por las Cortes en Cádiz
en 181296. Para repensar a las revoluciones hispanoamericanas como elementos
constitutivos de la experiencia liberal es necesario evaluar la efectividad de las estrategias
institucionales que buscaban limitar el poder de los soberanos absolutos en grandes
estados. Esta preocupación se en- cuentra en el centro de la moderna república liberal97. La
evaluación de los mecanismos institucionales clave del constitucionalismo liberal ha sufrido
de lo que los modernos politólogos llamarían un sesgo de selección.
Como afirma John Dunn:
Después del colapso del dominio colonial europeo [siglo XX] había probablemente más repúblicas
liberales burguesas o Estados constitucionales republicanos que en cualquier otro momento. Pero muchos de
ellos no sobrevivieron... Por ello, es de considerable importancia entender justamente qué rasgos de una
sociedad son realmente incompatibles, en un momento dado, con la república liberal burguesa. No sólo
aquellos lugares donde el popolo y los grandi se odian entre sí casi con tanta violencia... o donde varias
93 Bleznick, Donald W., ‘‘Spanish Reaction to Machiavelli in the Sixteenth and Seventeenth
centuries’’, Journal of the History of Ideas, núm. 19, octubre de 1958, pp. 542-551; Maravall,
José Antonio, ‘‘Maquiavelo y maquiavelismo en España’’, Estudios de historia del pensamiento
español, vol. 3, Madrid, Cultura Hispánica, 1975
94 Corbett, Theodore G., ‘‘The Cult of Lipsius: A Leading Source of Early Modern Spanish
Statecraft’’, Journal of the History of Ideas, núm. 36, enero-marzo de 1975, pp. 139-153.
95 Guerra, Modernidad e independencias, p. 251.
96 Sobre el origen español del termino ‘‘liberal’’ véase Llorens, Vicente, ‘‘Sobre la aparición de
liberal’’, Literatura, Historia, Política, Madrid, n.p., 1967. J. G. Merquior afirma que ‘‘liberal’’,
como concepto político, ‘‘nació en las Cortes españolas en 1810, un paralmento que se
rebelaba contra el absolutismo’’. Merquior, J. G., Liberalism Old & New, Boston, Twayne
Publishers, 1991, p. 2. Claudio Véliz afirma: ‘‘Es justo añadir que la carrera internacional del
término liberal fue lanzada por el poeta británico Robert Southey, quien en 1816 lo utilizó como
un epíteto burlón aplicado a los Whigs ingleses, quienes fueron descritos como ‘liberales
británicos’, en referencia a la facción política española responsable de las desordenadas y
fallidas reformas iniciadas por las Cortes de Cádiz en 1812’’. Véliz, Claudio, The New World of
the Gothic Fox. Culture and Economy in English and Spanish America, Berkeley, University of
California Press, 1994, p. 130.
97 Como asegura Fontana, el énfasis de la república liberal burguesa no se hallaba tanto en el
gobierno hereditario, sino ‘‘en el carácter limitado y moderado del poder que se le debería
permitir ejercer a cualquier gobierno’’. Fontana, Biancamaria, ‘‘Introduction: the Invention of the
Modern Republic’’, en Biancamaria Fontana (ed.), The Invention of the Modern Republic,
Cambridge, Cambridge University Press, 1994, pp. 1-5.
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comunidades políticas diferentes están listas para luchar hasta la muerte una con la otra en lo que
nominalmente se considera como una sola comunidad política, sino también en muchos otros escenarios,
desde Brasilia y Buenos Aires hasta Berlín, Jakarta, Tokio, Manila y Beijing, donde la república liberal
burguesa ha sido intentada por cierto tiempo y después ha fracasado, o donde ha requerido de la aplicación
drástica del poder extranjero para darle una oportunidad de éxito98.
Aunque es importante identificar aquellos rasgos sociales que son incompatibles
con un gobierno constitucional liberal, también es necesario valuar de manera comparativa
la efectividad de los componentes institucionales de ese modelo. Históricamente, algunas
doctrinas firmemente establecidas, como la separación de poderes, han tenido diferentes, y
a veces contradictorias, interpretaciones. Por ejemplo, para resolver el problema de la
seguridad de los sujetos en un Estado moderno, con particular atención a los peligros que
esos sujetos deben siempre temer por parte de sus propios gobernantes, ¿cuál es el marco
institucional más efectivo? ¿Un sistema de límites claramente definidos, como el que
propusieron los antifederalistas norteamericanos de finales del siglo XVIII o, por el
contrario, el propuesto por los federalistas que se basaba en pesos y contra pesos?99
La interpretación de los antifederalistas de la separación de poderes no tuvo éxito
en los Estados Unidos, pero en cambio treinta años después fue la doctrina aceptada en las
repúblicas hispanoamericanas100. Dunn mismo reconoce que los límites de la república
liberal burguesa ‘‘han sido producto de sus limitaciones tecnológicas: el fracaso de
especificar algún conjunto de instituciones y prácticas capaces de proveerle a sus súbditos
con la seguridad de la vida y capaces de proteger ese conjunto contra amenazas internas y
externas’’.101 No sólo la noción de bien común está ausente del modelo liberal
constitucional; también faltan los procedimientos constitucionales para protegerlo en
momentos de peligro.
98 Dunn, John, ‘‘The Identity of the Bourgeois Liberal Republic’’, en Fontana, op. cit., pp. 214-
215
99Véase Manin, Bernard, ‘‘Checks, Balances and boundaries: the Separation of Powers in the
Constitutional Debate of 1787’’, en Fontana, op. cit., pp. 27-62.
100 Los debates de 1787, 1788 y 1789 en Francia sobre la forma de la legislatura son ejemplos
de las diferentes interpretaciones que los principios constitucionales podían tener. En el campo
de la acción, los liberales descubrieron que ‘‘existían límites a lo que las naciones podían tomar
prestado unas de otras; un hecho que no había sido evidente en el ámbito de las ideas’’.
Appleby, ‘‘The American Model for the French Revolutionaries’’, Liberalism and Republicanism,
p. 252.
101 Nuestras cursivas. Aunque Dunn reconoce que ‘‘la república liberal burguesa ha funcionado
tan bien como cualquier otro régimen al enfrentar amenazas externas’’, es en su organización
interna y en su autoentendimiento doméstico, añade, ‘‘en donde radican el poder singular así
como las vulnerabilidades características de la república liberal burguesa’’. La razón de ello es
clara: su legado teórico no incluye una ‘‘concepción sustantiva del bien común’’. Dunn, ‘‘Identity
of the Bourgeois Liberal Republic’’, en Fontana, op. cit., p. 222.
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III. 3. El liberalismo en méxico
Conforme la práctica se desviaba del ideal, historiadores mexicanos y políticos
mexicanos buscaron reafirmar el pasado liberal del país. Demostrar que, a pesar de las
prácticas autoritarias, el liberalismo está en el corazón de la fundación de la república, ha
sido el objeto de muchos libros y artículos102. Contra esta visión, algunos estudiosos
afirman que el liberalismo es una tradición política ajena a las naciones hispanoamericanas.
Cecil Jane propone la existencia de varias contradicciones en la cultura hispánica. Los
españoles eran extremistas idealistas que buscaban, al mismo tiempo, el orden y la libertad
individual, de tal forma que la política iba de un extremo (despotismo) al otro (anarquía), en
lugar de hallar ‘‘la estabilidad constitucional en el equilibrio entre los dos principios
contendientes’’103. Los conservadores en el poder llevaron la búsqueda del orden a tales
extremos que provocaron una reacción violenta por parte de la libertad. De la misma
forma, cuando los liberales establecían ‘‘salvaguardas para el individuo’’, los
hispanoamericanos no utilizaron esas libertades con responsabilidad, como los ingleses ----
los inventores de esas libertades---- ‘‘sino más bien los llevaban al extremo de la
anarquía’’104.
Otra explicación cultural ha sido formulada por Richard Morse105. Para él, la clave
para entender a Hispanoamérica yace en el Estado patrimonial hispánico106. El Estado
estaba encarnado en el poder patrimonial del rey, quien era fuente de todo patronazgo y
árbitro último de todas las disputas. Sin la presencia del rey, el sistema se colapsaba. De
acuerdo con Morse, los líderes hispanoamericanos en el siglo XIX estuvieron
constantemente tratando de reconstruir la autoridad patrimonial de la Corona española.
102 El epítome de esta literatura es Reyes Heroles, Jesús, El liberalismo mexicano, 3 vols.,
México, Fondo de Cultura Económica, 1988.
103 Jane, Lionel Cecil, Liberty and Despotism in Spanish America, London, 1929. Sigo la
revisión crítica de las aproximaciones culturales de Safford, ‘‘Politics, Ideology and Society’’, pp.
414-417.
104 Idem.
105 Véase Morse, Richard, ‘‘Toward a Theory of Spanish American Government’’, Journal of the
History of Ideas, núm. 15, 1954, pp. 71-93; ‘‘The Heritage of Latin America’’, en Hartz, Louis
(ed.), The Founding of New Societies; Studies in the History of the United States, Latin America,
South Africa, Canada and Australia, New York, Harcourt, Brace & World, 1964; Soundings of
the New World. Culture and Ideology in the Americas, Baltimore, John Hopkins University
Press, 1989.
106 Morse está ampliamente influenciado por los conceptos weberianos. Una dominación
‘‘patrimonialista’’ está en oposición a otra de tipo ‘‘legal-racional’’.
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Un factor que obstruía la reconstrucción de la autoridad en estas líneas hispánicas
tradicionales, afirma Morse, era la intromisión de las ideas constitucionales occidentales. El
liberalismo anglofrancés ----con su énfasis en el estado de derecho, la división de poderes,
los candados constitucionales a la autoridad y la eficacia en las elecciones---- estaba en
contradicción con las actitudes tradicionales y los modos de comportamiento de los
hispanoamericanos. El liberalismo constitucional estaba mal adaptado a la cultura
tradicional hispanoamericana: ‘‘los intentos para erigir y mantener el Estado de acuerdo con
los principios liberales fallaban invariablemente’’. Mientras que la autoridad de las ideas
importadas liberal-constitucionales fue insuficiente para proveer una alternativa viable al
modelo político tradicional, sí lo fue para minar la legitimidad de los gobiernos que
operaban de acuerdo con ese modelo.
Esta interpretación, como otros han hecho notar, trata a la cultura en una forma
excesivamente estática. Además, aunque las ideas constitucionales liberales no fueron
capaces de ganar la hegemonía que disfrutaban en otras partes del mundo, sí tuvieron un efecto
significativo en los modos de pensamiento político y se convirtieron, por lo menos parcialmente, en parte de
las reglas políticas107. Los enfoques culturalistas no ponen atención al papel desempeñado por
los factores estructurales, tanto económicos como sociales, en la desestabilización de los
sistemas políticos.
Siguiendo la línea argumentativa de Morse, Edmundo O’Gorman arguyó que
México había tenido una Constitución histórica monárquica que sobrevivió al periodo
colonial108. Las teorías liberales debían contender con ideas y prácticas tradicionales, tales
como la negociación común entre los actores sobre la eficacia de las leyes, así como con
relaciones clientelares largamente establecidas. Por años los historiadores debatieron sobre
si la modernidad había prevalecido sobre la tradición, o viceversa.
Daniel Cosío Villegas, en su bien conocida Historia de México, proponía que la
práctica política después de la Reforma y la República restaurada había ‘‘traicionado’’ a la
Constitución política del país109. Jesús Reyes Heroles, por el contrario, proponía que el
liberalismo había sido exitoso en establecer una alianza entre las clases medias y los estratos
bajos de la población. Mientras que Cosío Villegas se concentraba en la segunda mitad del
107 Safford, ‘‘Politics, Ideology and Society’’, pp. 416-417.
108 O’Gorman, Edmundo, La supervivencia política novohispana, México, CONDUMEX, 1967.
109 Cosío Villegas, Daniel, Historia moderna de México, 7 vols., México, Editorial Hermes, 1955,
y La Constitución de 1857 y sus críticos, México, Editorial Hermes, 1957.
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siglo XIX, el optimismo de Reyes Heroles estaba basado en un análisis de las primeras
décadas después de la independencia110.
En el México contemporáneo, el liberalismo decimonónico no sólo es un
fenómeno histórico. Es, como afirma Charles Hale, un hito ideológico. La importancia
política del liberalismo a menudo ha impedido la conducción de la investigación histórica
sólida. Las historias nacionales, como afirma Appleby, descansan en una mezcla volátil de
lo moral y lo instrumental. Puesto que ‘‘intentan establecer el orden a través de
sentimientos compartidos, buscan el consenso, pero porque pertenecen también a
tradiciones académicas hostiles a la propaganda, alientan el razonamiento crítico’’111. Hasta
finales de los sesenta, la historiografía del liberalismo reflejó más este primer rasgo que el
segundo. Reyes Heroles, un estadista, no era en absoluto un académico objetivo112. Su
interpretación del liberalismo fue, inevitablemente, partidista. Contra esta historia ‘‘oficial’’
Charles Hale proveyó en 1968 una visión más objetiva del liberalismo temprano en México.
Su trabajo es todavía el mejor y el más autorizado sobre el tema113.
Antes del trabajo de Hale se había hecho poca investigación comparativa114. Hale
argüía que existían dos fases en la historia del liberalismo en México. El optimismo
constitucional prevaleció desde la independencia, en 1821, hasta 1830. Después de la
tercera década del siglo, los liberales perdieron confianza en el poder de las Constituciones
escritas. A últimas fechas, la discusión académica se ha centrado en otro conjunto de
preguntas tales como: ¿fue el liberalismo una ideología ampliamente compartida o estaba,
por el contrario, confinada a la elite dominante?
110 Antonio Annino, ‘‘Nuevas perspectivas para una vieja pregunta’’, en Annino, Antonio (ed.), El
liberalismo en México, Münster, Asociación de Historiadores Latinoamericanistas Europeos,
1993, pp. 5-15.
111 Appleby, Liberalism and Republicanism, p. 31.
112 Para una discusión favorable de los argumentos de Reyes Heroles, véase Bermúdez
Ublester, Damián, ‘‘¿Qué es el liberalismo social mexicano?’’, manuscrito sin publicar, CIDE,
1995.
113 Las dos obras más importantes de Hale son: Mexican Liberalism in the Age of Mora, 1821-
1853, New Haven, Yale University Press, 1968. Las referencias provienen de la traducción al
español: Charles A. Hale, El liberalismo mexicano en la época de Mora, Mexico, Siglo XXI,
1972, y The Transformation of Liberalism in Late Nineteenth-century Mexico, Princeton,
Princeton University Press, 1989. Debe mencionarse que el primer libro de Hale se publicó más
o menos al mismo tiempo que comenzaba la revolución revisionista de la fundación de los
Estados Unidos. Desafortunadamente, nada comparable a la revisión republicana de
Norteamérica ha ocurrido en el campo de la historia intelectual mexicana.
114 Un pequeño artículo que compara el liberalismo mexicano y el liberalismo europeo fue
publicado en 1959: Miranda, José, ‘‘El liberalismo mexicano y el liberalismo europeo’’, Historia
Mexicana, núm. 8, 1959, pp. 512-523.
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¿Disfrutaron los programas liberales de apoyo popular o no? Alan Knight afirma
que las guerras civiles del siglo XIX produjeron un vínculo sólido entre el liberalismo y el
patriotismo popular. Este vínculo, afirma, no se rompería sino hasta la Revolución de
1910115. Contra esta visión, David Brading afirma que el estrecho catolicismo que
predominaba en el México rural era antitético al patriotismo liberal116. Algunos autores han
formulado algunas objeciones de tipo metodológico. ¿Cómo puede ser probada la
existencia de un liberalismo popular?117 El debate sobre el liberalismo popular ha movido la
discusión de la perspectiva nacional a la local. Esta reciente corriente también ha
transferido la atención del liberalismo, entendido como un cuerpo de doctrinas y principios
políticos, a los aspectos sociales del fenómeno. El intento de ubicar la experiencia mexicana
en el marco del pensamiento político europeo ha sido abandonado por la mayoría de los
estudiosos118.
Como en los Estados Unidos, el debate contemporáneo sobre el liberalismo en
México se ha centrado en la fuerza que se le adscriben a las tradiciones intelectuales
heredadas. Los historiadores liberales, siguiendo a Cosío Villegas, han construido una
imagen ideal de finales del siglo XIX. Bajo el dominio liberal, piensan, el país disfrutó de
libertades sin paralelo, y los derechos individuales florecieron como nunca antes ----o
después----. Para establecer el estado de derecho, creen, el país debe ver atrás, a su pasado
liberal. Este uso de la historia ha sido cuestionado. De acuerdo con François Xavier
Guerra, Laurens Ballard Perry y Fernando Escalante, la historia no provee evidencia para
apoyar esta imagen ideal retratada por Cosío Villegas y otros119. Haciendo eco de Morse,
estos tres académicos creen que las instituciones liberales presuponían la existencia de un
cuerpo de ciudadanos. En México, éstos estaban ausentes de la escena política: los actores
relevantes no eran individuos, sino corporaciones; el ejército y la Iglesia, así como las
comunidades indígenas. Las prácticas tradicionales se sobrepusieron a las formas liberales.
En México, de acuerdo con Escalante, los ciudadanos liberales eran ‘‘ciudadanos
115 Knight, Alan, ‘‘El liberalismo mexicano desde la Reforma hasta la Revolución (una
interpretación)’’, Historia Mexicana, núm. 35, 1985, pp. 39-55.
116 Brading, David A., ‘‘Liberal Patriotism and the Mexican Reforma’’, Journal of Latin American
Studies, núm. 10 1978, pp. 27-48.
117 Thompson, Guy, ‘‘Popular aspects of Liberalism and the Mexican Reforma’’, Journal of Latin
American Studies, núm. 10, 1991, pp. 265-292.
118 Guerra es una notable excepción de la regla.
119 Guerra, François-Xavier, México: del antiguo régimen a la revolución, Ballard Perry,
Laurens, Juárez and Díaz; Escalante, Fernando, Ciudadanos imaginarios, México, El Colegio
de México, 1993.
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imaginarios’’120. Sin embargo, otros, como Alicia Hernández, no se han dado por vencidos
en el esfuerzo de establecer históricamente las raíces del gobierno constitucional limitado
en México121.
Uno de los desarrollos más interesantes en la literatura del siglo XIX son las
interpretaciones sobre cómo interactuaron las innovaciones liberales con las estructuras
tradicionales. Tal vez, las instituciones liberales no funcionaron como se esperaba, pero
ciertamente cambiaron el escenario político del momento. Por ejemplo, al decretar la
creación de ayuntamientos constitucionales en territorios con más de mil personas, la
Constitución de Cádiz cambió radicalmente la estructura tradicional de la representación en
América Latina. Una vasta constelación de pueblos fueron creados por esta reforma liberal.
Después de la independencia, los líderes nacionales tuvieron que contender con un gran
número de municipalidades creadas en los últimos años del dominio español. Estos
ayuntamientos se mostraban renuentes a delegar su poder a un Estado nacional.122
Aun estos estudios recientes son tradicionales en el sentido de que intentan
responder a una vieja pregunta: ¿por qué las instituciones liberales fallaron en México? Las
instituciones liberales mismas no han sido examinadas. En contraste, esta investigación
intenta formular la pregunta: ¿qué tan apropiadas eran esas instituciones y doctrinas para
lidiar con la realidad? Trataremos de dar cuenta de esto en el siguiente apartado.
III. 4. La transición hacia la modernidad.
Se ha debatido hasta qué grado chocaron las formas políticas modernas con los
arreglos existentes. Por mucho tiempo se afirmó que el federalismo había sido una forma
de organización política ajena a México, y que estaba condenada al fracaso en un país
centralizado. Investigaciones posteriores han demostrado que, por el contrario, fue el
120 Escalante, Ciudadanos imaginarios, pp. 13-20. Para un examen sobre el actual debate entre
liberales y revisionistas, véase Bermúdez, Ublester Damián, ‘‘El imaginario liberal y sus
críticos’’, manuscrito sin publicar, CIDE, 1995.
121 Hernández, Alicia, La tradición republicana del buen gobierno, México, El Colegio de
México- Fondo de Cultura Económica, 1993.
122 Sobre el tema de la constitucionalidad municipal, véase Annino, Antonio, ‘‘El Jano bifronte
mexicano: una aproximación tentativa’’, en Annino, Liberalismo en México, pp. 184-185. Sobre
representación, véase Guerra, François-Xavier, ‘‘The Spanish-American Tradition of
Representation and its European Roots’’, Journal of Latin American Studies, núm. 26 1994, pp.
1-35; Aguilar Rivera, José Antonio, ‘‘La nación en ausencia: primeras formas de representación
en México’’, Política y Gobierno, núm. 5 1998, pp. 423-457.
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resultado del regionalismo nativo, auspiciado por la Juntas Provinciales que se crearon en
España e Hispanoamérica después de que Napoleón ocupó la península ibérica. Las Cortes
españolas que se reunieron en 1810 legalizaron su existencia. Cuando las colonias se
emanciparon de España, los gobiernos regionales habían obtenido una independencia
considerable del centro. El federalismo le venía bien a esa situación123.
La mayor empresa del liberalismo político en México durante los primeros diez
años después de la independencia fue la construcción de un sistema constitucional124. Esta
tarea enfrentó, propongo, dos problemas centrales. El primero ha sido bien documentado
en la literatura: una realidad poco hospitalaria. La desintegración política, las prácticas
tradicionales y los clivajes regionales chocaban con las provisiones constitucionales. Sin
embargo, existió una segunda dificultad, menos conspicua, que tenía que ver con los
mecanismos institucionales elegidos por los constituyentes, tales como la división de
poderes, que no estaban establecidos de manera clara. La traducción institucional de los
principios abstractos de gobierno no era autoevidente. Más aún, de la escena mexicana
estuvieron ausentes los debates doctrinales que animaron a las experiencias constitucionales
norteamericana y francesa.
Los liberales mexicanos siguieron el modelo francés en lo concerniente a una
estricta separación de poderes. Cuando fueron escritas las primeras Constituciones en
México, el sistema norteamericano de pesos y contrapesos era poco conocido. Los Federalist
Papers no fueron publicados ni traducidos hasta 1829125. No es sorprendente que José María
Luis Mora, una figura prominente en el campo liberal de ese momento, descubriera que la
‘‘ley’’ no proveía límites adecuados a la rama legislativa.
Ese ‘‘defecto’’ era responsable, según él, de todos los ‘‘males sufridos por los
pueblos de Europa’’ que habían adoptado el sistema representativo. En apoyo de sus ideas,
Mora citó los ejemplos de Roma, así como el de las revoluciones francesa y española. En
123 La obra clásica sobre este tema es: Benson, Nettie Lee, The Provincial Diputation in Mexico.
Harbinger of Provincial Autonomy, Independence and Federalism, Austin, University of Texas
Press, 1992.
124 Hale, Liberalismo mexicano, p. 80.
125 Ibid, pp. 200-203. En 1829, el diario liberal tradujo extractos de los Federalist Papers. Reyes
Heroles, Liberalismo mexicano, pp. 3-345.
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Francia, ‘‘a pesar de las pomposas declaraciones de derechos’’, la Convención, a través de
sus leyes de excepción, rivalizó con el despotismo que existía antes de 1789126.
El hallazgo de que la rama legislativa era políticamente más poderosa que las otras
dos no era nuevo. James Madison, muchos años antes que Mora y sus contemporáneos,
observó que la función legislativa era inherentemente más extensiva que las funciones
ejecutiva y judicial127. El problema era particularmente agudo en un sistema de límites
funcionales que requería de la contención voluntaria de la legislatura. Según Bernard
Manin, lo que Madison ridiculizó con la metáfora de las ‘‘barreras de pergamino’’ fue
precisamente la futilidad en creer en la contención voluntaria, no el hecho de que los
límites constitucionales existieran128.
Cuando Mora daba cuenta de la ausencia de restricciones efectivas a los excesos
legislativos no se percató de que la deficiencia era de un modelo constitucional particular (el
modelo de ‘‘límites funcionales’’) no de el modelo constitucional en sí mismo. Durante el
siglo XIX en México, la debilidad del Ejecutivo en un sistema de límites funcionales se
convertiría en un punto clave. Este desarrollo fue visto como un ‘‘fracaso’’ del
constitucionalismo liberal, y no como el fallo de una versión específica de él: claro está, esta
idea del fracaso debe ser matizada. Al comienzo del siglo XX, Emilio Rabasa señalaba que
al hacer el gobierno imposible, la Constitución de 1857 había condenado al país a una
dictadura de facto. No es sorprendente que Rabasa, a diferencia de muchos otros, estuviera
familiarizado con el pensamiento político angloamericano.129
Antes de la independencia de los Estados Unidos no había ningún precedente
histórico para avizorar hacia dónde llevaría la aplicación de las ideas de la Ilustración. El
pensamiento abstracto fue mucho más importante en los casos norteamericano y francés,
que en el mundo ibérico. El impacto de las revoluciones en España fue mayormente
negativo. Los revolucionarios hispanoamericanos sabían, a resultas de la experiencia
126 Las cursivas son mías. Mora, José María Luis, El Sol, 31 de mayo de 1824, citado por Hale,
Liberalismo mexicano, pp. 88.
127 Madison, James, The Federalist, núm. 48. Véase Manin, ‘‘Checks, Balances and
Boundaries’’, p. 49.
128 Manin, ‘‘Checks, Balances and Boundaries’’, p. 51.
129 Haciendo eco de Madison, Rabasa arguyó que ‘‘no era sensato pretender que el ejercicio de
virtudes extraordinarias en sí mismo corregiría a las instituciones y pensar al mismo tiempo que
esas instituciones eran sabias, cuando demandaban de los funcionarios públicos cualidades
sobrehumanas’’. Rabasa explícitamente citó El Federalista, núm. 47, cuando lamentó el
rechazo del veto ejecutivo en la asamblea constituyente de 1856. Rabasa, Emilio, La
Constitución y la dictadura. Estudio sobre la organización política de México, México, Porrúa,
1956, pp. 67, 112, 173-74.
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francesa, a dónde podía llevar la lógica revolucionaria130. Estos temores no eran del todo
infundados: gran parte de población de estos países eran indios oprimidos. La revuelta de
esclavos de Santo Domingo les recordaba los peligros de la revolución social. Así, la
atmósfera reaccionaria de Europa ‘‘reforzó estos temores y expuso a los líderes
hispanoamericanos a influencias ideológicas más conservadoras de las que habían conocido
antes de 1815’’131. El rasgo más singular de las revoluciones hispanoamericanas es la
ausencia de movilizaciones populares modernas y de jacobinismo132. Esta afirmación es
contraria a una tradición largamente establecida que considera que las revoluciones
hispanoamericanas fueron herederas ideológicas de la revolución de 1789133.
La influencia ‘‘decisiva’’ de Rousseau en los hispanoamericanos es, para muchos
historiadores, un hecho innegable. Sin embargo, esta interpretación pasa por alto una de las
características más distintivas de las revoluciones hispanoamericanas. Éstas pueden ser
vistas menos como el último acto político del radicalismo jacobino, y más como el primer
acto político del liberalismo moderno. No sería Rousseau la influencia más relevante para
los españoles e hispanoamericanos del siglo XIX, sino Benjamín Constant. La influencia
universal de Constant en los 1820 y 1830, afirma Safford, ‘‘es sólo un indicador de la
hegemonía de las ideas europeas constitucionales moderadas entre los intelectuales
hispanoamericanos’’134. La influencia de Constant es importante porque el liberalismo
moderno le debe mucho135. Las ideas de Constant, particularmente aquellas desarrolladas
130 Guerra, Modernidad e independencias, p. 35.
131 Safford, ‘‘Politics, Ideology and Society’’, p. 359.
132 Guerra, Modernidad e independencias, p. 36. El caso de Hidalgo en México es una
excepción.
133 Véase Miranda, José, Las ideas y las instituciones políticas mexicanas, México, Universidad
Nacional Autónoma de México, 1952; Solange, Albero, Hernández, Alicia, y Trabulse, Elías
(eds.), La Revolución francesa en México, México, El Colegio de México, 1992; Zea, Leopoldo
(ed.), América Latina ante la Revolución francesa, México, Universidad Nacional Autónoma de
México, 1993; Covo, Jacqueline, ‘‘La idea de la Revolución francesa en el Congreso
constituyente de 1856-1857’’, Historia Mexicana, núm. 38 de julio-septiembre de 1988, pp. 69-
79. Para el caso de Estados Unidos, véase Thompson, Martyn P., ‘‘The History of Fundamental
Law in Political Thought: From the French Wars of Religion to the American Revolution’’, The
American Historical Review, núm. 91, diciembre de 1986, pp. 1103-1129.
134 ‘‘... los tres autores que aparecían con más frecuencia eran Montesquieu, Constant y
Bentham. Rousseau, que había sido de gran ayuda para justificar el establecimiento de
gobiernos revolucionarios entre 1810 y 1815, fue decayendo en importancia después de 1820’’.
Safford, ‘‘Politics, Ideology and Society’’, p. 367. Véase también Levene, Ricardo, El mundo de
las ideas y la revolución hispanoamericana de 1810, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1956,
pp. 179-218. Sobre Constant y Simón Bolívar véase Aguilar Rivera, José Antonio, ‘‘Bolívar y la
dictadura’’, En pos de la quimera.
135 Sobre Constant véase Constant, Benjamín, Political Writings, Cambridge, Cambridge
University Press, 1988; Dodge, Guy H., Benjamin Constant’s Philosophy of Liberalism. A Study
in Politics and Religion, Chapel Hill, The University of North Carolina Press, 1980; Holmes,
Stephen, Benjamin Constant and the Making of Modern Liberalism, New Haven, Yale University
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como respuesta al terror y a su secuela termidoriana (tales como la naturaleza limitada de la
soberanía popular, la libertad de prensa, la inviolabilidad de la propiedad, y las restricciones
al ejército), fueron incorporadas en la teoría liberal, que todavía es la columna vertebral de
muchas de las Constituciones de los países democráticos actuales.
Constant proveyó a los hispanoamericanos con una guía práctica para hacer
Constituciones136. La elite política estaba interesada, sobre todo, en trabajos dedicados a las
artes prácticas del gobierno, más que en ‘‘tratados políticos abstractos sobre la fundación
de la soberanía’’. Así, los hispanoamericanos volvieron la vista al Curso de política constitucional
de Benjamín Constant debido a su utilidad en la redacción de Constituciones137. Constant
también fue popular entre sus lectores españoles, afirma Hale, porque se encontraban en
una circunstancia similar. Al igual que Constant en 1815, Mora y otros liberales enfrentaban
la revolución y el poder arbitrario. Por lo tanto, compartieron el sentimiento de urgencia de
Constant de establecer salvaguardas a la libertad individual, una urgencia que ‘‘no fue
sentida en el mundo anglosajón’’138.
En la década de 1820 México experimentó lo que Reyes Heroles denominó ‘‘una
euforia constitucional’’. La Constitución se convirtió en un fetiche, un objeto mágico, que
resolvería todos los males sociales y políticos del país. Esta fe en las Constituciones escritas
era nueva. La Constitución no fue considerada como la salvaguarda de formas antiguas de
gobierno (como la Constitución mixta, que preservaba la libertad al asegurar el equilibrio
adecuado entre el uno, los pocos y los muchos). No reflejaba a la antigua Constitución,
sino a un conjunto totalmente nuevo de máximas y principios que crearían un Estado libre.
La Constitución fue, por lo tanto, un instrumento del futuro y no del pasado. En medio de
esta ‘‘euforia’’ algunos escritores recomendaron la ‘‘prudencia’’. El ‘‘carácter’’ y las
‘‘necesidades’’ particulares del pueblo debían ser considerados por los reformistas puesto
que, como un autor afirmaba, ‘‘es innegable que la seguridad del pueblo es la primera ley de
las sociedades, aún anterior a la constitución mejor meditada y aún más vieja que la
Press, 1984; Hofmann, Etienne, Les «Principes de politique» de Benjamin Constant, 2 vols.,
Geneve, Droz, 1980; Gauchet, Marcel (ed.), Benjamin Constant: De la liberté chez les
modernes, Paris, Le Livre de Poche, 1980.
136 Las traducciones de Constant estaban disponibles para los lectores de habla hispana. La
traducción estándar era: Curso de política constitucional, traducido por Marcial Antonio López,
Madrid, Imprenta de la Compañía, 1820. En su traducción, López suprimió la parte del libro
dedicada a la tolerancia religiosa. Sostenía que puesto que la única religión practicada en
Hispanoamérica era el catolicismo, la tolerancia religiosa era irrelevante.
137 Safford, ‘‘Politics, Ideology and Society’’, p. 367.
138 Hale, Liberalismo mexicano, p. 72.
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sociedad misma’’139. Ésta era una afirmación inusual, puesto que ‘‘el sabio Constant’’, como
Mora lo llamaba, pensaba que ‘‘una de las máximas más peligrosas que jamás hubiesen sido
acuñadas era la antigua salus populi, suprema lex esto’’140. En su Curso de política, Constant argüía
que ‘‘la sociedad sólo es la agregación de los individuos privados que son sus miembros’’141.
Puesto que los cimientos teóricos del liberalismo constitucional no fueron sujetos a
un escrutinio cuidadoso en México, como ocurrió antes en los Estados Unidos y en
Francia, los liberales mexicanos adoptaron una variante específica de la doctrina de la
separación de poderes. Por otra parte, los liberales hispanoamericanos interpretaron de
manera correcta otros axiomas constitucionales. Algunos de estos principios eran
defectuosos. Constant y otros escritores influyentes de su tiempo habían excluido a los
poderes de emergencia de la Constitución. Sobre este punto, los teóricos liberales eran
totalmente claros, y los hispanoamericanos tomaron nota de esta exclusión doctrinal. Al
principio no cuestionaron la ausencia de procedimientos ordinarios que les permitieran
preservar la Constitución durante situaciones extraordinarias.
III. 5. Los poderes constitucionales de emergencia
Aunque en Estados Unidos los revisionistas republicanos han establecido la
presencia del pensamiento político clásico a finales del siglo XVIII, no se han percatado de
una peculiaridad de esta versión tardía de la tradición republicana atlántica. La continuidad
institucional del pensamiento político clásico no está tan bien establecida como la
persistencia de los problemas de ‘‘autoconciencia históricos’’, señalados por Pocock, como
el choque de la virtud con la corrupción. De acuerdo con Judith Shklar, en los Federalist
Papers:
La ilusión de que las trece colonias se asemejaban a Roma o a la Atenas republicana, debía ser
despejada de una vez y por todas. Simplemente ya eran demasiado grandes. En cualquier caso, las viejas
ciudades-estado constituían ejemplos poco dignos de seguir... El único momento en el cual Roma es
139 Barquera, Juan Wenceslao, La balanza de Astrea, México, 1820. Barquera, un
representante local de Querétaro, argüía que la precaución debía ser la regla fundamental en la
marcha liberal. Citado por Reyes Heroles, Liberalismo mexicano, p. 61.
140 Dodge, Benjamin Constant’s, p. 103.
141 Constant, ‘‘Historie de la session de 1817 a 1818’’, Cours de politique, p. 369. Citado por
Benjamin Constant’s, p. 108.
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mencionada con aprobación total en el Federalist es para demostrar que dos autoridades impositivas
concurrentes son compatibles con la grandeza... Salvo esa excepción, las instituciones de la antigüedad fueron
tratadas como sugerencias que debían ser descartadas o como ejemplos de todo aquello que debía evitarse142.
Maquiavelo, por su parte, afirmaba: ‘‘es claro que la dictadura, en tanto fuera
instituida de acuerdo con las instituciones públicas, y no asumida por el dictador bajo su
propia autoridad, siempre fue beneficiosa para al Estado’’143. Sin embargo, los
revolucionarios norteamericanos no incluyeron las provisiones de emergencia en su
Constitución. El consejo dado por Maquiavelo de que ‘‘las repúblicas deben tener entre sus
instituciones algún mecanismo similar a la dictadura romana’’, simplemente no fue seguido
en Estados Unidos. Por el contrario, Plubio encontró que muchas de las instituciones de
las antiguas ciudades-Estado no pasaban la prueba de la modernidad:
Roma tenía un Ejecutivo tan débil que tenía que recurrir a los dictadores en
momentos de peligro, lo que era un expediente peligroso. Los cónsules, quienes constituían
su Ejecutivo plural, a menudo estaban enemistados y lo habrían estado más si, como
patricios, no hubiesen estado unidos por su miedo al pueblo.144
Montesquieu rechazó a la dictadura romana porque consideraba que esa institución
había sido un instrumento, en la guerra de clases, de la aristocracia contra el pueblo145.
Como una alternativa, Montesquieu ofreció la suspensión del habeas corpus inglesa. ‘‘Si’’,
afirmaba, ‘‘la legislatura se considera a sí misma en peligro por una conspiración secreta
contra el Estado, o por la correspondencia con un enemigo externo, puede autorizar al
Ejecutivo, por un periodo corto y limitado, para encarcelar a personas sospechosas, que en
ese caso perderían su libertad sólo por un momento, para preservarla para siempre’’146. Sin
embargo, en un notable párrafo de El espíritu de las leyes, Montesquieu reconoció que
142 Shklar, Judith, ‘‘Montesquieu and the New Republicanism’’, en Bock, Gisela; Skinner,
Quentin, y Viroli, Maurizio (eds.), Machiavelli and Republicanism, Cambridge, Cambridge
University Press, 1990, p. 275. Para un examen del revisionismo republicano véase Dworetz,
Steven M., The Unvarnish Doctrine. Locke, Liberalism, and the American Revolution, Durham,
Duke University Press, 1990; Zuckert, Michael P., Natural Rights and the New Republicanism,
Princeton, Princeton University Press, 1994.
143 Machiavelli, Niccolo, Discourses on Livy, libro I, capítulo 3, New York, Penguin, 1983, pp.
193-196.
144 Hamilton, Federalist, núms. 69, 70, citado por Shklar, ‘‘Montesquieu and the New
Republicanism’’, pp. 278-279.
145 Charles de Secondat, Baron de Montesquieu, The Spirit of the Laws, Chicago, The
University of Chicago Press, 1952, libro II, capítulo 2.
146 Montesquieu, Spirit of the Laws, libro XI, capítulo 6.
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existían casos en los cuales ‘‘un velo debía ser echado por un momento sobre la libertad,
como era costumbre entre los romanos cubrir las estatuas de los dioses’’147.
De la misma forma, para Locke había muchas cosas ‘‘que la ley no puede de
ninguna forma prever, y aquellas tienen que ser dejadas necesariamente a la discreción de
aquel que tiene el Poder Ejecutivo en sus manos, para ser ordenadas por él de la forma en
que el bien público y la oportunidad requieran...’’. Este poder, Locke reconoció, ‘‘para
actuar de acuerdo a la discreción en aras del bien público, sin la prescripción de la Ley, y a
veces aún en contra de ella, es aquello que se llama prerrogativa...’’148
Sin embargo, debe señalarse que en el pensamiento de Montesquieu no hay espacio
para un poder discrecional permanente: Locke marca el fin de la prerrogativa. La legitimidad
de la prerrogativa llegó a su término con la Revolución francesa. Para cuando la monarquía
fue restaurada en Francia ya se rechazaba cualquier tipo de poder discrecional. El
despotismo absolutista, así como la soberanía popular, fueron vistos como amenazas a la
libertad individual. La prerrogativa lockeana era antitética a una escuela de pensamiento
político que hacía énfasis en las garantías constitucionales de la seguridad personal. Al hacer
esto, las nuevas Constituciones terminaron con una de las prácticas más odiadas del
gobierno absolutista: las arbitrarias órdenes de aprehensión y de exilio.149 Un grupo de
pensadores políticos franceses, encabezados por Constant, adquirieron una gran
importancia en la década de los 1820. Como Constant, Daunou y Destutt también
rechazaron la soberanía popular ilimitada, que a sus ojos había conducido al terror
revolucionario. La dictadura bonapartista no era mejor que el despotismo popular. La única
oportunidad para la libertad era una monarquía constitucional y, por lo tanto, estos
pensadores defendieron vigorosamente a la carta de 1814.
Las élites intelectuales hispánicas e hispanoamericanas estuvieron influenciadas por
estos autores, todavía más de lo que por Montesquieu y por Rousseau. Más aún, en España
y las naciones hispanoamericanas, muchos de los arreglos constitucionales propuestos por
Constant y otros autores fueron puestos a prueba. Una consecuencia de este influjo fue que
los poderes de emergencia fueran cubiertos por un manto liberal. El dominio intelectual del
147 Ibid., libro XII, capítulo 19.
148 Locke, John, Two Treatises of Government, Cambridge, Cambridge University Press, 1993.
Segundo Tratado, capítulo XIV.
149 Cruz Villalón, Pedro, El Estado de sitio y la Constitución. La constitucionalización de la
protección extraordinaria del Estado (1789-1878), Madrid, Centro de Estudios Constitucionales,
1980, pp. 68-69.
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pensamiento constitucional francés, a principios del siglo XIX, tuvo muchos efectos
significativos en España e Hispanoamérica. Uno de ellos, argumento en este trabajo, fue
que hizo el gobierno efectivo -en las difíciles condiciones políticas de los nuevos
regímenes- aún más problemático de lo que ya era.
El rechazo no calificado de la posibilidad de que, bajo ciertas circunstancias, los
procedimientos ordinarios no pudieran ser suficientes para preservar el orden
constitucional, era nuevo en el pensamiento político. Al rechazar a la prerrogativa y al
favorecer un solo modo de operar de la Constitución como legítimo, Constant y sus
seguidores dejaban atrás a la teoría lockeana, pero también a Montesquieu. La afirmación
de que había momentos en que un velo debía ser echado sobre la libertad por un
momento, fue rebatida por Destutt150. Constant criticó la definición de Montesquieu de
libertad porque, aducía, confundía el concepto de libertad con el de garantía. Los derechos
sociales, argumentaba Constant, no constituían la libertad, sino sólo la garantía de ella151.
En una vena similar, Daunou, en su Ensayo sobre las garantías individuales, rechazó la
posibilidad de cualquier suspensión de garantías: ‘‘las situaciones peligrosas’’ no eran sino
pretextos para la injusticia152.
Como se ha dicho, la lógica detrás del manto liberal era que los ‘‘poderes
constitucionales no podían suspender a la Constitución... cada vez que las Constituciones
han sido violadas, no son las Constituciones las que se salvan sino los gobiernos’’153. El
rechazo de los poderes de emergencia estaba basado en una teoría que postulaba que las
dictaduras acababan por derrotarse a sí mismas. Constant rechazó lo que puede concebirse
150 Sobre la fórmula de Montesquieu, Desttut apunta: ‘‘Voilà jusqu’où l’anglomanie a conduit ce
grand homme.’’ Antoine Desttut de Tracy, Commentaire sur l’esprit des lois de Montesquieu...,
París, 1819, p. 217. Citado por Villalón, Estado de sitio, p. 241.
151 Sobre este tema véase Constant, Cours de politique constitutionelle, Bruselas, Pagés de
l’Ariège, 1837, p. 66, nt. 1. Citado por Villalón, Estado de sitio, p. 237.
152 De las solucionaria, Daunou sólo recordaba el desorden y el despotismo interactuando el
uno con el otro en un infernal círculo vicioso. Véase Jardin, André, Histoire du libéralisme
politique. De la crise de l’absolutisme à la Constitution de 1875, París, Hachette, 1985. En
español: Daunou, P. C. F., Ensayo sobre las garantías individuales que reclaman el estado
actual de la sociedad, Madrid, 1821. En América, Daunou fue traducido simultáneamente en
Argentina y México. La edición mexicana fue traducida por Lorenzo de Zavala, e impresa en
1823.
153 Constant, Benjamin, ‘‘De la suspension et de la violation des Constitutions’’, Réflexions sur
les Constitutions, la distribution des pouvoirs et les garanties dans une monarchie
constitutionelle, 1814, citado por Dodge, Constant’s Philosophy, p. 102. Constant elaboró este
argumento: ‘‘dádle a los detentadores de la autoridad ejecutiva el poder de infringir la libertad
individual y aniquilarás todas aquellas garantías que son la condición y fin único de la unión de
los hombres bajo el imperio de las leyes’’, en Principles of Politics Applicable to all
Representative Governments, en Constant, Political Writings, p. 292.
82
como la forma de operación bimodal de la Constitución. Es decir, que la Constitución
operaba de forma diferente en circunstancias normales y extraordinarias. Constant sostuvo
que existía un solo modo de operación de la Constitución. Ninguno de los derechos que la
Constitución garantiza a los individuos podía suspenderse en ningún momento. Constant
criticó a las medidas extraordinarias caracterizándolas como respuestas miopes y de corto
plazo a los trastornos políticos. Eventualmente, afirmaba Constant, esas medidas sólo
empeorarían las cosas. Los males que intentaban suprimir reaparecerían al cabo de un
tiempo con más fuerza que antes. En sus propias palabras: ‘‘no existe seguridad pública
sino en la justicia, no hay justicia sino en las leyes, y no existen las leyes sino en las formas
abiertas’’154.
De acuerdo con Constant, ningún golpe de Estado había salvado de la ruina a un
pueblo o a una familia: ‘‘la ejecución de los cómplices de Catalina sin un juicio fue el coup de
état de Cicerón, quien vio caer a la república que quiso salvar’’155. En medio de una crisis
política, sentenciaba Constant, ‘‘es sencillo hablar sobre la utilidad de las medidas ilegales y
sobre esa celeridad extrajudicial la cual, al no permitirle a los sediciosos que maniobren,
restablece el orden y mantiene la paz’’. Debido a que existía esta tentación, los ejemplos
clásicos debían revisarse:
Los Graco, nos dicen, pusieron en peligro a la república romana. Todas las medidas legales que se
pudieran tomar contra de ellos resultaron inútiles. ¡El Senado recurrió dos veces a la terrible ley de la
necesidad y la república se salvó! Es decir, que hasta esa fecha podemos rastrear su caída. Todos los derechos
fueron ignorados, toda forma de constitución subvertida. El pueblo solamente pedía derechos iguales: juró
castigar a los asesinos de sus defensores y entonces el feroz Mario vino a presidir su venganza156.
Cuando, declaraba Constant, los gobiernos emplean las medidas de emergencia para
evitar el estallido de una conspiración,
(…) el mal que ha sido pospuesto por algunas horas regresa más terrible, agravado por el mal que ha
sido cometido. No existen justificaciones para aquellos medios que sirven a todas las causas y apuntan a todos
lados por igual y que, defendidos por hombres honestos en contra de bandidos, reaparecen en boca de los
154 Constant, Benjamin, ‘‘Principes de politique’’, citado por Dodge, Constant’s philosophy, p.
110.
155 Constant, Benjamin, ‘‘Coups d’état’’, Le Temps, 1830, citado por Dodge, Constant’s
philosophy, p. 102.
156 Constant, Benjamin, ‘‘The Spirit of Conquest and Usurpation and Their Relation to European
Civilization’’, en Constant, Political Writings, p. 133.
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bandidos con la autoridad de los hombres honestos, con la misma apología de la necesidad, el mismo
pretexto de la seguridad pública157.
Cadenas causales sutiles y no evidentes conectan eventos separados en el tiempo y
el espacio. El argumento de Constant sobre los efectos contraproducentes de las dictaduras
está vinculado lógicamente a la forma en que se produce el aprendizaje político. Constant
formuló su tesis en términos muy claros:
La libertad, argumentan [los proponentes de las medidas extraordinarias], había de ser pospuesta
hasta que las facciones fueran eliminadas; pero las facciones sólo desaparecen cuando la libertad no es
pospuesta. Las medidas violentas, adoptadas dictatorialmente a favor del espíritu público, impiden que el
espíritu de la libertad surja. Es un círculo vicioso158.
Aquí se encuentra otra similitud con la idea tocquevilleana de que los males de la
democracia sólo pueden ser curados con más democracia159. Explícitamente, Constant
reconoció que las emergencias podían ocurrir. Su crítica estaba dirigida a las respuestas que
los gobiernos daban a estos eventos:
Existen, sin duda, momentos de peligro para las sociedades políticas, que la prudencia humana
difícilmente puede conjurar. Pero no es por medio de la violencia, a través de la supresión de la justicia, que
esos peligros pueden evitarse. Ello se logra, por el contrario, adhiriéndose más escrupulosamente que nunca a
las leyes establecidas, a los procedimientos tutelares para preservar las garantías. Dos ventajas resultan de esta
valiente persistencia en el camino de la legalidad: los gobiernos dejarían a sus enemigos el oprobio de violar la
más sagrada de las leyes, y ganarían, con la calma y seguridad que demuestren, la confianza de aquella masa
tímida que estaría por lo menos incierta si las medidas extraordinarias traicionaran en los custodios de la
autoridad un urgente sentido de peligro. Cualquier gobierno moderado, cualquier gobierno que descanse en la
regularidad y en la justicia, se arruina por cada interrupción de la justicia y por cualquier desviación de la
157 Constant, Benjamin, The Spirit of Conquest, ‘‘Durante las crisis de esta naturaleza’’, decía
Constant, los culpables que son castigados son siempre pocos. Otros permanecen silentes, se
ocultan y esperan. Toman ventaja de la indignación que la violencia ha levantado en el espíritu
de los hombres. Toman ventaja de la consternación que la apariencia de injusticia levanta en la
mente de los hombres de escrúpulos. Al emanciparse de las leyes, el poder pierde su carácter
distintivo y su feliz preeminencia. Cuando es atacado por facciones... la masa de ciudadanos se
divide, ya que les parece que sólo tienen una elección entre dos facciones. Se nos cuestionará
citando al interés del Estado, el peligro de procedimientos tardados, la salud pública. ¿No
hemos escuchado ya demasiado estas expresiones bajo los más execrables de los regímenes?
¿Nunca se agotarán? Si se admiten estos pretextos, esas palabras aparentemente plausibles,
entonces cada partido identificará el interés del estado con la destrucción de sus enemigos,
verá los peligros de la tardanza en una hora de pesquisas e identificará la seguridad pública
con una condena emitida sin juicio ni evidencia’’, ibid., p. 136.
158 Constant, Political Writings, p. 111.
159 ‘En la inmensa complejidad de las leyes humanas sucede a veces que la extrema libertad
corrige el libertinaje, y la extrema democracia evita los problemas de la democracia’’,
Tocqueville, Alexis de, Democracy in America, trad. George Lawrence, vol. 1, New York, Harper
& Row, 1969, p. 195.
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regularidad. Puesto que está en la naturaleza [del gobierno] el ablandarse tarde o temprano, sus enemigos
esperarán hasta entonces para aprovecharse de los resentimientos contra él. La violencia que pareció por un
momento venir a su rescate, en lugar de ello hizo que su caída fuera inevitable. Ya que al librar al gobierno de
algunos de sus opositores generalizó el odio que esos opositores sentían por él160.
Las medidas dictatoriales provocarán, inevitablemente, la caída del régimen en el
largo plazo. Es sólo en libertad como los ciudadanos aprenden a hacer buen uso de la
libertad política. De acuerdo con Constant:
(…) sólo cuando una Constitución es vieja, ha sido observada por un largo tiempo, es conocida,
respetada y estimada se puede suspender por un instante, cuando una gran emergencia así lo requiera. Pero si
una Constitución es nueva y no ha sido practicada, ni se identifica con los usos de un pueblo; cada
suspensión, sea parcial o temporal, significa el fin de la Constitución. El habeas corpus puede suspenderse en
Inglaterra porque en ese país las instituciones, los cuerpos, las prerrogativas y los derechos tienen una
estabilidad garantizada por 150 años de existencia161.
En esta aparente contradicción Constant parece aceptar, en algunos casos, el
principio de operación dual. Reconoce que bajo ciertas circunstancias extraordinarias sería
útil suspender los derechos garantizados por las leyes por un breve lapso de tiempo, con el
fin de preservar la Constitución. Más aún, aunque no lo hubiera dicho explícitamente,
parecería que Constant pensaba que no existía ningún procedimiento institucional seguro capaz
de prevenir un potencial abuso de los poderes de emergencia. Confiaba más en los hábitos
y en los viejos usos liberales producto del tiempo que en la misma Constitución. Entre
líneas podemos leer que Constant creía que la verdadera salvaguarda de las sociedades
contra la tiranía estaba en las meurs tocquevilleanas. Esta subestimación de los
procedimientos -‘‘las deidades tutelares de la sociedad’’- y de las instituciones, es muy
sorprendente en un pensador considerado el ‘‘apóstol constitucional’’ de su tiempo.
Así, parece que después de todo las medidas de emergencia sí eran útiles; sin
embargo, las leyes no podían hacerlas seguras. No existía ninguna garantía del todo
confiable contra la posibilidad de abuso. En este sentido, la implicación tácita de Constant
160 Constant, Political Writings, p. 36.
161 Constant, Benjamin, De la liberté des brochures, des pamphlets et des journaux considérées
sous le rapport de l’intérêt du gouvernement, 1814, p. 471. Traducción al inglés en Pamphleteer
núm. 6, Londres, 1815, pp. 206-38. Citado por Dodge, Constant’s Philosophy, p. 101. Pero en
general, Constant señala, ‘‘presentado inicialmente como un medio de último recurso, a ser
utilizado en circunstancias muy raras, el poder arbitrario se convierte en la solución a todos los
problemas y en un expediente cotidiano. En ese momento no sólo aumenta el número de los
enemigos de la autoridad junto con el de sus víctimas, sino que su desconfianza también se
sale de toda proporción con respecto al número de sus enemigos’’. The Spirit of Conquest, p.
135.
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era que la sociedad estaría mejor si la caja de Pandora permanecía cerrada. Tal vez, los
procedimientos existían -en la Constitución romana-, aunque se encontraran ocultos por el
manto liberal y su interpretación histórica de la experiencia republicana. En un Estado
libre, afirma Clinton Rossiter, las formas de despotismo pueden ser ‘‘utilizadas
exitosamente en tiempos de crisis para preservar la libertad’’162.
El problema de cómo las Constituciones lograron adquirir estabilidad no es
abordado por Constant. Y esta es una omisión significativa. Otros supuestos teóricos son
cuestionables. Puesto que cualquier evento presente puede ser explicado como la
consecuencia retardada de algún acontecimiento pasado, es muy difícil eliminar la
causalidad es muy difícil eliminar la causalidad espuria. Algunos de los alegatos de
inevitabilidad son poco plausibles.
III. 5. Consecuencias constitucionales
El influjo de las ideas constitucionales francesas en el mundo hispánico fue tal que
las únicas provisiones de emergencia incluidas en la Constitución de Cádiz fueron la
detención preventiva y la suspensión del habeas corpus. Las preocupaciones liberales habían
prevalecido. Sobre la detención preventiva, sin la suspensión del habeas corpus, el artículo 172
afirmaba que: ‘‘sólo en el caso de que el bien y seguridad del Estado exijan el arresto de
alguna persona, podrá el Rey expedir ordenes al efecto; pero a condición de que dentro de
48 horas deberá serle entregado al tribunal o juez competente’’163. De la misma forma, el
artículo 308 señalaba que: ‘‘si en circunstancias extraordinarias la seguridad del Estado
exigiese, en toda la monarquía o en parte de ella, la suspensión de algunas de las
formalidades descritas en este capítulo para el arresto de los delincuentes, podrán las Cortes
decretarla por tiempo determinado’’.164 La similitud entre el artículo 308 y la suspensión
inglesa del habeas corpus no es fortuita. En el artículo 308 la comisión de redacción
deliberadamente trató de reproducir la práctica inglesa. Como Pedro Cruz Villalón
demuestra, ‘‘la discusión puso de manifiesto que la comisión se había inspirado al redactar
162 Rossiter, Clinton L., Constitutional Dictatorship: Crisis Government in the Modern
Democracies, Princeton, Princeton University Press, 1948, p. 28.
163 La Constitución de Cádiz está reproducida en Tena Ramírez, Felipe, Leyes fundamentales
de México (1808-1992), 17a. ed., México, Porrúa, 1992, p. 82.
164 Ibid., p. 95.
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este artículo en la ‘suspensión del habeas corpus acts’ inglesas, en particular las aprobadas a
instancias de Pitt, entre 1794 y 1801’’.165
Los poderes de emergencia de la Constitución de Cádiz no fueron, como pretende
Brian Lovemann, definidos de manera amplia. Sino por el contrario, estuvieron restringidos
a la suspensión temporal del habeas corpus166. La Constitución de 1812 estuvo en vigor en
España en tres ocasiones. Durante el primer periodo (1812-1814), el gobierno pidió la
aplicación del artículo 308 sólo en una ocasión. En ese momento, las Cortes españolas
rechazaron la petición de la Regencia167. Durante el segundo periodo constitucional, la
aplicación del artículo 308 ‘‘fue considerada en tres ocasiones y sólo en una de ellas, cuando
la ciudad de Cádiz estuvo bajo sitio por el ejército francés y cuando el régimen
constitucional estaba irremediablemente perdido, fue que se puso en vigor este artículo’’168.
Para 1823 las fuerzas conservadoras españolas, asistidas por tropas francesas de la
Santa Alianza, otra vez amenazaban la sobrevivencia del régimen español liberal. Fernando
VII impuso su autoridad con el auxilio de los realistas españoles y de un ejército extranjero.
Las Cortes y el gobierno liberal fueron puestos bajo sitio por las fuerzas realistas en la
ciudad de Cádiz. Finalmente, después de varios meses y mucha deliberación, las Cortes
aprobaron la propuesta de suspender algunos de los procedimientos formales para arrestar
a los criminales para hacer frente a la emergencia. Sin embargo, estas suspensiones sólo
tendrían lugar en aquellos distritos declarados en ‘estado de guerra’. Estas medidas llegaron
demasiado tarde para cambiar el curso de los acontecimientos. Según Villalón:
No quiere decir esto que los ‘‘moderados’’ en su oposición a la aplicación del artículo 308, en
particular en octubre-noviembre de 1822, deseasen la caída del régimen constitucional; por el contrario, más
bien hay que pensar que estaban convencidos de que la suspensión de la Constitución suponía el fin de ésta. Pero esto
que, sin duda, valía para aquellos años del otro lado de los Pirineos y que, sin duda, habían leído en Constant, para el régimen
liberal español era ruinoso.
165 Villalón, Estado de sitio, p. 260.
166 Loveman está equivocado cuando asegura que la Constitución de Cádiz ‘‘reforzó el enorme
poder del gobierno en tiempos de emergencia’’. Brian Loveman, The Constitution of Tyranny.
Regimes of Exception in Spanish America, Pittsburgh, University of Pittsburgh Press, 1993, pp.
41-42.
167 La solicitud fue hecha el 23 de diciembre de 1812. La Comisión consideró que la petición
hecha por la Regencia era innecesaria. Villalón, Estado de sitio, p. 262.
168 La primera solicitud fue hecha el 7 de septiembre de 1820. La segunda solicitud se realizó
dos años después, el 12 de octubre de 1822. Para una descripción detallada de estos eventos,
véase Villalón, Estado de sitio, pp. 262-268.
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Según Villalón, esto ‘‘tampoco quiere decir que el régimen liberal del Trienio se
hubiera salvado ‘a base del 308’, pero sí que la situación política era la contemplada en
dicho artículo, a pesar de lo cual no se aplicó o se hizo palmariamente tarde’’169. El 22 de
diciembre de 1836, el artículo 308 fue utilizado por segunda y última vez en medio de una
guerra civil. La Constitución fue puesta en vigor una vez más por una facción liberal, lo que
requirió que las Cortes Constituyentes aplicaran el artículo 308170.
Si bien es cierto que los gobiernos españoles solicitaron, sin éxito, el empleo del
artículo 308 en algunos casos no críticos, también es cierto que, cuando las verdaderas
amenazas aparecieron, dicho artículo no proveyó al régimen liberal con la suficiente
autoridad para hacer frente a las emergencias. La suspensión del habeas corpus prevista en el
artículo 308 de la Constitución de Cádiz era demasiado restrictiva para permitirle al
gobierno liberal español el preservar el gobierno constitucional contra la agresión de fuera y
de dentro que tuvo lugar entre 1822 y 1823. Para cuando la suspensión ilimitada fue
finalmente aprobada por las Cortes, la ciudad de Cádiz, donde descansaba el gobierno
liberal, se encontraba bajo sitio y el país había sido totalmente invadido por ejércitos
extranjeros171.
La respuesta a tales situaciones críticas demandaba que el gobierno tuviese amplios
poderes fiscales sobre el ejército y en otras áreas. La suspensión de ‘‘las formalidades
prescritas para el arresto de personas’’ no proveía al gobierno con los suficientes medios
legales para controlar revueltas serias que amenazaran la existencia del régimen. No sólo era
el artículo 308 insuficiente para librar la guerra, sino que aun este recurso le fue negado al
gobierno por las Cortes españolas. Constant y los otros pensadores franceses del periodo
fueron los que proveyeron la justificación teórica para el rechazo a ejercer la autoridad
prevista por el artículo 308. La incapacidad de la Constitución para proveer al régimen
liberal español con medios adecuados para sobrevivir puede ser vista como la primera
consecuencia del manto liberal.
En México, la Constitución de 1812 fue puesta en vigor por el gobierno colonial.
Las autoridades locales, a lo largo y ancho de Hispanoamérica, juraron obediencia a la
Constitución. La ‘‘famosa ley del habeas corpus’’ fue celebrada por los intelectuales, clérigos y
169 Villalón, Estado de sitio, pp. 266-267.
170 Ibid., pp. 267-268.
171 Idem. 139 El sacerdote Miguel Guridi y Alcocer aclamó ‘‘la famosa ley que se nombra de
habeas corpus’’ en un discurso el 11 de junio de 1820. Liberalismo mexicano, p. 80.
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funcionarios públicos mexicanos al momento de jurar la nueva Constitución172. Un libro
escrito por Cottu, sobre ‘‘la administración de la justicia criminal en Inglaterra y el espíritu
del gobierno inglés’’, popularizó la ley del habeas corpus en Hispanoamérica173. Antes de que
se consumara la independencia, la práctica inglesa es mencionada en la Constitución de
Apatzingán de 1814174. El gobierno independiente en México fue más allá de las Cortes
españolas, al proponer la abolición de las distinciones raciales, al abrir las oficinas de
gobierno a todos los ciudadanos y al abolir la esclavitud.
La prueba más importante de que las fuerzas independentistas en México no se
oponían a la Constitución es que el Plan de Iguala refrendó a la Constitución española 1812
y que ésta permaneció en vigor hasta diciembre de 1822: más de un año después de la
consumación de la independencia175. El desorden político en la metrópoli era una señal de
que la Constitución estaba en peligro en España y que una acción drástica era necesaria
para preservarla en América. Dado el clima de opinión, ‘‘los mexicanos sólo necesitaban un
programa político atractivo para cambiarse al bando de la independencia’’176.
El gobierno virreinal cayó sólo siete meses después de la publicación del Plan de
Iguala. El virrey Apodaca, a instancias de sus oficiales, suspendió varias garantías
constitucionales básicas para resistir a los rebeldes. Al hacerlo, señala Timothy Anna,
aumentó el descontento de los criollos, ‘‘quienes reconocieron que la facción independiente
garantizaba la Constitución de Cádiz, mientras que en ese momento el Virrey la
amenazaba’’177. El dogma de que bajo ninguna circunstancia podía ser suspendida la
Constitución estaba firmemente establecido en México a principios del siglo XIX. Los
liberales mexicanos tenían como una de sus máximas favoritas ‘‘el primer paso tomado
172 Este libro originalmente escrito en francés y traducido al español fue: Cottu, M., De la
administración de la justicia criminal en Inglaterra y espíritu del sistema gubernativo inglés,
Londres, L. Wood, 1824. Reyes Heroles, Liberalismo mexicano, p. 324, nota 8. El libro también
es mencionado por Safford, ‘‘Politics, Ideology and Society’’, p. 367.
173 Art. 32: ‘‘El hogar de cada persona será respetado como si fuese un asilo sagrado y la ley
será administrada con las prescripciones y restricciones de la famosa ley de haveas corpus de
Inglaterra’’. Reyes Heroles, Liberalismo mexicano, p. 28.
174 Timothy E., Anna, ‘‘The Independence of Mexico and Central America’’, en Leslie Bethell
(ed.), The Independence of Latin America, Cambridge, Cambridge University Press, 1987, pp.
49- 154.
175 Ibid., p. 84.
176 Idem.
177 Idem.
89
contra la seguridad individual, constituye ciertamente el comienzo de la ruina de la nación y
del gobierno’’178.
En España, el único poder de emergencia incluido en la Constitución de Cádiz fue
la suspensión del habeas corpus. La suspensión era inadecuada porque no proveía al gobierno
con suficientes medios legales para librar una guerra contra los adversarios internos y
externos del régimen liberal. Más aún, inclusive este medio limitado no fue utilizado
durante algunas de las situaciones más críticas. Los constituyentes rehusaron incluir
provisiones que concedieran amplios poderes de emergencia. Prefirieron tomar el riesgo de
no regular las medidas extraordinarias, en lugar de poner en manos del gobierno un arma
tan formidable179. Como veremos, la ausencia de amplios poderes de emergencia en la
Constitución de Cádiz condujo a la degeneración legal y al ejercicio arbitrario del poder.
III. 6. Secuelas constitucionales.
En España, la presteza extraconstitucional significó la sustitución de la autoridad
civil por la jurisdicción militar. Inicialmente, señala Villalón, esta sustitución tomó la forma
de una extensión de la ley marcial. El ejército, además de dispersar a multitudes que
protestaban, tenía la autoridad para juzgar a prisioneros en lugar de presentarlos ante un
juez civil. El origen de esta práctica se encuentra en el Antiguo régimen. En ese entonces
los salteadores de caminos, bajo ciertas circunstancias, podían ser juzgados por las fuerzas
militares comisionadas para perseguirlos. Entre 1820 y 1823 el régimen liberal español
enfrentó cierto número de revueltas armadas que buscaban derrocarlo. A pesar de ello, las
autoridades judiciales se mostraron renuentes a emitir órdenes de arresto contra los
rebeldes. Una ley, promulgada el 17 de abril de 1821, fue la respuesta del gobierno a esta
incapacidad de enfrentar a las emergencias legalmente. Con esa ley, ‘‘los liberales abren una
importante brecha en el régimen constitucional: el sometimiento a los consejos de guerra a
ciudadanos no militares’’180.
178 Hale, Liberalismo mexicano, p. 89.
179 Villalón, Estado de sitio, p. 300.
180 Ibid., p. 319.
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La ley del 17 de abril de 1821 buscaba abreviar los procesos judiciales de aquellos
acusados de crímenes contra la seguridad del Estado. La ley estaba basada, de manera
precaria, en el artículo 286 de la Constitución de Cádiz, que señalaba que: ‘‘las leyes
arreglarán la administración de la justicia en lo criminal, de manera que el proceso sea
formado con brevedad, y sin vicios, a fin de que los delitos sean prontamente
castigados’’181. Aquellas personas aprehendidas en persecución por tropas militares,
comisionadas por una autoridad competente, estaban sujetas a la jurisdicción militar. Si los
criminales resistían el arresto, entonces los militares tenían el derecho de juzgar a las
personas, aun si las órdenes de aprehensión habían sido expedidas por una autoridad civil.
Una vez que se producía ‘‘resistencia’’ al arresto, los militares estaban al mando de la
situación. La ley construyó una ficción legal por la cual los militares eran competentes, aun
si no se presentaba resistencia alguna, puesto que una multitud pacífica, después de haber
sido conminada a dispersarse, si no lo hacía la autoridad consideraba como que hacía
‘‘resistencia’’ y entonces se podía juzgar militarmente a los reos.
La comisión legislativa de las Cortes que redactó la ley del 17 de abril de 1821
argumentó que ésta sólo incorporaba dos ordenanzas ya existentes. Estas leyes databan de
1783 y 1802, y le conferían al ejército la autoridad para juzgar a los salteadores de caminos y
ladrones cuando, y sólo cuando, opusiesen resistencia al arresto182. El status privilegiado que
la Constitución le reconocía al ejército (artículo 250), fue esgrimido para apoyar la
constitucionalidad de dicha ley. Sin embargo, como Villalón aduce de manera convincente,
ese artículo únicamente probaba que los fueros militares subsistían sólo para el ejército, y no
autorizaba de ninguna forma a que los ciudadanos en general fuesen sujetos a los
procedimientos militares.
La cuestión clave, sin embargo, era que esas viejas leyes se ocupaban de los
contrabandistas, los ladrones y los salteadores de caminos, mientras que la comisión legislativa
buscaba que la ley del 17 de abril se aplicara a los ‘‘facciosos contra el régimen
constitucional’’. La ley equiparaba a los disidentes políticos con criminales ordinarios. La
interpretación fue tan expansiva que podía -y pudo- reprimir disturbios urbanos y protestas
181 Ibid., p. 322.
182 Las dos leyes son: la 12-10-10 y la 12-17-8 de la Novísima Recopilación, D. Carlos III,
decreto real del 5 de mayo de 1783 e instrucción real de junio de 1784, capítulo 8. Pena de los
bandidos, contrabandistas o salteadores de caminos que hiciesen resistencia a la tropa
destinada a perseguirlos. y, Na. R., 12.17.8 D. Carlos IV, orden del 30 de marzo de 1801 y 10
de Abril de 1802, Los salteadores de caminos y sus complices, aprehendidos por la tropa en las
poblaciones, queden sujetos al Juicio militar, Villalón, Estado de sitio, p. 324.
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pacíficas. A diferencia de otras leyes marciales, tales como la Riot Act inglesa, la ley del 17
de abril no sólo proveía autoridad para dispersar a una chusma hostil, sino que establecía
comisiones militares y tribunales para juzgar a civiles después de que los desórdenes habían
sido suprimidos. Después, esta ley proveyó la base legal para los estados de sitio. Un
representante en las Cortes constituyentes de 1854-1856 aducía que la ley del 17 de abril
rara vez había sido utilizada apropiadamente. Los gobiernos generalmente hicieron abuso
de la ley declarando estados de sitio cuando no había guerra183. Hasta 1870, la ley del 17 de
abril de 1821 proveyó a los gobiernos españoles de una autoridad extraconstitucional y
arbitraria para reprimir a sus enemigos políticos.
Una ley secundaria, cuyo objetivo era la persecución de criminales comunes, había
sido claramente distorsionada por el gobierno para transformarla en un instrumento ad hoc
para lidiar con el desorden político. Tal vez esta perversión legal ocurrió porque la
Constitución (donde debía estar considerado un procedimiento diseñado para lidiar con
situaciones extraordinarias), carecía de amplios poderes de emergencia. Puesto que los
constituyentes rehusaron incluir tales poderes en la Constitución de 1812, la forma legítima
para hacer frente a las revueltas fue clausurada. Después, los gobiernos liberales buscaron -
y encontraron- una forma de obviar a la Constitución: adoptar leyes secundarias, y
distorsionar su espíritu.
Podríamos argumentar que la ausencia de amplios poderes de emergencia en la
Constitución de 1812 condujo al gobierno arbitrario de facto. Puesto que la Constitución
liberal sólo permitía la suspensión del habeas corpus, los gobiernos incrementaron su poder
pervirtiendo y expandiendo la esfera de competencia de leyes secundarias. La lógica de este
eslabón causal es la siguiente: hasta mediados del siglo XIX los constituyentes españoles
prefirieron correr el riesgo de no regular los poderes de emergencia en la Constitución184.
Sin embargo, como muestran los debates sobre la ley del 17 de abril de 1821, en ese
momento el uso de leyes secundarias para compensar la ausencia de provisiones
constitucionales fue vista por muchos como un recurso menos pernicioso a la libertad
individual185.
183 Villalón, Estado de sitio, p. 326.
184 Idem.
185 Ibid., pp. 320-328.
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Ciertamente, tales leyes no estarían incorporadas de manera permanente en la ley
fundamental del país. La probabilidad de sentar los cimientos de la dictadura sería menor si
la Constitución permanecía intocada. La ley del 17 de abril -pensaban- constituiría una
desviación lamentable, pero temporal, obligada por las circunstancias. Creyeron que, a la
larga, los efectos de las leyes secundarias serían menos detrimentales al gobierno limitado
que los poderes constitucionales de emergencia. La expectativa era que tarde o temprano la
realidad se conformaría a la teoría, y que entonces el uso problemático de leyes secundarias
caería en el olvido. Así, la Constitución liberal fue preservada en su pureza, pero no el
estado de derecho. Esta historia pronto se repetiría en México. Ahí José María Luis Mora
se quejaría de que, a pesar de la Constitución liberal de 1824, las comisiones militares
irregulares gobernaban al país.
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IV. Entre la crisis política y el surgimiento de nuevas formas de
representación: La Constitución de Cádiz
Como algunos historiadores han observado, la Constitución española era el sistema
más radical de su tiempo en Europa. Entre los nuevos países independientes
hispanoamericanos, México fue el único en conservar temporalmente a la Constitución de
Cádiz en su territorio. La Constitución de 1812 permaneció en vigor por casi dos años (de
agosto de 1821 a abril de 1823), después de que se consumó la independencia. En el México
independiente el gobierno de Agustín de Iturbide chocó con el Congreso sobre cuál era el
uso legítimo y la esfera de competencia de los limitados poderes de emergencia
incorporados en la Constitución de Cádiz.
A resultas de los disturbios políticos, el gobierno intentó primero seguir la
Constitución, al solicitarle al Congreso que fueran suspendidas las formalidades judiciales
para el arresto de personas. Pretendía emplear el artículo 308 de la Constitución de Cádiz.
Al mismo tiempo, el gobierno de Iturbide se percató de que dicho poder era demasiado
limitado e hizo una interpretación expansiva de la Constitución para justificar la creación de
comisiones militares extraconstitucionales. Sin embargo, el primer Congreso Constituyente
rehusó, tanto decretar la suspensión como a permitir que comisiones militares juzgaran a
civiles. La dinámica política de este conflicto entre poderes difícilmente era única. Era la
misma que hizo que las provisiones constitucionales de emergencia no funcionasen en
España, más o menos al mismo tiempo.
En este capítulo exploraremos las implicaciones constitucionales de la crisis entre
Iturbide y el Congreso de agosto de 1822. El arresto de varios diputados por el gobierno
colocó a la Constitución, y a sus provisiones de emergencia, en el centro del debate en el
Congreso. La relevancia de este episodio es dual: por un lado, la crisis hace luz en el
desempeño del modelo constitucional liberal durante emergencias; por el otro, estos
debates parlamentarios son la mejor evidencia posible sobre las concepciones
prevalecientes en ese momento.
El uso de provisiones de emergencia fue especialmente problemático durante la
crisis de agosto de 1822, porque se creía que algunos de los miembros del Congreso (el
cuerpo autorizado por la Constitución de 1812 para suspender, bajo el artículo 308, ciertas
94
formalidades para el arresto) estaban implicados en una supuesta conspiración para
derrocar al gobierno. Esto complicó la operación de la Constitución liberal en México.
Sin embargo, como demuestra el caso de España más o menos al mismo tiempo,
aun sin tal complicación, las provisiones constitucionales para suspender el habeas corpus
durante emergencias rara vez funcionaban de manera correcta. En México, las
preocupaciones liberales dominaban al Congreso; los diputados más prominentes se
convertirían después en los líderes y teóricos de la facción liberal en el México republicano
temprano.
IV. 1. Las primeras disputas constitucionales
Para finales de 1820, el movimiento revolucionario en la Nueva España casi había
desaparecido. En ese momento solamente unos cuantos líderes seguían la guerra en el sur
del país. Después de diez años de guerra civil parecía que la causa realista había finalmente
triunfado. Sin embargo, en ese año la Constitución de Cádiz fue puesta en vigor en España
una vez más. Los historiadores todavía debaten sobre si la independencia mexicana fue el
resultado de una reacción conservadora de españoles y criollos o la restauración de la
Constitución liberal. Un comandante realista, Agustín de Iturbide, fue enviado por el virrey
Apodaca en noviembre de 1820 a luchar contra las tropas del líder rebelde Vicente
Guerrero. Iturbide, en lugar de luchar con los rebeldes, se alió con ellos y proclamó la
independencia en un manifiesto conjunto a principios de 1821: el Plan de Iguala.
El plan preveía la organización de una monarquía constitucional y el ofrecimiento
de la Corona a Fernando o a algún otro príncipe europeo. El plan garantizaba la
continuación de la Iglesia católica, el establecimiento de la independencia y la unión de
europeos y americanos. Estas tres garantías fueron expresadas en los términos ‘‘Religión,
Independencia y Unión’’. Iturbide hizo la independencia posible al responder tanto a las
objeciones de viejos rebeldes, como a los intereses de la elite que apoyaba al régimen
español, garantizando la estabilidad política, una monarquía constitucional y la preservación
de los privilegios. Al mismo tiempo, prometía independencia e igualdad. Como Anna
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afirma: ‘‘a todos les ofreció algo’’186. Para fines de julio de 1821, los rebeldes, bajo la
bandera de las tres garantías, controlaban las guarniciones de la mayoría de las ciudades más
importantes. El 5 de julio de 1821 un motín depuso al virrey Apodaca, debido a su
incapacidad para terminar con la revuelta de Iturbide. Un enviado español, Juan O’Donojú,
nombrado por las Cortes como Capitán General, llegó a México en junio de 1821 y,
reconociendo una situación que no tenía vuelta atrás, el 24 de agosto de 1821 firmó con
Iturbide un tratado en el pueblo de Córdoba, que reconocía la independencia del Imperio
mexicano. Una Junta Provisional de Gobierno fue instalada de acuerdo con el Plan de
Iguala y con los Tratados de Córdoba. Este cuerpo nombraría a los miembros de la Junta
de Regencia.
La Junta se instauró el 28 de septiembre de 1821 e inmediatamente redactó un Acta
de Independencia. Designó después a los miembros de la regencia y convocó a elecciones
para un Congreso Constituyente, que debía redactar una Constitución para el nuevo
Imperio mexicano. La Constitución española de 1812 (con excepción de aquellas partes
que contravenían a los Tratados de Córdoba o al Plan de Iguala) permanecería en vigor
mientras que el Congreso redactaba la Constitución del Imperio. Se llevaron a cabo
elecciones, y el 22 de febrero de 1822 el Congreso Constituyente abrió sus sesiones. Puesto
que ningún monarca aceptó la Corona de México, el 19 de mayo de 1822 Iturbide fue
proclamado emperador, con amplio apoyo popular.
El reinado de Iturbide duró apenas diez meses, de mayo de 1822 a marzo de 1823.
Poco después de su proclamación, el movimiento antiiturbidista creció de manera
significativa. Los republicanos, que apenas regresaban, empezaron a conjurar contra el
nuevo gobierno. En el centro de las disputas políticas había un desacuerdo entre el
emperador y el Congreso acerca de sus respectivos poderes187. El Congreso aducía que la
soberanía residía en él y, por lo tanto, tenía preeminencia sobre el Ejecutivo.
De acuerdo con Anna, el primer problema era que el Soberano Congreso
Constituyente pasaba la mayor parte de su tiempo haciendo legislación, ‘‘olvidando su
186 Anna, ‘‘The Independence of Mexico and Central America’’, en Leslie Bethell (ed.), The
Independence of Latin America, Cambridge, Cambridge University Press, 1994, p. 85. Véase
también Anna, Timothy E., The Mexican Empire of Iturbide, Lincoln, University of Nebraska
Press, 1990.
187 Anna, Mexican Empire, p. 89.
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deber básico que era el crear una Constitución y el permitir que se realizaran elecciones
para un congreso regular’’188.
El Congreso sancionó provisionalmente a la Constitución de Cádiz hasta que se
contara con una Constitución mexicana. Sin embargo, al hacerlo, el Congreso decretó la
excepción de todos aquellos artículos de la Constitución española que estaban en conflicto
con el Plan de Iguala, la independencia de México y los decretos del Congreso. La
percepción de que todos los poderes pertenecían a la rama legislativa del gobierno provenía
de la supremacía de las Cortes sobre el gobierno español. Iturbide no aceptó la
interpretación de la supremacía parlamentaria. Según un historiador, ‘‘los intentos del
Congreso para ejercer y utilizar los poderes de la soberanía, habrían hecho la tarea de
cualquier emperador imposible y habrían presentado como un tirano y un opresor a quien
fuera que ocupara el cargo’’189. Aun si uno no comparte del todo esta interpretación, es claro
que en el México independiente, los efectos de implementar un modelo constitucional basado en los límites
funcionales se hicieron evidentes.
Entre julio y octubre de 1822 ocurrieron tres disputas entre los poderes. Una se
refirió a la decisión del Congreso de no permitir al emperador tener el poder de veto,
especialmente con respecto a las leyes constitucionales o a los impuestos. El segundo
desacuerdo versó sobre la cuestión de quién tendría el derecho de nombrar a los miembros
del Supremo Tribunal de Justicia creado por el gobierno. El Congreso declaró que esas
nominaciones eran parte de sus atribuciones. Iturbide rehusó aceptar esto y nombró él
mismo a sus miembros. El tercer punto en discordia, el más relevante para efectos de esta
tesis, tenía que ver con el deseo del gobierno de instaurar comisiones militares o tribunales
especiales para restaurar la paz y el orden en las provincias y en las ciudades, pero que ‘‘a
los ojos de la mayoría de los miembros del Congreso, no era sino un intento de imponer la
ley marcial para combatir las conspiraciones contra el gobierno. El Congreso se opuso de
manera vigorosa a esta iniciativa’’190.
El 4 de agosto de 1822 Iturbide mandó una petición al Congreso referente a la
creación de comisiones militares. El 2 de agosto esta propuesta fue apoyada por el Consejo
de Estado en una reunión extraordinaria con Iturbide. Esta medida fue una repuesta a las
manifestaciones públicas de la ciudad de México durante el último día de julio, que
188 Ibid., p. 90.
189 Ibid., p. 94.
190 Ibid., p. 95
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demandaban la disolución del Congreso y la proclamación de una monarquía absoluta o de
una república191. El documento enviado por Iturbide rechazaba la amnistía que el Congreso
había otorgado a los descontentos políticos y proponía en cambio la creación de
comisiones militares para perseguir a personas que disputaran la legitimidad de la
proclamación de Iturbide. El documento anunciaba la existencia de conspiraciones a lo
largo del país que buscaban proclamar la república o disolver el Congreso. Iturbide pedía la
suspensión, bajo la autoridad del artículo 308 de la Constitución de Cádiz, de los artículos
287, 293, 295, 299 y 300, artículos que se referían a las garantías contra la detención
arbitraria. Iturbide insistió en que la administración de justicia en el Imperio se encontraba
paralizada, en que no había jueces, ni tribunales, ni justicia. El gobierno recomendaba que
tanto la suspensión como los tribunales militares fueran puestos en efecto durante un
periodo de seis meses. El Ejecutivo aducía que los tribunales existentes y las leyes
ordinarias no bastaban para lidiar con la situación. Los tribunales especiales conocerían
crímenes de sedición, robo y asesinato cuando ‘‘la seguridad del Estado y de los habitantes
del Imperio estuviere involucrada’’. El gobierno acusaba de sedición a todos aquellos que
conspiraran contra la libertad política y la independencia de la nación, contra el gobierno
establecido, contra el emperador y contra el Congreso nacional y contra la inviolabilidad de
los diputados por sus opiniones. En la petición también mencionaba que, ‘‘cuando la
sociedad está en peligro, las instituciones liberales, la libertad individual, la propiedad y los
derechos más preciosos se pierden todos y un gobierno tiránico y despótico reemplaza al
gobierno constitucional moderado que ahora nos gobierna’’.
A la luz de todos los peligros que nos amenazan, le decía al Congreso, ‘‘¿no
haríamos el sacrificio de una pequeña parte de nuestra libertad para que no la perdamos del
todo?’’
En los Estados más libres, la previsión de sus legisladores ha permitido ocurrir, en las grandes crisis,
a remedios extraordinarios pasajeros, con la mira de salvar la patria, su Constitución y su gobierno. No sería
difícil probar con la historia, que la libertad pública ha perecido en muchos países por falta de semejante
recurso: los gobiernos en circunstancias extraordinarias, se han apoderado para siempre de un poder
arbitrario que se les rehusó por un tiempo corto y determinado192.
191 Ibid., p. 96
192 Consulta del gobierno al soberano congreso sobre que se establezca un tribunal especial en
esta Corte y demás capitales de Provincia, dedicado a juzgar exclusivamente las causas de
sedición contra el Estado, ciudad de México, 4 de agosto, 1822. La consulta está reproducida
en la sesión del 15 de agosto de 1822. Actas Constitucionales Mexicanas (1821-1824), vol. 3.
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El gobierno pretendía que ‘‘...para salvar la nación, y aún a los mismos
perturbadores; para preservar su independencia y sus libertades, el consejo consulta el
establecimiento de un tribunal especialmente encargado de conservarlas. En una palabra,
trata de remover los peligros que nos amenazan, y para cuyo remedio no bastan las leyes
ordinarias’’193. Sin embargo, en abierta contradicción, también pretendía que tales medidas
‘‘no eran ilegales’’, puesto que ‘‘la Constitución permite la creación de tribunales especiales
para adjudicar en asuntos determinados’’194. Con todo, el artículo 278, al cual el gobierno
hacía referencia implícita, tenía el propósito de proveer la creación de cortes especializadas
en asuntos técnicos, tales como la minería, y no preveía la creación de tribunales militares
para juzgar a ciudadanos ordinarios. Así, el artículo 247 de la Constitución claramente
establecía que: ‘‘ningún español puede ser juzgado en procesos criminales o civiles por
ninguna comisión, sino sólo por el tribunal competente establecido con anterioridad por la
ley’’195. El documento de Iturbide también le recordaba al Congreso que el artículo 308 de
la Constitución ‘‘autoriza al Congreso a suspender las formalidades jurídicas’’ al arrestar
personas, y si había un momento en que tal provisión debía ser empleada, ‘‘es ciertamente
ahora el momento de ejecutarla’’196.
Los argumentos de Iturbide eran muy similares a aquellos otros aducidos por las
Cortes españolas un año antes, cuando decretaron la ley del 17 de abril de 1821: se suponía
que los cuerpos judiciales ordinarios eran incapaces de desempeñar sus funciones de
manera eficiente197. Los procesos criminales tomaban un largo tiempo: en España algunos
jueces eran serviles, o apoyaban al viejo régimen, mientras que en México el aparato judicial
simplemente no existía. Debe mencionarse que la petición de Iturbide al Congreso, aunque
empleaba los mismos argumentos que las Cortes españolas, no citaba la ley del 17 de abril
como un precedente legal.
El gobierno argumentaba que los artículos 278 y 308 le concedían suficiente
autoridad para llevar a cabo las medidas propuestas. Como se ha hecho ya notar, la
Actas del Congreso Constituyente Mexicano, México, Universidad Nacional Autónoma de
México, 1980, pp. 406-413.
193 Actas Constitucionales, p. 411.
194 Tena Ramírez, Leyes fundamentales, p. 93.
195 Ibid., p. 89.
196 Sobre el artículo 308, véase capítulo segundo.
197 La ley del 17 de abril de 1821 fue conocida de forma paralela como: ‘‘Ley para abreviar las
causas de conspiración’’, ‘‘Ley interina para abreviar las causas criminales de los que atentan
contra el sistema constitucional’’, ‘‘Decreto de las Cortes sobre el modo de conocer en las
causas de conspiración o maquinaciones contra la observancia de la Constitución’’. Villalón,
Estado de sitio, p. 320, nota de pie, p. 72.
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creación de comisiones militares era contraria al artículo 247, y por lo tanto era
anticonstitucional. Sin embargo, el punto relevante aquí es que, en ese momento, el
gobierno creía que la Constitución de Cádiz le ofrecía suficientes medios para enfrentar
emergencias. El argumento de Iturbide de que era mejor sacrificar una pequeña parte de las
libertades individuales de los ciudadanos para no ponerlas en riesgo todas, no impresionó al
Congreso. Dos comisiones parlamentarias (la encargada de la Constitución y aquella
encargada de la legislación) fueron encomendadas de considerar la propuesta del gobierno.
El 14 de agosto de 1822 las comisiones conjuntas informaron al Congreso sobre sus
deliberaciones. La propuesta del gobierno era inaceptable en todos sentidos, y, por lo tanto,
fue rechazada. Para la mayoría de los miembros de las comisiones, la ley propuesta era
‘‘contraria a la filosofía ilustrada, contraria a la razón y contraria al interés nacional’’198.
Solamente un diputado consideró que la Constitución, en los artículos 308 y 278, permitía
la creación de tribunales especiales por periodos limitados de tiempo para contrarrestar
amenazas específicas al bienestar público199.
La mayoría de los diputados pensaron que los artículos 308 y 278, que permitían la
suspensión de la jurisdicción ordinaria para lidiar con asuntos específicos, no aplicaba al
caso. De acuerdo con los constituyentes españoles, esos artículos se referían solamente a
asuntos no previstos o a casos en que la seguridad del Estado estaba inminentemente
amenazada, y no se referían a los crímenes de asalto, homicidio y conspiración, que ya
estaban cubiertos por la jurisdicción civil200. Más aún, señalaban los diputados, el pueblo
podría decir que la separación de España no le había traído avance alguno, sino que le
había costado la protección que les ofrecía la Constitución española. De acuerdo con Anna,
el Congreso hacía caso omiso de los hechos, ‘‘cuando insistía en que no había información
para probar que el crimen aumentaba’’. Iturbide, piensa Anna, ‘‘tenía a la ley de su lado’’201.
198 Dictamen de las comisiones unidas de constitución y legislación sobre el proyecto de ley
consultado al gobierno por el consejo de estado, y comunicado por aquel al soberano
congreso, memoria del congreso sobre la sesión del 14 de agosto de 1822. Actas
constitucionales mexicanas, p. 457. Véase también Anna, Mexican Empire, pp. 96-97.
199 Voto particular del Sr. Argándara, Dictamen, p. 457.
200 Los diputados también mencionaron que no había datos para probar que la tasa de
criminalidad había aumentado después del fin de la dominación española. Los oficiales
militares, que actuarían como jueces en los tribunales propuestos, no contaban con una
preparación en leyes, y en consecuencia, el honor y la reputación del ejército mismo correrían
peligro. La seguridad individual de los ciudadanos también corría peligro. Los salarios de los
miembros de los tribunales especiales, añadieron los diputados, constituirían una excesiva
carga para la Hacienda nacional. Idem.
201 Anna, Mexican Empire, pp. 97-98.
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Sin embargo, esta interpretación es disputable. Contrariamente a lo que afirma
Anna, sobre la creación de comisiones militares, la Constitución de Cádiz no era en lo
absoluto clara202. Iturbide no citó, como pretende Anna, el precedente legal de la ley del 17
de abril para justificar su propuesta203. Respecto a la provisión de los poderes de
emergencia, la Constitución española liberal era defectuosa. Como demuestra la
promulgación de la ley de 17 de abril del año anterior por parte de las Cortes españolas, la
Constitución estaba sujeta a interpretaciones encontradas en este respecto.
El recuento de uno de los diputados del Congreso Constituyente arroja alguna luz
sobre este asunto. José María Bocanegra afirmaba que la propuesta de Iturbide de crear
comisiones militares fue vista entonces como un esfuerzo ‘‘para establecer la ley marcial del
modo indirecto de que por desgracia se valen casi todos los gobiernos...’’204 El hecho de
que las medidas de emergencia debían ser tomadas de manera indirecta demuestra que en ese
momento era comúnmente aceptado que la Constitución liberal no proveía amplios
poderes de emergencia y que se habían creado procedimientos alternativos ----leyes
marciales como la del 17 de abril---- para obviarla.
La Constitución española de 1812 fue radical en su momento, porque abrazó
completamente la denuncia liberal de los amplios poderes de emergencia. Los
constituyentes españoles, influenciados por Constant y otros pensadores franceses
posrevolucionarios, sólo previeron, como ya hemos visto, la suspensión del habeas corpus,
que era clásica de las Constituciones liberales. Algunas investigaciones recientes ofrecen un
tratamiento insatisfactorio de este tema. De acuerdo con Brian Loveman, la Constitución
de 1812 autorizaba a las Cortes a ‘‘suspender ciertas libertades civiles y derechos, en toda o parte
202 Ibidem, p. 98. Cuando en 1821 el tema de la constitucionalidad de las comisiones militares
surgió en las Cortes españolas, mientras se debatía la ley del 17 de abril, se hizo evidente,
afirma Villalón, que ‘‘la formulación del artículo 247 no era lo suficientemente explícita para
evitar una interpretación abusiva que admitiera a las comisiones militares’’. Villalón, Estado de
sitio, p. 324.
203 Del mismo modo, el artículo 308 no permitía la suspensión de formalidades judiciales, ‘‘por
un periodo limitado de seis meses’’, como asegura Anna. La fecha de la ley española no fue 11
de abril, sino 17 de abril, un error cometido posteriormente por Iturbide. Anna, Mexican Empire,
p. 98.
204 ‘‘...el haberse opuesto a facultar al ejecutivo para que nombrase comisiones militares que
juzgaran especialmente sobre los delitos de conspiración... acabaron de indisponer al
emperador Iturbide, que veía ya una oposición sistemada en el congreso con más fuerza que
antes, y decidida en contra del ensanche de facultades que pretendía con ahínco, aunque
gradual y disimuladamente.’’ José María Bocanegra, Memorias para la historia de México
independiente, 1822-1846, México, Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución
Mexicana, 1985, pp. 77-78. Ésta es una edición facsímil de la primera de 1892.
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de la nación ‘en circunstancias extraordinarias requeridas por la seguridad del Estado’’’205.
La formulación ‘‘ciertas libertades y derechos’’ es engañosa: lo que el artículo 308 (que
Loveman no cita en su totalidad) señalaba era que el Legislativo, en circunstancias
ordinarias, podía decretar por un periodo de tiempo, ‘‘la suspensión de algunas de las
formalidades prescritas para el arresto de criminales’’206.
Dichas formalidades se referían a los requerimientos de que la autoridad debía
informar a la persona antes de su arresto de la causa que se le seguía (artículo 287), de que
debía haber una orden judicial apropiada (293), de que los jueces y alguaciles debían dar
cuenta de su conducta (299), de que en las siguientes 24 horas se informara al arrestado de
los cargos que se le hacían (300)207. Sólo estos derechos podían ser suspendidos bajo la
autoridad del artículo 308. La libertad de prensa y otras libertades generales no estaban
incluidas en las ‘‘formalidades generales’’ referidas en dicho artículo. La pretensión de
Loveman de que la Constitución de Cádiz proveía una ‘‘amplia definición de los poderes de
emergencia’’ es completamente equivocada208.
Un análisis cuidadoso de la Constitución de Cádiz nos muestra que las únicas
provisiones de emergencia previstas en ella eran: la detención preventiva (artículo 272), y
una variante de la suspensión inglesa del habeas corpus (artículo 308)209. La comisión que
redactó el artículo 308 lo concibió como el único medio extraordinario para ‘‘salvar al
Estado’’210.
Este artículo fue explícitamente pensado como la versión española de la suspensión
del habeas corpus211. El debate sobre el artículo 308 se centró en la ausencia, en el proyecto,
de un periodo de tiempo específico para la suspensión que las Cortes podían decretar. De
205 Loveman, Constitution of Tyranny, p. 42.
206 El artículo 308 está reproducido en el capítulo 1, Tena Ramírez, Leyes fundamentales, p.
95.
207 Ibid., pp. 93-95.
208 Ibid., p. 45. En el estudio de Loveman los errores no son infrecuentes. Por ejemplo, el
artículo 305 de la Constitución de Cádiz no se refiere, como él afirma, a las situaciones en las
cuales ‘‘la protección contra el cateo y la confiscación de los domicilios puede ser relajada’’
(Loveman, Constitution of Tyranny, pp. 42-43), sino a la no transferibilidad de los crímenes de
una persona a otra. Tena Ramírez, Leyes fundamentales, p. 95.
209 Villalón, Estado de sitio, pp. 258-268.
210 El diputado Argüelles, un miembro de la comisión redactora del artículo 308, argumentaba
en las Cortes españolas que ‘‘...si la Constitución no deja abierta alguna puerta para salir de
situaciones ordinarias, en este raro caso su ruina se convertiría en un escándalo, no existen
mejores medios para evitar esta ruina que los previstos en este artículo, el cual es el
expediente más legal...’’, Diario de las discusiones y actas de las Cortes, Madrid, t. 9, p. 288.
Citado por Villalón, Estado de sitio, p. 260. 179 Véase capítulo segundo.
211 Villalón, Estado de sitio, pp. 260-261.
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la misma forma, el artículo no instruía al gobierno sobre cómo proceder cuando las Cortes
no estaban en sesión. La comisión argumentó, y su interpretación prevaleció, que el
periodo de tiempo podría dejarse abierto y a la discreción de las legislaturas sucesivas212.
Esta ausencia de una especificación temporal se reveló como una falla crítica de la
Constitución. Las consecuencias de esta omisión no pueden ser entendidas sin el otro
artículo que preveía la detención preventiva de personas, el cual, sin embargo, no implicaba la
suspensión del habeas corpus. El artículo 172 de la Constitución se refería a las restricciones
impuestas a la autoridad del rey. En la subsección 11 señalaba:
El Rey no puede privar a ningún individuo de su libertad y no puede imponerle, por sí mismo,
ninguna sanción. El Secretario de Asuntos que firme tales ordenes así como el juez que las ejecute, serán
responsables ante la nación y serán acusados de atentar contra la libertad individual. Sólo en el caso de que el
bien y la seguridad del Estado exigan el arresto de alguna persona, podrá el Rey expedir órdenes al efecto; pero
con la condición de que dentro de cuarenta y ocho horas deberá hacerla entregar a disposición del tribunal o juez competente 213.
Ambos artículos, el 308 y el 172, autorizaban al gobierno a arrestar personas en
circunstancias extraordinarias sin observar las garantías procedimentales normales
estipuladas en la Constitución. Sin embargo, el asunto del límite temporal en el artículo 308
fue dejado indeterminado. El resultado de esto fue que la Constitución fue interpretada
como si no proveyera ni siquiera la suspensión clásica del habeas corpus, si el gobierno
invocaba el artículo 172. Esto se haría evidente en México, durante el verano de 1822. El
que la ley del 17 de abril de 1821 fuese decretada por las Cortes españolas también es una
muestra de que el artículo 308 de la Constitución de 1812 no proveía amplios poderes de
emergencia. Debe enfatizarse que las leyes marciales del tipo de la del 17 de abril, así como
las comisiones militares, no son poderes constitucionales de emergencia, sino medios
arbitrarios extraconstitucionales para preservar la seguridad del Estado. Esta distinción es
crítica para el argumento de este libro, puesto que lo que trato de demostrar es que la
ausencia de amplios, pero regulados, poderes constitucionales condujo al gobierno
arbitrario de facto. Los mecanismos extraconstitucionales fueron, propongo, el resultado de la
ausencia de procedimientos ordinarios para lidiar con situaciones extraordinarias. El
término ‘‘regímenes de excepción’’, utilizado por Loveman, es engañoso porque confunde
212 Villalón, Estado de sitio, pp. 260-261.
213 Tena Ramírez, Leyes fundamentales, p. 82.
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las provisiones constitucionales con los mecanismos extraconstitucionales, como si fuesen
la misma cosa214.
IV. 2. La crisis política de agosto de 1822 y los poderes de emergencia.
La crisis de agosto de 1882 fue el resultado de una abierta confrontación entre el
gobierno de Iturbide y el Congreso Constituyente. El gobierno descubrió una conspiración,
supuestamente dirigida por cierto número de diputados, que buscaba derrocar al régimen
de Iturbide. La crisis condujo, de acuerdo con algunos historiadores del derecho, a la
primera suspensión de garantías constitucionales en el México independiente. El Ejecutivo
empleó la suspensión para atacar a la asamblea legislativa215. De acuerdo con Anna, ‘‘tal
conspiración existió’’ y se trataba de ‘‘un asunto serio’’216. Los historiadores favorables al
Congreso piensan de manera distinta: ‘‘no estamos en condiciones de juzgar el grado de
peligro republicano’’217. El plan, de acuerdo con el gobierno, era promover una revuelta en
la ciudad de México, capturar a Iturbide, declarar su elección como emperador nula e
inválida con el argumento de que había sido impuesta al Congreso, buscaba también
transferir la Asamblea Legislativa a otra ciudad, donde pudiese deliberar libremente y
donde, se presumía, proclamaría la república218. Desde abril varios diputados se
214 Loveman, Constitution of Tyranny, pp. 3-31.
215 Tena Ramírez, Felipe, ‘‘La suspensión de garantías y las facultades extraordinarias en el
derecho mexicano’’, Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia. Cursos de Invierno de la
Escuela Nacional de Jurisprudencia. Curso Colectivo sobre Suspensión de Garantías y
Legislación de Emergencia, núm. 7, enero-diciembre de 1945, p. 117. Véase también: Valadés,
Diego, La dictadura constitucional en América Latina, México, Universidad Nacional Autónoma
de México, 1974, p. 69. No discutiremos aquí el Código Provisional del Imperio Mexicano de
1821, el cual estaba subordinado a la Constitución de Cádiz. Loveman asegura que este
contenía una larga lista de ‘‘amplias facultades extraordinarias’’, afirmación que no se sostiene.
Loveman selecciona las citas y comete varios errores en su análisis (el artículo 54 está
distorsionado, el artículo 19 mal interpretado, lo mismo que los artículos 30 y 31). Ningún
‘‘amplio poder de emergencia’’ fue previsto en el Código, sino solamente, como en la
Constitución de 1812, para las formalidades de arresto. Loveman, Constitution of Tyranny, pp.
72-75.
216 Anna, Mexican Empire, p. 100.
217 Barragán Barragán, José (ed.), Actas constitucionales mexicanas (1821-1824), vol. 6.
Sesiones extraordinarias del Congreso Constituyente con motivo del arresto de algunos
señores diputados, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1980, p. xxxi. Ésta es
una edición facsímil de las sesiones extraordinarias de aquellos días, publicadas por el
Congreso ese mismo año.
218 Barragán, ‘‘Introducción’’, pp. XIV, XXXIII.
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encontraban bajo sospecha y, tal como denunciaron algunos diputados el 7 de agosto de
1822, el gobierno había hecho arrestos a principios de este mismo mes.
El gobierno descubrió la conspiración a través de un agente infiltrado, que logró
obtener evidencia escrita. El 25 de agosto el secretario de Relaciones, Herrera, recibió esta
evidencia y el gobierno decidió ese mismo día que contaba con bases suficientes para
proceder a la aprehensión de los conspiradores.219 El 26 de agosto de 1882 sesenta y seis
personas fueron arrestadas. Catorce o quince diputados también fueron arrestados, así
como varios líderes militares y clérigos220. Era evidente que algunos inocentes habían sido
aprehendidos, individuos cuyo único crimen había sido expresar su oposición al Imperio.
Los debates en el Congreso se centraron en la inmunidad parlamentaria de sus miembros y
en la exigencia de la Constitución de 1812 de que los diputados fueran juzgados por un
tribunal legislativo.
Poco tiempo después de los arrestos, los miembros del Congreso se reunieron y
demandaron información. El secretario Herrera confirmó que el gobierno había arrestado a
varios diputados, en virtud de la autoridad de los artículos 170 (‘‘la autoridad del Rey se
extiende a la ejecución de leyes y a lo que sea conducente a la conservación del orden
público en el interior y a la seguridad del Estado en el exterior’’) y 171 (‘‘el Rey deberá ver
que la justicia sea administrada y observada de una manera rápida en todo el reino’’) de la
Constitución de Cádiz221. El gobierno de Iturbide consideró que la Constitución le daba la
suficiente autoridad para lidiar con la situación. Cuando el secretario Herrera compareció
ante el Congreso el diputado Fernández le inquirió sobre la gravedad de la conspiración y le
preguntó si deseaba que el Congreso, en caso de considerarlo necesario, ampliara ‘‘las
facultades del gobierno’’. Herrera respondió, con un tono de suficiencia, que ‘‘tenía
suficientes facultades y que la conspiración no era de tal magnitud que requiriera la
extensión ni la creación de nuevas leyes’’222. El gobierno había actuado sin invocar el
artículo 308 de la Constitución, porque ese artículo estipulaba claramente que la suspensión
de las formalidades para el arresto sólo podía ser decretada por las Cortes, no por el
219 Anna, Mexican Empire, p. 101.
220 Los diputados arrestados fueron: José María Fagoaga, Servando Teresa de Mier, Rafael
Leandro, Joaquín Obregón, Francisco Tagle, José Joaquín de Herrera, Carlos María de
Bustamante, Juan de Dios Mayorga, José del Valle y Juan Pablo Anaya. De ellos, sólo Mier y
Anaya estaban profundamente involucrados en la conspiración.
221 Sesión secreta del 21 de agosto de 1822. El arresto de los diputados ‘‘...en efecto se ha
verificado con arreglo a los artículos 170 y 171 de la Constitución, como complicados en la
conspiración que estaba al estallar contra el actual sistema de gobierno’’. Sesiones
extraordinarias, II; Tena Ramírez, Leyes fundamentales, p. 80.
222 Ibid., p. VIII.
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gobierno. Puesto que varios diputados, presuntamente, estaban involucrados en la
conspiración, no era probable que el Congreso hubiera accedido a decretar la suspensión.
El gobierno de Iturbide había sufrido ya dos descalabros. Así, la previsión ordinaria para
poderes de emergencia limitados (la suspensión del habeas corpus) no operó en este caso. Al
arrestar a los diputados, el gobierno había violado la Constitución, puesto que el artículo
128 establecía que los congresistas sólo podían ser juzgados por un tribunal legislativo223.
Sin embargo, el Congreso centró su atención en el requisito, establecido en el
artículo invocado, de que las personas arrestadas debían ser entregadas a un tribunal
competente (en el caso de los diputados el Congreso era el cuerpo competente) en un plazo
no mayor a 48 horas. No obstante, el periodo constitucional caducó sin que el gobierno
cumpliera con este requisito. En cuatro ocasiones la Asamblea Legislativa se lo solicitó al
gobierno: dos veces al gabinete, una vez directamente a Iturbide y una cuarta otra vez al
gabinete. Los diputados argumentaban que el gobierno había violado la Constitución al no
entregar a los sospechosos en el lapso de las 48 horas a los tribunales competentes. El
gobierno replicó que el artículo no había sido infringido, puesto que éste se refería a
individuos. El gobierno argumentó de manera poco convincente que era incapaz de lidiar
con tantos casos en tan corto tiempo y de recabar la evidencia necesaria para entregar a los
sospechosos a los tribunales apropiados. El gobierno también dudaba si el Congreso era el
tribunal apropiado para el caso de los diputados, pues creía que el Congreso, en general,
estaba implicado en la conspiración224.
Sin embargo, la interpretación de las leyes era, de acuerdo con la Constitución, una
prerrogativa del Congreso. Iturbide, en su repuesta al Congreso del 30 de agosto de 1822,
afirmaba que él era un monarca constitucional, no un tirano225.
Y observo que el Congreso, al paso que se empeña a una imitación rigurosa de la conducta de las
Cortes de España en su primera época de inexperiencia y exaltación, pierde de vista las lecciones que ha dado,
amaestrada por la experiencia, en sus últimos tiempos. Han conocido allá la insuficiencia de las reglas de la
Constitución para proceder en casos idénticos a los que nos hallamos, y han dado una ley, la del 11 de abril de
1821 [sic], para que en los delitos de conspiración se proceda militarmente sin consideración a fueros. ¿Y se
223 Tena Ramírez, Leyes fundamentales, p. 74.
224 Anna, Mexican Empire, p. 103.
225 En su Cuadro, el ex diputado Bustamante, quien había sufrido arresto, criticó severamente
al gobierno de Iturbide. Véase Bustamante, Carlos María de, Cuadro histórico de la revolución
mexicana de 1810. Historia del Emperador D. Agustín de Iturbide hasta su muerte y sus
consecuencias; y el establecimiento de la república federal, 6 vols., México, Instituto Nacional
de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, 1985, pp. 14-16. Éste es un facsímil de la
segunda edición publicada en 1846.
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me amaga con la guerra de las ideas liberales? ¿Y se quiere que me sujete a las leyes rechazadas por sus
mismos autores y que aseguran el triunfo de la anarquía? Este liberalismo no es seguramente el que conviene
a la Nación226.
Cuando Iturbide se percató de que la Constitución no le concedía suficiente
autoridad para lidiar con la situación, buscó apoyo extraconstitucional para las acciones que
el gobierno había tomado en contra de los diputados. Éste fue el mismo camino que, un
año antes, las Cortes tomaron al decretar la ley del 17 de abril, al percatarse de que el
artículo 308 era inadecuado para lidiar con las emergencias. No sólo era la suspensión del
habeas corpus un medio limitado sino que, a menudo, los cuerpos legislativos se mostraban
renuentes a concederle al gobierno inclusive esa autoridad. Esto era especialmente cierto en
ambientes políticos donde dos ramas del gobierno chocaban constantemente una con la
otra. Puesto que el esquema de división de poderes era nuevo en el mundo hispánico, esos
choques ocurrían con mucha frecuencia227.
Tanto Iturbide en México, como los liberales en España, compensaron la ausencia
en la Constitución de medios legítimos para hacer frente a las emergencias con una
expansión de la letra de la ley que produjo interpretaciones poco convincentes y arbitrarias.
En España, los disidentes políticos fueron convertidos en salteadores de caminos del siglo
XVIII, mientras que en México la ‘‘persona’’ genérica del artículo 172 se convirtió, para el
gobierno de Iturbide, en literalmente una sola persona. Los poderes otorgados por la
Constitución a Iturbide eran limitados: el artículo 172 sólo permitía la detención temporal
de las personas. Puesto que el artículo 308 no pudo ser invocado por el gobierno, ni
siquiera la suspensión del habeas corpus pudo ser ejecutada.
La ley del 17 de abril de 1821 fue solamente citada por Iturbide como un
precedente legal, y no fue empleada por el gobierno. En el transcurso de los debates de
226 El discurso de Iturbide al Congreso está reproducido en la crónica legislativa del 30 de
agosto de 1822, ‘‘El oficio que la comisión del soberano congreso presento a S.M.I., y su
contestación’’, Sesiones extraordinarias, pp. XLIX-LI.
227 Sobre este punto, la opinión del diputado Toribio González es muy instructiva. Afirmó que:
‘‘Los publicistas que yo he leído, que tratan de instituciones sociales y sus formas de gobierno,
y que merecen mucha aceptación por su celebridad literaria: o conceden el veto al poder
ejecutivo, para poner algún límite al legislativo: o prescriben una segunda cámara; o admiten
un cuerpo medio, que participando de los intereses de ambos poderes, pueda dirimir sus
diferencias pacíficamente. Mas entre nosotros ni ha lugar el veto, ni está admitida la segunda
cámara, ni hay ese cuerpo intermedio y conservador, y por eso nos hallamos en conflicto’’.
Discurso del 2 de septiembre, 1822. Sesiones extraordinarias, pp. LXXIII-LXXIV. Zavala,
percatándose de estas fallas institucionales, propuso por aquellos días una reforma del
Congreso. Véase Zavala, Lorenzo de, ‘‘Proyecto de reforma del Congreso mexicano’’, México,
1822, Benson Latin American Collection, University of Texas, W. B. Stephens collection.)
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finales de agosto y principios de septiembre de 1822 la máxima salus populi suprema lex esto
fue frecuentemente invocada por los diputados reunidos en sesión permanente. Sin
embargo, no había consenso sobre qué tan legítima era. Por ejemplo, el diputado Martínez
del Río afirmó que:
Hemos dicho y oído decir mil veces, que la salud de la patria es la suprema ley. No sé como
entenderán otros esta máxima pero yo la comento así: ‘‘cuando la patria peligra, todas las leyes deben callar, y
no obrarse sino de aquel modo que más pronto y efectivamente aleje el peligro: suspéndanse todas las
formalidades de los arrestos; no se hable de fueros ni de privilegios; calle todo, en fin, cuando se escucha que
llora la patria, y atiéndase sólo a su remedio: esta es la suprema ley’’. De aquí la invención de la dictadura en Roma,
de aquí el artículo 308 de la Constitución, y de aquí el decreto de las Cortes españolas del 17 de abril de 1821228.
En realidad, durante los debates del Congreso esta interpretación fue más la
excepción que la regla, y ciertamente no prevaleció entre la mayoría de los diputados.
Lorenzo de Zavala (1788-1837), quien después se convertiría en uno de los líderes más
prominentes de la facción liberal en el México posindependiente, respondió a Martínez
argumentando que las condiciones de España, bajo las cuales se había decretado la ley del
17 de abril de 1821 por las Cortes españolas, eran radicalmente distintas de aquellas
prevalecientes en ese momento en México229. ‘‘Yo he sido testigo’’, afirmaba Zavala,
del esfuerzo que han hecho aquellos buenos patriotas para exponer la suerte de sus conciudadanos a
la terrible situación de ser juzgados por tribunales militares, y he visto lo que ha sufrido la filantropía y la
necesidad de dar una ley a que obligaban las terribles circunstancias en que se hallaba la península. ¿En dónde
están, señor, los Merinos, los Abuelos, y otros guerrilleros que a la cabeza de tropa armada proclamaban un
gobierno destructor del actual sistema? Dios nos preserve, señor, de semejantes circunstancias. Sin embargo,
el Congreso español no derogó en esta ley la Constitución y sólo le dio toda la amplitud de que era
susceptible en aquellas tristes circunstancias230.
228 Discurso del diputado Martínez del Río del 2 de septiembre de 1822. Sesiones
extraordinarias, pp. LXVIII-LXIX. Cursivas nuestras.
229 Véase su Ensayo histórico de las revoluciones de México desde 1808 hasta 1830 y Viaje a
los Estados Unidos del Norte de América, en Zavala, Lorenzo de, Obras, México, Porrúa, 1976.
Sobre Zavala véase: Lira, Andrés, Espejo de discordias, Lorenzo de Zavala-José María Luis
Mora-Lucas Alamán, México, Secretaría de Educación Pública, 1984.
230 Discurso de Zavala del 2 de septiembre de 1822, ibid., pp. LXIX-LXX. Lorenzo de Zavala
había sido diputado en las Cortes de España un año antes. Otros diputados también habían
estado en Cádiz, como Miguel Ramos Arizpe. Respecto a este tema, véase Guzmán, Martín
Luis (ed.), México en las Cortes de Cádiz, México, Documentos, 1949.
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Zavala argumentó que no había contradicción entre la ley del 17 de abril y el
artículo 172 de la Constitución. Valentín Gómez Farías (1781- 1858), quien también sería
un líder prominente en el Partido Liberal, estaba de acuerdo con Zavala231.
En vista de que el Congreso desafiaba abiertamente al gobierno, algunos diputados
propusieron no seguir insistiendo. Los diputados iturbidistas y los liberales moderados
(Zavala entre ellos), se aliaron porque creían que el conflicto con el gobierno no podía ser
llevado mucho más allá sin provocar una guerra civil. El discurso de quienes favorecían la
idea de que el Congreso debía desescalar sus demandas repetía las famosas líneas de
Montesquieu, de que había casos en los cuales un velo debía ser echado sobre la libertad
momentáneamente232. El diputado Espinosa afirmó el día siguiente:
tiene el gobierno facultad de ocultar sus arcanos cuando peligra la patria, y el Congreso no tiene
autoridad para hacerlos descubrir ... Si el Congreso ignora hasta hoy el modo y circunstancias de esta
conspiración... ¿Cómo puede juzgar V. Soberanía, si basta o no basta para librar a la Patria el cumplimiento
del artículo 172?
Espinosa adujo que era obvio que el artículo 172 era una ley ordinaria y que no
cubría a los casos extraordinarios. Más aún, sugirió que dicho artículo no aplicaba a los
casos de conspiración.
Las circunstancias del caso en que estamos no pueden sujetarse al artículo citado. No puede negarse
que es de conspiración, así como no puede negarse que lo es igualmente el que comprende la ley de 17 de
abril de 1821. ... ¿En qué artículo de ella se mencionan las 48 horas? ¿En donde esta prescripta esa entrega?
¿Quién me negará la recta consecuencia de que este artículo 172 es incompatible con la ley indicada? ¿Quién
me negará que este artículo no tiene lugar en el caso de conspiración? Y cuando menos, ¿quién me negará que
la ley de 17 de abril es una excepción del artículo 172233.
Los partidarios de Iturbide en el Congreso estaban bien conscientes de que la ley
del 17 abril de 1821 no sólo se contravenía con algunos de los artículos de la Constitución
de 1812, sino que ciertamente era una forma indirecta para cancelarla. En contraste, Zavala,
231 Como vicepresidente, Gómez Farías implementó la primera reforma liberal en 1833-1834.
Véase Hutchinson, C. Alan, Valentín Gómez Farías: A Biographical Study, Ph. D. dissertation,
Universityof Texas, 1948.
232 ‘‘La práctica de la nación más libre que ha existido me induce a pensar que existen casos en
los cuales un velo debe echarse, por un tiempo, sobre la libertad, así como era costumbre entre
los antiguos cubrir las estatuas de los dioses’’. Montesquieu, El espíritu de las leyes, libro XII,
capítulo 19. El diputado Manuel Crescencio Rejón afirmó que ‘‘al tratar de echar un velo sobre
la estatua de la deidad guardiana de los estados’’, el Congreso había ‘‘claudicado ante las
tristes circunstancias’’. Sesiones extraordinarias, p. CLX.
233 Discurso del diputado Espinosa, 3 de septiembre 1822, ibid., pp. LXXX-LXXXVI.
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al defender a la Constitución liberal, no fue capaz de ver que la falta de poderes de
emergencia efectivos había llevado a las Cortes al abuso de una ley secundaria que en la
práctica anulaba a la Constitución.
El 4 de septiembre de 1822 una comisión especial de varios diputados, Zavala entre
ellos, fue nombrada por el Congreso para considerar la situación y para aconsejar qué hacer
en esa circunstancia. El 6 de septiembre la comisión renuentemente recomendó discreción
y aceptar las condiciones prevalecientes por el tiempo presente. El hacer más peticiones al
gobierno, demandando que los diputados fueran entregados al tribunal legislativo, sería
inútil; por el contrario, el Congreso debía dejar de confrontar al gobierno. Zavala mantuvo
que esta era la única forma de salvar tanto al Congreso como al Ejecutivo, porque si los
ataques al emperador continuaban, ocurriría que el Congreso ‘‘caerá todavía en mayor
descrédito o el Ejecutivo sería debilitado inconvenientemente, y ninguna de estas
situaciones era deseable’’234.
Algunos de los miembros de la comisión, así como otros diputados en el Congreso,
no estuvieron de acuerdo con las recomendaciones de este informe final. Arguyeron que el
gobierno estaba violando abiertamente la Constitución, y que lo menos que el Congreso
podía hacer era informarle a la nación de este hecho. El diputado Martínez se pronunció
contra el informe, haciendo notar que, de hecho, el artículo 172 preveía el caso de
circunstancias extraordinarias, y que por esa razón, el periodo normal de 24 horas para
entregar a un sospechoso a un juez era extendido a cuarenta y ocho, que dicho artículo
cubría no sólo a un individuo, sino a todos aquellos que se encontraren en la misma
circunstancia. Finalmente, Martínez vio con escándalo que la ley del 17 de abril fuera
mencionada en el caso de los diputados arrestados,
Como si fuese lo mismo conspirar en intelectu o en intención a conspirar realmente con las armas en
la mano en el campo de batalla. De los conspirantes del primer modo habla la Constitución, y de los segundos
el decreto citado, y es cierto que no son de esta clase, si es que son delincuentes, los diputados cuya
consignación reclamamos en observancia del artículo constitucional. Nosotros bien podemos adoptar esa ley
que, sin regir aquí, se quiere observar, cuando haya los casos de sublevación de que se trata235.
La ecuación de la conspiración con la revuelta real fue una de las ficciones legales
que permitieron a los liberales españoles utilizar la ley del 17 de abril de 1821 como un
234 Anna, Mexican Empire, p. 105.
235 Discurso del diputado Florentino Martínez, 3 de septiembre de 1822, Sesiones
extraordinarias, pp. XCIV-XCVI.
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arma extraconstitucional para reprimir a sus enemigos políticos236. Otros diputados también
señalaron que las condiciones en las que estaba México eran muy diferentes a las que
prevalecían n España cuando la ley del 17 de abril fue decretada por las Cortes237. El
régimen español liberal estaba en ese momento amenazado por gavillas conservadoras y
por los ejércitos de la Santa Alianza. Pocos diputados pensaban que el Congreso debía
repudiar la restricción del artículo 172 de la Constitución española para permitir y avalar las
acciones del gobierno de Iturbide. Puesto que esa asamblea era un Congreso Constituyente,
teóricamente tal enmienda estaba dentro de sus poderes. El diputado Covarrubias invocó el
Senatus consultum ultimum de Roma:
El pueblo y Senado romano, tan celoso de su libertad, tan rígido observador de sus leyes, que fue el
pueblo que más prudentemente se gobernó por testimonio del mismo Espíritu Santo en el libro de los
Macabeos, cuando la conjuración de Catilina, no a un Emperador, sino a un segundo cónsul, hombre nuevo
como fue Cicerón, le amplió las facultades, no digo para juzgar, sino para condenar a los conjurados238.
En defensa de su posición, el diputado Carlos Espinosa admitió que la aplicación
de la ley del 17 de abril de 1821 para ese caso sería ‘‘ciertamente un escándalo’’.
Ni yo la he aplicado ni he pensado aplicarla: la he citado por inducción para hacer ver que si a los
mismos autores del artículo 172 que reclamamos, no les bastó su tenor para un caso de conspiración y se
vieron en la necesidad de establecer la ley del 17 de abril, debe dispensarse al gobierno la misma
consideración, y convenirse que el artículo 172 no basta para el caso en el que estamos239.
Esta interpretación ----que la Constitución era insuficiente para lidiar con
emergencias---- era compartida por otros diputados. El predicamento en el que se
encontraba el gobierno de Iturbide los obligó a reflexionar sobre las experiencias de otras
naciones. El diputado Valdés afirmó:
Yo no iré en busca de ejemplares al Capitolio: nuestro derecho público está lejos de formar paralelo
con el de los romanos; pero sí los encontraré en la República de Colombia y en las orillas del Támesis. En
Colombia no creo que jamás haya sucedido que los miembros de su legislatura hayan conspirado, como se
dice de algunos de nosotros, contra el gobierno establecido. Los ataques en aquella república han sido
ordinariamente de sujetos de fuera del Congreso. Sin embargo, hemos visto que en emergencias de esta
236 Como señala Villalón, Estado de sitio, p. 326.
237 ‘‘Se cita el decreto de las cortes de España de 17 de abril del año pasado, y se cita
inoportunamente, pues ya se han manifestado con toda propiedad los fines para que se dio
este decreto, gracias al cielo no nos hallamos en tan estrechas circunstancies, lejos de
nosotros esos tribunales militares donde el terror predice la proscripción de los ciudadanos’’.
Discurso del Sr. Paz, 3 de agosto de 1822, Sesiones extraordinarias, p. XCVIII.
238 Discurso del Sr. Cobarrubias, 3 de septiembre de 1822, Sesiones extraordinarias, p. CI.
239 3 de septiembre de 1822, Sesiones extraordinarias, p. CII.
111
naturaleza se ha confiado la dictadura al general Bolívar, para asegurar la nave del estado amenazada. En
Inglaterra en casos semejantes se suspende el acta de habeas-corpus, y el gobierno, investido de un poder
extraordinario, procede enérgicamente contra los enemigos de la Constitución. Yo no me extiendo a tanto;
pero sí quisiera que se dejase al gobierno el tiempo suficiente, para que, descubriendo el fondo de esta
conspiración, hiciese con claridad y detención su proceso informativo y lo pasase al tribunal competente240.
Para los diputados radicales estos argumentos no eran convincentes. Valentín
Gómez Farías replicó aduciendo que la ley del 17 de abril prescribía la promulgación de un
edicto que incitara a los ciudadanos congregados a dispersarse antes de que fuesen
reprimidos241.
Esta medida, [el decreto del 17 de abril de 1821] que las Cortes habían resistido en dos diferentes
legislaturas, y que finalmente [las Cortes] se vieron obligadas a adoptar debido a la multiplicación de las
partidas armadas de conspiradores, es acompañada por la precaución apropiada a un pueblo cuyas
instituciones son liberales. Un periodo de gracia era concedido para que los rebeldes se dispersaran. Una vez
que ese tiempo había pasado, las autoridades procedían contra las personas en actitud desafiante.
Gómez Farías se quejaba de que, en el caso de los diputados arrestados, el gobierno
de Iturbide no les había advertido en absoluto. Según Gómez Farías, la ley del 17 de abril le
brindaba poco apoyo al gobierno. Ahí tocaba un punto crítico: ¿podían las leyes realmente
limitar al gobierno si, entre ellas, había algunas que le daban puertas de escape? Al
rehusarse a entregar a los diputados arrestados al tribunal competente, Iturbide, afirmaba
Gómez Farías, había usurpado una facultad que la ley no le había concedido, ‘‘ni siquiera en
circunstancias extraordinarias: durante éstas, si la seguridad del Estado demandaba que
algunas de las formalidades para el arresto de personas fueran suspendidas, estas pueden
ser suspendidas; pero no sin antes consultar al Soberano Congreso y no sin su
aprobación’’242. En su discurso, Gómez Farías se opuso a la interpretación de que un velo
debía ser echado sobre el asunto: ‘‘debemos seguir resistiendo al oponer la razón y la ley
contra la arbitrariedad’’. Aquí, el diputado estaba citando a Constant de manera casi literal:
Señor, no perdamos de vista ni un momento el bien del Estado, amenazado por la arbitrariedad.
Estoy firmemente persuadido, dice Benjamín Constant, que la arbitrariedad es el enemigo verdadero de la
240 Carlos Espinosa, 4 de septiembre de 1822, Sesiones extraordinarias, pp. CXVII-CXVIII. Esta
referencia abierta al habeas corpus, así como a la dictadura de Bolívar, es notable. Sobre la
dictadura de Bolívar véase Aguilar Rivera, José Antonio, ‘‘Bolívar y la dictadura’’, en En pos de
la quimera: reflexiones sobre el experimento constitucional atlántico, México, Fondo de Cultura
Económica/ CIDE, 2000.
241 Vease Villalón, Estado de sitio, pp. 318-320.
242 Voto particular del diputado Valentín Gómez Farías, 10 de septiembre de 1822, Sesiones
extraordinarias, pp. CXXVIII-CXXXIV.
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salud pública: que las tinieblas en que aquella va envuelta no hace sino agravar sus riesgos, y en fin que no hay
seguridad pública sino en la justicia; en ésta por las leyes, y en las leyes por sus formas. Justicia, pues, sea la
voz que resuene constantemente en esta Asamblea: sepan los pueblos que sus mandatarios, cumpliendo con
las sagradas obligaciones que les impusieron, levantan la voz al ver invadida la seguridad individual de los
representantes y de otros ciudadanos que encuentran en la autoridad, que debía protegerlos, un peligro en
lugar de una salvaguarda243.
La cita de Constant se encuentra en Los principios de política aplicables a todos los
gobiernos representativos de 1815. La traducción de esa obra fue muy popular entre los
constituyentes hispanoamericanos244. Con ese libro, Constant pretendía ofrecer un manual
de cómo escribir Constituciones liberales245. Cuando Gómez Farías demandaba que se le
exigiese responsabilidad al secretario Herrera, también seguía a Constant, quien había
escrito que el remedio contra el poder arbitrario ‘‘es la responsabilidad de los funcionarios
públicos’’246.
El debate sobre la legítima esfera de competencia de los poderes de emergencia del
gobierno de Iturbide fue desencadenado por el arresto de los diputados. Este debate hizo
evidente la existencia de dos visiones encontradas en el Congreso. Una minoría de los
diputados estaba a favor de aceptar los poderes de emergencia, como la ley del 17 de abril
de 1821. Para ellos, la Constitución española de 1812 no proveía ni siquiera la suspensión
efectiva del habeas corpus. Debido a la naturaleza de la crisis política en México, el artículo
308 de la Constitución de Cádiz no era viable. Como se mencionó en el capítulo 1, la
aplicación de ese artículo era improbable aun en España. La dictadura romana, Cicerón, el
senatus consultum ultimum, y las dictaduras bolivarianas, fueron ejemplos citados por los
diputados para apoyar su interpretación de que el gobierno requería de más laxitud durante
las emergencias. Curiosamente, el referente inglés también fue utilizado para apoyar su
interpretación:
...es verdad que la exactitud en el cumplimiento de las leyes es muy respetable; pero también lo es
que los grandes intereses del estado no están sujetos en sus vicisitudes a la previsión del legislador más
profundo. Si la Constitución inglesa estuviese sujeta a una regla precisa, limitada e inalterable, aquella nación
243 Gómez Farías, ibid., p. CXXXVIII
244 ‘‘No hay seguridad pública sino en la justicia, no hay justicia sino en las leyes y no hay leyes
sin formas abiertas’’. Constant, Benjamin, Principes de politique applicables a tous les
gouvernementsreprésentatifs, Paris, 1815, p. 72. Véase Dodge, Constant’s Philosophy, p. 110.
245 La teoría de Constant de la no responsabilidad del monarca constitucional, en oposición a
los ministros, también fue mencionada por Zavala, Sesiones extraordinarias, p. CLIX.
246 Constant, Political Writings, p. 292.
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hubiera experimentado muchas más revoluciones de las que cuenta, pues a falta de elasticidad en sus grandes
eventos, estaría expuesto a desplomarse el edificio constitucional247.
El informe de la comisión legislativa fue aprobado renuentemente por los liberales
moderados, para quienes la estrategia de ‘‘echar un velo’’ era un mal menor, una alternativa
realista a la estrategia de intentar obligar al gobierno de Iturbide a cumplir con la
Constitución. Al cesar en sus esfuerzos de hacer cumplir la ley, el Congreso reconoció
implícitamente su propia impotencia. Para la minoría de liberales radicales, esto era
inaceptable.
Aquí los liberales se dividieron y la facción moderada iturbidista fue la que
prevaleció. El Congreso, entonces, ‘‘echó un velo’’ en el asunto de los diputados arrestados,
no porque desease hacerlo, sino porque era lo único que podía hacer. La mayoría, que
había apoyado la propuesta, era una mayoría renuente. El gobierno tenía pocos partidarios
entusiastas entre los congresistas. Sin embargo, Iturbide no fue apaciguado por esta medida
conciliatoria y finalmente decidió disolver el Congreso. Obviamente, el emperador no tenía
poderes legales para hacerlo.
Los enemigos de Iturbide en el Primer Congreso Constituyente (quienes de manera
renuente estaban dispuestos a ceder en el asunto de los diputados arrestados, así como los
que favorecían una estrategia más radical), constituían la mayoría. Entre ellos se
encontraban los más brillantes y los más prominentes. Ellos poseían los antecedentes de
teoría política más sólidos. Algunos se convertirían en figuras clave en el escenario político
por venir. Los liberales en el Congreso tenían, además de Zavala (quien en ese entonces era
un liberal moderado) y a Gómez Farías (un liberal radical), a otro brillante y joven
miembro: Manuel Crescencio Rejón (1799-1849)248. A pesar de que no todos estaban de
acuerdo sobre cuál era la mejor opción en ese momento, sí compartían la condena a los
amplios poderes de emergencia. Al igual que los demás, Rejón también censuró al
gobierno:
El tercer punto que más me escandaliza es querer justificar su conducta con aquella máxima: la salud
de la patria es la suprema ley de los Estados. Valerse de ella, sobreponiéndose a todas las leyes, ni es
247 Discurso del diputado Valdés, 10 de septiembre de 1822. Sesiones extraordinarias, p.
CLXXI.
248 Junto con Mariano Otero, Rejón es uno de los autores del famoso juicio de amparo. Véase:
Rejón, Manuel Crescencio; Suari, Andrés, y Escalante, Darío, Proyecto de bases para la
regeneración política de la república, presentada a la legislatura de Yucatán (Mérida, 1841).
Sobre Rejón, véase Moreno, Daniel (ed.), Manuel Crescencio Rejón. Pensamiento político,
México, Secretaría de Educación Pública, 1986.
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decoroso, ni conforme a las ideas liberales, principalmente en el caso en que nos hallamos. Las leyes que
tenemos son bastantes para salvar al Estado, si se quieren observar en el delito de que son acusados algunos
señores diputados. Esta máxima es muy saludable cuando se quiere hacer buen uso de ella, pero por su
generalidad abre las puertas a la arbitrariedad249.
IV. 3. El surgimiento de una conciencia liberal moderna
En aquellos agitados días de 1822 chocaron dos lógicas: una antigua encarnada en la
máxima salus populi suprema lex esto, y otra liberal moderna apoyada por Constant. Fue esta
segunda la que prevaleció. La mayoría de los diputados se opusieron a Iturbide y a los
amplios poderes de emergencia. Según ellos, ‘‘...esas palabras salud de la patria & c. son de
estampilla, y que nada expresan entre los sensatos’’250.
Sin embargo, en el ámbito de la acción política, la realpolitik prevaleció. A pesar de
sus creencias, muchos de los congresistas liberales moderados estuvieron dispuestos a
apaciguar al gobierno para evitar un mal aún mayor. Aquí, debe hacerse notar que algunos
liberales recuperaron la idea de ‘‘un velo echado sobre la estatua de los dioses’’ para apoyar
su recomendación de que el Congreso debía abstenerse de proseguir el enfrentamiento,
para evitar una conflagración abierta con el gobierno. Montesquieu no fue citado
explícitamente, y es difícil saber si los miembros de la comisión lo leyeron o si, como
Montesquieu mismo, habían tomado la idea de la antigüedad clásica. Si este fuera el caso,
entonces la imaginación liberal seguía en ambos casos la misma lógica histórica.
Como ya se ha mencionado, el 31 de octubre de 1822, a pesar de que la
recomendación de la comisión especial fue aprobada por la mayoría de los diputados,
Iturbide decidió disolver el Congreso Constituyente. Los diputados no opusieron
resistencia a dicha disolución y se retiraron a sus casas251. Iturbide entonces creó la Junta
Nacional Instituyente, que consistía de dos diputados por cada provincia populosa y de un
diputado por cada provincia pequeña. Iturbide eligió a todos los miembros de entre los
diputados que conformaban al Congreso. El 2 de noviembre de 1822 se instaló.
Según Iturbide, en ocho meses el Congreso Constituyente no había cumplido con
su responsabilidad principal: la redacción de la Constitución. Tampoco había hecho nada
249 Discurso de Rejón, 4 de septiembre de 1822. Sesiones extraordinarias, p. CXCV.
250 Discurso del diputado José Ignacio Espinosa, 10 de septiembre de 1822. Ibid., p. CLI.
251 Anna, Mexican Empire, p. 118.
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para detener la crisis fiscal del gobierno, ni para reformar el sistema hacendario y tampoco
había respondido de forma significativa a las muchas peticiones hechas por el gobierno en
un gran ámbito de asuntos252. El emperador aducía que: ‘‘siendo responsable de
perfeccionar el trabajo que comencé y que la nación, a través de su voto general, me confió,
no puedo permitir [al Congreso] arruinar este trabajo’’253. La disolución del Congreso fue
utilizada como un símbolo por la oposición. Se produjeron revueltas en muchas regiones
del país.
Iturbide volvió a convocar al Congreso Constituyente a resultas de una rebelión
generalizada y abdicó en marzo de 1823. Un mes después, el Congreso restaurado repudió
los Tratados de Córdoba y el Plan de Iguala y, con ellos, por lo menos técnicamente, a la
Constitución española de 1812 que estaba en vigor. Una asamblea de rebeldes, la ‘‘Junta de
Puebla’’, reconoció al Congreso reconstituido, pero sólo para el propósito de convocar a un
nuevo Congreso Constituyente. Para mediados de 1823 las provincias se consideraban a sí
mismas ‘‘árbitros de la nación’’254. La mayoría envió comisionados a la ciudad de México
para asegurarse de que el Congreso observara sus deseos. El primer Congreso, sin
embargo, rehusó reconocer la autoridad de las provincias. En lugar de ello, intentó imponer
su propia voluntad por la fuerza. En respuesta, las provincias habilitaron milicias para
defender sus territorios, uniéndose para oponerse al ejército nacional. La elite urbana
finalmente capituló y declaró su apoyo al sistema federal y emitió instrucciones para que se
convocara a un nuevo Congreso Constituyente255. El 17 de junio de 1823 se anunciaron las
elecciones, y el 7 de noviembre de 1823 el Segundo Congreso Constituyente entró en
funciones.
252 En AGN, Gobernación, leg. 2, exp. 9; Anna, Mexican Empire, p. 119.
253 Gaceta del gobierno imperial de México, 5 de noviembre de 1822; Decreto del Emperador,
ciudad de México, 31 de octubre de 1822, Archivo General de la Nación (AGN), serie
Gobernación, leg. II, exp. 9; Anna, Mexican Empire, p. 118.
254 Rodríguez, Jaime E., ‘‘The Constitution of 1824 and the Formation of the Mexican State’’, en
Jaime E. Rodríguez (ed.), The Evolution of the Mexican Political System, Wilmington, Scholarly
Resources, 1993, pp. 71-90.
255 Rodríguez, ‘‘The Constitution of 1824’’, pp. 82-83. Véase también Rodríguez, Jaime E., ‘‘The
Struggle for the Nation: The First Centralist-Federalist Conflict in México’’, The Americas, núm.
49, julio de 1992, pp. 1-12.
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IV. 4. Entre la causa española y el temor revolucionario: percepciones británicas de
la revolución española
Una guerra con tantas implicaciones internacionales como la Guerra de la
Independencia exige un tratamiento detenido de todos los puntos de vista, es decir,
disponer de visiones comparadas que maticen y completen a la vez las visiones propias. La
cronología desigual de los diferentes países se convierte en un factor decisivo, porque lo
que se resulta ser en un hecho fundador de una nueva etapa sólo es una fecha más en un
proceso histórico más largo. Esto sucedió en 1808 con España y Gran Bretaña. Mientras
los hechos de 1808 fueron fundamentales para España, para Gran Bretaña fue solamente
una fecha más en las guerras napoleónicas.
La intención de este breve apartado es dar cuenta de la repercusión que las Cortes
de Cadiz tuvieron en un territorio diferente del americano o el gaditano, para dar cuenta así
de cómo el resto del mundo recibió la noticia de las Cortes.
Gran Bretaña había estado en guerra contra Francia desde 1793. Las hostilidades se
interrumpieron tras la firma de la Paz de Amiens (1802) para reanudarse al año siguiente. A
inicios de 1808, Gran Bretaña, gobernada por el rey Jorge III, que padecía una grave
enfermedad, y con el duque de Portland como su primer ministro, se encontraba sola en su
lucha contra la Francia napoleónica, y sus aliados habían sido militarmente vencidos,
imponiendo Francia sus condiciones. El último ejemplo era Portugal, que había decidido
no respetar el bloqueo continental decretado por Napoleón.
El país luso estaba siendo ocupado por tropas francoespañolas tras firmar ambos
países su ocupación y posterior reparto por el Tratado de Fontainebleau (1807). Gran
Bretaña había roto oficialmente sus relaciones diplomáticas con España, aliado de Francia,
y estaba siguiendo con detenimiento la entrada de tropas francesas en dirección a Portugal
y los primeros recelos de la población española.
La población británica estaba soportando una larga guerra que duraba ya varios
años, y no parecía que pudiese ganar. Siempre estaba presente el temor, infundado o no, de
una próxima invasión francesa que su gobierno no conseguiría parar. El cansancio y el
agotamiento predominaban en los ánimos de la gente. La guerra drenaba sus recursos
económicos y humanos, sin conseguir resultados aparentes. Nadie esperaba que se
produjese un cambio repentino en la guerra, que rompiese el control francés sobre el
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continente. Todavía menos se esperaba que este cambio se produjese en la Península
Ibérica.
Cuando llegaron las primeras noticias del alzamiento español y de la resistencia
frente a lo que era ya una invasión de los franceses, esas noticias causaron un enorme
impacto en la opinión pública británica. Hubo muestras evidentes de alegría y de apoyo
entusiasta que se hizo público en las más diversas reuniones y en la prensa. La opinión
pública se empezó a interesar por ese país y comenzó a devorar cuantas publicaciones
hacían referencia aparecidas al calor de esos acontecimientos. Muchos comenzaron a
pensar que la Península Ibérica ofrecía una oportunidad que se tenía que aprovechar. Era
un escenario privilegiado en una zona estratégica en el sur del continente que se podía
convertir en un nuevo frente en la lucha contra los franceses. La prensa empezó a publicar
artículos y editoriales en los que describían el alcance de la insurrección y urgían al gobierno
británico a conceder la ayuda pedida por los españoles256.
Justo en esos días se gestaba una idea que hizo fortuna entre aquellos británicos que
sintieron interés por los hechos de España y por su lucha. Me estoy refiriendo a lo que
podemos denominar como “causa española”, o Spanish cause, en su terminología inglesa.
Esas primeras muestras de apoyo entusiasta se trasladaron a la prensa, donde aparecieron
artículos en los que se instaba a ayudar a los españoles y se describía el recibimiento cordial
dado a los representantes de diferentes partes de España que llegaron a Londres en busca
de esa ayuda.
Comenzaba así la implicación británica en los asuntos españoles que duró
prácticamente durante toda la primera parte del siglo XIX, hasta la consolidación definitiva
del régimen liberal en 1840. La guerra suponía un cambio evidente porque si bien había
antecedentes a lo largo del siglo XVIII del interés británico por España, éste se multiplicó
en 1808, y a la vez conectó con la admiración que los españoles siempre habían
demostrado hacia la sociedad británica, hacia su historia política y cultural. El mejor
ejemplo fue José Mª Blanco White, clérigo sevillano que en 1810 se refugió en Inglaterra,
donde comenzó la empresa editorial de “El Español,” en que propugnaba las ideas políticas
256 A. Laspra; Las Relaciones entre la Junta General del Principado de Asturias y el Reino
Unido en la Guerra de Independencia. Repertorio Documental, Oviedo, Junta General del
Principado de Asturias, nºs 13 y 16, pp. 36-38 y 40-41 respectivamente, 1999. Corresponden a
los editoriales publicados en “The Times” el 9 de junio y 10 de junio de 1808. Coinciden con la
llegada de los emisarios de la Junta de Asturias a Londres en busca de auxilio para su
resistencia contra los franceses.
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británicas como fuente a la que los españoles tendrían que acudir. Este escritor se convirtió
en un personaje difícil de adscribir porque rechazó su pasado español y se presentó como
inglés a todos los niveles. Eso añade interés y dificultad al análisis de su persona y de su
obra, y sirve de unión entre ambos países257.
Inicialmente esa causa por la cual estaban dispuestos a implicarse de forma íntima y
directa, era vista como una causa justa, excelsa, legítima, en defensa del soberano cautivo de
un país que se había visto sometida al yugo y los designios de un tirano, que era además un
traidor. Era un motivo que entraba más en lo sentimental, aunque nunca olvidaron la
realidad política y militar de la guerra que había estallado.
Esa causa española se convirtió en un motivo generador de lealtades que fueron
más allá de ese momento inicial. Muchos británicos visitaron España a lo largo de esos
años, atraídos por esa lucha, fascinados por un país bastante desconocido, y normalmente
alejado de las rutas tradicionales del Grand Tour, pero que la guerra en el centro del
continente había desplazado a las zonas periféricas. Tampoco los militares se mantuvieron
al margen de esa causa. Esta situación fue el germen del renovado interés por España tras
la guerra, ya que las experiencias de ésta quedaron guardadas en el imaginario colectivo
británico, recordado de forma casi permanente en las obras que hablaban del periodo.
Todo coincidía con una nueva concepción de los viajes, ya que en aquellos tiempos se
estaba consolidando un nuevo tipo de viaje, el romántico, y estaba siendo abandonado el
viaje ilustrado, más erudito. La guerra no fue el factor catalizador, pero ese cambio no se
explica sin la presencia masiva británica en la Península.
Los británicos siempre tuvieron presente a la causa española, tanto en los
momentos más eufóricos al recibirse las noticias del levantamiento, de la extensión de la
insurrección y de la generalización y organización de la resistencia, como en los momentos
más tristes, en los que ese entusiasmo había desaparecido casi por completo. Eso sucedió a
inicios de 1809 tras conocerse los resultados y consecuencias desastrosas de la campaña del
general Sir John Moore.
En los meses que hubo entre estos dos hechos, la causa española fue una causa
popular, ya que había atraído la atención de gente de todos los sectores. Pero la decepción y
la sensación de fracaso pronto se instalaron en la sociedad británica, porque se habían
257 Para este personaje, me remito a M. Moreno Alonso; Blanco White: la obsesión de España,
Eds Alfar, Sevilla,1998.
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embarcado en otra guerra, y muchos dejaron de prestarle atención para volver su atención a
los asuntos internos. Este cambio de actitud tuvo repercusiones políticas y anímicas, al
sentirse la población británica traicionada y aparecer las primeras demandas de la salida de
las tropas de España, que se reflejaron tanto en la prensa como en el Parlamento. Esa
sensación aumentó tras conocerse los resultados de la campaña de Talavera de ese mismo
año.
Muchos británicos reconocieron que habían creído en esa causa, pero que se
sentían decepcionados o traicionados con la actuación de los españoles, con el recibimiento
frío de su población o la poca cooperación de las tropas españolas con que se encontraron.
Sólo unos pocos siguieron defendiendo esa causa como una lucha viable, y defendiendo a
los españoles reconociendo sus limitaciones y sus errores. Estas pocas excepciones fueron
importantes al mantener vivo el interés por los asuntos españoles, aunque fuese en
instancias muy reducidas, y sin la audiencia que habían tenido en 1808. Pero la evolución de
la guerra favoreció ese interés, porque Gran Bretaña nunca abandonó al incómodo aliado
español. Nunca abandonó la Península porque permaneciendo en ella mantenía su base en
el continente, que era Portugal, y porque obligaba a tener abierto un frente de forma
permanente a las tropas napoleónicas, que no conseguían controlar todo el territorio
español.
Esta causa significaba una guerra, pero los británicos no pudieron obviar el inicio
de todo, una insurrección, una revolución. Se había producido un cambio súbito en la
situación española, con el vacío de poder y con la aparición de un nuevo órgano de poder,
las Juntas. Asistían, por lo tanto, al inicio de la guerra, y también al desarrollo de todo un
proceso revolucionario.
Una situación revolucionaria representaba un problema para los británicos. Buena
parte de la opinión pública británica tenía demasiado presente la Revolución Francesa y el
temor revolucionario que había recorrido Inglaterra durante esos años. Temían cualquier
exceso revolucionario, y dieron muestras de sus reservas frente al cambio súbito que se
había producido entre mayo y junio de 1808. Temor a esos excesos, miedo a los desórdenes
sociales, pavor a un sistema de gobierno que anulase el poder de las clases acomodadas
eran motivos que componían ese paisaje psicológico colectivo. Esos excesos podían
además desacreditar el carácter respetable con el que habían cubierto esa causa.
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Fue un temor que se desarrolló con la misma revolución, y que los británicos no
dudaron en señalar desde el primer momento. En esos primeros meses Charles R.
Vaughan, expresó claramente esa actitud ante la revolución española al recelar de una
movilización popular desmesurada. A lo largo de todo su relato, señaló los excesos
revolucionarios que hubo entre mayo y junio del año 1808, como el hostigamiento y
asesinato de la colonia francesa de distintas poblaciones o de aquellas autoridades locales
que no declararon la guerra contra los franceses, como el marqués de Solano en Cádiz,
acusado de godoyista y de próximo a los franceses, y finalmente asesinado.
William Jacob, dedicó toda una carta a hablar de Solano, de su valía como
gobernador de la plaza de Cádiz y su buena relación con las familias de comerciantes
gaditanos, y de su asesinato, porque pensaba que los acontecimientos le superaron258.
Vaughan valoró estos hechos como puntuales. Los interpretó como consecuencia del
sentimiento antifrancés que recorrió el país, o como la ejemplificación del carácter español.
Pero esos hechos estaban ahí.259
Y no fue el único ejemplo. Otro de los viajeros que visitó España en 1809, Sir John
Carr, a su paso por Valencia describió con todo lujo de detalles el asesinato de la colonia
francesa, como una muestra de la furia popular y los excesos que podía cometer. Sin
embargo el comportamiento lo relacionaba también con el excesivo poder de los
representantes del clero, porque responsabilizó a un canónigo como el instigador de esas
muertes y protagonista de un enfrentamiento con la Junta de la ciudad. 260
258 William Jacob; Travels in the South of Spain… pp. 25-30.
259 Ch. R. Vaughan, op. cit., pp. 146-148. Aunque no los presencia directamente, Vaughan da
validez a sus fuentes que le explican esos hechos.
260 Sir John Carr, Descriptive travels in the Southern and Eastern Parts of Spain and the
Balearic Isles in the Year 1809, London, 1811, pp. 255-268.
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V. La participación americana en las Cortes: Los debates por la
representación política.
El contencioso sobre la “extensión” de la representación política de las
posesiones de ultramar habrá de ser, sin duda, junto con el relativo al de la
organización del nuevo poder liberal en América, el más decisivo de los varios que
en el ámbito “político” van a plantearse en las cortes gaditanas en relación con el
que genéricamente hemos denominado “problema americano”.
Sucintamente expuesta se trataba, obviamente, de una cuestión en absoluto
baladí: la de decidir cuál o cuáles de las diferentes “clases” de españoles habitantes
en los diferentes territorios (coloniales) de la monarquía (blancos, indios, mestizos y
negros) deberían ser tenidos en consideración a la hora de poner en funcionamiento
el nuevo mecanismo representativo, mecanismo característico de la estructura
conformadora del nuevo Estado constitucional. Y, más en concreto, la de determinar
si los no blancos (las “castas”, es decir, los individuos que tuvieran antepasados
africanos) debían ser o no iguales en derechos al resto de los habitantes de los
dominios españoles. La igualdad significaría, automáticamente, además de la
concesión de la capacidad electoral, su inclusión en la base para el cálculo de la
distribución de la representación territorial en las futuras cortes liberales, lo que a
su vez podría muy probablemente suponer trasladar la hegemonía de las mismas a
manos de las élites políticas de ultramar en detrimento de las de la metrópoli
peninsular261. El asunto de la “extensión” de la representación no era, por lo tanto,
a la sazón, una mera cuestión cuantitativa, sino que se conectaba, por el contrario,
de forma íntima y directa, con una de las fundamentales batallas políticas en la
coyuntura del momento: la batalla por el control y la hegemonía de una de las
instituciones centrales del nuevo Estado representativo, generado por la revolución
liberal. A la vista de lo dicho, y como intentaremos exponer seguidamente, no debe
resultar extraño que el contencioso arriba referido fuese objeto de una polémica profunda
y, en ocasiones, agresiva, entre los diputados españoles y los que representaban a
los territorios de ultramar.
261 Rodríguez, Mario El experimento de Cádiz en Centroamérica 1808-1826, México,
FCE, 1984, pp. 50-80.
122
Casi recién inauguradas las cortes gaditanas, en la sesión de 25 de septiembre, la
casi totalidad de los diputados americanos entonces presentes en la cámara,
solicitaron de ésta que el decreto por el que solemnemente se proclamaba que las
Cortes quedaran instaladas no fuera enviado a América sin acompañarlo de “varias
declaraciones en favor de aquellos súbditos”. Tal propuesta pasó a una comisión de
representantes de ultramar que, en la sesión vespertina del propio día 25, concretó
con relativa precisión el contenido de la misma: declarar la igualdad de derechos
entre los españoles americanos y los españoles europeos; determinar la extensión de
la representación nacional de América “como parte integrante de la monarquía” y,
finalmente, declarar una amnistía “o, mejor decir —apuntaban los comisionados—
olvido que convendría conceder a todos los extravíos ocurridos en las desavenencias
de algunos países de América”. Tras muy breve discusión, y a la vista de la
posición mayoritaria de los representantes europeos, quienes consideraban en el
momento intempestivas las medidas “por ser materia que requería mucho pulso,
examen y antecedentes de que aún se carecía”, la cámara acordó reservar para otro
día el debate en profundidad de las propuestas de los americanos y, al mismo
tiempo, disponer la inmediata publicación de los primeros decretos de las cortes262.
Apenas transcurrida una semana, el diputado por Nueva Granada, José Mejía,
una de las figuras más destacadas de la representación americana, reprodujo la
proposición del día 25, pero la cámara volvió a rechazar la apertura del debate en
la materia263. La misma sería tratada finalmente, tras un nuevo intento frustrado de la
diputación americana por conseguir un debate público y abierto264, en diversas
sesiones secretas de las cortes265, sesiones de las que saldrá el fundamental decreto
de 15 de octubre de 1810.
En efecto, la sesión de cortes de 16 de octubre se abriría con la lectura de
un decreto expedido en la sesión secreta del día precedente “en favor de las
262 Ambas sesiones, en Diario de Sesiones de la Cámara, Cádiz, 1812, t. I, pp. 10-12.
Según declaración del diputado peruano Ramón Feliú, efectuada en la sesión de 5 de
setiembre de 1811, se adhirió la totalidad de la diputación americana con una sola
excepción, que no especifica (cfr., DSC, Madrid, 1870, t. III, p. 1780). Formaban parte
de la Comisión los siguientes diputados: Mejía, Lisperguer, Leiva, Inca, Marqués de San
Felipe, Couto, Palacios, Power, Llano y Toledo.
263 DSC, sesión de 1 de octubre, Cádiz, 1812, t. I, p. 24.
264 DSC, sesión de 3 de octubre, Cádiz, 1812, t. I, p. 26.
265 Cfr., ASSC, sesiones de 10, 11, 14 y 15 de octubre de 1810, Madrid, 1874, pp. 15-
20.
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Américas”266. Tal norma venía a proclamar, al mismo tiempo que el olvido de lo
ocurrido en las provincias de América que reconociesen la autoridad de las cortes, la
igualdad de derechos entre los españoles europeos y ultramarinos. Pero, y aquí
reside su importancia, tal declaración de igualdad se realizaba de una forma
“peculiar”. Según la dicción literal del decreto: “los naturales que sean originarios de
dichos dominios europeos o ultramarinos son iguales en derechos a los de esta
península, quedando a cargo de las cortes tratar con oportunidad [...] sobre el
número y forma que deba tener para lo sucesivo la representación nacional en
ambos hemisferios”267.
Como puede verse, por más que el decreto pospusiera la solución del
problema de la extensión de la representación de los territorios americano y
metropolitano, la propia norma prejuzgaba ya claramente la cuestión al proclamar la
igualdad de los “naturales que sean originarios de dichos dominios europeos o
ultramarinos” (indios, blancos y mestizos), es decir, en suma, al no incluir en la
declaración de derechos a los negros y mulatos originarios de África268. El
compromiso de 15 de octubre, que, tras dejar fuera de la, “sociedad política” a un
mínimo de cinco millones de afroamericanos españoles, mantenía en la indefinición
la concreta articulación de la representación ultramarina, fue bien pronto considerado
insuficiente por una diputación americana que progresivamente entendió que el
mismo “podía ser considerado como una capitulación innecesaria ante los
266 DSC, Cádiz, 1812, t. I, p. 45. El juicio retrospectivo de Agustín de Argüelles,
realizado en su conocido Examen histórico, no tiene desperdicio a los efectos de ubicar,
en su verdadero contexto, la posición política de los diputados constituyentes
peninsulares: “Pero este decreto —anota el Divino— no se sancionó porque las Cortes
hubiesen reconocido que la América estuviese más oprimida que la España peninsular;
no. Las Cortes, en las reclamaciones de los diputados de aquel continente, nada
hallaron que no fuese, por desgracia, común a toda la monarquía. Los males que
expusieron a su consideración procedían de las mismas causas que en Europa habían
preparado la catástrofe que tenía sumergida a la desventurada metrópoli en todos los
horrores de una guerra civil y extranjera” (Cfr., Agustín de Argüelles, Las Cortes de
Cádiz. Examen histórico de la Reforma Constitucional, Imprenta de las Novedades,
1865, t. I, pp. 222-223). Y decimos que no tiene desperdicio porque la reflexión de
Argüelles encierra un principio que, como intentaremos demostrar en estas páginas, dio
sentido permanente a la actuación parlamentaria de la diputación liberal peninsular
hegemónica en las Cortes Constituyentes: el de que las causas de los “males” de
América (o si se prefiere del “problema americano”) eran las mismas que las de los de
la Península y el de que, en consecuencia, las mismas debían ser también las
soluciones.
267 CDO, t. I, p. 10.
268 Cfr., Thimothy E., Anna, España y la Independencia de América, México, FCE, 1983,
p. 101.
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peninsulares”269. El futuro desarrollo de los acontecimientos, y, muy especialmente, la
discusión constituyente en la materia, a la que nos referiremos en el siguiente
apartado de este trabajo, confirmaría plenamente esa impresión y demostraría cómo
la aceptación por la diputación americana del decreto de 15 de octubre llegó a
convertirse en una auténtica “losa de piedra” sobre las pretensiones de aquélla en
relación con la representación de los territorios de ultramar.
En este contexto de creciente descontento de los representantes de ultramar,
el cual que no pareció modificarse ante la publicación, a finales de noviembre de
1810, de un decreto de indulto que extendía, por lo preciso, la declaración genérica
contenida en el de 15 de octubre270, que es donde deben situarse las proposiciones
que los diputados americanos llevarían a la cámara a mediados de diciembre.
En la sesión del día 16, el diputado peruano Dionisio Inca Yupanqui
procedió a la lectura de un verdadero manifiesto en el que, tras denunciar
acremente el “abandono”, “poca consideración” o aun “indiferencia absoluta” de la
metrópoli respecto de las posesiones de ultramar, presenta una propuesta de decreto
dirigido a garantizar, a través de medidas de diferente naturaleza (económica y
política) la igualdad de derechos de los habitantes de las mismas. Pese a las muestras
de aprobación que las intervenciones de algunos diputados europeos (Argüelles o
Villanueva) parecieron indicar, lo cierto es que el asunto se pospuso, sin que la
cámara tomase ningún acuerdo sustantivo en relación con la propuesta de la
representación americana271.
Finalmente, y en esta ocasión con pleno éxito, comenzado el nuevo año, los
diputados de ultramar conseguirían que las cortes atendieran sus propuestas de mediados
de diciembre y acordaran dedicar dos sesiones semanales a la discusión de las que
desde entonces habrán de conocerse como “las 11 proposiciones”, una discusión
269 M. Rodríguez, op. cit., p. 81. Para una interpretación diferente de los
acontecimientos, cfr., Thimothy E., op. cit., p. 101. La cifra exacta de castas es
lógicamente discutible. En DSC (Madrid, 1870, t. III, p. 1789), el diputado Cisneros, al
discutirse el artículo 22, habla de diez millones.
270 Cfr., el Decreto de 30 de noviembre de 1810 sobre “Indulto civil: nueva declaración
del olvido general de lo ocurrido en los países de Ultramar donde haya habido
commociones”, CDO, t. I, pp. 28-30.
271 DSC, Cádiz, 1812, t. I, pp. 15-16.
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trascendental que centrará el problema americano hasta el inicio del debate constituyente
gaditano272.
La discusión, repetitiva y farragosa, se desarrollará a lo largo de los meses
de enero y de febrero de 1811273 y versará no sobre las once propuestas
originariamente presentadas en diciembre, sino sobre la depuración que de las mismas se
había operado, reduciéndolas a ocho, con posterioridad a aquella fecha. Las
mantenidas podrían agruparse en tres diferentes apartados: uno de naturaleza
“política”, que incluía las propuestas 1ª, la fundamental a todos los efectos, dirigida
a garantizar la inmediata igualdad en la representación entre la metrópoli y América;
5ª, destinada a garantizar la igualdad de los americanos (indios o españoles) y de
los españoles europeos en la asignación de empleos y destinos; 6ª, declarando la
necesidad de proveer la mitad de los empleos entre los nacidos en cada territorio y
7ª, previendo la creación de una junta consultiva de propuestas en cada una de las
capitales de los virreinatos y capitanías generales americanas con la finalidad de
asegurar el cumplimiento de lo determinado en la anterior.
Un segundo grupo lo formaban las propuestas de naturaleza “económica”, entre
las que se incluían la 2ª, por la que se declaraba la libertad de cultivo, industria y
manufactura; la 3ª, que determinaba la supresión de todo estanco en América y la
4ª, concerniente a la explotación de la minas de azogue.
Finalmente, en el tercer y último grupo, debe incluirse la propuesta 8ª, por la
que se planteaba la restitución en territorio americano de la Compañía de Jesús.
Pese a la indudable trascendencia de todas las propuestas, lo cierto es, sin
embargo, que tan sólo la primera iba a ser objeto de un debate sustancial, un
debate que ocuparía la práctica totalidad del tiempo dedicado por la cámara a la
cuestión y que se convertiría en el más fundamental de los habidos hasta entonces
en las cortes gaditanas en relación con el “problema americano”. El hecho, que
creemos innegable, de que el tenor literal de tal propuesta resulte justificación
272 Cfr., DSC, Sesión de 2 de enero de 1811, Cádiz, 1812, t. I, pp. 233-234.
273 Cfr., DSC, Cádiz, 1812, sesiones de 9 de enero (t. II, pp. 316-330); 11 de enero
(Ibid., pp. 346-372); 16 de enero Ibid, pp. 410-434); 18 de enero (t. III, pp. 3-32); 19
de enero (Ibid., pp. 32-35); 20 de enero (Ibid., pp. 40-41); 23 de enero (Ibid., pp. 59-
77); 25 de enero (Ibid., pp. 82-98); 30 de enero (Ibid., pp. 150-171); 1 de febrero (Ibid.,
pp. 191-209); 7 de febrero (Ibid., pp. 273-290) y 9 de febrero (Ibid., pp. 299-305).
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insuficiente para explicar la virulencia con que se desarrolla la polémica viene a ser,
en nuestra opinión, la mejor prueba de que en el fondo las cuestiones suscitadas
por la misma superaban con mucho la trascendencia de una mera declaración de
principios generales.
En efecto, los americanos proponían “que en consecuencia del Decreto de
15 de octubre próximo, se declarase que la representación nacional de las provincias,
ciudades, villas y lugares de la tierra firme de América, sus islas y las Filipinas, por
lo respectivo a sus naturales y originarios de ambos hemisferios, así españoles como
indios, y los hijos de ambas clases, debe ser y será la misma en el orden y forma
(aunque respectiva en el número) que tienen hoy y tengan en lo sucesivo las
provincias, ciudades, villas y lugares de la península e islas de la España europea
entre sus legítimos naturales”274.
Aparentemente, por lo tanto, los americanos reafirmaban con el tenor literal
de su propuesta el principio general que ya las Cortes habían sancionado, en
términos ciertamente más concisos, en el decreto de octubre arriba referido. Pero,
como el debate de inmediato vino a poner de manifiesto, esto era, en efecto, tan
sólo una apariencia. Iniciada la discusión parlamentaria, la casi totalidad de los
representantes españoles (europeos) formaron un frente común de oposición a la
propuesta manifestando, al mismo tiempo que su acuerdo con el principio general
que la misma incorporaba (el de la igualdad de representación entre americanos —
indios y españoles— y españoles europeos), su desacuerdo radical con que tal
principio fuese aplicado “de inmediato”, es decir, para la formación (o, por mejor
decir, para la “reconformación”) de las cortes extraordinarias ya reunidas.
Argüelles lo planteaba con absoluta claridad apenas abierta la polémica:
habiendo declarado V.M. que las Américas eran parte integrante de la monarquía, es preciso
que gocen de absoluta igualdad de derechos. Esto es lo que ha de formar una de las bases de la
Constitución. Pero ahora la mayor dificultad estaría en la aplicación de estos principios a los casos
particulares del momento275.
Los numerosos diputados metropolitanos que intervinieron en los días
sucesivos, entre los que se encontraban algunos de los más significados líderes de la
274 DSC, cits. pp. 316-317.
275 Ibid., p. 321.
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cámara (Valiente, Villanueva, Luján, Espiga, García Herreros o López Pelegrín) se
aferraron a esa línea discursiva; línea que llegaron a sostener en diversos argumentos
(políticos y técnicos) de los que aquí nos interesa destacar el más sobresaliente, por
ser el que planteaba una cuestión política de sustantiva trascendencia: el de que la
declaración del principio de igualdad en la representación con carácter “inmediato”,
es decir, en relación con las propias cortes extraordinarias que habían comenzado
sus trabajos en septiembre, abría indefectiblemente un proceso de recomposición de
las cortes que podía, además de retrasar peligrosamente la labor constituyente,
introducir un factor de deslegitimación en todo lo actuado por aquéllas y en lo que
las mismas deberían decidir hasta la llegada (previsiblemente muy tardía) de los
nuevos diputados que se tuviesen que elegir en América.
Villanueva sostuvo en esa línea, en la sesión de 11 de enero, la
“imprudencia” de decretar de inmediato la igualdad
porque —argumentaba el diputado— siendo tan grande el número de vocales que debieran
venir a estas cortes de Asia y América con proporción a los pobladores de aquellos dominios,
pudiera suceder que a su llegada alegasen la nulidad de los decretos acordados sin su anuencia, y
aun de la Constitución que debía estar sancionada, o que se quejasen de haber sido llamados a las
Cortes, cuando iban a disolverse; o se habían disuelto; y esta queja sería justa276.
Más claro aún, Manuel Luján llegó a suscitar, ante la insistencia de los
americanos en la estricta justicia de su proposición, la imposibilidad de aprobarla
sin proceder al mismo tiempo a decretar la disolución de las propias cortes que con
esa aprobación autoadmitían su deslegitimación:
yo creo —decía el extremeño— que si nos echásemos a pensar en esto, estaríamos en la
dura precisión de tratar de la disolución de V.M., pues se daría de nulidad en general a los decretos
de V.M.; y si ahora se declara que esta representación no es íntegra ¿con cuanta más razón se
podrá decir nulo cuanto se ha hecho?, ¿como asegurarían los señores americanos que no declararían
nulos los decretos que V.M. ha sancionado? Yo creo, Señor, que si admitiéramos más diputados en
estas Cortes que los prevenidos en el reglamento del anterior gobierno, nos sofocarían las
reclamaciones de todas partes277.
Como claramente se deduce de las intervenciones que acabamos de citar,
cuyas ideas vertebrales serán hasta el hartazgo repetidas por los diputados
276 Ibid., p. 354.
277 Ibid., p. 23.
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metropolitanos que toman la palabra en los varios días de debate, el auténtico
fondo del asunto no es otro que el de la extensión de la participación que la
representación americana debe tener en la labor constituyente. La línea
argumentativa de los que muy exiguamente la formaban en las cortes gaditanas así
viene a confirmarlo plenamente.
Los diputados de ultramar, conscientes de la trascendencia que la debilidad
de su posición minoritaria (alrededor de 30 votos fijos de un total que entonces se
situaba en unos 130) habría de tener en cuanto se iniciase la discusión constituyente,
no escatimaron argumentos y partieron del principio de que la aprobación de sus
propuestas era una medida indispensable para conseguir la “pacificación” del
territorio americano.
El fuego que se ha encendido en aquellas vastas regiones
y que a la manera de un torrente va abrasando provincias enteras —enfatizaba el diputado
Guridi y Alcocer— no puede apagarse, sino del modo que se expresa en las proposiciones. Las
Américas van a perderse, y éste es el único medio de atajar este grave mal278.
Tal afirmación, presente implícita o expresamente en los sucesivos discursos
de los americanos, no jugaba en el seno de los mismos un papel exclusivamente
retórico, sino que, por el contrario, servía a aquéllos para plantear abiertamente la
centralidad de la cuestión: la participación que inexcusablemente tenían que tener los
representantes de ultramar (no los ya elegidos, sino los que a partir de un criterio
de igualdad deberían de llamarse) en la discusión constituyente, o, si se prefiere, en
el “pacto constitucional” del que surgiría la nueva nación española. El diputado
peruano Antonio Zuazo lo planteaba casi al inicio del debate al preguntarse si
existía “mejor ocasión que ahora para tratar de hacer justicia, y convocar a aquellos
países a que concurran a formar y sancionar una Constitución que los ha de ligar y
comprometer para siempre”279. El quitense José Mejía, por su parte, retomaba el
argumento en una dramática intervención que se producía tras comprobar la dura y
cerrada oposición de la representación parlamentaria metropolitana:
“(...dígolo con dolor, y sólo porque debo decirlo, pues he venido a hablar claro). La
Constitución no se hará, no Señor, no se hará (interrumpíole el Presidente reclamando el orden).
278 Ibid., p. 318.
279 Ibid., p. 356.
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Dígolo, Señor, con razón, porque ¿qué Constitución se ha de hacer cuando ya se trata de reducir
las Cortes a cuatro o seis individuos? ¿Cómo las limitadas luces, los débiles esfuerzos de tan corto
número han de constituirnos felizmente?”280.
Pero ni la proclamada relación de causa a efecto entre aceptación de las
propuestas y solución del crecientemente grave problema americano, ni tampoco la
más o menos velada denuncia sobre la eventual “ilegitimidad” de un pacto
constitucional del que se pretendía marginar a una “auténtica” representación
americana, pudieron modificar el férreo criterio de los diputados europeos. En la
sesión de 18 de enero de 1811 la propuesta de los americanos era sometida a
votación y resultaba desechada por un escaso margen de 8 votos (64 contra 56).
Aunque ciertamente aquéllos habían conseguido desplazar hacia su causa a un
número nada despreciable de diputados metropolitanos (en torno a la veintena) no
pudieron, a la postre, reequilibrar en su favor la obvia hegemonía de partida del bloque de
representantes europeos. Tampoco la escrupulosa pormenorización de la propuesta,
destinada a superar los temores por éstos denunciados, conseguiría producir ese
resultado.
Vista la durísima reacción de los diputados proponentes ante el rechazo de la
cámara, que les llevó hasta a abandonar ésta en prueba de protesta281, el diputado
vallisoletano Evaristo Pérez de Castro presentaba en la sesión del día 23 una
redacción de compromiso que al mismo tiempo que recogía la fundamental
reivindicación de la diputación americana (la inmediatez de las consecuencias del
principio de igualdad de representación) intentaba tranquilizar a la europea en cuanto
al eventual efecto deslegitimador que la aceptación de tal reivindicación podría tener
sobre la pasada y futura labor legislativa de las cortes ya reunidas282. La esencia de
280 Ibid., p. 30.
281 M. Rodríguez, op. cit., p. 84
282 El tenor literal de la propuesta era el siguiente: “Es mi voto que las Cortes declaren
el derecho que pertenece a los americanos de tener en las Cortes nacionales una
representación enteramente igual en el modo y forma a la de la península; y así mismo
que en la Constitución que va a formarse se establezca el método de esta
representación, el cual ha de ser perfectamente igual en ambos hemisferios; y es mi
voto también, que para dar a las Américas y Asia una nueva prueba de la justa
consideración nacional, decreten las Cortes que desde ahora se proceda en aquellos
dominios a la elección de diputados en Cortes por el metodo de la población, como se
ha hecho esta vez en la península, esto es, de un diputado por cada cincuenta mil
almas, los cuales vengan desde luego a estas Cortes generales extraordinarias, si la
distancia y el tiempo lo permitieren, supuesto que las actuales Cortes tienen que activar
sus trabajos, incluso el de la Constitución, con aquella premura que las circunstancias
de la patria exigen; y que ninguno de ellos, ni la prorrogación o disolución del
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la nueva propuesta era la de afirmar el derecho de los reinos y provincias de
América para nombrar diputados a las cortes ya reunidas con arreglo al mismo
criterio seguido en las provincias europeas (un diputado por cada cincuenta mil
“almas”), pero aclarando que en cualquier caso si los así nombrados no pudiesen
llegar a participar en las deliberaciones del congreso no podrían de ninguna forma
alegar la nulidad de lo actuado.
Tampoco esta redacción alternativa, que parecía salvar el escollo fundamental
denunciado por los peninsulares (la eventual deslegitimación de lo obrado por las
cortes hasta la llegada de los nuevos diputados de ultramar), iba a lograr
satisfacerles, como lo demuestra el hecho de que todavía la cámara dedicase cinco
sesiones al debate de la misma. Si éste no tiene excesivo interés, pues viene a ser
una mera repetición del que ya se había celebrado anteriormente, sí que debe
destacarse, sin embargo, un hecho altamente significativo: el de que sólo en este
momento, es decir, una vez presentada una redacción que salvaba, cuando menos
formalmente, las razones oponibles a la aceptación de la propuesta americana, se
van a introducir en el debate algunos elementos “de fondo” que hasta entonces
habían aparecido exclusivamente de forma marginal.
En efecto, en la sesión del día 23 de enero, la misma en que Pérez de
Castro presenta su solución de compromiso, el diputado sevillano Juan Valiente
mantuvo su oposición a ésta en una serie de razones que no habían sido aducidas
con anterioridad por el grupo de diputados europeos. Sus palabras son
suficientemente claras:
Pero no es esto sólo —decía Valiente tras repetir la común línea de discurso que ya hemos
referido—: en la proposición se omiten las razas, fuera de españoles y de indios, y acaso pasarán de
cinco millones de almas, y se incluyen los indios que no bajarán de siete millones: ambos puntos
ofrecen consideraciones de gran momento, nacidos de la particular legislación de cada raza, y
enmendarla al pronto, y sin los conocimientos y profundo examen que reclaman el respeto de las
Congreso, si lo exigiese la causa pública, han de diferirse o embarazarse porque no
hayan llegado o podido llegar todos o parte de los nuevos diputados que fuesen
elegidos en los dominios de Ultramar a consecuencia de esta ampliación en su
representación” (DSC, cit., p. 60). La propuesta de compromiso de Pérez de Castro se
producía tras un nuevo fracaso de los americanos, quienes en la sesión de 20 de
enero habían intentado sin éxito la aprobación de una redacción alternativa de la
primera de sus propuestas sobre igualdad de la representación entre América y la
Península (DSC, cit., pp. 40-41).
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leyes y la importancia de la materia, no cabe en la sabiduría y sensatez que caracterizan a V.M. en
sus acertados acuerdos283.
Como puede apreciarse, y ello es lo que nos interesa subrayar, la
intervención de Valiente pone de relieve cómo por debajo del debate que
expresamente se desarrolla en la cámara existe “otro” velado, el de hasta dónde
puede extenderse el principio de igualdad, debate éste que ni los diputados
metropolitanos ni los representantes de ultramar estaban dispuestos a abrir antes del
momento de la discusión constituyente. La dureza y unanimidad con que el grupo
americano rechazó las dudas planteadas por Valiente respecto de los indios y, aún
más, la total omisión, apreciable en su discurso, en relación con los españoles
originarios de África, es prueba más que suficiente de esa estrategia que llevó a
converger a una y otra parte en el silencio sobre el verdadero fondo del asunto.
Francisco Lisperguer, José Miguel Guridi y Alcocer o Ramón Feliu contestaron al
representante sevillano con una defensa cerrada de los indios (“...pueblo que por su
franqueza y sencillez no tiene igual en el mundo...”, afirmó el primero de los
tres)284 que corre paralela a la denuncia de la ignorancia y los prejuicios europeos
hacia América: un terreno, ciertamente, nada cómodo para la representación
peninsular285.
En la sesión de 7 de febrero, y tras la sucesiva presentación de nuevas
propuestas destinadas a la consecución de alguna solución de compromiso, solución
que pudiese evitar la recurrencia a una votación que forzosamente habría de suponer
la derrota de uno de los dos bandos enfrentados, los diputados fueron nuevamente
llamados a votar. La propuesta de los americanos, dividida en dos partes, fue
aprobada en la primera (que reconocía la igualdad de representación americana para
los comicios a celebrar en adelante)286 por abrumadora mayoría (123 votos contra 4)
283 Ibid., p. 75.
284 Ibid., p. 87.
285 Las intervenciones de Guridi y Alcocer y Feliú, ibid., pp. 90-98 y 160-171,
respectivamente.
286 Cfr., Artículo 1º del Decreto XXXI, de 9 de febrero de 1811, “En el que se declaran
algunos de los derechos de los americanos”: “Que siendo uno de los principales
derechos de todos los pueblos españoles su competente representación en las Cortes
nacionales, la de la parte americana de la Monarquía española en todas las que en
adelante se celebren, sea enteramente igual en el modo y forma a la que se
establezca en la Península, debiéndose fijar en la Constitución el arreglo de esta
representación nacional sobre las bases de la perfecta igualdad conforme al dicho
Decreto de 15 de octubre último” (CDO, t. I, pp. 72-73).
132
y derrotada en la segunda (que solicitaba la inmediatez de las consecuencias del
principio de igualdad) por un corto margen de ocho votos (69 contra 61)287.
Transcurridos los días preceptivos, el 9 de febrero, se discutieron, de forma
muy sucinta, y se votaron, el resto de las siete medidas que conformaban la
propuesta americana288. De ellas tan sólo las 3ª y 5ª fueron aprobadas, mandándose
pasar algunas otras a la comisión que estaba redactando el texto del proyecto de la
Constitución. Con la publicación, el mismo día, del decreto de las cortes declarando
algunos de los derechos de los americanos se cerraba el contencioso desencadenado
por la representación ultramarina. Una representación que encajaba entonces su
primera derrota sustancial, derrota que, como veremos de inmediato, no hacía otra
cosa que presagiar una línea de enfrentamientos susceptible, a la postre, de
perjudicar a los dos bandos, europeo y americano, que aparecían enfrentados.
En todo caso y todavía antes del inicio de la discusión constituyente que se
produce en la sesión del 25 de agosto, tendrá entrada en la cámara, el día primero
de ese mes, una “representación de la Diputación Americana a las Cortes de
España”, representación que constituye un memorial en el que va a quedar nueva
constancia de las quejas de la diputación ultramarina y de su desacuerdo con la
política hasta entonces seguida por las cortes en relación con el “problema
americano”. Discutida, como venía siendo habitual, en sesión secreta de la cámara,
ésta no adopta decisión alguna en la materia289.
La franqueza con que en el citado memorial se expresan los diputados de
ultramar, tanto sobre la diagnosis de la crisis americana, como sobre los medios que
necesariamente deberían adoptarse para darle a la misma una salida razonable, no
era sino una manifestación anticipada de su futura firme posición en la discusión
constituyente.
287 DSC, cit., p. 290. Es clarificador en tal sentido el juicio posterior de Argüelles, en su
antes citado Examen histórico, juicio de una extremada dureza: “Acceder, por tanto, las
Cortes a lo que proponía la diputación americana, después de lo declarado en el
decreto de 15 de octubre, hubiese sido facilitar ellas mismas la separación de unas
provincias a quienes no se había dado el menor fundamento para desconfiar de
promesas tan solemnes, y cuyo cumplimiento estaba asegurado en la existencia del
Congreso”. Cfr., op. cit., t. II, p. 24 y, en general sobre la propuesta americana, pp. 24
y ss.
288 Ibid., pp. 299-305.
289 Cfr., al respecto, Thimothy, op. cit., pp. 117-118 y M. Rodríguez, op. cit., pp. 86-87.
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VI. La participación americana en las Cortes: El pensamiento de Guridi
y Alcocer y Miguel Ramos Arizpe
En el presente apartado, analizaremos de manera particular el accionar de los dos
clérigos mexicanos que participaron en el proceso de redacción de la Constitución
española, así como en el de la Constitución del Estado-Nación mexicano: José Miguel
Guridi y Alcocer, y Miguel Ramos Arizpe.
Para tal fin, nos atendremos a la metodología teórica planteada supra, esto es, para
avanzar en el análisis del discurso político de los mismos a partir del enfoque derivado de
la escuela de Cambridge; con esto, buscaremos demostrar la hipótesis de que a partir del
accionar de estos dos sujetos comienzan por delinearse los caracteres propios del
liberalismo mexicano.
Por lo consiguiente, comenzaremos por el estudio de las biografías de José Miguel Guridi y
Alcocer y Miguel Ramos Arizpe, a fin de establecer un significado cuya intención y
extensión parta de la referencia semántica de sus formaciones intelectuales; asimismo,
realizaremos un atento escrutinio de los conceptos utilizados en cada uno de sus discursos,
a fin de obtener de su axiología operativa el resultado de sus implicaciones y sus
consecuencias ideológicas en el plano meramente constitucional.
Consideramos que de esta manera podremos aportar una muestra de realidad y
verdad, por medio de la relectura teórica de una genealogía histórica relacionada con el
devenir del liberalismo, quiero decir, a partir de la revisión linguística y de la
reconstrucción del ambiente intelectual en el que vivieron ambos actores protagónicos,
para arribar a nuestra tesis principal: el surgimiento y consolidación del liberalismo
mexicano a partir de las contribuciones de estos dos activos y destacados pensadores
mexicanos del siglo XVIII y XIX y de una nueva dimensión del topos generativo
representado por las Cortes de Cádiz.
Como previsión teórica-metodológica, agregamos la óptica de la escuela de
Cambridge, en base a los aportes de Skinner y Pocock, así como la contribución hecha por
Reinhart Kosellec: con lo que buscamos reforzar el marco conceptual oportunamente
134
planteado, ya que lo que realmente intentamos es complejizarlo a fin de contar con mayor
certeza hermenéutica en el análisis pertinente de las fuentes históricas, jurídicas y políticas.
Oportunamente hemos afirmado, junto a John Pocock, que las palabras además de
significar, tienen la capacidad de denotar, referir, asumir, aludir, implicar y realizar una
variedad de funciones de las cuales la de contener y proveer información es la más simple
de todas: en relación a esto, Koselleck –uno de los fundadores y principal teórico de la
escuela alemana de historia de conceptos (Gegriffsgeschichte), ha sido una figura clave para
recobrar esta pluralidad de funciones asociada a los usos públicos del lenguaje. De este
modo, renovará la historia intelectual, alejándola de los marcos forjados en la vieja tradición
de "historia de ideas"; desarrollando algunas de las herramientas conceptuales que abrirán
nuestro horizonte a ese universo de realidades simbólicas, situado más allá de la dimensión
puramente referencial del lenguaje. El estudio de los conceptos político-sociales cobraría así
una nueva relevancia, ya no sólo como instrumento para la comprensión de realidades
externas a ellos, sino por su importancia material intrínseca en tanto objetos culturales.
De esta misma forma, Koselleck asociaría crecientemente el nacimiento de la
modernidad con la emergencia de una nueva forma de concebir la temporalidad histórica:
ello conllevaría una tarea de exégesis conceptual mucho más ardua. Su intento de descubrir
ese clinamen a partir del cual se instituye el mundo moderno lo llevará así a orientarse hacia
el análisis del lenguaje político-social en su condición principal de vestigio material de tal
mutación epocal. Así, los conceptos político-sociales que sirven de índice de
transformaciones estructurales más vastas, es porque son simultáneamente un factor de estas
transformaciones. En la perspectiva de Koselleck, el lenguaje es una entidad constituida
históricamente y a su vez constitutiva de la experiencia histórica. De allí que éste no sea un
mero medio del análisis histórico sino un objeto en sí mismo, una de las instituciones
materiales fundamentales de una cultura. Encontramos aquí la diferencia entre ideas y
conceptos290.
Lo que distingue la historia de conceptos de la historia de ideas es, en última
instancia, el modo de concebir la temporalidad de las formaciones intelectuales. La historia
de las ideas ciertamente no desconoció el hecho de que las ideas o términos cambian su
significado con su contexto de enunciación. Pero el abstraer estas alteraciones semánticas
290 Koselleck, Reinhart (1993), Futuro Pasado: Para una semántica de los tiempos históricos.
Paidós Ibérica, Madrid.
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de la idea o término en que se manifiestan lleva a construir narrativas históricas (por
ejemplo, la historia de la idea de "democracia" desde los griegos al presente) fundadas en
identidades puramente nominales, es decir, basadas en la mera recurrencia terminológica291.
Un concepto, para Koselleck, no tiene una identidad, no es una entidad fija que
sólo declinaría históricamente. No hay un núcleo esencial que se mantenga inalterado por
debajo de los cambios de sentido que se le imponen, y que el estudioso debería tratar de
descubrir (proyecto que esconde siempre impulsos prescriptivos sobre el pasado y conlleva
toda suerte de anacronismos). Lo que articula un concepto es, sostiene Koselleck, el
entretejido particular de experiencias históricas que se encuentran en él sedimentadas, el
cual se busca reconstruir. De este modo, todo concepto se desprende parcialmente del
término o idea dados, desplegando complejas y cambiantes configuraciones categoriales
que conforman redes semánticas (la palabra "Estado", por ejemplo, en tanto concepto,
integra y comprende, a su vez, un conjunto de nociones diversas, como las de dominio,
territorio, legislación, judicatura, administración, impuestos, etc.), lo que le confiere un
carácter inevitablemente plurívoco.
Tal plurivocidad sincrónica tiene, pues, fundamentos diacrónicos, es un emergente
de la malla de significados tejida a lo largo de su misma historia, indica una inevitable
asincronía semántica: en definitiva, en un concepto se encuentran depositados, como en
estratos geológicos, sentidos correspondientes a épocas y circunstancias de enunciación
diversas, los que se ponen en juego en cada uno de sus usos efectivos. Todo auténtico
concepto vuelve así sincrónico lo diacrónico. Esto es, justamente, lo que distingue y
confiere relevancia al lenguaje en tanto objeto cultural. En él se esconde una clave para
recomponer experiencias históricas pasadas sin cuya consideración todo análisis sería
inevitablemente deficiente. Para hallarla es necesario aprender a indagarlo. Koselleck nos
provee de herramientas fundamentales para hacerlo.
Bajo dicho enfoque, de aquí en adelante, repito, estudiaremos los discursos políticos de los
dos clérigos mexicanos, a fin de encontrar en la plurivocidad de los conceptos utilizados
por ellos, las filiaciones intelectuales que irían dando forma y contenido sólido al
liberalismo, el que a posteriori integraría nuestro Estado-Nación; buscaremos entonces
291 Koselleck, Reinhart (2007), Crítica y crisis. Un estudio sobre la patogénesis del mundo
burgués. Trotta, Madrid.
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distinguir el significado diacrónico de significantes claves, tales como libertad e igualdad,
que estaban presentes en el habla de aquellos sujetos, constituyéndolos como tales.
VI. 1. Clero, Liberalismo e Independencia Mexicana
San Marcos escribe que: Jesús, después de haber resucitado se les apareció en el Cenáculo y les
dijo: “Id por todas las naciones, enseñadlas y bautizadlas… y ellos los apóstoles, marcharon a predicar por
todas partes”. En ese mandato y en otro igualmente esencial “Amarás a tu prójimo” se encierra
la labor específica de la Iglesia, la cual se empezó a realizar en forma ejemplar en Nueva
España, desde el arribo de los primeros frailes. Realizar esa misión, fue empresa ardua,
fatigante y difícil por mil razones. La Nación se formó en medio de desfallecimientos y
equívocos, que la política estatal agravó cada día. Sin embargo el espíritu primero de
acrecentar la fe, elevar los espíritus y defender al hombre prevaleció, y se dieron ejemplos
de cómo con el latir de los tiempos, hubo hombres de iglesia que trataron de superar la
vida de sus fieles, agobiados por el trabajo, la explotación y la ignorancia.
Los curas de almas, los pastores del pueblo, distribuidos en la inmensidad
novohispana, entierras fragosas, y dejados a Dios y a su destino, prosiguieron recta o
torpemente su misión de salvación y auxilio de los hombres a su cuidado, y fueron padres
protectores y fermento de la masa del pueblo que cuidaban y por tanto corresponsables de
su destino. Esa unión en la pobreza y el desamparo, les hermanó por siempre, les hizo
inseparables.
Por otro lado, hubo también funcionarios de la iglesia que tampoco olvidaron su
misión. En vísperas de la emancipación, prelados como fray Antonio Alcalde, realizó obras
para los trabajadores de interés social extraordinario, y el obispo Ruiz Cabañas, en medio
de enorme esplendor, erigió instalaciones benéficas cuyos restos aún conmueven. En el
aspecto de la educación del pueblo e ilustración del clero, buscando su perfeccionamiento,
tenemos al obispo ilustrado Francisco Fabián y Fuero quien fomentó al igual que Palafox la
reforma de la enseñanza de la teología, como el acrecentamiento del humanismo y el saber
clásico. No hay que olvidar que José Pérez Calama, originario de la zona más misérrima de
España, de las Batuecas, fuel encargado del Seminario Humanístico que se estableció en
Puebla, y más tarde, siendo Deán de la Catedral de Valladolid, impulsó la reforma de la
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instrucción y convocó a varios concursos serios de la reforma al estudio de la filosofía y la
teología, en uno de los cuales resultó triunfante Miguel Hidalgo, por entonces colegial del
Colegio de San Nicolás.
La Compañía de Jesús en camino de reformación ilustrada había impulsado en sus
colegios una filosofía moderna de profundo sentido humanista. En los seminarios
diocesanos se empezaba a incrementar el estudio de la teología positiva que implicaba un
nuevo sentido cristológico, una profundización en el conocimiento escriturario, en la
historia de la Iglesia y una tendencia hacia la realización de una pastoral social más efectiva.
Los esfuerzos de fray Antonio de San Miguel para auxiliar y favorecer a las clases humildes
de su vasto obispado, encontraron enorme apoyo en el deán de su cabildo José Pérez
Calama quien en tiempos difíciles para Michoacán, apoyó la labor de la Sociedad de
Amigos del País, la cual beneficiaba a campesinos y artesanos, proporcionándoles normas
para elevar su nivel intelectual y moral. Esta labor resultó de gran utilidad, pues varios
párrocos se inspiraron en ella y se esforzaron por elevar la condición real de los pobres.
Como complemento a esta labor tenemos que referirnos a una obra ejemplar escrita por
Pérez Calama, su Política Cristiana que conlleva una serie de recomendaciones no sólo
espirituales sino materiales, prácticas, como la creación de telares, talleres de cerámica,
invernaderos para el cultivo de nuevas plantas. Fue en realidad la Política Cristiana, un
proyecto económico-social, técnico y político, destinado a proporcionar trabajo a los
pobres y ociosos, pero además sirvió para fomentar la industria y la educación popular,
“desterrar la ociosidad y mendiguez vagabunda”, causa y origen capital de todos los vicios.
El aumento de cultura del clero provinciano, le permitió conocer y estimar las ideas
jurídico-políticas que la ilustración promulgaba. Obras de teóricos del Estado, de juristas y
filósofos ilustrados, fueron conocidas por el clero novohispano. Pese a la censura estatal y
eclesiástica, las obras de Montesquieu, Rousseau, Diderot, Voltaire y otros publicistas
posteriores, penetraron en los dominios españoles e influyeron en el pensamiento de los
grupos directivos. En otras palabras, la Ilustración fue un proceso mental que llevaba en sí
su expansión cultural con la que buscó aclimatarse en otros lares del mundo.
Los curas de los obispados de México, Puebla, Michoacán y Jalisco, en donde
existían los colegios más sobresalientes, fueron los que mejor orientaron su pensamiento
hacia cambios ideológicos y políticos. Su contacto con las masas populares más amplias,
conscientes y necesitadas, les llevó a conocer sus problemas de subsistencia más graves, la
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limitación de su libertad, el mal trato que sufrían, el hambre y la injusticia que padecían y a
tratar ya no de remediarlos, sino por lo menos paliarlos con algún auxilio, una palabra de
consuelo. Estos curas fueron así al principio un paño de lágrimas, guías del espíritu. Más
tarde se convertirían en caudillos, en conductores de masas , las cuales ya no se
conformarían con pacientes consejos, sino que violentamente exigirían justicia, libertad, el
diario sustento, y cegados por la ira natural que se concentra en el hombre, la destrucción y
muerte de sus opresores. A uno de esos curas violentos, lo llamaron “El chicharronero”
por su crueldad. El mismo Hidalgo fue desbordado por la violencia del momento, lo cual le
hizo autorizar el sacrificio de numerosos vecinos peninsulares.
Entre los movimientos libertarios hispano-americanos el que presenta el mayor
liderazgo por parte de los eclesiásticos es el de México. La historia de la Iglesia está
íntimamente ligada a la historia del pueblo mexicano. Para bien o para mal siempre ha sido
así. Las ideologías políticas han querido olvidar ese hecho y señalar que la Iglesia ha sido
causa de todos nuestros males. Con la emancipación, la ruptura con España, la dominación
española de todos los males desapareció y quedó como cabeza de turco la Iglesia a la que se
culpó de haber establecido una unidad con el Estado, de la cual provenían todos nuestros
problemas sociales.
La presencia real e indubitable de numerosos eclesiásticos en nuestro movimiento
emancipador ha forzado a numerosos tratadistas a señalar la presencia y acción del clero en
ese movimiento y los ha llevado a formular nóminas, más o menos completas de los
miembros del clero que en ese movimiento participaron. Ejemplo de ellas, están las
formadas por Elías Amador y José Bravo Ugarte y algunas otras, más menguadas y poco
ciertas. Los historiógrafos de la insurgencia como Bustamante, Alamán, Mora y Zavala,
mencionan a los grandes caudillos, Hidalgo, Morelos y otros, pero aún a éstos les regatean
méritos. De otros, hay referencias a su acción militar, a sus éxitos, fracasos y cualidades.292
Las grandes biografías de clérigos insurgentes, surgen de un credo liberal y son
pocas y respetuosas. Se refieren las más a los hombres que estuvieron en el campo de la
guerra. Aún Bustamante, ensalza como militar a Morelos, aunque también muestra interés
por su faceta de estadista. Si el doctor de la Fuente se adentró en la vida de Hidalgo y de
Matamoros, no llegó a pintarlos en su integridad. Don Ezequiel Chávez, conocedor de
292 Para una completa mirada al devenir historiográfico sobre estos temas ver Allende, Santiago
(1998) Crucifijos, libros y espadas: el rol del clero en la insurgencia mexicana, Ediciones Alma
Mate, Buenos Aires.
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almas, recreó más su aspecto moral, su capacidad para ser directores de pueblos y el perfil
ético de su vida y obra. La historiografía marxista los vistió como líderes revolucionarios,
de caudillos de masas. Aspectos muy certeros vieron en Hidalgo y Morelos, tanto
Mancisidor, Lombardo Toledano y Agustín Cué Cánovas. Alfonso Teja Zabre, biografió,
inteligente y reciamente a Morelos.293
Sólo cuando las aguas de la política fueron serenándose, surgió el estudio intelectual
más acabado escrito sobre Hidalgo, por Gabriel Méndez Plancarte. Hidalgo, Reformador
intelectual, marca un hito en las biografías sobre el Cura de Dolores. El libro de Agustín
Churruca en torno a Morelos es también Excepcional. Las historias de México,
totalizadoras, ofrecen aciertos ideológicos como es el caso del Proceso ideológico de la
Independencia de Luis Villoro y el trabajo que consagró al ideario de Hidalgo, Alfonso García
Ruiz.294
Resulta curioso que hace más de un siglo, los constituyentes mexicanos que
elaboraban la Constitución liberal de 1824, como Miguel Ramos Arizpe, fray Servando
Teresa de Mier y Miguel Guridi y Alcocer, entre otros más, hayan pensado que era
adecuado recordar y honrar a los eclesiásticos participantes en el movimiento insurgente.
Así en una de las sesiones del Congreso, celebrada en los inicios de julio de 1824, nos
informa El Sol del 5 de julio, se trató del tema del reconocimiento que se debía a los
clérigos insurgentes: “abanderados del pueblo y de pequeñas o lejanas comunidades. Fue el bajo clero –
afirmaron- quien más enterado estaba de las condiciones del campesinado, y por ello no dejó de luchar, así
en la Insurgencia, como más tarde Hidalgo, Morelos y Matamoros”. Hubo otros cuyo nombre se
perdió en el transcurso de los años, pero que algunos constituyentes recordaron en la
sesión del 3 de julio, al discutirse el dictamen de la Comisión de Premios, sobre los que se
debía conceder a los eclesiásticos que sirvieron militarmente a la Patria en los once años de
insurgencia. Aunque el dictamen regresó a la Comisión, no deja de llamar la atención las
ideas que se manifestaron. Carlos María de Bustamante dijo que algunos de ellos estaban
reducidos a la miseria, Mier explicó ampliamente la obligación que tenían los eclesiásticos
de servir a la Patria con las armas y sostuvo la justicia de premiar a los que habían servido a
la nuestra de este modo. El diputado Morales, elogió los buenos servicios de los
eclesiásticos militantes de la Revolución, y dijo que “sería la mayor ingratitud olvidarse de unos
293 Ibídem.
294 Villoro, Luis, (1967), Proceso ideológico de la Independencia, UNAM, México. García Ruiz,
Alfonso, (1992), Ideario de Hidalgo, Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, México.
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hombres que dieron ejemplos tan costosos y eficaces de amor a la Patria, cuando le hacían traición o la veían
con indiferencia otros individuos que estaban más obligados a procurar su libertad”.295
Desde aquellos lejanos años el recuerdo del clero insurgente aún estaba vivo.
Desconocemos si el interés del Congreso de 1824 tuvo alguna resonancia. Muchas décadas
más tarde sólo lo recordarían algunos historiadores. Hoy es de justicia, rememorarlos y
ocuparnos detalladamente de ellos.
Según los objetivos específicos de este trabajo, es necesario volver sobre lo actuado
por estos eclesiásticos en materia legislativa, a fin de ordenar y jerarquizar los aportes que
estos hicieron en la conformación del liberalismo mexicano. Al margen de la actuación del
otro clero dentro la revolución misma –es decir, de aquellos que actuaron con las armas en
la mano-, nosotros formularemos un examen que apunte a valorar lo actuado por ellos
desde una óptica hermenéutica que matice y calibre sus aportes políticos y jurídico-legales.
Ahora bien, con el elemento ya planteado de su formación intelectual ilustrada y de
sus intenciones de reformar la realidad hispanoamericana, atenderemos ahora a las
biografías particulares de los eclesiásticos en cuestión, a fin de obtener una visión general
que nos permita apreciar la dirección que tomó su devenir histórico.
Nacido en el Valle de San Nicolás de la Capellanía el 15 de febrero de 1775, Miguel
Ramos Arizpe comenzó su formación en el Seminario de Monterrey, donde se ordenó
como sacerdote en el año 1803. Continuó sus estudios en la Real Universidad de
Guadalajara, institución en la que doctoró en filosofía, cánones y leyes en 1808. Luego,
ejerció la docencia en el Seminario de Monterrey, donde impartió las cátedras de derecho
canónico y civil.
Para documentar este punto, citaremos la biografía del cura mexicano Oscar Flores
Tapia296, a fin de obtener de entre sus líneas algunos trazos que nos permitan seguir
reconstruyendo la trayectoria del párroco. Así, cuando en 1808 es concursado como cura
obteniendo el primer lugar. Al respecto, Flores Tapia resalta cómo sus inclinaciones
políticas no tardarían en encontrarle enemigos: “…Cuando el mismo Ramos Arizpe esperaba se le
295 Actas Constitucionales Mexicanas (1821-1824), T. III, Vol. II. pp. 141-149.
296 Flores Tapia, Oscar, Migual Ramos Arizpe, Cuadernos de Lectura Popular, México D.F., 1969.
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asignara un curato de alguna importancia, el odio que por nuestro ilustre paisano sentía Marín de Porras,
determinó que se le enviara a Real de Borbón, insignificante aldehuela en la provincia de Nueva Santander
(…) En Real del Borbón, Ramos Arizpe volvió a desarrollar una paciente actividad educadora.
Compartió la enseñanza escolar con la del cultivo de las tierras y la atención de su parroquia. En la
soledad de su curato, mientras estudiaba constantemente todo lo que se refería a su carrera profesional,
meditaba sobre la situación política, social y económica de la Nueva España y en las injusticias que
recibían las clases humildes por parte de los soberbios, como bien lo sabía Ramos Arizpe, vejado
constantemente por el odioso Obispo de Linares Marín de Porras…”297
Así, obtendría justicia en septiembre de 1808, cuando “…Ramos Arizpe participó en
una nueva oposición para ocupar la vacante de doctoral, en la Catedral de Monterrey; y como de costumbre
venció rotundamente. El jurado que examinó a los concurrentes no sólo le concedió el primer lugar del
concurso, sino que aún hizo el elogio de sus prendas culturales y le otorgó menciones honoríficas. Sin
embargo, una vez más tropezó Ramos Arizpe con el poder del rencoroso Obispo de Linares…”298 por lo
que no pudo acceder al puesto y debió volver a su curato. De regreso, Arizpe continuó con
sus estudios en jurisprudencia, consiguiendo doctorarse en leyes en agosto de 1810, con
particular mención de los sinodales del Colegio de Abogados de México.
Más tarde, conocida la convocatoria de la Junta Central de Sevilla en las provincias
internas de Oriente, el ayuntamiento de Saltillo, con las facultades que la convocatoria
respectiva otorgaba a todos los ayuntamientos para hacer la designación de diputados,
acordó nombrar para ese cargo al Lic. Ramos Arizpe, por entonces Cura de Borbón, como
representante de Coahuila en las Cortes de Cádiz.
Siguiendo a Flores Tapia, leamos: “…El nombramiento de Ramos Arizpe como diputado,
no sólo lo sustraería de la férula tiránica del Obispo Marín de Porras, cuyos odios por nuestro paisano cada
día se producían más, sino que le daba la oportunidad que tanto había anhelado: servir a la Patria…”299
Así, el ayuntamiento de Saltillo le otorgó una serie de instrucciones al elegido
diputado. En el primer punto del instructivo se manifiesta que deberá hablar primeramente
acerca de los males que sufre la provincia y de los medio que fueran necesarios para
remediarlos, particularmente aquellos provenientes de la inexistente división de mandos; en
segundo lugar, el ayuntamiento recomienda que se autorice al Gobernador para que con la
297 Ibídem, p. 19.
298 Ibídem, p. 20.
299 Ibídem, p. 26.
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anuencia de los vecinos de cada lugar, establezca sobre el comercio una moderada pensión
para el pago de Delegados y Ministros de Justicia, lo que evitaría los perjuicios que se
causan al público, “…bien porque los funcionarios se ocupan de cosas ajenas a su ministerio, o porque
admiten regalos para crear sobornos como nos señala la experiencia…”300. El tercer punto instruye al
diputado para pedir que en muchos lugares de la Provincia, se establezcan villas o pueblos,
llevando gente de otros lugares, y habilitándose su moderada subsistencia durante el primer
año, “…este sería –dice el ayuntamiento- el medio más a propósito para defender la tierra de los
enemigos que la infestan, y de destinar la mucha gente vaga que anda en los lugares poblados sin oficio y sin
ocupación…”301. La idea central de esta instrucción del Ayuntamiento de Saltillo a su
diputado, tendía a incrementar la agricultura, el florecimiento del comercio y el
aprovechamiento de grandes extensiones de tierra. En el cuarto y último punto, el
Ayuntamiento pide se atienda a la reparación de los caminos de la Provincia, que se
encontraban abandonados; considera así que tal obra beneficiaría al comercio y a la
agricultura. Se observará más adelante cómo estas intenciones serán mantenidas como
parte del plan de acción de Ramos Arizpe a lo largo de su obra.
Admitido en las Cortes como diputado por Coahuila, de las Provincias Internas de
Oriente de la Nueva España, en marzo de 1811, Miguel Ramos Arizpe no tardaría en
destacar por su “…excepcional talento, su carácter tesonero e indomable, su vida sencilla y austera, la
pasión con que se refería a los problemas americanos y su conexión con el elemento liberal español…”302,
sobresaliendo entre los demás diputados mexicanos, acostumbrados a una buena y regalada
vida que los hacía preferir seguir disfrutando en España antes que atender los negocios que
sus representantes les habían conferido.
Como se verá en un apartado siguiente, la actuación de Ramos Arizpe en las Cortes
fue extraordinaria. Cumplió con su deber exigiendo para todas las Provincias de América,
lo que la Villa de Saltillo consideraba como fundamental para su desarrollo y
engrandecimiento, y cuando se trató de otros problemas que afectaban a la dignidad y a los
derechos del hombre, el criterio amplio y liberal de Ramos Arizpe se manifestó
apasionadamente.
Vuelto Fernando VII al trono, en abril de 1814, intentó rápidamente acabar con la
Constitución de Cádiz, por lo que no tardó en acudir al soborno y a la corrupción. Ante la
300 Ibídem, p. 29.
301 Ibídem, p. 29.
302 Ibídem, p. 35.
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negación rotunda de Ramos Arizpe de entrar en componendas y habiéndose opuesto en
forma enérgica a los diputados que exigían el restablecimiento del poder absoluto par el
Rey, privadamente se le conminó a aceptar la realidad o a afrontar las consecuencias.
Acusado así de ser el director intelectual de las insurrecciones de los pueblos americanos,
de tener ligas con países enemigos y de que era, en una palabra, el centro de todas las
actividades contra la monarquía española, su respuesta fue certera: “…Yo no he salido de mi
tierra a mendigar favores del despotismo; la misión que me confió el pueblo de Coahuila es de honor, no de
granjería…”303. Así, Ramos Arizpe selló su suerte, y en mayo de 1814 era encarcelado,
encierro que duró hasta enero de 1820, cuando la revolución del Gral. Riego restableció la
Constitución de 1812.
Ya en Madrid, su vuelta a las Cortes fue triunfal: había ganado mucho prestigio por
preferir la prisión antes que doblegarse ante el despotismo. Se convertía así en un líder
indiscutible del Congreso, y desde su lugar abogaría por que el gobierno español no se
adelantara a los justos deseos de los pueblos americanos de lograr la independencia política.
Ramos Arizpe se había convertido en un personaje de la política. Miembro de la
masonería, encontró allí un campo propicio para luchar por la libertad de México y
América. Está así comprobado que fue en el interior de las logias donde fraguó los planes
de independencia política, “…al lograr se designara a su compañero de logia D. Juan O’Donojú,
Virrey de México. O’Donojú vino a nuestra patria con instrucciones precisas, terminantes, de consumar la
independencia…”304.
Consumada la independencia, Ramos Arizpe nada tenía ya por hacer en España.
Como diputado, había cumplido con la encomienda de los saltillenses; como patriota, había
luchado con honor hasta lograr ver libre a su patria; como hombre amante de la libertad,
había arrostrado prisiones y ofensas. Once años después de haber salido de México, su
dignidad de hombre estaba incólume y su patria independiente.
Si bien llegó tarde al primer Congreso Constituyente (las elecciones había sido ya
realizadas), no cesó en su trabajo en contra del absolutismo en México: comenzó así
recorrer los pueblos de la provincia, haciendo campaña en contra de Iturbide. De esta
forma, al deponer junto a doscientos campesinos al Comandante General de las Provincias
Internas Gral. Gaspar Antonio López, y al suceder los acontecimientos que llevaron a
303 Ibídem, p. 47.
304 Ibídem, p. 50.
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Iturbide del Imperio al destierro, Ramos Arizpe fue contado entre los nuevos diputados
que concurrirían al Segundo Congreso Constituyente.
Allí, su papel fue fundamental: “…’Ramos Arizpe hizo en pocos artículos –dijo el lic.
Emilio Rabasa en 1924 al conmemorarse el centenario de la Carta de 24- el esbozo de una constitución
completa, que contiene todos los elementos fundamentales del Régimen de un pueblo’ y más adelante agrega:
‘En cuanto a que la obra de Ramos Arizpe fue trascendental, basta decir que casi todos los artículos fueron
incluidos en la Constitución que el Congreso no sólo aprobó, sino que adoptó como parte integrante de su
obra plena, a la cual acompaño en todas sus vicisitudes, pues siempre rigió con ella; y la constitución de
1857, que ha dominado la parte más importante de nuestra historia, tomó de ella, al copiarse la
Constitución de Octubre, no sólo principio, no sólo frases, sino disposiciones enteras que han pasado por
último a la Constitución que hoy nos rige’…”305; en uno de los apartados finales, analizaremos la
participación de Ramos Arizpe en este congreso.
Luego, bajo el gobierno del presidente Guadalupe Victoria, de 1824 a 1829 fue
ministro de Justicia, cargo que volvió a ocupar bajo la presidencia de Manuel Gómez
Pedraza, entre los años 1832 y 1833. En 1842 fue diputado a las Cortes Constituyentes por
Puebla, y miembro de la junta que surgió de las Bases de Tacubaya. Finalmente, a la edad
de 68 años, el Padre del Federalismo (sobrenombre ganado por la defensa que sostuvo del
federalismo) ya enfermo de gangrena seca, encontraría la muerte en Puebla, el 28 de abril
de 1843.
Por su parte, nacido el 26 de diciembre de 1763 en San Felipe Ixtacuixtla, Tlaxcala,
en el seno de una familia muy pobre, Miguel Guridi y Alcocer estudió en el Seminario
Palafoxiano de la ciudad de Puebla y en el de Todos los Santos. Al respecto, recordaría en
su famosa autobiografía:
“Mi padre había resuelto dedicarme á la carrera de las letras, para lo que me encontraba
inclinación, pero diversos contratiempos lo habían traido á pobreza, quando yo cumpli diez años.
Careciendo pues, de proporciones para fomentarme en un Colegio y mirándome ya en una edad que juzgaba
á propósito para comenzar los estudios, se presentó al Obispo de Puebla, que lo era entónces el Illmo. Sor.
305 Ibídem, pp. 54-55.
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Dn. Victoriano López González, pidiéndole un lugar para mi en el Seminario Palafoxiano de aquella
ciudad, acreditado ya desde entónces por los muchos varones ilustres que ha producido”306
Cuando terminó su bachillerato tenía 19 años y como no tenía la suficiente edad
para ordenarse como párroco, pidió permiso al director para pasar al Real Colegio de
Abogados y estudiar leyes: en poco tiempo ya era doctor en derecho eclesiástico,
doctorándose en teología en 1791, y en cánones en 1801. Asimismo, realizó estudios en
gramática, filosofía, realizó traducciones y se desempeñó como agrimensor.
Luego, fue el momento de elegir el camino eclesiástico:
“Llevado de mi inclinación á la Iglesia, y desprendido ya de las amarras que me detenían para
entrar en ella, emprendí un maduro exámen sobre la elección de estado. Me resolvieron por el eclesiástico,
entre otras, dos reflexiones; la una la guerra y cuidados de los hijos, de que había tenido una muestra en mis
hermanos, y la principal, que sólo quando pensaba en el Mundo y sus placeres, me agradaba el
matrimonio, y aquél quando me acordaba de mi salvación y las cosas eternas”307
Ya ordenado como sacerdote, fue asignado en diversos lugares cercanos a la capital
del virreinato como Acajete y Tacubaya, para más tarde funcionar como cura en la iglesia
de El Sagrario Metropolitano. También fue promotor fiscal y defensor del juzgado de
testamentos en la curia de Puebla, y provisor y vicario general en la de México. En la
Catedral fue canónigo lectoral.
Hasta aquí -1802- llegan las noticias consignadas en la autobiografía de Guridi y
Alcocer; contaba treinta y nueve años de edad y todavía no era un viejo salido de su “efera
de hombre” y convertido –según su pintoresca expresión- “en murciélago”.308
Alrededor de 1810, cuando tenía 47 años, viajó a España como diputado por su
provincia de Tlaxcala, que en mucho había contribuido en conquista española, llegando a
ocupar la presidencia de las Cortes de Cádiz el 24 de mayo de 1812: los importantes aportes
que allí realizó serán tratados oportunamente. Al respecto, en su citada autobiografía, en la
sección “Méritos y ejercicios literarios del D. José Miguel Guridi y Alcozer” a cargo de D.
Luis González Obregon, se señala:
306 Guridi y Alcocer, M., Apuntes de la vida de D. Jose Miguel Guridi y Alcocer, Mejico, Moderna
Librería Religiosa de José L. Vallejo, 1903. p. 14
307 Ibídem, p. 33.
308 Ibídem, p. 84.
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“En 1810 la provincia de Tlaxcala lo nombró su diputado para las Córtes generales y
extraordinarias, por lo que pasó inmediatamente á España, llevando en su Illmo. Prelado un atestado el
más expresivo y honorífico, en cuya virtud á su tránsito por el obispado de Puebla, y en su mansión en el de
Cádiz, obtuvo licencias generales para celebrar predicar y confesar hombres, mugeres y religiosas aun
recoletas, con facultad para absolver e los casos reservados, y habilitar para petición el débito conyugal.
Obtuvo igualmente por el supremo consejo de Inquisición licencia para tener y leer libros prohibidos”309
A su vuelta, participó activamente en la confección de la Constitución Mexicana: en
1820, cuando se vivía lo más intenso de la guerra de Independencia, en la ciudad de México
fue diputado provincial por Tlaxcala y miembro de la Suprema Junta Provisional
Gubernamental que se estableció luego de que el Ejército de las Tres Garantías hicieran su
entrada triunfante a la ciudad de México., Junta que presidió en 1821. Luchó porque se
respetaran las libertades en la Nueva España. Por su influencia, algunos criollos tlaxcaltecas
se asociaron a “Los Guadalupes”, organización que uniría criollos e insurgentes. Influyó
asimismo para que el licenciado Cornelio Ortiz de Zárate ingresara a la insurgencia y
participara en el Congreso de Apatzingán, representando a Tlaxcala.
Cuando entró el ejército Trigarante a la capital de México y se consumó la
Independencia, pronunció en la catedral un elocuente discurso. Después participó en el
grupo de mexicanos que firmaron el Acta de Independencia -documento histórico que
establecía que México ya no dependería de España ni de ninguna otra nación- y representó
a Tlaxcala en el Congreso Constituyente de 1822, del cual fue presidente. Guridi y Alcocer
firmó la primera Constitución Federal de la República Mexicana en el mes de octubre de
1824: el texto base que presentó y que sirvió como modelo de la Constitución firmada, será
analizado más adelante. En estas jornadas luchó con absoluta entrega por elevar la
provincia de Tlaxcala a la categoría de estado federal.
Así, cuando en 1823 se declaró a Tlaxcala provincia de México, se elaboró el primer
proyecto de Constitución en México realizado por el Congreso Mexicano, bajo la
presidencia del tlaxcalteca doctor Miguel Guridi y Alcocer, triunfando entonces la corriente
política federalista: fue así que el 4 de octubre de 1824, el Acta Constitutiva de la nación
Mexicana cambió la antigua división de México en provincias y dio vida al federalismo,
marcando el ámbito de la autoridad federal y el de los estados. Gracias a sus gestiones, el 24
de noviembre de 1824 Tlaxcala fue declarada territorio federal, situación pendiente en la
309 Ibídem, p. 171.
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Constitución de 1824: triunfaba así sobre la corriente anexionista, que pretendía que
Tlaxcala fuera integrada al estado de Puebla.
Destacan entre sus obras Arte de la Lengua Latina y Poesía Lírica y Dramática. Como
dato curioso, puede mencionarse que al provenir de una familia muy pobre de Ixtacuixtla,
aprendió la magia de la baraja, volviéndose un maestro en esta práctica, al grado que la
convirtió en una forma de vivir: pero más allá de ser una simple adicción, lo hizo para
mantener a su familia, de la que nunca dejó de ocuparse; con todo, en su autobiografía no
deja de mencionar cuánto luchaba contra esta tendencia compulsiva.
Abogado, clérigo, agrimensor, espía (al servicio del grupo Los Guadalupes),
productor vitivinícola, poeta, prestamista altruista, litigante, gramático, traductor, intelectual
y diputado liberal, Miguel Guridi y Alcocer tuvo cuatro novias siendo seminarista y luego ya
ordenado sacerdote, falleció en el año 1828 de demencia senil, a los 65 años, en la Ciudad
de México. Sus restos mortales se encuentran en la Catedral de México.
Hemos, pues, así configurado los principales elementos de las biografías de estos
hombres canónicos del liberalismo mexicano. Y siguiendo el hilo central de nuestra
hipótesis, también han sido insertados los componentes sustantivos que después darían
base a sus postulados jurídicos y políticos, expresados tanto en uno como en otro
continente. Dicho con otras palabras, nos hemos abocado a la reconstrucción del contexto
intelectual en el que se vieron inmersos cada uno de ellos y a la reformulación rigurosa de
su especificidad discursiva en tanto base constitutiva del liberalismo mexicano, presentes en
su debate parlamentario.
A continuación, estudiaremos la médula conceptual de sus aportes en las Cortes de
Cádiz, buscando calibrar la lectura que estos clérigos hacían de las cuestiones torales que
ahí se debatían y que a la postre conformaría la raíz primigenia del liberalismo mexicano;
pasaremos luego entonces a evaluar la actuación de estos hombres en el proceso
emancipador mexicano, particularmente en la confección de las Constituciones que dieron
forma al Estado federal en nuestro país, buscando atender en estas Constituciones el papel
de estos diputados provinciales, militantes pragmáticos del liberalismo gaditano. Con los
que, al fin y al cabo, nuestros protagonistas descubrieron y se construyeron sus ideologías
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patrióticas, primero viviendo los avatares de los procesos políticos y luego buscando una
manera de pensarlos in situ de la producción legislativa nacional y frente a las ideas
opuestas de conservadores, reaccionarios, anticonstitucionalistas y pro monárquicos
conservadores.
Antes nos parece viable anotar que en México hay una diferencia notable entre el
discurso histórico de la época prehispánica y el del virreinato: en el primero, el gobernante
define que cosas recuperar del pasado y mantiene un control casi absoluto sobre su
interpretación; en el segundo, hay múltiples modos de recoger, interpretar y difundir el
pasado. Frente al discurso único que en el México antiguo produce el gobernante, en el
virreinato se da una multiplicación de la memoria histórica y una interpretación variada y
divergente del pasado. En dicha coyuntura, el movimiento insurgente armado y el grupo
liberal constitucionalista son los que van a fracturar y romper con la condición monolítica
de ambos discursos: el tradicional y el autoritario al yuxtaponer y correlacionar conceptos
claves en sus discursos como libertad, igualdad, ciudadanía, federalismo, derechos,
constitución, elección, nación, etc, que antes no existían en el inconsciente colectivo ni en
el imaginario político. Lo que también explica que en este combate entre diferentes
memorias del pasado e intereses del presente, sólo el grupo criollo intentó crear una
memoria común del territorio que compartía con otras etnias, y fue el único que se propuso
hacer suyas las memorias y tradiciones históricas de los otros pobladores, bajo una base
legal de igualdad, de derechos, de deberes y méritos.
A la vigencia de estos valores ciudadanos aspiraba en el fondo la retórica
instrumental de Guridi y Alcocer y Ramos Arizpe, filtrados también como categorías
epistemológicas en sus conceptos políticos de soberanía, libertad de prensa y opinión,
ciudadanía, responsabilidad, nación y federación, lo que se podrá apreciar mejor por medio
del manejo de una heurística distintiva, aplicada para cada caso y para cada momento de su
agenda parlamentaria que gira sobre un solo eje capital: la emergente e irreversible
ciudadanización política de cada habitante de América, debatida hasta con los dientes en el
foro europeo más importante de la historia, en el siglo XIX : Cádiz.
Tampoco aquí habría que olvidar que la presencia de diferentes concepciones del
desarrollo histórico y la continua colisión entre memorias opuestas favorecieron la
aparición de discursos híbridos entre los nuevos grupos sociales. La dificultad para
reconocer el discurso histórico de los descendientes de la antigua nobleza indígena, de los
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nuevos pueblos de indios o del grupo criollo quizá se explique porque son discursos que
provienen de realidades sociales híbridas, de una mezcla de distintas tradiciones culturales,
o porque son discursos que revelan proyectos históricos ajenos a las raíces étnicas y
culturales que les dieron origen. En esta dirección teórica se puede apuntar que en términos
comparativos, el discurso liberal- también híbrido- de Guridi y Alcocer y Ramos Arizpe, es
totalmente novedoso y más abierto porque proviene- en parte- de otra cultura-la europea-,
de autores ilustrados y de otros libros que se encuentran más a tiempo con los cambios
dinámicos del mundo. Lo que quiero decir es que su reforma lingüística-en el debate, pues-
implicó una movilización de conceptos y desplazamiento de ideas hasta ese momento
totalmente inéditos, primeramente; en segundo lugar, esa misma reforma simbólica
conduce a una subversión del orden político y religioso antes aceptado, y finalmente a la
definición y concepción de un proyecto constitucionalista propio. En este sentido, la
disputa por la primacía de los discursos políticos en boga, en el siglo XVIII y XIX, tendrá
un nuevo sujeto histórico y otro anhelo político plantados en el centro del escenario social:
los del parlamentario de origen criollo, el clérigo intelectual, el diputado internacional, pero
sobre todo el de una Carta Magna que faculte, ordene y regule la política estatal con
relación a los ciudadanos, todo ello, gracias a la visión y la lucha incansable de José Miguel
Guridi y Alcocer y Miguel Ramos Arizpe. Y es que ningún documento escrito-por extrema
que sea su modestia- puede ser visto como un monolito verbal en el cual opera una única
intención semántica y un solo propósito comunicativo; resalto entonces que en todo proceso
discursivo se actualizan y se entrelazan diferentes paradigmas o sistemas semióticos y culturales que se hace
indispensable volver a pulsar y descifrar contemporáneamente, y es precisamente la predominancia de algunos
de ellos sobre los restantes, lo que permite al doctorando postular el enfoque genérico o escuela hermenéutica
al que pueda adscribirse un texto determinado y examinarlo en consecuencia, como en el presente caso, en
virtud de la suma importancia histórica que guarda todavía el discurso liberal de Guridi y Alcocer y Ramos
Arizpe, puesto que éste resulta a todas luces de naturaleza fundacional en el devenir y en la estructura
constitucionalista de la nación mexicana.
Y esta secularización del pensamiento analítico es una de las manifestaciones más
notables del cambio operado en la mentalidad de los criollos y los grupos dirigentes
después del cónclave gaditano de 1810 y del congreso constituyente de 1822-1824. La
secularización del gobierno que iniciaron los Borbones al separar los intereses del Estado
de los de la Iglesia fue llevada a su nivel más alto por la ideología de la Ilustración, que fue lo
que comprendieron muy bien Guridi y Alcocer y Ramos Arizpe, llevándola, en el corto
plazo, a la práctica social. Pues a fines del siglo XVIII hay una progresiva secularización del
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orden social y político, de la educación, las ciencias, las artes y las costumbres. Si en la
primera mitad del siglo los funcionarios de la Inquisición estaban obsesivamente atareados
en perseguir ideas filosóficas heréticas o contrarias a la ortodoxia religiosa, en los últimos
veinte años del siglo se enfrentaron a una sorpresiva secularización y politización de las
actitudes de los novohispanos. En esos años los libros que confisca la alarmada Inquisición
son las obras de Rosseau, Diderot, Voltaire, Montesquieu, D’Alembert y otros divulgadores
de los principios libertarios de la Revolución francesa.
Este cambio en el hábito y la tipología de las lecturas fue seguido por un cambio en
los lectores: éstos ya no son sólo eclesiásticos y criollos ilustrados, sino funcionarios
pequeños y medios, clero alto y bajo, miembros del ejército y un crecido número de
individuos de los sectores medios de la población urbana. Los consternados inquisidores
señalan que estos nuevos lectores habían sido inoculados por los “pretendidos espíritus
fuertes, que bajo el nombre de los filósofos modernos y con la realidad de Atheos, de
Deístas, de Materialistas, de Impíos y de Libertinos, atacan la religión y el Estado en
nuestro siglo”. Bajo nuestro régimen interpretativo, se puede afirmar que la lectura
propiamente dicha como actividad esclarecedora en Guridi y Alcocer y Ramos Arizpe,
además de proporcionarles las bases de una formación integral, tipo renacentista, opera en
ellos como conciencia crítica de la realidad y sus manifestaciones históricas, ideológicas,
culturales y políticas, y, finalmente de las condiciones materiales de la sociedad
novohispana, a partir de su conocimiento de la filosofía y la política clásica de Grecia(
Aristóteles, en especial), su formación escolástica( Santo Tomás de Aquino) y la Ilustración
europea. Ambos poseen, un sólido soporte de conceptos e ideas, combinado de varias
vertientes culturales, lenguajes y representaciones de la realidad universal. Toda la armazón
fundamental que es previa a la argumentación dialéctica: concepto, término, proposición y
juicio, etc. La teoría del verbo y de la oración, tanto la categórica como la hipotética; y
ambos diputados liberales años antes, por medio de su formación teológica se ocupan de
estructurar sermones, discursos, homilías, que son géneros de conversión enunciadora,
equivalencia y modalidad de las proposiciones. Son cabales hermeneutas de la Biblia y
otros textos sagrados. Tratan en su escritura con las caras dialécticas de las operaciones
del saber, como la definición, la división y la descripción. Estudian causas y efectos de la
gramática, es decir, fenómenos y leyes de la materia verbal, conocen a fondo tratados de la
argumentación sofística y manejan compendios de las reglas dialécticas y estilísticas, en
resumen, son expertos lectores, sinodales y catedráticos en codificar oraciones, predicados
y frases de todo tipo de acuerdo al conocimiento y enseñanza de su época. A la vez que
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fueron neoescolásticos también fueron humanistas avanzados que poseían conocimientos
científicos y técnicos, y quizá sea por esta transición que se da entre una época y una edad
cultural diferentes, que ellos propugnaron por un lenguaje más escogido y de formas más
flexibles, que los alejó con el tiempo de la metafísica teológica para tensar el contenido y la
forma de su lenguaje político en tanto defensores de los derechos y deberes del americano
del siglo XVIII. Fueron de los primeros clérigos de ésta centuria, en cierto modo, en sentir
y percibir el trasplante cultural de la Ilustración europea en México, la superación de la época
medieval, en una operación de transculturación que en ellos abriría nuevos caminos a las
ideas y las expresiones verbales y conceptuales, referenciales y de sentido. A una visión
diferente del mundo, para cual tenían la formación intelectual y espiritual más rigurosas y
solventes, con la que se dirigieron con rumbo hacia un nuevo modo de vida histórica,
conquistado por medio del debate y la discusión, aprobación o rechazo de leyes, decretos,
añadidos, a favor de los ciudadanos españoles, mexicanos y latinoamericanos.
Resaltemos entonces que su inusitada pasión por los libros franceses y españoles
que tanto los “precipitaba” en el abismo de un ideario político subversivo que invade los
reductos más tradicionales. Esa invasión de las ideas políticas revolucionarias que, como se
sabe, acabó por destruir el dominio ideológico que detentaban la monarquía y la iglesia a
través de sus discursos religiosos-sea cual fuere su especialidad- y su inicial ambigüedad,
que se plegaba a una sola interpretación ortodoxa y autoritaria, que termina convirtiéndose
en un inquebrantable código de conducta y pensamiento para sus fieles seguidores. El
discurso religioso es la técnica apta para pregonar las “verdades” evangélicas; porque, en
efecto, no es el estricto seguimiento de ciertos preceptos retóricos lo que determina la
entidad orgánica de tal o cual discurso, sino- como decía Luis Vives a sus discípulos de
entonces- la sabia “adaptación de las palabras y las ideas a cada fin”. De tal suerte que es
posible argumentar que la paradoja también formó parte del discurso de ambos diputados
mexicanos. Esta figura retórica singular con la que atacaron y desactivaron el aparato
aporético de los representantes de la monarquía y de los jerarcas de la iglesia, el sistema de
freno ideológico que disminuía o intentaba bloquear tanto el espíritu crítico como la carga
semántica- el sentido y su tránsito- de sus discursos políticos de clérigos en rebelión. Lo
explico de otro modo: siendo religiosos y escritores al servicio de la iglesia en primera
instancia, en su papel de diputados liberales es claro que no tuvieron más alternativa que
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irse en contra de la producción discursiva de carácter exegético, celebra torio e
instrumental.
No se debe olvidar que esto no fue nunca tarea fácil, pues al igual que en la
metrópoli, en las colonias americanas la literatura homilética, hagiográfica y doctrinal
acaparó la producción discursiva e impresa de los siglos XVII y XVIII, en cercana
competencia con la secularización de las ideas y los escritos que ya se perfilaba en el espacio
histórico de esas épocas. Por lo tanto, según se puede apreciar, los discursos políticos de
Guridi y Alcocer y Ramos Arizpe incitan a la búsqueda y a la construcción de nuevos
espacios de significación y de lectura casi laica en contra del discurso ficcional o de
realidad figurada que son verdaderos estatutos de interpretación de la realidad impuestos
por los religiosos, construidos de conformidad con los métodos del pensamiento analógico
y de la expresión metafórica de sus “realidades” originarias, desprendidas de la mitología
bíblica, es decir, producida por su mimesis o representación simbólica. Guardándose y
precaviéndose de mostrar en sus discursos la realidad real de la sociedad novohispana. Sin
embargo, de sus propias filas iban a surgir quienes irían, con sus discursos en la mano, en
contra de toda esta apología artificial y metafísica de la realidad mundana, me refiero, desde
luego, a nuestros dos actores políticos estudiados. Porque en cierta forma, ni Guridi y
Alcocer ni Ramos Arizpe padecieron o supieron de una crisis de fe religiosa personal, lo
que supieron fue más bien del hecho incuestionable de una crisis de la realidad histórica y
política registrada durante el virreinato, de la que ambos formaban parte como miembros
del clero más marginado y pobre del que se tenga memoria.
VI. 2. La participación latinoamericana en la Constitución de 1812
En este apartado formularemos algunas consideraciones claves sobre la
participación de los diputados americanos en las cortes de Cádiz, que se vieron abocados a
la tarea de confeccionar la primer Constitución liberal. En dicho sentido, creemos necesario
añadir algunos elementos contextuales, previos al análisis de los discursos jurídico-
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políticos, con el propósito de que éstos puedan ser ubicados dentro de una estructura
social que al contenerlos al mismo tiempo los signifique.
Para el momento en que se sancionó la Constitución el 19 de marzo de 1812, ya
había hecho eclosión la crisis del mundo hispánico. Las provincias ultramarinas habían
iniciado el proceso que las transformaría en repúblicas soberanas. El conflicto era bien
conocido en la Península, seguido paso a paso por canales oficiales y extraoficiales.
Hacia 1812 se presentaban en la América Española tres situaciones distintas desde
el punto de vista territorial, las cuales respondían a la lógica propia de cada región. Había
territorios que permanecían pacíficamente en poder de España o que habían sido
sometidos después de sublevados (Lima, México, Cuba, Centroamérica, Venezuela);
territorios en guerra, con alternancia de triunfos y derrotas por ambas partes (Quito, Alto
Perú, Salta del Tucumán, Banda Oriental), y territorios con aspiraciones de autogobierno
dominados por juntas patrias (Buenos Aires, Nueva Granada, Chile). La relación entre las
poblaciones respectivas y la Constitución estuvo, naturalmente, condicionada por esa
variable política.
Asimismo, la dirigencia americana más activa vivía en tensión entre el rechazo a la
invasión napoleónica, devenido en proyecto de independencia por no reconocer a las
autoridades instaladas en España sin su concurso, y la comunidad de ideas que la unía al
liberalismo español, predominante en Cádiz. Este estado de ánimo se tradujo en el rechazo
a la legislación gaditana, sin perjuicio de admitir muchos de sus principios, y aun de la
aplicación de éstos, debido a la existencia entonces de “un modelo español de cultura y de
pensamiento político”310, compartido a ambos lados del Océano.
Continuando, señalemos que el conocimiento que se tenía en América de los
modelos constitucionales europeos y angloamericano, además de las doctrinas que los
habían inspirado, estaba unido a la convicción iluminista de que, salvados los principios,
como condición sine que non de toda constitución moderna, cada nación podía y debía
desarrollarlos de acuerdo a su naturaleza o idiosincrasia.
310 Como hipótesis, lo dice Verdo, Geneviéve (1993), “Constitutions, représentation et
citoyenneté Dans les révolutions hispaniques (1808-1830)”, en Histoire et Societés de
l’Amerique Latine, 1, Université Paris VII, Paris, p.40.
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Así establecidas estas premisas, cuatro planos de análisis pueden señalarse respecto
de la relación entre la Constitución de 1812 e Hispanoamérica. Un primer plano
correspondería a la participación de los diputados americanos en la discusión y aprobación
del texto constitucional. El segundo plano sería el del trato dado por la Constitución a los
habitantes del Nuevo Mundo, comparado con el dispensado a los peninsulares, pese a la
adopción inicial del principio de igualdad ante la ley. El tercero, el del impacto político
producido por la Constitución en las poblaciones sujetas a España y el grado de aplicación
que tuvo; y el cuarto, el de su recepción como modelo de posteriores ensayos
constitucionales.
Será relacionando estos cuatro aspectos como buscaremos avanzar en el desarrollo
de este trabajo, mejor dicho, a partir del análisis de lo actuado en tribuna y fuera de ella por
los clérigos mexicanos Miguel Guridi y Alcocer y Miguel Ramos Arizpe, tomando en
cuenta la redacción de la Constitución española de 1812 como la de la independencia
mexicana de 1824 y los ensayos constitucionales que les siguieron, midiendo el impacto
que la técnica discursiva de estos hombres imprimiría al liberalismo mexicano. En otras
palabras: su génesis y topos. En esta medida, en este trabajo no se plantea una solución
teórica que se aporte sin más, sino la tensión a una búsqueda, la tendencia clara para
obtener un resultado final: la fuente original y el lugar histórico de los cuales nace el
liberalismo mexicano, distinguiéndolo y diferenciándolo de los otros liberalismos
nacionales.
VI. 2. 1. Los diputados americanos en las Cortes
La participación de los diputados americanos en la elaboración y sanción de la
Constitución fue minoritaria, y relativa la representación de muchos de ellos por haberlos
elegido los americanos residentes en Cádiz, de entre ellos, en calidad de suplentes, a causa
de la insurrección declarada en sus lugares de origen o, también, por inconvenientes
suscitados en estos lugares para su elección y envío. Estaba dispuesto que uno de los
diputados fuera elegido por el virrey y el resto por las ciudades.
Un decreto del Consejo de Regencia del 8 de setiembre de 1810 fijó en treinta el
número de diputados suplentes por las provincias ultramarinas, y en sesenta y cinco el de
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los peninsulares. Todos se sumarían a los propietarios. La distribución era la siguiente:
México 7, Lima 5, Buenos Aires 3, Santafé de Bogotá 3, Cuba 2, Caracas 2, Chile 2,
Filipinas 2, Santo Domingo 1 y Puerto Rico 1311. Muchos de los propietarios nunca llegaron
La representación americana tuvo la composición siguiente; Nueva España, 14
propietarios y 7 suplentes; Perú, 10 y 5; Guatemala, 5 y 2; Nueva Granada, 1 y 3; Río de la
Plata (Buenos Aires y Montevideo), 1 y 3; Cuba, 2 y 2; Venezuela, 1 y 2; Chile, 2 suplentes;
Santo Domingo, 1 y 1; y Puerto Rico, 1 propietario312.
La Comisión redactora del proyecto de Constitución estuvo compuesta por nueve
peninsulares, incluido el presidente, Diego Muñoz Torrero, y cinco americanos: Joaquín
Fernández de Leiva, diputado por Chile; Andrés de Jáuregui, por la Habana; Mariano
Mendiola, por Querétaro; Vicente Morález Duárez, por el Perú, y Antonio Joaquín Pérez,
por Puebla de los Ángeles313. Cuatro de los americanos protestaron el proyecto el día de su
presentación a las Cortes para quedar en libertad de oponerse en la discusión a los artículos
con los cuales no estaban de acuerdo314.
Suscrita la Constitución por ciento ochenta y tres diputados, sólo cincuenta y dos
de ellos fueron americanos.
En cuanto a las posiciones que sostenían y a su participación en el debate, María
Teresa Berruezo los divide en cuatro grupos:
-“apegados al grupo (peninsular) servil o reaccionario”. Eran defensores a ultranza de la
religión, la Corona y el orígen divino de la Monarquía. No aceptaban otro límite a los
poderes del rey que el procedente de las leyes fundamentales del Reino. Formaron este
grupo: Foncerrada, Gárate, García Coronel, Ostolaza, Pérez, Rodríguez de Olmedo,
Sanmartín y Zufriátegui.
311 Berruezo León, María Teresa (1986), La participación americana en las Cortes de Cádiz,
1810-1814. Prólogo de José Luis Abellán, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid. pp. 25-
27.
312 Ibídem, pp. 55-299. Además de la nómina de diputados, suministra sus datos biográficos y
las características de cada grupo según su lugar de origen.
313 Labra, Rafael María de (1914), América y la Constitución Española de 1812, s/ed., Madrid,
p. 63 (Col. Las Cortes de Cádiz de 1810-1813).
314 Ramos, Demetrio (1962), “Las Cortes de Cádiz y América”, en Revista de Estudios Políticos,
126, Madrid, p. 611.
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-quienes “oscilaron entre los liberales y los serviles, pero con una postura claramente
conservadora”. Para ellos, la Monarquía debía estar levemente limitada por una clase social
intermedia entre el pueblo y el rey, lo cual suponía reestablecer los derechos de la nobleza y
del clero. Además, pedían reformas que, al dar a sus provincias mayor participación, les
permitieran elevar su nivel de vida. Integraron el grupo: Andueza, Clemente, Güereña,
Jáuregui, López Lieperguer , marqués de San Felipe y Santiago, Mendiola, O’Gavan,
Palacios, Riesco y Rus.
-“liberales moderados”, que no deseaban un cambio revolucionario del propio ser de la
monarquía. Aspiraba a abolir las instituciones y privilegios que no concordaban con las
exigencias de la época, tales como muchas de las prerrogativas de la nobleza y el clero, y a
la sanción de una constitución que limitara más ampliamente los poderes del rey.
Pertenecieron a este grupo: Ávila, Castillo, González Lastiri, Gordoa, Inca Yupanqui,
Larrazábal, López de la Plata, Manuel del Llano, Maldonado, Morales Duárez, Morejón,
Mosquera, Navarrete, Obregón, Ortiz, Pino, Power, Robles, Rodrigo, Salazar, Uría,
Velasco y Zuazo.
-“liberales progresistas”, que a diferenta de los moderados, que aceptaban la
independencia de forma transitoria, hasta que la situación de la metrópoli volviese a la
normalidad, la veían como un hecho casi irremediable. El convencimiento de ser objeto de
un trato injusto por parte de la Regencia y las Cortes, favorecedoras con sus medidas de
que se mantuviese el predominio metropolitano en materia política y económica, los llevó a
radicalizar su postura. La sostuvieron: Álvarez de Toledo, Beye de Cisneros, Caicedo,
Cárdenas, Couto, Feliú, Fernández de Leiva, Guridi y Alcocer, Gutiérrez de Terán, conde
de Puñonrostro, Andrés del Llano, Mejía, Olmedo, Ramos Arizpe, y Rivero.
Tal distribución por grupos ideológicos experimentó algunos cambios, a favor de
liberalismo. Fue el caso del diputado por Nueva Vizcaya Juan José Güereña, presidente de
las Cortes mientras se debatía la Constitución gracias al voto de los adversarios del
proyecto, que lo creían desafecto, también, a las reformas. Hasta que, descontentos por su
actuación, que resultó ser favorable a las propuestas liberales, acabaron sustituyéndolo315.
Los americanos, en su mayoría, mostraron especial atención a los temas
relacionados con sus provincias. Pero algunos de ellos se preocuparon, además, por los
315 Ferrer Muñoz, Manuel (1993), La Consittución de Cádiz y su aplicación en la Nueva España,
Insittuto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México. p. 188.
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asuntos de interés general. Pertenecieron a este grupo Fernández de Leiva, Antonio
Larrazábl, diputado por Guatemala, Manuel de Llano y José Mejía Lequerica, diputado por
el Nuevo Reino de Granada. Los asuntos de interés general en cuya discusión participaron
activamente fueron los siguientes;
-si la instauración de una monarquía constitucional, con división de poderes,
en la que el rey tuviese facultades limitadas, o el mantenimiento de la monarquía tradicional,
con poderes reales apenas restringidos;
-la defensa de los principios liberales de libertad, igualdad, descentralización
administrativa y liberalización del sistema política;
-la observancia de la Constitución, que no podría ser violada bajo ningún
concepto, y
-la salvaguardia de la religión católica316.
Otra muestra de participación fue el proyecto de constitución redactado por el
Ayuntamiento de Guatemala, de fecha 16 de octubre de 1810, para que su diputado,
Larrazabal, lo presentase en Cádiz317.
Predominaron en las Cortes las ideas liberales, profesadas por los diputados
peninsulares de las provincias costeras y la mayoría de los americanos318. El triunfo de estas
propuestas se tradujo en la adopción de los principios de soberanía y unidad de la nación, y
de igualdad ante la ley, la representación proporcional a la población, el unicameralismo, las
garantías individuales, la desamortización, la racionalización fiscal.
Más si asociados como estaban la mayoría de los americanos al proyecto liberal,
sumaron sus votos para posibilitar su aprobación, no vacilaron tampoco en pasar a la
oposición cuando casi todos los peninsulares, sin distinción de liberales, tradicionales y
316 Berruezo, La participación…, p. 310. El conde de Toreno atribuyó a los diputados
americanos partidarios de la independencia indiferencia hacia la Constitución, persuadidos de
que aquella era sólo custión de tiempo y que lo que se legislara para España no les afectaría
sino en el corto plazo. Tal interpretación difiere de la que transmitían la prensa y los Diarios de
Sesiones de las Cortes (Ferrer Muñoz, La Constitución…, pp. 36-37).
317 Antes de esto, y aun de la convocatoria a las Cortes, Francisco Pérez Muñoz había enviado
a la Junta Central, desde Veracruz, otro proyecto constitucional, fechado el 5/4/1803. (Ramos,
“Las Cortes…”, p. 453).
318 Hamnett, Brian R. (1985), La política española en una época revolucionaria, 1790-1820.
Traducción de M. Pizarro e I. Pizarro Suárez, FCE, México. p. 105.
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absolutistas, unieron sus fuerzas para limitar los derechos políticos y las oportunidades de
acceso al poder de los habitantes de Ultramar.
El conflicto giró, principalmente, en torno a la exclusión de los negros y mulatos de
la categoría política de ciudadanía, al menos en principio, con el agravante de que ni
siquiera se los tomaría en cuenta para fijar la base de la representación, con lo cual se daba
cabida a un desfase entre los principios políticos proclamados y su puesta en obra.
También a este desacuerdo lo motivó la adopción de un modelo centralizado de
organización política, lesivo a los americanos, especialmente en lo referente a las
competencias y número de las Secretarías del Despacho y al control por el poder central, a
través de delegados, de los gobiernos provinciales. Otra causa de disgusto fue el silencio del
texto sobre la esclavitud, el problema indígena y la libertad de comercio319.
A pesar de esas carencias del texto, y de su disconformidad por ello, los americanos
lo votaron porque, al institucionalizar la revolución liberal, recogía muchas de sus
aspiraciones de modernidad ideológica y aun del modo de gobernar las provincias320. Como
dice François-Xavier Guerra, llegaron a aceptar los planteamientos centralistas de los
liberales peninsulares no obstante su propia concepción plural de la Monarquía, que era
muy fuerte, como lo revela el hecho de que actuaran en la práctica como los antiguos
procuradores en Cortes, defendiendo los cuadernos de instrucciones recibidos de sus
comitentes, y que la propuesta de creación de diputaciones provinciales procediese del
mexicano Ramos de Arizpe. Según éste las diputaciones debían constituir un verdadero
gobierno representativo local, pero el voto de los peninsulares las redujo a la función de
319 Blanco Valdés, Roberto L. (1995), El ‘problema americano’ en las primeras Cortes liberales
españolas, 1810-1814, UNAM, México, pp. 31-74; Martínez Sospedra, Manuel (1978), La
Constitución Española de 1812 (El constitucionalismo liberal a principios del siglo XIX), Cátedra
Fadrique Furio Ceriol, Valencia, pp. 185-289; Pérez Ledesma, Manuel (1991), “Las Cortes de
Cádiz y la sociedad española”, en Artola, M. (ed.): Las Cortes de Cádiz, Marcial Pons, Madrid.
pp. 184-488; Ramos: “Las Cortes…”, pp. 511-538; y Rieu-Millán, Marie Laure (1990), Los
diputados americanos en las Cortes de Cádiz, Consejo Superior de Investigaciones Científicas,
Madrid. De cómo recibieron los liberales de España la conducta de los diputados americanos
dio cuenta Agustín de Argüelles: “La supresión de los virreyes, y de facultades extraordinarias a
jefes superiores de provincias tan remotas, solicitada con tanto empeño, a pesar de la
alteración tan considerable que hacía por sí sola en la naturaleza de estos cargos la forma del
gobierno representativo; el empeño en destruir el equilibrio e influencia de la metrópoli con una
aplicación estricta y poco meditada del principio abstracto de igualdad a la representación de la
América en la Cortes; el desacuerdo con los diputados liberales de Europa en la elección de
regente y consejeros de Estado” descubrían que para ellos la independencia era un suceso
“próximo e inevitable”. (Valle Iberlucea, Enrique Del (1912), Los diputados de Buenos Aires en
las Cortes de Cádiz y el nuevo sistema de gobierno económico de América, Martín García,
Buenos Aires. pp. 84-85).
320 Ferrer Muñoz: La Constitución…, p. 34.
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simples organismos administrativos consultivos, al servicio de un Estado unitario, sólo
parcialmente descentralizado321.
Para prevenir el “peligro de federalismo” –comenta Ferrer Muñoz- los peninsulares se
preocuparon de equilibrar a los órganos colegiados de origen popular (diputaciones,
ayuntamientos) con los monocráticos (jefes políticos, alcaldes), que respondían más bien a
los intereses gubernativos. Éstos servían de contrapeso a los primeros, al tiempo que se
proyectaba una diversidad funcional: los órganos colegiados atendían lo económico-
administrativo, en tanto que los monocráticos asumían la dirección político-ejecutiva.
Si se abortó la posibilidad de convertir a las diputaciones en legislaturas
embrionarias, al reducir su función a lo estrictamente consultivo, su creación no dejó de
significar un cambio profundo: abolición de la figura del virrey, privación a las audiencias
de funciones administrativas, comunicación directa de las provincias con el gobierno
central322.
Demetrio Ramos descubre causas ideológicas profundas en el rechazo de las Cortes
a todo proyecto federativo. A su juicio, estaban imposibilitadas de renunciar a “su gran sueño
liberal y liberador de la ley única”, pues la entrega del autogobierno a las provincias americanas,
bajo la fidelidad a un mismo rey, con el dictado de sus propias leyes y el sueño de su
progreso, aparte de ser “una renuncia a la ortopedia única de la Constitución”, era para ellas “algo
así como dar la mano a unos precedentes tan del Antiguo Régimen” como habían sido los proyectos
del conde de Aranda y de Manuel Godoy323.
Así, sopesaremos mediante el examen de las fuentes, cuál fue el papel desempeñado
por los clérigos mexicanos en la introducción de la discusión de los proyectos federativos
en las cortes de Cádiz, así como su posterior actuación en pos del establecimiento del
federalismo mexicano. Será a partir del escrutinio de sus discursos –muy particularmente en
el caso de Miguel Ramos Arizpe- que podremos observar cómo el tema federalista se
encontraba a la orden del día, y cómo resultaron estos hombres actores claves en la
conformación genética del ideario liberal mexicano.
321 François-Xavier Guerra, Op. Cit., pp. 345-346.
322 Ferrer, Muñoz, La constitución…, p. 491.
323 Ramos, Demetrio, “Las Cortes...”, p. 491.
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VI. 2. 2. Accionar americano en las Cortes
En el presente apartado, realizaremos la revisión crítica y literaria de las fuentes
originales, especialmente de los discursos registrados en el Diario de Sesiones de Cádiz, a
fin de desentrañar el sentido y de interpretar los distintos matices de sus intervenciones
liberales, tanto las de Miguel Guridi y Alcocer, como las de Miguel Ramos Arizpe.
Teniendo en cuenta la inconmensurabilidad de las variables a analizar, centraremos nuestro
análisis en algunas cuestiones puntuales y específicas, con el propósito de obtener un
primer aproximamiento; ahora bien, sabemos que nuestra hipótesis de trabajo no puede
abarcar todos los discursos ni todos los sentidos presentes en éstos, mas no por eso
dejaremos de intentar avanzar en la configuración de nuestras conclusiones objetivas,
desde la óptica teórico-metodológica planteada desde el principio.
Iniciaremos con el discurso que Guridi y Alcocer, como diputado por la Provincia
de Tlaxcala, pronunció en la sesión celebrada por las Cortes el 9 de enero de 1811:
El Sr. ALCOCER: Todos los diputados de América estamos conformes en las proposiciones presentados a
V. M. El blanco principal, el fin último á que aspiran es el bien de la metrópoli. Mas su prosperidad no puede
conseguirse sino procurando la de las Américas. El fuego que se ha encendido en aquellas vastas regiones, y que á la
manera de un torrente va abrasando provincias enteras, no puede apoyarse sino del modo que se expresa en las
proposiciones. Las Américas van á perderse, y éste es el único medio de atacar este grave mal. Quando un árbol enferma
y no se le corta poco á poco, á veces es necesario cortarlo de raíz. ¿Y qual es la causa de que haya desaparecido en
América la tranquilidas? No es otra que las quejas de sus habitantes, quejas presentadas en globo en las sobredichas
proposiciones. Señor, los americanos como hijos de los Europeos, mamamos al nacer el amor á la península, y desde la
niñez nos llamamos, y nos tenemos por hijos de ella: suenan bien en nuestros oídos sus nombres, y hasta los de sus Vilas
y lugares: y no sólo somos españoles, sino que nos gloriamos de serlo. Pero á pesar de esto, léjos de que se nos tenga en
paralelo con los españoles, estamos sumergidos en la miseria. Señor, las prohibiciones, las limitaciones embarazan mucho
á los americanos: su terreno es feraz en la superficie, y riquísimo en las entrañas, mas se les ha prohibido criar muchas
plantas; y aun se les ha mandado aserrar las cepas. Los Españoles Americanos tienen todas las disposiciones necesarias
para fábricas de papel. Ellos tienen la proporcion de comerciar con ventajas, como sucedió con el comercio del Perú, con
solo los frutos de la tierra, pero se prohibió; y precisamente en la Puebla de los Angeles, que con ello había prosperado
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tanto. Las harinas se les prohibió enviarlas a barlovento; y aunque ahora se les permite es con contribuciones
extraordinarias324
En esta primera intervención del diputado tlaxcalteca, puede notarse la tónica
liberal que registra su alocución: no faltan en ella las críticas a la falta de libertades, a la
imposición española, a la necesidad de descentralización, a la ausencia de libertad de prensa
y a la existencia de desigualdades entre los pueblos de ambos lados del continente; para él la
libertad individual consiste en la existencia de alternativas reales y equilibradas. Una
digresión al respecto: será por esta razón que todos estos tópicos estarán presentes a lo
largo de nuestro análisis de los distintos discursos preparados tanto por Guridi y Alcocer,
como por Ramos Arizpe; dado que estas piezas oratorias son, desde nuestro punto de vista,
propiamente las bases originarias del primer liberalismo mexicano. En este contexto,
Guridi continúa y sostiene :
Están dotados de talento perspicaz y de ilustración nada vulgar; con todo es muy corto el número de
Americanos que están colocados respecto de los Europeos que allá ocupan los puestos superiores, virreinatos, intendencias,
togas, grados militares…325
Claramente, este ataque realmente apuntalaba al requerimiento criollo por acceder
a los órganos de gobierno, punto crucial que se relacionaba directamente con las críticas
que despertaron las reformas borbónicas, mediante las cuales la creación de nuevos cargos
se vio acompañada por el monopolio de éstos, puesto que en su gran mayoría quedaron en
manos de los peninsulares. Aquí resulta importante observar cómo las pretensiones
incipientes de autogobierno volverán a aparecer más adelante cada vez con más fuerza; el
discurso continúa así:
Pero sobre todo esto, lo que se les hace más sensible es, ver el desprecio con que se les trata, quizá hasta dudar
si son hombres. Se quejan, no de las leyes, no de la nación, no de los monarcas, cuyo paternal amor han experimentado:
324 Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes de Cádiz (1874), Imprenta de Genaro
García, Madrid. Sesión del 9 de Enero de 1811, p. 328.
325 Ibídem.
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se quejan de su desgraciada situación, de que separados de la península en tan gran distancia, se forman ideas erradas de
todas las cosas: no se conoce á los sujetos de mérito, y aun quando son conocidos quedan postergados, por no estar cerca de
la fuente. Se quejan de que muchos de los que van allá usurpan todo lo que quieren. Hay muchos Europeos justos que se
duelen de la suerte de los Americanos, y han escrito en su defensa, como D. Antonio Castañeda en el prólogo á su
comentario del libro de Tobías, Feijoo y otros.326
Nuevamente, en este párrafo breve, las quejas de los americanos filtran la legítima
aspiración por lograr el reconocimiento europeo en la cuestión referente a la igualdad de
derechos, y de poner punto final a las atribuciones excesivas que los peninsulares se toman
en la administración pública y privada, civil y religiosa. Luego, Guridi y Alcocer dirá:
Pero no obstante todo esto, los Americanos aman á la península, de la qual jamas quieren separarse:
detestan si el despotismo, y este es el único orígen de sus alborotos, este amor que siempre han profesado á España, este
amor á Fernando, es el que enardece sus ánimos y sus corazones.327
Así, en pocas líneas, el experto orador hace aparecer al enemigo simbólico y real del
colectivo americano: el despotismo monárquico, éste que Guridi y Alcocer
inteligentemente cuestiona a partir de la fina argumentación de sus pensamientos liberales,
sin llegar por ello a tocar la figura mítica de Fernando VII; sin embargo, queda claro que
para él el despotismo es el viejo cascarón por romper, así éste en su interior contenga la
imagen venerada del Rey, que literalmente se encuentra en cautiverio voluntario dentro de un
castillo francés. Ante este espacio de desequilibrio entre forma de gobierno autoritaria y
gobernante amado pero ausente, Guridi y Alcocer reclama fines más justos y benéficos para
los americanos. En términos más simples, Guridi y Alcocer capitaliza políticamente este
vacío de poder sufrido en y por España. Nos queda claro que con su intervención incisiva
el concepto de despotismo se cuartea, el que después, por cierto, acabará por derrumbarse
totalmente, porque Guridi lo pone en crisis, es decir, lo desarma en el nivel de su contenido
semántico, para mostrar su anacronismo histórico y político. Continuando, Guridi sostiene
que:
326 Ibídem.
327 Ibídem.
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El único modo de salvar las Américas es acudir á curar esta llaga, origen de todo, y curada, aunque falte un
ejército habrá otro, y aunque se gaste un dinero habrá otro. Para esto no hallo medio mejor que la sanción de las
proposiciones presentadas. Estas se reducen á la igualdad de derechos en los frutos y en los destinos; en los frutos para
que puedan sembrar y cultivar lo de que es capaz el terreno hasta donde alcance su industria, y permutarlos ó venderlos a
quién los necesite: igualdad en los puestos para que se premie á los que lo merezcan, sin que les sean antepuestos otros
solo por ser Europeos. En las proposiciones sólo se piden acción á la mitad de los Europeos, en lo qual, atendida la
proporcion al número de la poblacion, aun quedamos perjudicados.328
Nuevamente, se puede constatar que en el núcleo central de su alegato propositivo
persiste la exigencia de igualdad entre los habitantes de ambos lados del Atlántico, tanto en
el acceso a los puestos de gobierno, como en la posibilidad de poner más libremente a
trabajar a los productores y las fuentes de riqueza continentales: esta idea pertinente que
volverá a formar parte de su oratoria en circunstancias más adelantadas, es la que pone de
relieve un aspecto determinante de su pensamiento liberal: la descentralización y la
autonomía deben ir de la mano con el propósito de poner fin al monopolio mercantil,
porque de esto último, para él, advendrá la bonanza general. Continúa entonces,
proponiendo que:
No lo digo por mí: oxalá se viese mi corazón! Por mi parte yo subscribiría á ser labrador, ó uno de los oficios
aun de los más viles; pero importa mucho que se declare esta igualdad, consistiendo en esta declaración el que las
Américas estén unidads á la metrópoli: se interesa en esto la grandeza del pueblo español: se interesan las Américas,
porque se trata de la suerte de sus habitantes.329
Aquí surge otro tópico que volveremos a encontrar más adelante, y que es
elemento central en su discurso: la necesaria igualdad de las naciones, la participación
solidaria de americanos y de peninsulares en la conformación de la Nación, que despega de
la idea liberal de pueblos, la cual es sostenida por un sutil hilo argumentativo que la
convierte en irrefutable: “Yo me rebajo a condición de que todos los demás se rebajen,
todo con el fin conseguir un estatuto de igualdad en beneficio de todos”. Esta idea liberal
328 Ibídem.
329 Ibídem.
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de igualdad que va a refluir sobre las ideologías del momento. Su formalidad diferente
manifiesta su nuevo empleo, bajo el título de otro funcionamiento retórico. De esta
manera, concluye su intervención, sin dejar de ser incisivo y apelar a otros argumentos de
forma tangencial:
Señor, todas las naciones tiene los ojos fixos en V. M. observando sus determinaciones, de modo que lo que
haya de resolver ha de mirar qué vale la península, las Américas, y la crítica de las naciones extranjeras. Vea nuestra
majestad ahora si esta igualdad hará honor á la Nación Española, la distinguirá para siempre, y hermanara
eternamente á las Américas con la metrópoli. » 330
A continuación, nos centraremos en los discursos pronunciados por Guridi y
Alcocer respecto al primer artículo del proyecto de Constitución, el día 25 de agosto de
1811. Habida cuenta de la importancia capital que proyecta el primer artículo en todo
proyecto constitucional; intentaremos además delimitar y explicar el tratamiento que hace el
diputado mexicano de temas tales como la Nación, la Soberanía, la igualdad, el problema de
las castas, la libertad, siempre en función de la representación política. Que es la forma
como nos encontraremos con estos tópicos liberales, en orden recurrente, en la agenda
diaria de este diputado, con los que podremos estipular una genealogía jurídica y política,
que incluso ubica las ideas del presbítero mexicano dentro de una línea mayor de
pensamiento.
La polémica surge al someterse a debate el artículo primero del Proyecto de
Constitución: la nación española es la reunión de todos los españoles de ambos hemisferios, decía. Es
pertinente realizar una transcripción del discurso en cuestión, para luego ir analizando su
constitución interna:
El Sr. ALCOCER: Como la Constitución es la obra grande de las Cortes, y para cuya formación se
congregaron principalmente, debe ponerse el mayor conato en que salga perfecta. De este modo únicamente se llenará la
expectacion de la Nacion española, se evitará la censura de las extranjeras, y se dejará á la posteridad un monumento de
las gloriosas tareas de V. M. Por esta razon no omitiré una ú otra reflexion relativa á este objeto, la que no quiero se
mire como objecion para impugnarla, sino como un escrúpulo que excite las luces de los demás señores para que la
330 Ibídem.
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aclaren. Seré ocasion de que se arrime el candil á un objeto, que sin este requisito tal vez no se percibiria por los ojos
menos perspicaces.331
A sabiendas de la importancia del primer artículo de la Constitución, Guridi y
Alcocer comenzó advirtiendo a la concurrencia sobre la necesidad de no omitir ninguna
reflexión, para comenzar a desmenuzar el sentido del término Nación, elemento
fundamental dentro de la política liberal. El diputado mexicano prosiguió con su discurso:
Bajo esta propuesta digo que el primer articulo no me parece una definicion exacta de la Nacion española. No
lo digo atendiendo al rigor de las reglas logicales, sino porque no es una nocion clara y completa, ni da una idea cabal del
definido. Entiendo desde luego que no se habla de la Nacion formada física sino políticamente, pues en aquel sentido,
como consta del mismo nombre, solo se atiende al nacimiento y orígen, y en salvándose esto ninguna otra nulidad se
requiere. Ni la de Gobierno es necesaria como se ve actualmente en los españoles, obedeciendo unos al Rey intruso, y otros
á V. M., sin que por eso dejen de ser todos de una Nacion. No se necesita tampoco la unidad de territorio, de que es
ejemplo la nacion judáica, cuyos indivíduos están dispersos por toda la faz de la tierra. Tomando, pues, físicamente á la
Nacion española, no es otra cosa que la coleccion de los nacidos y oriundos de la Peníusula , la Cual se llama
España.332
Nuevamente, el término Nación es entendido desde la concepción contractualista
del jusnaturalismo, observando el origen de la sociedad política en el pacto, más con
derechos naturales previos al contacto: así, la Nación española está constituida por todos
los nacidos en territorio español, sin necesidad de cualquier otro vínculo.
Continúa luego:
Pero aun tomando políticamente á la Nacion española por el Estado, no hallo exacta su definicion. Tropiezo
lo primero en la palabra reunion, que aunque parezca purista ó rigurista, encuentro en nuestro Diccionario que solo
significa una segunda union, ó una union reiterada; de suerte que no puede aplicarse sino á las cosas que habiendo estado
unidas se segregaron , y vuelven á unirse otra vez. Me desagrada tambien que entre en la definición la palabra española
331 Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes de Cádiz (1874), Imprenta de Genaro
García, Madrid. Sesión del 25 de Agosto de 1811, p. 1687-1688.
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siendo ella misma apelativo del definido; pues no parece lo más claro y exacto explicar la Nacion española con los
españoles, pudiendose usar de otra voz que signifique lo mismo.333
Así, para Guridi y Alcocer, Nación y Estado están lejos de ser sinónimos o
equivalentes estáticos; y la Nación no sería la re-unión, sino la primera unión, la unión
primigenia. La práctica liberal en si propone una combinación nueva y más extensa,
universal, de Nación. Porque, a los ojos de Guridi y Alcocer, la idea limitada de unión
excede la de españoles; será todavía más claro cuando afirme:
Se expresan en la definicion las cosas unidas, que son los españoles; mas para no usar esta voz por la razon
insinuada, puede decir los habitantes ó vecinos de la Península y demás territorio de la Monarquía, en lo que se incluyen
hasta los extranjeros, á quienes más adelante se llama españoles.
El objeto en que se unen los miembros de un cuerpo político es tan preciso expresarlo, como que en él consiste
la diferencia esencial de los cuerpos y sus diversas denominaciones. Si la union es por los vínculos de la sangre, se llama
familia; si es en algun instituto ó regla monacal, se llaman órdenes religiosas; si es en el aprendizaje ó cultivo de las
ciencias , se llaman universidades y colegios; si es en la profesion ú oficio, se llaman gremios, y así de los demás.
La union del Estado consiste en el Gobierno ó en la sujecion á una autoridad soberana, y no requiere otra
unidad. Es compatible con la diversidad de religiones, como se ve en Alemania, Inglaterra, y otros países; con la de
territorios, como en los nuestros, separados por un inmenso Océano; con la de idiomas y colores, como entre nosotros
mismos, y aun con la de naciones distintas, como lo son los españoles, indios y negros. ¿Por qué, pues, no se ha de
expresar en medio de tantas diversidades en lo que consiste nuestra union, que es en el Gobierno?334
Será entonces la idea de soberanía la que ingresará: la unión, es la unión en el
Gobierno, y para esto no es necesaria ninguna otra pre-unidad. Entrarán dentro de la
Nación todos aquellos que se sujeten a las disposiciones del gobierno, sean españoles o
extranjeros, sea su religión la que sea, se encuentre su territorio a un lado o a otro del
océano. Se trata, pues, de una visión global y sin fisuras de las estructuras conceptuales que
determinan los usos del lenguaje político liberal en el momento de abrirse al debate y que
333 Ibídem.
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tiene por referente prioritario la construcción de un nuevo orden social. Así, culminará su
alocución diciendo:
Por todas estas razones, yo era de opinion se definiera la Nacion española «la coleccion de los vecinos de la
Península u demás territorios de la Monarquia unidos en un Gobierno, ó sujetos á una autoridad soberana. » No hago
en esto otra cosa que aplicar á nuestra Nacion la definicion que encuentro en los publicistas y demás jurisconsultos del
Estado en general: «Una sociedad de hombres que viven bajo un Gobierno. »335
Con esta fundamentada interpretación del término Nación, se deriva que ésta y sólo
ésta es la principal portadora de la soberanía; con este sentido sustantivo la revolución
liberal da un paso fundamental en la actualización del derecho y de igual forma con él
desvela sus orígenes semánticos e inicia su recorrido histórico por el campo de las ideas
políticas y sus referentes simbólicos. Así, en la sesión del día 29 de diciembre de 1810,
Guridi y Alcocer afirmaba, en relación a los convenios hechos por los reyes en cautividad:
El Sr. GURIDI Y ALCOCER: Señor, como testigo de los sentimientos de los habitantes de las Américas,
me veo obligado á manifestar á V. M. en el punto que se trata la lealtad de aquellos súbditos. Apenas llego la noticia,
aunque sin órden de la Metrópoli, y sin saberlo por ella, de los ardides y tramas de Bayona, se agregaron como por una
especie de inspiracion para proclamar á su Rey Fernando VII. Mas este amor al Príncipe no les separó del amor á la
Nacion. Estando estos dos objetos tan unidos entre sí, miraban á la Nacion como más principal, y el Rey como al
primero en la escala de los que la componen; y si se pusieren en la balanza, se inclinaria el fiel hácia la Nacion. Así,
pues, jamás los americanos obedecerán á Fernando VII mientras vean que él es el medio de que se sirve para sus
maquinaciones el mayor de los tiranos, y están resueltos á no seguir la suerte de la Metrópoli siempre que esta quedase
subyugada á Napoleon. En tal caso se separarian las Américas para conservar en su Trono á la dinastía de los
Borbones, y un asilo á todos los buenos españoles. Por tanto, apoyo todo lo que han dicho los señores preopinantes, y
aseguro á V. M. que esta determinacion será recibida en la América con las mayores muestras de júbilo y regocijo336.
El rey aparece como el primero en la escala de los que componen la Nación, más si
éste tuviera que poner en la balanza una y otra entidad, se inclinaría hacia la Nación:
incluso, antes de obedecer a un rey cautivo, los americanos -parte integral de la Nación
española- antes se separarían, para conservar el trono hasta el regreso de los Borbones. De
335 Ibídem.
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168
esta manera, se lee en el discurso de Guridi y Alcocer una ya citada concepción de Nación
que excede a los individuos, y que se centra en el mantenimiento a toda costa del gobierno,
colocándolo ajeno incluso a cualquier injerencia extranjera; así, nuevamente queda claro
que la Soberanía es la cuestión central en la determinación de la Nación. En el mismo
sentido, afirmará el día 1 de enero de 1811, haciendo referencia al decreto que anula los
pactos firmados por Fernando VII estando en cautiverio:
Este decreto se dirige tambien á cimentar el concepto de los buenos ciudadanos, á propagar la opinion pública
y á fomentar la union de la Nacion española. Para esto deba renovarse la declaracion de anular estos actos, aunque ya
estén declarados tales; quiere decir, que todo acto que esté hecho sin libertad, no debe admitirse, no obstante que sea del
soberano que deseamos y adoramos. Esto no es faltarle al respecto ni al cariño que le tenemos, que le hemos tenido y que
irá con nosotros hasta el sepulcro: es, sí, cimentar el odio que debemos tener al tirano de los hombres, ¿y es posible que
esto se pueda condenar en la Nacion española? ¿no será justo que se expidan los decretos de donde espera su redencion y
remedio? Es pues, muy justo que, no obstante las leyes antiguas, se diga que se anula todo lo que haga Fernando VII
sin libertad por influjo de Bonaparte en perjuicio de la Nacion. ¿Se dirá que esto no es conveniente?337
Aquí es perceptible que, en refuerzo de lo ya dicho, es la Nación, en la que juegan
un rol principal los ciudadanos y la opinión pública, la que se antepone a las leyes antiguas,
en las que la figura del Rey se anteponía a todo. Pero ahora, parece ser más necesaria que
nunca la libertad como un factor fundamental que sirva para dar sustento a la soberanía.
Digámoslo con el lenguaje de Guridi y Alcocer: si el Rey Fernando no cuenta con la
Soberanía, la Nación debe sostenerse soberanamente despojando al Rey de sus virtudes
previas. Es sintomático y excepcional el hecho de que, tras pronunciar este capital discurso
–mucho más extenso y con muchos más ribetes retóricos de los aquí expuestos- las Cortes
aplaudieron con fervor unánime a Guridi y Alcocer.
Continuando con su tarea legislativa innovadora, el diputado mexicano hace otras
propuestas en la sesión del día 29 de Agosto de 1811, que resultan determinantes para
comprender la relación biunívoca entre su noción de Nación y de Soberanía, y cuya
legitimidad conceptual él intenta hacer más visible con su estudiado estilo oratorio en el pleno
reunido en esa sesión. Cito textualmente:
337 Ibídem, p. 278.
169
El Sr. ALCOCER: En esta proposicion «la soberanía reside esencialmente en la Nacion,» me parece más propio y
más conforme al derecho público que en lugar de la palabra «esencialmente, » se pusiese «radicalmente, » ó bien
«originariamente.» Segun este mismo artículo, la Nacion puede adoptar el gobierno que mas le convenga, de que se infire
que así como eligió el de una Monarquía moderada, pudo escoger el de una Monarquía rigurosa, en cuyo caso hubiera
puesto la soberanía en el Monarca. Luego puede separarse de ella, y de consiguiente, no le es esencial, ni dejará de ser
Nacion porque la deposite en una persona ó á un cuerpo moral.338
La Soberanía no hace así a la Nación, más que originalmente: por esto es que la
Nación puede entonces delegar esta soberanía en un Monarca, sin modificarse la existencia
de la Nación. Sin embargo, de acuerdo a lo ya expuesto, en caso de observarse cualquier
alteración en el normal desarrollo de la gobernación del monarca, puede la soberanía
retrotraerse a la Nación. Es importante el criterio de libertad que guía y entiende Guridi y
Alcocer en la forma alternativa de gobierno a adoptar para la propia conveniencia de la
Nación; este tópico será muy importante, principalmente por las consecuencias que tendrá
en la independencia mexicana; más adelante trataremos esta cuestión.
Asimismo, debemos reconocer que todo lo expuesto en su discurso por Guridi y
A,lcocer, va cobrando a cada momento un grado de mayor profundidad e intensidad
semánticas:
De lo que no puede desprenderseja más es de la raíz ú origen de la soberanía. Esta resulta de la sumision que
cada uno hace de su propia voluntad y fuerzas á una autoridad á que se sujeta, ora sea por un pacto social, ora á
imitacion de la potestad paterna, ora en fuerza de la necesidad de la defensa y comodidad de la vida habitando en
sociedad; la soberanía, pues, conforme á estos principios de derecho público, reside en aquella autoridad á que todos se
sujetan, y su orígen y su raíz es la voluntad de cada uno.
Siendo esto así, ¿qué cosa más propia que expresar reside «radicalmente» en la Nacion? Esta no la ejerce, ni
es su sujeto, sino su manantial; no es ella sobre sí misma, como explica la voz soberanía segun su etimología super
omnia, lo cual conviene á la autoridad que ella constituye sobre los demás individuos.
¿Y qué dote más glorioso que ser la fuente de donde emana la soberanía y la causa que la produce? ¿Ni qué
más necesita la Nacion para precaver y remediar la tiranía y despotismo, que ser la raíz de la superioridad? Añádase
enhorabuena si se quiere que esta raíz le es inherente de un modo necesario, que es lo que yo entiendo quiso decir la
comision con el adverbio esencialmente de que usa; pero me parece más propio el que propongo se sustituya, ó á lo menos
338 Ibídem, p. 1713
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se añada anteponiéndolo á aquel, pasa que se entienda con claridad lo que le es esencial á la Nacion, y el modo de residir
en ella la soberanía.339
De esta manera, puede observarse cómo el clérigo novohispano al introducir lo que
pareciera ser una simple salvedad etimológica, está consolidando una visión acabada de su
concepción jurídico-política de aquellos conceptos tan caros y fundamentales al liberalismo
como son Soberanía y Nación. En síntesis, su texto se transforma en un objeto de libre
interpretación, quiero decir, que en cada intervención parlamentaria, su discurso se hace
más autónomo, se coloca más allá de la opinión, de la superstición, del rumor, de la pasión,
incluso de cualquier riesgosa contradicción.
Sin embargo, la idea de que la Nación española estaba compuesta por la colección de
los vecinos de la Península y demás territorios de la Monarquía unidos en un gobierno o sujetos a una
autoridad soberana340, no satisfacía del todo a los peninsulares. Por lo que se iría perfilando
una discusión fundamental, que presentaría a dos bandos enfrentado claramente; por un
lado, los peninsulares, por el otro, los americanos: estamos hablando aquí del problema de
las castas.
Este asunto se empezará a discutir fuertemente a partir de la redacción del artículo
22, que decía así:
A los españoles que por cualquiera línea traen origen del África, para aspirar a ser ciudadanos les queda
abierta la puerta de la virtud y del merecimiento; y en su consecuencia las Cortes podrán conceder carta de ciudadano a
los que hayan hecho servicios eminentes a la patria, o a los que se distingan por sus talentos, su aplicación y su conducta;
bajo condición respecto de estos últimos de que sean hijos de legítimo matrimonio, de padres ingenuos, de que estén ellos
casados con mujer ingenua, y avecindados en los dominios de España, y de que ejerzan alguna profesión, oficio o
industria útil con un capital propio, suficiente a mantener su casa y educar sus hijos con honradez.
Ante este planteamiento los americanos reaccionaron como si de una injuria se
tratara. El primero que tomó la palabra fue el canónigo mexicano Uría, diputado por
339 Ibídem, pp. 1713-1714.
340 Ibídem, p. 1687.
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Guadalajara. Sin embargo, sería el siguiente orador, también presbítero, quien resaltaría la
contradicción evidente, o discriminación injusta que reciben los españoles que traen su
origen de África, y los nacidos de padres extranjeros de quienes hablaba el artículo 21,
concediéndoles la ciudadanía generosamente.
Por su parte, Guridi y Alcocer, gran conocedor del Derecho Público, un lector y
jurista extraordinariamente erudito, desbarataría por completo la injusta e impolítica
discriminación contenida en el artículo 22.
¿Por qué les daña el haber nacido en África, tanto que se desdeña la otra casta, la hispana? África, no tiene
por qué desmerecer de las otras partes del mundo, y en ella (África) tenemos territorios, cuyos naturales son españoles341
Después de esta inicial refutación en la que Guridi y Alcocer asume la “identidad
española”, no cabía sino la ironía, la figura retórica preferida del mexicano;
¿Será en odio de los cartagineses que nos dominaron en otro tiempo, o de los moros que por ocho siglos
ocuparon la Península…? ¿Será por el color obscuro… Algunos son tan blancos como los españoles.
No; es la esclavitud la que infecciona el origen africano, pero, ¿cómo después de haber hecho a las castas la
injusticia de esclavizar a sus mayores, por eso se les ha de hacer la otra injusticia de negarles el derecho de ciudad? Las
leyes de Partidas les reconocen este derecho342
El discurso de Guridi y Alcocer, además de largo y poseer un principio de
coherencia, está bien tramado, se trata de una pieza preciosa de oratoria viva, un testimonio
elocuente del celo por los derechos del hombre a secas, del que no se toma en cuenta la
condición de persona, sino su valiosa dignidad intrínseca. La que busca alejar de cualquier
peligro o amenaza la coherencia del grupo. Alejar del mismo todo lo transitorio hasta que
aparezca una nueva ley. Por ello, visualiza con gran realismo las consecuencias políticas que
se seguirían al crear estas castas en el seno de la sociedad. Todo ello, porque en la
341 Ibídem, p. 1762.
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concepción jurídico-política del diputado mexicano, era más que prioritario que la idea de
castas dejara su lugar a la idea de igualdad y de ciudadanía. A una idea que diera acceso a
una zona entera de un nuevo mundo histórico.
Es posible continuar analizando la polémica que suscitó dicha intervención, a partir
de los aportes de otros diputados. A los mexicanos, respondió Argüelles, diciendo que no
se privaba a los originarios de África del derecho de ciudad: indica sí el medio de
adquirirlo343. Después advierte que la palabra ciudadano, ahora se le imprime un carácter y
significado muy específico y concreto:
la cualidad de ciudadano habilita a todo español para serlo todo en el país, sin que reglamento, ni privilegios
ni establecimientos puedan rehusar su admisión [Pero no cedió un ápice por mera conveniencia política]. La
nación debe llamar a componerle a quienes juzgue oportuno344.
Inmediatamente replicó el también mexicano y presbítero Miguel Gordoa, diputado
por Zacatecas, mostrándose partidario de la necesidad de suprimir dicho artículo 22, por la
razón o argumento ineluctable de que todos los señores americanos “… están contestes en la
sustancia de esta materia…”345. Advierte también Gordoa que trae una recomendación
particular del Consulado de Guadalajara, precisamente para solicitar que queden abolidas
todas las castas; pone de manifiesto de nuevo la contradicción existente entre el presente
artículo 22 y los ya aprobados 1, 3, 7 y 8:
La soberanía es una e indivisible; ésta, según ha declarado V.M. –(las Cortes)- reside esencialmente en la
nación española, que por los artículos 1 al 16 componen también los que traen su origen de África; y además como ya es
español, le obligarán los artículos 7, 8, 9 y el 1: ¿éstos no son méritos para que se le otorgue la ciudadanía? Debe
suprimirse este artículo por injusticia y por prudencia cristiana, la conveniencia, la política, la conciencia que no se quiere
prostituir346.
343 Ibídem, p. p. 1765.
344 Ibídem.
345 Ibídem, p. 1766.
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Echó en cara el que sólo se reconociera este derecho a las clases consumidoras,
mientras que a las productoras, es decir, las más dignas o con más justicia para obtener este
título, se ven despojadas de él.
Todavía irá más lejos el representante por Zacatecas:
La sanción de este artículo no hará más que llevar adelante el ataque de la tranquilidad de las Américas,
haciendo inmortal en ellas el germen de las discordias, rencores y enemistades, o sembrando el grano de que ha de brotar
infaliblemente tarde o temprano el cúmulo de horrores de una guerra civil más o menos violenta o desastrosa, pero cierta y
perpetua. El carácter de las castas, sus persuasiones conocidas y fundadas, y los medios que se les ofrecen para
proporcionarse el goce de ciudadanos , son tres apoyos de lo que digo, y que harán ver a V.M. en una exposición no
superficial, que siendo la exclusión que pretende el artículo el obstáculo insuperable y fatal de la unión y prosperidad de
las Américas, es al mismo tiempo el manantial perenne y seguro de incalculables daños políticos y morales347 .
Vale la pena subrayar la trascendencia, la razón infalible que la Historia ha otorgado
a estas palabras. Las guerras de Independencia, han sido guerras civiles, y nada más: una
guerra entablada entre los productores y los consumidores –en el sentido que les atribuye a estos
términos Guridi y Alcocer- y no entre criollos y españoles; una guerra violenta y desastrosa,
cierta y perpetua, porque aún no se ha terminado en ninguno de nuestros países por
hacerse justicia, justicia política y social. Palabras certeras, advertencia sombría, pero
enérgica y justa del inminente peligro que se cernía sobre las Américas, y que las Cortes no
quisieron retener, ni entender.
Ahora, valoraremos los aportes del diputado Miguel Ramos Arizpe a esta cuestión
fundamental. Su alocución comienza de la siguiente manera:
El Sr. ARISPE: Señor, la voluntad de mis comitentes, y creo que la de todos mis dignos compañeros, conoce
por objeto primario el reunir las opiniones de los habitantes de la Monarquía y formar un todo moral capaz de conservar
su integridad, y la más íntima y cordial unión entre todos sus individuos. De aquí deben partir los fecundos y
extraordinarios recursos para hacer frente al poder colosal de Napoleón; de aquí el vernos libres de su terrible opresión;
de aquí la existencia de la Nación española, á quien nada aprovechará la más sábia Constitución, una vez verificada su
disolución interior. La Nación se afirma como sobre dos polos en la Península y América; si cualquiera falla, peligra su
347 Ibídem.
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existencia y podrá hundirse en ese anchuroso mar. Y hé aquí el punto de vista bajo el cual debe verse en toda su
extensión el artículo constitucional puesto a discusión: su sanción en mi opinión va á decidir sobre la integridad de la
Monarquía; y esta terrible idea, que amedraría al espíritu más fuerte, me estrecha imperiosamente a manifestar con
franqueza mi opinión348.
La intervención del Miguel Ramos Arizpe, presbítero y diputado electo por
Coahuila, comienza por resaltar la unidad en la voluntad de los opinantes en conservar la
integridad moral de la Nación. La misma, afirma se asienta sobre dos polos, la Península y
América, dependientes absolutos uno del otro para la salvaguarda del todo: la equiparación
de ambos mundos, es ya un elemento trascendental en la intervención del diputado, para
quien la igualdad era un valor fundamental dentro de su concepción política liberal. De esta
manera, luego de apuntar la bonhomía general de los esclavos españoles, sustentada en
diversas fuentes españolas, continúa apuntando al verdadero problema de fondo:
Síguese á examinar la opinión de las Américas en lo general sobre la existencia política de esos desgraciados
españoles. El Sr. Argüelles ha padecido sin duda un grande equívoco en sentar en su florido discurso que los Diputados
americanos, al discutirse el vacilante y oscuro decreto de 15 de Octubre, se dividieron en sus opiniones en esta parte: la
fórmula de decreto que todos presentaron al segundo día de instaladas las Córtes, es un testimonio irrefragable y auténtico
de su opinión: allí reclamaron la igualdad de derechos entre los españoles europeos y los naturales y <habitantes libres de
América:>allí exigieron que en el censo, que debía ser la base para el nombramiento de Diputados, se contara
<indistintamente con todos los libres súbditos del Rey.> El 29 del mismo Setiembre reclamaron también todos los
<hombres libres;> y si en el decreto de 15 de Octubre no se comprendieron expresamente las castas, tampoco se
excluyeron terminantemente, y todo pendió de la mayoría de votos del Congreso, en la que no concurrió un solo
americano. Los Diputados, pues, de las Américas han expresado en aquel tiempo su uniforme opinión a favor de las
castas, y no es fácil entender cómo quiere hacerse mérito de su división de opiniones.349
Tenemos que reconocer que esta cuestión de la existencia de las castas, relacionada
con la igualdad, se encontraba asociada directamente a una cuestión política que estaba
entonces en el ojo del huracán, y que además estaba vinculada con el problema de la
representación en las cortes: evidentemente, si la esclavitud y la diferenciación por castas
dejaba su lugar a la igualdad, manteniendo el criterio de representación proporcional
entonces, la Nación americana contaría con un mayor peso específico en la constitución de
las Cortes, por contar con una población ampliamente mayor.
348 Ibídem, p. 1773.
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El conflicto de intereses es nítidamente expresado por Miguel Ramos Arizpe:
Lo que parecerá prodigioso á los que alguna vez inculcaron que los Diputados no obraban conforme á los
intereses de sus representados, es el observar que han coincidido entre sí perfectamente en lo general de las Américas, y
particularmente en las provincias que han tenido alguna ilustración y tal cual libertad para expresar, no la voluntad de
un cabildo, cuyos intereses suelen estar en oposición con los del pueblo, sino la general de este.350
En esta diferenciación entre el Cabildo y pueblo, Ramos Arizpe deja entrever una
crítica a la clase de autoridad peninsular que se venía ejerciendo en América, y
continuando, expondrá los sucesos ocurridos en América del Sur. Así, Ramos Arizpe
postula una analogía de pensamiento entre los representantes y los representados. Cabe
decir, introduce una bisagra epistemológica entre necesidad histórica y realidad política:
Están sin duda conformes en lo general las Américas con lo que han querido y quieren sus
representantes a favor de las castas; esto es, que se les liberte de la infamia, del envilecimiento y la
miseria, quitándoles el obstáculo de la ley más odiosa, haciéndolos capaces de ser todo, aun
Diputados, Obispos y Papas, ante quienes no me avergonzaría a hincar la rodilla y recibir sus
bendiciones.351
Nuevamente, la carga a favor de la igualdad alcanza niveles conceptuales
insospechados que seguramente hicieron escandalizar a más de un peninsular: Ramos
Arizpe estaba con su radical lógica apuntando hacia la posibilidad de aceptar la figura de un
Papa de raza negra. Que puede ser considerado como un reajuste en el discurso religioso
de la colonia que ordenaba bajo su ley retórica- los sermones, por ejemplo- las
mentalidades públicas y privadas, en relación directa con la personalidad de un Papa blanco
del Vaticano.
Otro americano, diputado peruano, destacó la mucha importancia y gravísimas
consecuencias que presenta el artículo cuestionado, porque negaría un derecho que pertenece
350 Ibídem.
351 Ibídem.
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esencialmente a las castas, de quienes debe esperarse, además de los muchos servicios
prestados a la patria, la conservación del orden.352
Es correcto señalar que no todos los peninsulares se opusieron a las pretensiones
de los americanos en este particular. Terrero, electo por Cádiz, y Aner, diputado por
Cataluña, les brindaron su apoyo incondicional. También es justo nombrar a otros señores
americanos que abundaron en idénticos argumentos a los ya expuestos, y con no menor
entusiasmo y celo, cono Larrazabal, diputado por Guatemala; Beye Cisneros de México,
quien hizo una de las pocas intervenciones en aquellas Cortes para impugnar el artículo
citado; al igual que Inca Yupangui, diputado suplente por el Perú: Mendiola, diputado por
Querétaro y abogado; Ostalaza, también del Perú y otros más.
Casi al final, se preguntó si estaba suficientemente discutido el artículo 22, ahora
reformado por la comisión de constitución, “en términos peores”, en opinión del mismo
diputado mexicano. La respuesta fue afirmativa. Ante esto, también protestaron dos
americanos, Mendiola y Ostalaza, porque habían solicitado la palabra y no se les había
concedido el turno correspondiente. Se votó nominalmente a solicitud de Guridi y Alcocer
y fue aprobado por ciento ocho votos contra treinta y seis. Ramos Arizpe todavía trató de
rescatar lo insalvable, presentando una adición a la última redacción leída por la comisión
señalada, a quien, como hemos indicado, le pareció peor el remedio que la enfermedad:
El grande interés, Señor, consiste en amalgamar todas estas castas, en constituir una nación,
un pueblo, una familia. Los Gobiernos pasados, contra su voluntad, conocieron ya esta necesidad, y
por eso aprobaron el que no se diera cumplimiento en las Américas á la órden de un Ministro, bien
amante del baston y del mando (hablo del Sr. Galvez), quien ha prevenido se formasen padrones con
diferencia de castas, en lo que se temieron grandes disturbios y pleitos. Tambien tuvo el Gobierno que
variar la providencia del año 1771, en que se prohibian los casamientos desiguales para desterrar toda
diferencia, y estrechar por los matrimonios la union mútua de aquellos españoles. V. M. no puede
desentenderse de unos objetos tan interesantes, y no lo conseguirá con esas leyes oscuras, que
pendiendo en su aplicacion de la opinion de los hombres, dejan su honor al arbitrio caprichoso de
estos.
Fije, pues, V. M. en términos claros y precisos la ley que acaba de dictar, y esto se verificará
dignándose aprobar la adicion que he tenido el honor de presentarle. En ella ve V. M. removidas todas
las razones que han tenido algunos señores para sostener el artículo, pues no intento sean ciudadanos
sino aquellos que están ya mezclados por dos, tres, ó más generaciones con la sangre de españoles, que
tienen nuestra misma religion, nuestros mismos usos y costumbres, muy agenas de las que trajeron de
352 Ibídem, p. 1775.
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Africa sus abuelos. Ya no es tiempo, Señor, de sostener la union de las Américas, sino por leyes sábias
y justas: es su ilustración mayor que la que V. M. se figura, y la misma revolucion la ha aumentado
demasiado. Pido, pues, á V. M. mire, no solo con justicia, sino aun con consideracion, esta causa; así
se lo ruego por Cristo.»353
La salvedad que pretendía introducir, si bien no pretendía conceder la ciudadanía a
todos los habitantes americanos de origen africano, al menos habría abierto una brecha
significativa en la estimación peninsular de la cuestión de las castas, y habría otorgado a
éstas un primer espacio de representación.
Es cierto que la insistencia de Ramos Arizpe no prosperó, pero dio pie a otras
intervenciones, como la de Guridi y Alcocer, que fue contundente, pero que resultó inútil a
fin de cuentas.
La temática expuesta forzosamente se engarzaba con el problema de la
representación, prevista, ésta en el artículo 27 del Proyecto: Las Cortes, dice, son la reunión de
todos los diputados que representan la Nación, nombrados por los ciudadanos en la forma que se dirá.
Como era pues de esperar, primero se cuestionó la innovación introducida,
suprimiendo la reunión por brazos tradicional, hasta que Ostalaza actualizó el tema
desviándolo hacia las Américas, agradeciendo al señor Toreno –que había hablado antes- el
celo que ahora mostraba por América, aunque: hubiera deseado que estos sentimientos los hubiera
tenido en días anteriores354. No obstante, el señor Ostalaza se mostró partidario de la
representación tradicional por brazos, la cual debía ser rigurosamente igual para España y
para América, es decir, igual número de brazos para ambos Hemisferio.355
El artículo quedó aprobado con 31 votos en contra. Después se sometió a
discusión el 28, el cual establecía la misma base para la representación; pero el 29 volvía a
suscitar exactamente la misma controversia habida a propósito del 22, de allí que algunos
diputados afirmaran que se trataba de materia ya aprobada. Sin embargo, se levantaron
nuevamente los americanos para impugnarlo.
353 Ibídem, sesión del día 10 de septiembre de 1811, pp. 1808-1809.
354 Ibídem, sesión del día 13 de septiembre de 1811, p. 1839.
355 Ibídem.
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Leiva, vocal de la comisión de constitución, habló primero en nombre de los
americanos, componentes de la misma, que, menos uno, habían estado conformes en
rechazar dicho artículo, proponiendo que, la base fuera la población compuesta por los españoles356,
porque de otro modo no se podría decir que la soberanía reside en la Nación entera, ni que
las Cortes la representan, si una considerable parte de ella ni es representada ni censada.357
Ramos Arizpe, tomó la palabra una vez más, advirtiendo:
Así es, Señor, que si hoy se discute el art. 29 del mismo proyecto, mas odioso para los
americanos que el 22, los que par un deber imprescindible lo impugnemos, no debemos reportar
jamás la odiosidad de la presente discusion; y esta deberá recaer sobre el artículo, ó quien nos ha
puesto en semejante compromiso. Bajo este presupuesto, y obrando con la firmeza que es tan propia á
un español, fijo mi opinion, contraida á que el art. 29 en los términos en que está, en cuanto parece no
incluir las castas de América, que traen su orígen de Africa, es degradante de la humanidad civilizada,
opuesto á las bases principales de la Constitucion, aprobadas con aplauso por V. M. y muy ageno de
los principios de justicia que han caracterizado gloriosamente las sábias resoluciones del Congreso.358
De esta forma, en el inicio de su intervención Miguel Ramos Arizpe, homologa la
presente discusión a la ya ocurrida en ocasión del artículo 22, y apunta que la no inclusión
de las castas de América con origen africano es opuesto a lo ya aprobado. Así, luego de una
breve digresión, continua:
Volviendo á mi intento, bastaria, para manifestar lo degradante que es este articulo á los
americanos llamar la atencion de V. M. sobre cuanto se ha dicho muchas veces de su carácter noble y
generoso, de su ilustración muy adelantada, y en una palabra, de un cúmulo de virtudes cívicas y
morales, que los constituyen ciertamente en la clase de hombres buenos y pundonorosos en grado
sumo. ¿Y podrá esta clase de gentes dejar de creerse degradada si llegase á entender que V. M. los ha
tenido y reputado aun en menos que á los infames? Tanto como eso dice este artículo.359
356 Ibídem, sesión del 14 de septiembre de 1811, p. 1844.
357 Ibídem.
358 Ibídem, p. 1845.
359 Ibídem.
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Aunque en el 24 se priva de los derechos de ciudadano á los infames, estos están sin duda
incluidos en la base para la representacion de que se intenta excluir á las castas; luego esos infames, en
presencia de esta ley, son de más valer que millones de americanos honradísimos.
La comparación de los americanos pertenecientes a castas con los infames
(contemplados en otro artículo como tales) no hace sino poner de relieve el sustrato de la
desigualdad presente en el artículo en cuestión. Sin embargo, Ramos Arizpe iría más lejos
en su argumentación:
Esta degradacion se convence del contenido del artículo 25, pues aunque allí se
suspende el derecho de ciudadano al furioso, al demente, al quebrado, al deudor de fondos públicos, al
sirviente doméstico, al vagamundo y aun al procesado por crímen, todos estos entran á componer la
base de la representacion general. ¿Y será posible concebir que millones de americanos lleven con
paciencia el ser tenidos en menos que un loco, un ladron, un mozo de servicio, un ocioso, un criminal?
Yo ni lo concibo ni lo puedo entender; menos esperar de la justicia y sabiduría de V. M. sancione tal
monstruosidad, que insulta tanto á la humanidad civilizada; pues esos millones de americanos no son
ni deben contemplarse como salvajes errantes ó tribus de meros cazadores, sino como españoles
civilizados despues de siglos.360
Así, la inclusión de estos millones de americanos entre los españoles civilizados es
lo que determina que sean partícipes de la representación. Las consecuencias de esta
afirmación a nivel de la conformación de la Nación y la soberanía son claras:
La base, Señor, para la íntegra representacion de la Nacion, debe necesariamente tomarse del
cúmulo total de los representados. Este cúmulo es la reunion de todos los españoles, en que, segun lo
sancionado por V. M., entran á formar una gran parte esas Castas americanas. Luego éstas
necesariamente deben ser representadas; luego es una contradiccion el excluirlas por este artículo de la
base general; de suerte que, ó no ha de haber representación íntegra ó han de entrar en el cupo esos
millones de castas.
360 Ibídem.
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Vuestra Magestad tiene sancionado, con aplauso general, que la soberanía reside
esencialmente en la Nacion, y que á ésta toca exclusivamente el derecho de establecer sus leyes
fundamentales: las castas, como partes de la Nacion, tienen necesariamente una parte proporcional y
respectiva de la soberanía y de ese derecho para formar sus leyes; y no pudiendo ejercerla por sí, deben
hacerlo como todos los demás españoles por medio de su representacion. Y si esto es cierto y
sancionado, ¿no es una contradiccion monstruosa el excluirlas de la base general de la representacion,
ya que se les privó del derecho de ciudadanos? Las castas, Señor, en mi juicio, si V. M. ha de obrar con
decoro y consecuencia, han de incluirse en la base de la representacion nacional contra este artículo, ó
han de ser excluidas de la reunion que forma á la Nacion, y de la participacion de la soberanía.361
De esta forma, la intervención de Ramos Arizpe se convierte en una firme cátedra
de liberalismo, en la que deja sentado cómo la reunión de la Nación, a partir de la
concreción de la soberanía, es realizado por todos sus miembros por medio de la
representación, lo que los convierte en ciudadanos. Y si las castas forman parte de esta
Nación, aunque hayan sido excluidas de la ciudadanía, pues entonces no pueden dejar de
ser tenidas en cuenta al momento de contabilizar los representados.
Sin embargo, lo novedoso de estas consideraciones que tanto hacían por alcanzar
condiciones legítimas de igualdad jamás pensadas años antes para los americanos, no sería
fácilmente digerido por los peninsulares, quienes estaban muy largamente acostumbrados a
vivir en una sociedad de privilegios: y esto es porque el paso de la sociedad estamental a
una en la que prime la idea de igualdad entre los hombres, significó una larga lucha, de
muchos años de revoluciones y debates como los aquí presentados.
Pese a la densidad incisiva de esta intervención de Miguel Ramos Arizpe, ésta cayó
en saco sin fondo. A partir de ahora, las posturas encontradas de americanos y peninsulares
se irían volviendo irreductibles. Pues van a escasear mucho sus valiosas intervenciones
durante los debates del resto del articulado. Con todo, no dejaron pasar ninguna ocasión de
las que se les presentaron para resucitar el tema de las castas, como sucedió cuando se
pusieron a debate los artículos 91, 311, 373, etc.362
361 Ibídem, pp. 1845-1846.
362 En efecto, el artículo 91 establecía los requisitos para ser diputado a Cortes; …para ser
diputado a Cortes se requiere ser ciudadano…cuya discusión motivó el voto contrario de 38
diputados americanos en el curso de la sesión del día 29 de septiembre, ibídem, p. 1949.
Igualmente al discutirse el 311 del proyecto: todos los años en el mes de diciembre se reunirán
los ciudadanos de cada pueblo para dirigir a pluralidad de votos, con proporción a su
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Para los peninsulares, capitaneados por Argüelles, la solución apuntada, aunque
pueda ser contradictoria si la comparamos con la noción misma de soberanía y las demás
ideas liberales sostenidas por dichos diputados peninsulares, era la que mejor convenía a la
nación. Sin embargo, no se nos aclara exactamente las razones de tal conveniencia. Para
los americanos la igualdad de representación efectiva y práctica, con el reconocimiento de
las castas, como auténticos españoles y verdaderos ciudadanos; así como la cuestión de la
autonomía en materia económica y administrativa, representaba la meta mínima a que debía
llegarse. De otra forma, no se podrían serenar los ánimos ya exaltados de los insurgentes, y
se predispuso para el virtual apoyo y simpatía de los diputados americanos a favor de la
causa insurgente, sobre todo, a raíz de la vuelta de Fernando VII y el absolutismo.
Es en relación a las pretensiones de autonomía económica y administrativa, que
podemos finalmente estudiar lo propuesto por Miguel Ramos Arizpe en la sesión del día 22
de Octubre de 1811.
Lo que sería un importante argumento a favor de la descentralización, en el
discurso realista de Ramos Arizpe, comienza de esta manera:
El Sr. RAMOS DE ARISPE: El señor preopinante la fijado el punto de la presente discusion sobre el
establecimiento de Secretarios del Despacho de las Américas bajo dos aspectos diversos entre sí, y no conformes al plan de
la comision de Constitucion. Ha llamado la atencion de V. M. hácia el plan antiguo de un Ministerio Universal de
ambas Américas, y al fin se inclina más á que sigan reunidos los grandes negocios de aquel mundo bajo la direccion de
vecindario, determinado número de electores que residan en el mismo pueblo, y estén en el
ejercicio de los derechos del ciudadano. Tomando la palabra Ramos Arizpe, se quejó
amargamente de que “… tiene afinidad con los anteriores, en que V.M. privó de los derechos
de ciudadano a los descendientes de África, los excluyó de entrar en la base para la
representación nacional; y ahora por él no sólo se les excluye de ser electores y elegidos para
los oficios municipales, sino también de poder concurrir para nombrar a los electores. A todo
esto no hallo yo respuesta que no choque con la justifica y la libertad de esos hombres…”
(Sesión del día 10 de enero de 1812, ibídem p. 2595). Y fue apoyado por Guridi y Alcocer,
Larrazabal, Mendiola, Morales, Duárez.
En fin, al presentarse el mismo artículo 373, que establece el requisito de los ocho años para
hablar de reformas de la Constitución, al ver sin duda que esta rigidez iría en perjuicio de las
castas, volvió a suscitarse la tan debatida cuestión: así, en palabras del diputado Mendiola, “…
la exclusión de los que se han querido llamar castas (cuyo inútil apodo debería proscribirse) de
la representación nacional, y también de los oficios de república o concejiles, de que han
estado en posesión, puesto que uno y otro será en lo sucesivo propio de los ciudadanos, ¿es
por ventura una sanción de utilidad notoria a los mismo que han de sufrir esta nota, para que
por el fundamento de utilidad y felicidad presunta se interpone que gustosos y agradecidos los
interesados se someterán a la Constitución en esta parte? ...” (Sesión del día 17 de enero de
1812, ibídem, p. 2647).
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los Secretarios del Despacho de la Península. Si al formar esos establecimientos no se han de perder de vista su objeto y
fines, contraidos á que los negocios tengan el más acertado, pronto y expedito despacho, yo no puedo convenir en el sistema
de un Ministerio ó Secretaría Universal, ni con la reunion de los negocios bajo la direccion de los respectivos Secretarios
del Despacho de España; ni tampoco apruebo el plan que adopta el proyecto de Constitucion.
V. M., en el dia de su instalacion, fijó los luminosos principios que son como primeras bases del Gobierno,
dividiendo los poderes supremos.
La comision de Constitucion, con la sabiduría profunda que tanto caracteriza á sus indivíduos, ha formado
su proyecto de Constitucion, sin separarse de esos mismos principios, que se miran armoniosamente aplicados en la
formacion de las diversas Secretarías para España: debe, pues, seguirse la misma marcha, en cuanto sea posible, al
formar las Secretarías para las Américas, que ofrece tantos, tan interesantes, y acaso más complicados negocios que la
península, si no se quieran al fin confundir los poderes poniendo una Secretaria Universal para las Américas.363
Más adelante, oponiéndose al preopinante peninsular Laserna, Ramos Arizpe
argumenta que la formación de secretarías americanas permitiría manejar los intereses
económicos de España en América de una manera más eficiente; en este sentido, hay que
comentar que la prioridad en su argumentación pareciera ser la de responder a los intereses
peninsulares, sin embargo, esto no ocultaba sus verdaderas motivaciones. Por lo que
continúa diciendo:
La influencia de la Constitucion se derramará más fácil y prontamente en las provincias de España que estan tan
inmediatas al Gobierno supremo; no así en las de las Américas, que por su distancia ofrecen mayores obstáculos, y
necesitan de un impulso más fuerte y continuado sin interrupcion. Son diversas las costumbres y usos de los habitantes de
América; son y deben ser diversas sus leyes, que necesitan de reformas tan grandes en los códigos de Hacienda, Comercio
etc., que no es posible á V. M. verificarlas por ahora, y dan por resultado gravísimos y muy complicados negocios, muy
diferentes de los que ocupen la atencion de los Secretarios de España, y que piden distinta y expedita cabeza. No es,
pues, justo reunir bajo una mano los negocios de las Américas y Península, y V. M. debe desechar tan confusa idea.364
Dicha argumentación plantea un elemento esencial: la racionalización
administrativa, relacionada en este caso con tener en cuenta la especificidad americana. Sólo
atendiendo a estos elementos de juicio, es decir, a partir de la descentralización de la
363 Ibídem, sesión del 22 de octubre de 1811, p. 2131.
364 Ibídem.
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conducción gubernamental, podría lograrse un eficiente gobierno de la América española.
Más adelante, en el análisis de la participación de Miguel Ramos Arizpe, detectaremos
cómo esta cuestión de la descentralización vuelve a hacerse presente, en aquel caso a fin de
sostener el federalismo como forma de gobierno.
Puede comentarse sobre el discurso pronunciado el 2 de junio de 1813, cómo la
discusión en torno al gobierno económico político de las provincias nuevamente daría lugar
a que el diputado americano sostenga la imperiosa necesidad de descentralización. Miguel
Ramos Arizpe, no perdió entonces la oportunidad de dejar en claro cuáles eran sus
pensamientos en lo que respecta a esas cuestiones:
“El Sr. Arizpe propuso como adición el artículo siguiente:
<También estará á cargo de las Diputaciones de Ultramar el establecimiento de misiones de infieles, el de
nuevas poblaciones españolas, y la traslación de las antiguas á mejor terreno, asignando y repartiendo las tierras
correspondientes, según las leyes de Indias, y dando cuenta al Gobierno de lo hecho para su inteligencia y aprobación.>
Para fundar esta adición, dijo:
El Sr. RAMOS DE ARISPE: En dos ó tres sesiones ha indicado la proposición que ahora voy á
formalizar, y que si mereciera la aprobación, podrá adicionarse antes del artículo último del capítulo II. (La leyó el Sr.
Secretario) Como ha visto el Sr. Argüelles tomar con empeño su impugnación, cuando solo ha sido indicado, espero me
permita V.M. extenderme más de lo que acostumbro en fundar su necesidad, sus ventajas y su conformidad con las leyes
de Indias, de suerte que me obligó á demostrar que el Congreso, aprobando mi proposición, no hace otra cosa que mandar
se observe con regularidad, y ponga en práctica por la autoridad más análoga á la materia lo que para utilidad de la
Nación, y señaladamente de la América, tienen sancionado cien veces las expresadas leyes de Indias; y negándose á la
aprobación, como lo espero, aparecerá á la luz de la Nación, menos liberal que cantos Gobiernos han existido, entrando
el de Godoy.365
Para sostener su propuesta de dejar en gobiernos americanos la administración
económica del continente, Ramos Arizpe anota la posibilidad de conseguir con esto un
mejor aprovechamiento de los recursos, lo que apuntaría a consolidar el bien común, en
utilidad de la Nación: el sustento liberal es claro. Así, continúa diciendo:
365 Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes de Cádiz (1874), Imprenta de Genaro
García, Madrid. Sesión del 2 de junio de 1813, p. 5400.
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Nada más importante á un Estado que el fomento de su población. Esta, que es una verdad general, se hace
notoria entre nosotros, si observamos la desproporción del territorio español y su población, especialmente en América: sus
despoblados inmensos solo sirven de acreditar el abandono del Gobierno, y excitar la ambición de los extranjeros. Si,
pues, ha llegado el tiempo de la ilustración, es preciso que la sana filosofía y buena política adopten medias eficaces para
aprovechar con utilidad de los españoles las riquezas de esos territorios, y ponerlos á cubierto de toda tentativa extranjera:
la más efectiva es la del fomento de la población, y en conocerlo así nada hay de dificultad.366
La función que vienen a cumplir las políticas de población es clara: parte de un
gobierno racionalizado, eficaz, que sigue las directrices de la ilustración, con el objetivo de
lograr un mejor aprovechamiento de las riquezas. Se pronuncia entonces de este modo:
La distancia enorme en que existen las Américas respecto del gobierno supremo, la dificultad de sus muchas
comunicaciones teniendo el Océano de por medio, a que necesariamente induce apara la comunicación interior de las
provincias, la misma despoblación y extensión de territorio, forman en mi juicio un convencimiento plenísimo de que no
pueden ser felices, ni vivir con seguridad los americanos sin fomentar su población, y que esto no puede verificarse si en las
mismas provincias no se constituye una autoridad que pueda desde luego repartirles en plena propiedad terrenos
proporcionados; de suerte que el querer hacer felices á aquellos, es aumentar su población y asegurar el territorio:
obligarlos á acudir á las Córtes para entrar en posesión de una vara de terreno, es un delirio, es engañarles ó engañarse
quien tal piensa. ¿Y de aquí qué se sigue? Que solo los poderosos se apropien terrenos inmensos, que jamás pueden
cultivar: que se vengan á estancar para el común de los hombres los más feroces terrenos, que, ó quedan incultos, ó cuando
más, dados en subidos arrendamientos, sirven para convertir en esclavos á los ciudadanos más industriosos y beneméritos.
No hay duda: es insultar así a los habitantes de América el obligarlos á no poseer una vara de tierra, sin haber antes
costeado un recurso á las Córtes para obtenerla, y estos después de mil estafas sufridas en los empleados de provincia.367
Con estos argumentos queda más que clara la postura adoptada por Ramos Arizpe:
la centralización del poder no hace sino constituirse en fuente de inequidades, dando lugar
al aprovechamiento de los más poderosos. Es por esto que su abogacía apuntará a la
implantación de diputaciones provinciales, que sostengan la descentralización del Estado,
en un claro movimiento a favor de los pueblos americanos, que justifica además su antigua
pretensión de autogobernarse.
366 Ibídem.
367 Ibídem, p. 5400-5401.
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Así, luego de sostener estas ideas, concluirá diciendo:
Hay, Señor, en la América tierras baldías y realengas de sobra para repartir á sus habitantes; hay leyes
sábias y repetidas que quieren sus repartimientos; solo falta el cometer la facultad de hacerlo efectivo, y sin gravámenes
insoportables á los interesados, á la autoridad más análoga al objeto, y que se crea tome el mayor interés en realizarlo.
Yo estoy convencido de que las Diputaciones provinciales están designadas para esta fin en la Constitución, y que
facultandolas uniformemente tomarán el mayor interés en ejecutarlo; me he extendido demasiado, porque creo es muy
grande el interés que tienen las Américas en esta medida, que con dolor presiento no se aprobará. Yo he cumplido mi
deber. Que pase á la comisión de Constitución; que esta me avise como se lo ruego la noche que haya de examinarla, que
yo acudiré con gusto á contestar con razones y leyes á cuantas dificultades pulse>.368
Es así cómo la administración racionalizada a partir de la descentralización es vital,
puesto que desde su criterio instrumental, el objetivo de la autonomía administrativa y
económica solicitada para el gobierno de las provincias americanas, estaba basado en la
peculiaridad evidente que definía a las Américas respecto de la Península: su orografía, sus
pueblos, sus hábitos y costumbres, las distancias, en general, requerían de un trato
legislativo característico, distinto al peninsular.
Los peninsulares, en cambio, defenderán la metafísica generalización y uniformidad
volátil de todas las medidas de gobierno, o sea, la gran centralización legislativa y ejecutiva.
Sobre todo la legislación mimética de unas mismas disposiciones, unas mismas medidas
concretas y determinadas, que, según ellos, debían decretarse tanto para la Península, como
para las Américas. En el contexto de las discusiones apuntadas se llega a tal extremo
pasional por la defensa de esta uniformidad que se incurre, por inconsecuencia lógica, en
contradicción con muchos de los principios liberales previamente aprobados.
Llegados a este punto, esperamos que podamos en nuestras conclusiones finales
confirmar lo expuesto hasta aquí, tras haber analizado cada una de las aportaciones de
Ramos Arizpe, así como las de Miguel Guridi y Alcocer, en la elaboración de las diversas
constituciones nacionales; apuntando hacia el ciclo vital de sus ideas y lo que éstas dejaron
en el espacio-temporal del liberalismo mexicano. La aparición de una esfera pública
moderna; es decir, de un nuevo tipo de comunicación entre el poder político y la sociedad.
368 Ibídem, p. 5402
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Y que se debe a los procesos que provocaron el quiebre de la monarquía, a éstos de
carácter legislativo que fueron encabezados por Miguel Guridi y Alcocer y Miguel Ramos
Arizpe, en Cádiz. La ciudad de la Idea y el Concepto, la Razón y la Justicia. La ciudad y la
isla que nunca pudieron vencer Napoleón, ni gobernar José I. La ciudad de la Libertad y el
Ciudadano.
Sin embargo, antes de proseguir en el análisis de la recepción de la Constitución
gaditana en Hispanoamérica, comentaremos un último tópico que ya hemos mencionado
de paso, y que creemos resulta central para comprender el amplio desarrollo que fueron
encontrando las nuevas temáticas elaboradas por los noveles liberales: estamos pensando
en la cuestión de la libertad de imprenta.
Habida cuenta de la necesidad de sembrar en un terreno fértil que permitiera el
florecimiento de la libre expresión y la multiplicación de las novedosas temáticas liberales,
los diputados americanos no dejaron pasar la oportunidad de sostener sus modernas ideas a
partir de la consecución de la sanción de la libertad de imprenta. Que fue la forma como
pretendían asegurar la reproducción de su pensamiento, buscando garantizar la libertad
individual en todos los aspectos de la vida social, frente al poder despótico contra el que se
encontraban librando su batalla.
En el dia 25 de Junio del año 1811, y en ocasión de la discusión desatada por la
consulta hecha por el Consejo de Regencia de si en virtud del capítulo VII, art. 3º del
reglamente del Poder Ejecutivo, podría tomar providencia contra los autores, en el caso de
publicación de papeles sediciosos, sin la formalidad de la previa censura, el diputado
mexicano Miguel Guridi y Alcocer: como se observará a continuación, sus embates
estuvieron destinados a evitar todo tipo de restricción a la libertad de imprenta, atacando lo
argumentado previamente por el diputado peninsular D. José Martínez.
El Sr. GURIDI Y ALCOCER: Supuesta la libertad de la imprenta, no puede accederse á lo que solicita el
Consejo de Regencia. Son absolutamente incompatibles libertad de imprenta y facultad en el Poder ejecutivo ó en el
judiciario para castigar á los que abusen de ella sin la califícacion prévia de la Junta de Censura. Si para establecer
aquella libertad se quitó el requisito de que precediese la licencia de una impresión, porque podia negarse arbitrariamente,
¿con cuánta mayor razon no deberá impedirse la arbitrariedad en el castigo del abuso de la imprenta? ¿A quién no
retraerá de imprimir un papel el temor de que lo califique el mismo Gobierno ó tribunal que ha de aplicar la pena?
Porque es constante que uno de los fines de la libertad de la imprenta es la enmienda de los defectos de los gobernantes,
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cuyo resentimiento en los impresos dirigidos á este objeto es casi preciso los incline á calificarlos arbitrariamente, y esta en
la razon por que se ha creado una Junta á quien toca la calificeaion.
Guridi y Alcocer pone en evidencia la incompatibilidad entre el otorgamiento de la
libertad de expresión y la posibilidad de la censura previa de la misma, ya que su efecto
discordante frenaría la primera. Por esta razón de peso es que en su discurso puede verse el
incuestionable valor político que motiva su concepción sobre el papel de la libertad de
imprenta; Pues la plena vigencia de ésta serviría para enmendar los errores y los defectos
de los gobernantes; así, que, para él, se hace imperativamente necesario preservar los
escritos producidos por la prensa de los abusos y atropellos por parte de los conservadores
políticos. Guridi y Alcocer, de hecho, en la práctica, había escrito sus memorias
autobiográficas (Apuntes) totalmente en secreto, por miedo a la represión de la Inquisición y
de la propia jerarquía eclesiástica novohispana. En esos escritos denunciaba la corrupción,
las influencias, la intriga de que se valían las autoridades religiosas para establecer y operar
su selectivo mecanismo de ascenso laboral y social. Sabía, entonces, de lo que hablaba. Pues
se había visto orillado a practicar la autocensura con tal de no perder su modesto empleo
en una parroquia olvidada de la Nueva España.
De esta forma, continúa sosteniendo:
Por otra parte, esto en nada degrada ni embaraza las facultades del Gobierno. Supongamos que un juez sabe
escribir tan bien ó mejor que los maestros de escuela de un lugar, como puede suceder. Si se necesita justificar que un
manuscrito es de letra de un reo á quien se sigue causa, ¿lo calificará el juez? ¿No lo remitirá á los maestros de escuela
para que el!os lo califiquen? iY por qué razon? Porque así lo previenen las leyes, señalando á aquellos por peritos en esta
materia. Pues si V. M. ha dictado un reglamento, segun el cual se debe ocurrir para la califlcacion de los impresos á la
Junta de Censura, ¿por qué no ha de remitírselos el Gobierno, ó en qué se degradará requiriendo la calificacion de los
sábios que para este fin se han señalado por peritos?
La argumentación de Guridi y Alcocer apunta en la misma dirección que venimos
analizando: la de acotar poco a poco los espacios de decisión del Poder Ejecutivo en dicho
terreno, para así continuar avanzando en la descentralización del poder. En este caso, el
clérigo cuestiona la incoherencia de crear una Junta de Censura –la cual en su tesis no es
partidaria de alguna fuerza política en particular, sino que la eficiencia es el criterio para su
formación-.
Luego, avanza en la incompatibilidad de esta coexistencia:
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Me ocurre otro ejemplo. AI reo del mayor delito que tomó iglesia, no se le castiga hasta que no lo consigna el
escribano declarando no le vale el asilo. Y si alguno dijera es bravo rigor esperar estos trámites para castigar á un hombre
á quien sin ellos se castigaria si no se hubiese acogido á la iglesia, ó si no hubiese el asilo, ¿qué se le responderia? Que
supuesto que la iglesia goza esta inmunidad, para sostenerla es indispensable aquella práctica. De la misma manera,
aunque sin oir á la Junta de Censura, se castiga á quien de palabra, ó por medio de un manuscrito, se manifiesta
calumniador, sedicioso, etc. No puede hacerse lo mismo con igual delincuente en un impreso; porque supuesta la libertad
de la imprenta, para sostenerla debe observarse su reglamento.
Así, desde la óptica dialéctica de este argumento de Miguel Guridi y Alcocer, la
única forma de sostener un moderno régimen liberal es a partir de la aplicación correcta del
párrafo: aunque la calumnia fuera patente, es necesario esperar el castigo de la Junta de
Censura creada para tal fin, para que la libertad de imprenta se transforme en un hecho real
y no simplemente en una declaración nominal (lo que sucedería si se impusiera la postura
conservadora).
Finalmente, el diputado concluirá con su argumentación:
Yo bien sé que la salud del pueblo es la suprema ley; pero no veo que un papel, por sedicioso
que se suponga, pueda en momentos propagarse y producir una conmocion sin que dé tiempo al
exámen de la Junta de Censura. Hágase á esta en casos semejantes que en horas, en una si fuere
necesario, califique un papel, y esta todo remediado. Concluyo con que es incompatible la libertad de
la imprenta con la facultad del Gobierno para castigar al autor de un impreso sin la prévia
calificacion que el reglamento previene.
Externando una idea organicista de la sociedad como un cuerpo factible de caer en
la enfermedad, pero que es rescatable gracias al poder de la ley –y sosteniendo la
mencionada idea liberal de pueblo-, Guridi y Alcocer termina su alocución criticando la
incompatibilidad entre una libertad otorgada y su limitación arbitraria previa, mientras que-
deduce lógicamente- la ley objetiva se encargará de asegurar el normal funcionamiento
social.
Concluyendo -y más allá de las derivaciones teóricas ya mencionadas, formadoras
del pensamiento liberal en sus principios históricos-, es posible encontrar una singular
concordancia entre los preceptos sostenidos, es decir, basados en un orden metodológico
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de concepto, término, proposición y juicio, manejados con pulcritud expositiva por el
diputado tlaxcalteca, con la existencia de un amplio corpus liberal formado por numerosos
folletos y escritos, que circulaban en los ámbitos criollos desde antes de 1808. La
coincidencia de ideas entre el escritor secreto novohispano y el orador tribunicio gaditano,
permite observar como en su calidad de representante mexicano su experiencia y su
tenacidad crítica van a contribuir a la larga a la formación de un espacio público de opinión
que antes no existía, ensanchando las márgenes de lo público para ir forjando una opinión
pública por primera vez en el virreinato; consideramos por lo consiguiente que el discurso
de Guridi y Alcocer y los citados escritos destinados a la opinión pública, como los de
Bustamante y Fernández de Lizardi, por ejemplo, operan y sirven como supuesto teórico
básico y como un requisito fundamental para la circulación política y la aclimatación
ideológica de las modernas posturas liberales en el territorio mexicano.
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VII. Recepción de la constitución en hispanoamérica
El conflicto de intereses desatado en el seno de las Cortes se trasladó a
Hispanoamérica y fue un factor que influyó en la toma de posición de estas provincias
frente a la Constitución. La idea de una nación española que abrazara realidades tan
diversas como eran América, España y Filipinas, gobernada desde la Península Ibérica, no
estaba de acuerdo con las aspiraciones autnonómicas de los americanos, puestas claramente
de manifiesto desde 1810.
Erraban los liberales y tradicionalistas peninsulares al interpretar que ese
movimiento tenía por destinatario sólo al enemigo común, cual era el absolutismo
monárquico, y que dado el nuevo estado de cosas cesaría la disidencia americana. Lo cierto
es que los americanos, a esa altura del proceso, habían avanzado al poner en tela de juicio
la legitimidad y estabilidad del gobierno metropolitano, su capacidad para seguir al frente de
la Monarquía, además de sentirse víctimas de las Cortes por el centralismo que habían
implantado, más riguroso que el anterior369.
Si las primeras noticias llegadas a España de la jura de la Constitución en
Maracaibo, La Habana y otras ciudades alentaron la esperanza de los peninsulares de
mantener la unidad de la nación española, la persistencia de las quejas y del proceso
insurreccional terminó por convencerlos del engaño en que estaban. Acierta Geneviéve
Verdo cuando dice que la Constitución llegó demasiado tarde y no introdujo bastantes
novedades en las relaciones entre España y América para permitir una marcha atrás. La
ruptura fue la consecuencia lógica de ese proceso de radicalización y de autonomía,
acentuado tras el restablecimiento del absolutismo370.
Observa, por su parte, Demetrio Ramos que las Cortes vivieron entre la angustia de
los propósitos y la angustia de las noticias y, además, en la superposición de su política con
la de la fuerza. Desconsolados de que las provincias alzadas no enviaran a sus diputados,
369 Berruezo, La participación…, p. 24; Blanco Valdés, El ‘problema americano’…, p. 77.
370 Verdo, Geneviéve, “Constitutions…”, p. 52.
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cedieron a las iniciativas de la Regencia en cuanto a la necesidad de reprimir con las armas a
los rebeldes y, al final, sólo les quedó “la fuerza… y la Constitución”371.
Hubo, en efecto, ciudades que le juraron obediencia en los meses inmediatos a su
sanción, y otras que no lo hicieron. A continuación, abordaremos algunos ejemplos de
ambas posturas.
En la ciudad de México, siendo virrey Francisco Javier Venegas, y llegado a
Veracruz un ejemplar autorizado, fue promulgada en medio de las acostumbradas
festividades, en septiembre de 1812372.
En Lima, el virrey José Fernando de Abascal y Sousa la publicó el 2 de octubre
siguiente y la hizo jurar dos días después. En el acto del juramento se entonó un himno
patriótico, compuesto para la ocasión. La primera de sus dos estrofas dice: “Vuestros justos
votos/ están satisfechos:/ de vuestros derechos/ tranquilos gozad./ Tenéis dignamente/
por dicha colmada/ el ver sancionada/ vuestra libertad”. El estribillo agrega; “Venid,
ciudadanos,/ y rendir honor/ al bien que os llama/ la grande nación”. De conformidad a la
Constitución, el virrey convocó a elecciones municipales y dispuso las medidas necesarias
para enviar nuevos diputados a España373.
El Río de la Plata, gobernado por los revolucionarios, no le prestó obediencia, con
excepción de las ciudades ocupadas transitoriamente por las tropas realistas, como sucedió
con Montevideo y Salta. La ciudad de Montevideo, gobernada por el español Gaspar
Vigodet –no así la campaña de la Banda Oriental, dominada por los criollos-, juró lealtad a
la Constitución el 27 de setiembre de 1812374. Las fuerzas realistas capitularon a mediados
de 1814 y con eso cesó su vigencia.
371 Ramos, Demetrio, “Las Cortes…”, p. 491.
372 Stoetzer, O. Carlos (1996), El pensamiento político en la América Española durante el
período de la Emancipación (1789-1825), II, Instituto de Estudios Políticos, Madrid. p. 230; y
Ferrer Muñoz, La Constitución…, p. 18.
373 Ugarte Del Pino, Juan Vicente (1978), Historia de las constituciones del Perú, Andina, Lima.
pp. 35-37; y Stoetzer, El pensamiento..., II, p. 237.
374 Stoetzer, El pensamiento…, II, p. 250.
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En Salta, durante el fugaz gobierno del realista José Márquez de la Plata, nombrado
por el jefe del ejército español en el Alto Perú, José Manuel Goyeneche, estando la ciudad
ocupada por las tropas, fue jurada en la plaza mayor el 30 de enero de 1813375.
Semejante al Río de la Plata fue lo que ocurrió en el Nuevo Reino de Granada. La
mayor parte del territorio estaba en poder de los revolucionarios, por lo que sólo fue
publicada y jurada en alguna ciudad, como Panamá, adonde se había trasladado la sede
virreinal376.
Asimismo, importa destacar la recepción y jura de la Constitución no significó que
se aplicara377. Si, como expresamos, los criollos se sintieron parcialmente defraudados en su
esperanza de alcanzar la igualdad jurídica con los peninsulares, también las autoridades
reales estuvieron disconformes, obviamente por motivos diversos de los de los primeros378.
Uno de ellos fue el reemplazo de las antiguas autoridades de capa y espada por
gobernadores civiles: los jefes políticos, revestidos con menores facultades, debilitados a su
juicio para hacer frente a los movimientos insurreccionales en curso. A su vez, las
audiencias se agraviaron por limitarse sus funciones de justicia, cesando en el papel de
órganos consultivos de las autoridades superiores, precisamente cuando consideraban
necesario el aconsejarlas379.
Consecuencia de esta oposición fue que dichas autoridades evitaron todo lo posible
la implementación de las reformas. Asumieron esa actitud los virreyes de Nueva España y
el Perú.
En Nueva España, donde entre 1812 y 1814 la Constitución rigió dos años y
cuarenta y seis días380, los sucesivos virreyes Venegas y Félix María Calleja, abocados a
375 Bazán, Armando Raúl (1986), Historia del Noroeste Argentino, Plus Ultra, Buenos Aires. p.
209.
376 Stoetzer: El pensamiento…, II, p. 243.
377 Según Verdo, no se aplicó “jamás verdaderamente. Primero, porque no responde a las
expectativas de reformas que se esperaban de ella; luego, porque los funcionarios reales
encargados de su puesta en práctica son en general absolutistas; por último, porque el
contexto de guerra civil no se presta a una reorganización pacífica de la esfera social”
(“Constitutions…”, p. 53).
378 Desde las primeras sesiones de las Cortes los diputados americanos reclamaron y
protestaron por el modo de aplicarse a Ultramar las nuevas leyes y por la manera de entender
algunas autoridades metropolitanas de América las declaraciones de la Junta Central, de la
Regencia y de las Cortes sobre la igualdad de americanos y españoles, libertad de los indios,
seguridad de las personas, etc. (Labra, América…, pp. 184-185)
379 Hamnett, La política…, pp. 128-129.
380 Ferrer Muñoz: La Constitución…, p. 24.
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combatir a los insurrectos capitaneados por Miguel Hidalgo y José María Morelos, se
mostraron renuentes a aplicarla. Gobernaron, en la práctica, “de espaldas a la legislación que
emanaba de las Cortes”. Fue corriente que, para eludir sus preceptos, recurriesen a las viejas
cláusulas “por ahora, y sin perjuicio, y mientras que”. Venegas se negó a suprimir la Junta de
Seguridad, pese a que con ella violaba el art. 263 de la Constitución, que atribuía a la
audiencia la jurisdicción de aquélla. Calleja se esforzó en retener los poderes paralelos la
oficio de virrey y en no cumplir con todo el texto, pese a lo cual la Regencia aprobó su
actuación en julio de 1813381.
No sólo la cabeza del virreinato resistió la aplicación de las reformas. También lo
hicieron comandantes militares, como sucedió en Guadalajara con la implantación de la
censura de prensa, en abierta violación del art. 371, declarativo de la “libertad de escribir,
imprimir y publicar sus ideas políticas, sin necesidad de licencia, revisión o aprobación alguna anterior a la
publicación”.
Escépticos a causa de semejante desprecio a las leyes, dijeron en 1820, cuando
volvió a regir la Constitución de 1812: el periódico El Irónico Hablador, que “para estar lo
mismo o peor que antes, mejor estábamos sin la Constitución, porque no se ha hecho más de revolver el
estofado”, y el autor anónimo del diálogo El tejedor poblano y su compadre, que “yo no comprendo
cómo ese gobierno que anda en un libro sea mejor para nosotros que cualquier otro”382.
Vale la opinión de Ferrer Muñoz cuando expresa que, para explicar el influjo
limitado del aparato constitucional en la Nueva España, por más que introdujera
importantes innovaciones en la administración provincial y local, y proporcionara
abundante material al debate de los intelectuales, hay que tener presente, además del arraigo
de las fuerzas tradicionales, que consiguieron apartar a amplios estratos sociales de la
ideología gaditana, la circunstancia histórica, signada por las luchas civiles que
ensangrentaban el virreinato desde 1810, la ansiedad provocada por el destino incierto de la
Monarquía y la difusión de los ideales de independencia. Una situación crítica de por sí, que
se complicó con las nuevas contribuciones impuestas a los indígenas y con las
arbitrariedades cometidas contra ellos por los mandos militares383. Fue la tal magnitud de
los problemas políticos y sociales que la promulgación de la Constitución pasó a un
segundo plano.
381 Ibídem, pp. 18-19.
382 Ibídem, pp. 23 y 29.
383 Ibídem, pp. 26 y 28.
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Por otra parte, lejos de satisfacer, o ni siquiera aplacar, el deseo de autonomía de los
criollos, mantenía a América subordinada a España, razón por la cual, aun compartiendo su
ideología, debieron pensar en una solución diferente para lograr el objetivo de la
autonomía, irrenunciable a esa altura del proceso histórico. Los realistas se dividieron en
partidarios y opositores de la Constitución, según profesaban ideas liberales o
tradicionalistas384.
Sin perjuicio de los expuestos agravios, un hecho positivo que los mexicanos
debieron agradecer a la Constitución fue la formación, aun con los defectos señalados, de
las diputaciones provinciales en la ciudad capital y en las de Durango, Guadalajara,
Guatemala, Mérida y Monterrey, un hecho de enorme importancia para la construcción de
la república federal; además del ejercicio del sufragio, y el cese del virrey como gobierno
superior de todas las provincias385.
También en Venezuela la puesta en práctica de la Constitución tropezó con
obstáculos. Fuera de las autoridades judiciales, que la juraron a fines de 1812, el resto de los
funcionarios, civiles y militares, rehusaron aplicarla, por considerar que los países que
habían sufrido una revolución no debían “beneficiase” de ella. No se instalaron, pues, los
ayuntamientos y diputaciones provinciales previstos386.
VII. 1. Influencia de la Constitución de Cádiz en el constitucionalismo
latinoamericano
Recordados algunos aspectos de la sanción y aplicación en América de la Constitución de
1812, nos detendremos en el tema nodal de la influencia que ejerció en el
constitucionalismo de la América hispana, particularmente en lo que hace nuestro objeto de
estudio: el caso mexicano.
384 Ibídem, p. 47.
385 Cueva, Mario De La (1957), “La Constitución de 5 de febrero de 1857 (Sus antecedentes
históricos y doctrinales. El Congreso Constituyente de 1856-1857. Los principios fundamentales
de la Constitución)”, en AA.VV.: El constitucionalismo a mediados del siglo XIX, II, Facultad de
Derecho, UNAM, México. p. 1238.
386 Gallardo, Ricardo (1962), “Las intervenciones de los diputados venezolanos en las sesiones
de las Cortes de Cádiz (1810-1823)”, en El pensamiento constitucional de Latinoamérica, 1810-
1830, II, Academia Nacional de la Historia, Caracas. p. 178.
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Asimismo, es importante no olvidar que, además de Hispanoamérica, influyó
también en Brasil, en el proyecto de Constitución de 1823 y en la Carta Imperial del 25 de
marzo de 1824. Esto lo hizo a través de la Constitución portuguesa del 1º de octubre de
1822, copiada en gran parte de aquélla387, y también de forma directa388, como que por un
día había estado vigente en 1821.
Trato de mostrar la proyección de Cádiz en el constitucionalismo
hispanoamericano, sin afirmar, por cierto, que fuera la fuente exclusiva. Los proyectistas
criollos, bien informados como estuvieron de la literatura política moderna y del
movimiento constitucional angloamericano, inglés y francés, tuvieron presentes todos estos
antecedentes y procuraron extraer de ellos, indistintamente, las soluciones que juzgaron
más convenientes para sus particulares circunstancias. Sin perjuicio de ello, se advierte a
veces la preponderancia de alguna de las fuentes. Fue lo que sucedió con la Constitución de
Cádiz en los primeros años, por naturales motivos de afinidad ideológica y cultural.
De acuerdo con Verdo, si bien no se aplicó efectivamente en la América española,
el modelo de sociedad que proponía no era menos importante para los criollos en el plano
de la ideología revolucionaria. En el fondo, eran tan liberales españoles como sus
“compatriotas” peninsulares. Pensaban y actuaban en función de un conjunto de ideas y de
representaciones muy próximas a las de los constituyentes de Cádiz: sin dudas, esto se
notará particularmente en el posterior análisis de los dos diputados seleccionados.
Continuando, los textos resultantes, que se multiplicaron durante ese período,
representaron el esquema ideal según el cual intentaron reconstruir la sociedad. Ricos de
enseñanzas sobre la cultura política de las élites revolucionarias, permiten a Verdo afirmar
la hipótesis de la existencia de un modelo cultural hispánico, frente a los modelos francés y
anglosajón invocados por la historiografía tradicional. Principal elemento de aquel modelo
es la definición del cuerpo político, poniendo delante la cuestión central de la soberanía y
de su ejercicio en los nuevos Estados, cuestiones que a su vez remiten a los problemas de la
representación, la ciudadanía y el sufragio. La red cultural que se había formado explica la
387 Ferrando Badía, Juan: “Proyección exterior de la Constitución de 1812”, en Artola: Las
Cortes…, p. 228.
388 Arinos De Melo Franco, Alfonso, “El constitucionalismo brasileño en la primera mitad del
siglo XIX”, en AA.VV.: El constitucionalismo…, I, pp. 305 y 316.
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“semejanza sorprendente” de las constituciones del período de la Independencia, entre ellas con
la de Cádiz389.
Así como en ésta, hicieron una referencia central a la religión y definieron con
particular cuidado los requisitos de la nacionalidad y de la ciudadanía, dos condiciones
generalmente diferenciadas. Aun cuando le otorgasen a la comunidad nacional la máxima
extensión posible, tal como la Constitución española, no hicieron lo propio con la
comunidad política, de la que quedó excluida la parte de la población que no cumplía con
los requisitos de autonomía mental y material, a menudo junto al de integración a la
sociedad circundante mediante el domicilio y el matrimonio.
Por otra parte, tanto en España como en América fue enorme la dualidad entre las
profesiones de fe de los constituyentes y la realidad social circundante. Principios
modernos convivieron con un sistema de representación propio del Antiguo Régimen. La
mayor diferencia con Cádiz consistió en la adopción de la república como forma de
gobierno, en casi todos los casos390.
De esta manera, podemos afirmar ya pensando en México en particular, que el
primer documento constitucional mexicano después del de Cádiz fue el interino “Decreto
constitucional para la libertad de la América mexicana”, sancionado por el Congreso
Constituyente reunido en Chilpancingo, a partir de los “Elementos constitucionales” de Ignacio
López Rayón, y promulgado en Apatzigán el 22 de octubre de 1814391. Su sanción fue una
consecuencia de la declaración de independencia hecha el 6 de noviembre del año 1813.
La influencia del texto gaditano –reemplazado, precisamente, por éste- no sólo
resulta objetivamente de la comparación de ambos. Morelos declaró durante el proceso al
cual fue sometido que su sola parte en la formación del Decreto había sido remitir a sus
autores “la Constitución española y algunos números de El Espectador Sevillano”392.
389 “Consittutions…”, pp. 41 y 53.
390 Ibídem, pp. 53-59.
391 Según Emilio O. Rabasa, no estuvo en vigor un solo día. Rabasa, Emilio O. (2000) Historia
de las Constituciones mexicanas, 2ª ed., 2ª reimpr., UNAM, México. p. 13.
392 Torre Villar, Ernesto De La (1978), La Constitución de Apatzingán y los creadores del
Estado mexicano, 2ª ed., UNAM, México. p. 84, y “El decreto Constitucional de Apatzingán y
sus fuentes legales”, en Ibídem (1994), Estudios de historia jurídica, UNAM, México. p. 303; y
Torre Villar, Ernesto De La, y García Laguardia, Jorge Mario (1976), Desarrollo histórico del
constitucionalismo hispanoamericano, UNAM, México. pp. 44-45.
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Torre Villar cotejó la Constitución de Apatzingán, artículo por artículo, con sus
fuentes y estableció su génesis y las modificaciones efectuadas a aquéllas por los
constituyentes mexicanos. Resulta de la investigación, salvo detalle, que el art. 1º,
declarativo de la religión católica como única permitida, proviene del art. 12 de Cádiz; los
art. 2º y 11, enunciativos de los atributos de la soberanía, del 3º; el art. 4º, en cuanto
prohíbe que el gobierno se instituya en interés de familia u hombre alguno, del art. 2º; el
art. 7º, que determina la base de la representación, de los arts. 28 y 29; el art. 56, que fija en
dos años el mandato de los diputados, del art. 108; el art. 57, que prohíbe la reelección de
los diputados, del art. 110; el art. 59, sobre sus privilegios, del art. 128; los arts. 64 a 101,
sobre su elección, de los arts. 35 a 99; los arts. 102 a 122, sobre las atribuciones del
Congreso, del art. 131; los arts. 123 a 131, sobre sanción y promulgación de las leyes, de los
arts. 132 a 156; los arts. 145 y 146, sobre responsabilidad de los secretarios, de los arts. 226,
228 y 229; los arts. 159 a 165, sobre facultades del Supremo Gobierno, del art. 172; el art.
174, sobre caudales públicos, de los arts. 341 a 344; el art. 181, sobre establecimiento del
Supremo Tribunal de Justicia, de los arts. 259 y 260; y los arts. 196 a 199, sobre
competencia del mismo, del art. 261393 .
Un ejemplo de adaptación del modelo a los objetivos de la nación mexicana es el
art. 2º de Cádiz: “La nación española es libre e independiente, y no es, ni puede ser, patrimonio de
ninguna familia ni persona”, reformulado del siguiente modo: “Como el gobierno no se instituye por
honra o intereses particulares de ninguna familia, de ningún hombre ni clase de hombres, sino para la
protección y seguridad general de todos los ciudadanos, unidos voluntariamente en sociedad, ésta tiene el
derecho incontestable a establecer el gobierno que más le convenga, alterarlo, modificarlo y abolirlo totalmente
cuando su felicidad lo requiera” (art. 4º).
Mayor parecido guarda el procedimiento de sanción de las leyes. Según Apatzingán,
“cualquiera de los vocales [diputados] puede presentar al Congreso los proyectos de ley que le ocurran,
haciéndolo por escrito, y exponiendo las razones en que se funde” (art. 123). “Siempre que se proponga
algún proyecto de ley, se repetirá su lectura por tres veces en tres distintas sesiones, votándose en la última si
se admite o no a discusión, y fijándose en caso de admitirse, el día en que se deba comenzar” (art. 124).
“Abierta la discusión, se tratará e ilustrará la materia en las sesiones que fueren necesarias, hasta que el
Congreso declare que está suficientemente discutida” (art. 125).
393 “El decreto…”, pp. 306-357. Vid. Stoetzer: El pensamiento…, II, pp. 229-231.
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Además de saltar a la vista la proclamación de la soberanía popular a la manera de
Rousseau, y el mayor desarrollo de los derechos individuales, siguiendo en esto a las
Declaraciones angloamericanas y francesas, llama la atención –como dice Carlos Petit- la
inexistencia en Apatzingán de la diputación provincial, tan importante en el México de
entonces, y el recurso en su lugar a las viejas intendencias, reguladas como administración
provincial con competencias hacendísticas y eventualmente judiciales394.
Jurada nuevamente la Constitución de Cádiz el 31 de mayo de 1820, el virrey
Agustín Iturbide, mediante el Plan de Iguala, el 24 de febrero de 1821, declaró a México
reino independiente, con proyección de imperio, y que se procedería en el interín “con total
arreglo a la Constitución española” (art. 20). Este dato le permite decir a Petit que la
independencia de México se obtuvo bajo el régimen de la Constitución de 1812.
Con las siguientes alteraciones, fue el texto fundamental que rigió durante el
Imperio de Iturbide, hasta su abdicación el 19 de marzo de 1823 y las posteriores Acta
Constitutiva de la Federación, del 31 de enero de 1824, y la Constitución del 4 de octubre
del mismo año. Su vigencia robusteció las “tres garantías” proclamadas en Iguala; religión
católica, independencia, e igualdad entre americanos y europeos; servía de entrada al
proceso de institucionalización del nuevo Estado, y articulaba la representación nacional
por la que se había levantado Iturbide en Iguala395. La Constitución de Cádiz fue ratificada a
pesar de que el movimiento de Iturbide estuvo dirigido contra la España liberal396.
La Constitución federal de 1824, no obstante su conversión al federalismo, se situó
más cerca de Cádiz que de Filadelfia. Ambos textos contribuyeron a la formación de una
buena parte de aquélla, siendo discutible si, como se ha dicho, se trató de una versión de la
Constitución española revestida con la fórmula federal norteamericana397.
En la opinión de Mario de la Cueva, Montesquieu y las Constituciones de Cádiz y
de Apatzingán pesaron en la manera de aplicar el principio de la división de los poderes y,
consecuentemente, en la determinación de la estructura y relaciones de los poderes
394 Petit, Carlos (1993), “Del Anáhuac a la república federal: México (1810-1836)”, en Cruz,
Pedro E. A., Los orígenes del constitucionalismo liberal en España e Iberoamérica; un estudio
comparado, Junta de Andalucía, Sevilla. pp. 115-116.
395 “Del Anáhuac…”, p. 119.
396 Stoetzer, El pensamiento…, II, p. 235.
397 Lo niega Petit, “Del Anáhuac…”, p. 148. Habían dicho Torre Villar y García Laguardia que de
la Constitución de Cádiz tomó la forma, la distribución de las partes y el estilo declamatoria, y
de la de Filadelfia, el principio federal (Desarrollo…, p. 122).
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estatales. Siguió a la Constitución de Filadelfia en la idea del Estado federal, pero organizó
los poderes en armonía con la gaditana, sobre cuya base se fijaron las atribuciones del
Congreso General y del presidente, incluida la necesidad del refrendo ministerial398.
El art. 1º, que declara la libertad e independencia de la nación, emana del art. 2º de
Cádiz; el 2º, que define el territorio, del art. 10; el 3º, sobre adopción de la religión católica,
del art. 12; el art. 8º, sobre la duración de los diputados, del art. 108; el art. 13, sobre
diputados suplentes, del art. 90; algunos incisos del art. 50, sobre las facultades del
Congreso, del art. 131; el art. 61, sobre proyectos de ley desechados, del art. 140; el art. 64,
sobre interpretación, modificación y revocación de las leyes, de los arts. 131, inc. 1º, y 153;
el art. 72, sobre sesiones extraordinarias del Congreso, de los arts. 161, 163 y 166; algunos
incisos del art. 110, sobre atribuciones del presidente, del art. 171; algunos incisos del art.
112, sobre restricciones a ellas, del art. 172; el art. 118, sobre firma de los secretarios, del
art. 225; y el art. 163, sobre juramento de los funcionarios públicos, del art. 374.
Verificada la íntima relación entre la Constitución Gaditana y la primer
Constitución mexicana, analizaremos ahora lo actuado por los diputados Ramos Arizpe y
Guridi y Alcocer, sobre todo dimensionaremos su papel protagónico en ésta última, a fin
de valorar cuál fue su aporte medular al origen y desarrollo del liberalismo mexicano.
Habida cuenta de la imposibilidad de emprender en este ensayo un examen
exhaustivo de todo lo aportado por estos dos diputados, nos centraremos sólo en algunos
aspectos vitales de su obra y trayectoria legislativas; buscando determinar cuáles fueron los
aportes específicos de Guridi y Alcocer a la idea de republicanismo, y de Ramos Arizpe a la
idea de federalismo, que, a mi parecer, constituyen dos de los fundamentos del pensamiento
liberal mexicano y , por su demostración documental y teórica, el núcleo central de nuestra
tesis.
VII. 2. Un terreno fértil
Como mencioamos oportunamente, a Constitución de Cádiz, producto del primer
liberalismo español, no alcanzó a entender las demandas de los criollos: sin embargo, se
convirtió en un elemento que dio cauce a las expectativas de muchos americanos. Las
398 “La Constitución…”, pp. 1244-1246; y RABASA: Historia…, p. 15.
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diputaciones provinciales y los ayuntamientos constitucionales permitieron a las elites
criollas obtener espacios de representación, mientras que la libertad de prensa facilitó la
expresión de sus ideas; así, la restauración de la Constitución de Cádiz en marzo de 1820 y
la vigencia de la libertad de imprenta dieron lugar a una actitud optimista sobre temas
constitucionales o conexos, que se tradujo en la publicación de numerosos folletos, los
cuales serán el objeto de análisis de este apartado. En relación a este aluvión, Alamán
reduce los temas tratados por estos, al decir:
Contribuían mucho a aumentar esta agitación de los espíritus, los folletos que cada día se
publicaban en uso de la libertad de imprenta, con los títulos más extraños, y en los cuales, en el estilo más
propio para hacer impresión en el pueblo, se le excitaba a la revolución, se declamaba contera la conquista y
los horrores de ella, se suponía que todos los productos del reino, que apenas bastaban a cubrir sus gastos, se
exportaban para enriquecer a España, dejando exhausto el país, todo con el objeto de hacer odiosa la
metrópoli y prevenir la opinión contra el gobierno. Reimprimíanse además y eran leídos con empeño todos los
papeles que se publicaban en el mismo sentido en España, en especial los que escribía el peruano don
Manuel Vidaurre, que gozaban de la mayor aceptación.399
Así, el lenguaje de los folletos se encontraba cargado de sentido e intención. Mucho
de su contenido fue transitorio y fugaz; mas abundan en ellos tendencias que cuajarán más
tarde en nuestra evolución jurídico político. Sin duda, se quería que fueran papeles
populares, que llegaran al pueblo y fueran seguidos por éste. En este sentido, lograron su
objetivo y, entre otras razones, de ello proviene su importancia teórica en la fundación de la
corriente del liberalismo mexicano.
Una tendencia de estos folletos se caracteriza por la ingenua creencia en una especie
de determinismo constitucional. Según esto, basta con que la Constitución impere para que
todos los problemas desaparezcan. Por otra parte, todos los temas y problemas caen dentro
de los estudios constitucionales. Esta creencia, que deriva de la idea iusnaturalista en un
orden natural bueno de por sí, que los textos constitucionales deben captar y dejar que
opere, tiene múltiples adeptos y se expresa en una verdadera devoción por la Constitución
y los estudios constitucionales.
Sin embargo, no todo era optimismo constitucional. En los folletos de 1820 se
manifiestan muy serias dudas sobre que de la promulgación de la Constitución dependa la
399 L. Alamán: Historia de México, tomo V, pp. 41 y 42. México, imprenta de J.M. Lara, 1852.
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felicidad de un pueblo. Algunas dudas marcan la diferencia entre una ley y su
cumplimiento; otras plantean la necesidad de vincular el texto constitucional a los
característicos problemas de nuestro país. La necesidad de adaptar ideas e instituciones late
en muchos folletos y no se puede negar la existencia de cierto realismo.
Al optimismo constitucional obedece el que se reimprima la Cartilla o Catecismo del
ciudadano constitucional400. La Constitución es un santo código en que ha de creer todo
ciudadano, pues ella ha de liberarlo de todo mal. El primer mandamiento de la
Constitución es “amar a Dios y después a la Constitución sobre todas las cosas”. Se
enumeran los enemigos de la Constitución y las hiperbólicas virtudes del texto.
Manifestación también de este ingenuo entusiasmo es el Prospecto para el
establecimiento de la Academia Patriótica Constitucional401. De la oscuridad más densa a la luz más
deslumbradora, es la tesis de este folleto. En la Nueva España las ciencias y las artes
“apenas dan vislumbre de una vida enfermiza o moribunda”; “las ciencias exactas sin
resorte ni magisterio, sin premio ni otro estímulo”; “la estadística está en mantillas, y la
topografía del suelo que pisamos, equivocada e incorrecta”. Y agrega:
La zoología y otras ciencias naturales están por nacer, siguiéndose muy de cerca, la economía
política, el derecho natural, el público y de gentes.
El autor del prospecto confía en que las Cortes Soberanas, “reconquistada la
libertad”, realicen las vastas ideas que sobre instrucción pública se desplegaron en 1812,
pero considera que a través de las Academias se pueden comunicar las ideas e ilustrar los
espíritus:
Si los hombres instruidos por su estudio privado, ocultan en sí mismos los conocimientos que
adquirieron, intimidados por la fuerza de la opinión sostenida por el poder injusto, entonces, sirviéndoles
aquellos de mayor dogal, de nada pudieron servir a la felicidad de sus compatriotas, el estudio y las vigilias
a que se sacrificaron. Este es el duro contraste de que nos liberta la sabia Constitución que hemos jurado; el
hombre puede ser benéfico sin ser víctima; e ilustrar a sus semejantes sin ser un criminal.
A este florecimiento de los folletos constitucionales, responde en parte la
realización por El pensador Mexicano de la Sociedad Pública de Lectura:
400 Reimpreso en México: imprenta de Ontiveros, 1820.
401 Sin fecha, firma ni pie de imprenta, pero por su texto, de 1820. El prospecto cita cuatro autores:
Heineccio, Mably, Bentham y FIlangieri, que son de los de más aceptación hasta 1825.
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De nada sirve la libertad de imprenta a quien no lee, y muchos no leen no porque no saben o no
quieren, sino porque no tienen proporción de comprar cuanto papel sale en el día, con cuya falta carecen de
mil noticias útiles y de instrucción que facilita la comunicación de ideas.402
De la Constitución proviene todos los bienes. Para demostrar la necesidad de amor
a la patria, un folleto sólo tiene que reproducir el artículo 6º de la Constitución de Cádiz,
que establece como obligaciones de los súbditos el amor a la patria y el que sean justos y
benéficos.403
Pero no todo es, por lo visto, optimismo constitucional. Así, bajo el título de
¿Conviene que haya Constitución en Nueva España?, un anónimo autor dice que para responder a
los malintencionados que tal interrogante plantean, publica un escrito de la Baronesa Stael,
pues ella responde a la pregunta similar de si son propios los franceses a la libertad. El
autor, después de coincidir con las razones positivas de la Baronesa Stael, asienta que:
Por ellas se verá que el interés personal usa en todas partes del mismo lenguaje.404
Se señala rigurosamente el problema de la Constitución: al milagro de su existencia
se debe añadir el milagro de su cumplimiento. Para que ella resuelva los problemas es
necesario que se cumpla; no es suficiente la promulgación de la Constitución para la
felicidad. Hay que distinguir la ley de su cumplimiento; la norma de la conducta. El afán
constitucional es comparado por un folleto con el caso del estudiante, que después de una
larga jornada, no hallando postura que su cuerpo resista y siéndole indispensable continuar
la jornada, resuelve cambiar la cabalgadura con su ayudante, creyendo que así disminuirán
sus molestias:
Se ha jurado el justo código en que creemos no sin fundamento ver afianzada nuestra felicidad, los
vivas más expresivos y sinceros, las demostraciones más terminantes y más características del más puro y
cordial gozo, han acompañando a este acto tan solemne como religioso; pero si todas sus benéficas, sabias,
justas y tan bien premeditadas disposiciones, no tienen cumplimiento debido en toda su extensión, y que se
falte a ellas ni en una jota, lo diré en una palabra, si tan justificadas providencias no se hacen efectivas en
todas sus partes, ¿qué habremos conseguido con haberlo jurado? A mí me parece que en este caso, no
402 Sociedad Pública de lectura, por El pensador Mexicano, México, 1820, en la oficina de Juan Bautista
de Arizpe.
403 El amor a la patria o sea los deberes de todo ciudadano, México, 1820, en la oficina de D. Alejandro
Valdés.
404 ¿Conviene que haya Constitución en Nueva España?, México, 1820, en la imprenta de D. Alejandro
Valdés.
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habremos avanzado más que mi estúpido estudiante cuando ansioso mudó de mula, no habiendo mudado de
cula.
Después de revisar el cumplimiento de la Constitución en la Nueva España, con un
enjuiciamiento negativo, el autor afirma:
Concluyamos pues, que entre tanto que no se tire por parejo del carro del gobierno, por los
destinados a conducirlo a la cumbre a que debe arribar, para ver logrado su importantísimo objeto, que es
hacer felices a los hombres, entretanto que se oiga más la voz de la conveniencia particular que el grito
imperioso de la común necesidad, entre tanto que el abandono, a la indolencia y a la poltronería no suceda
la vigilancia, la actividad y al incansable laboriosidad, entretanto que la responsabilidad de la ley no se
haga efectiva en el que por desgracia falte a su deber, entretanto que no se haga un ejemplar castigo con más
de cuatro egoístas pancistas y anticonstitucionales, entre tanto que en perjuicio de la justicia haya
contemplaciones, condescendencias y debilidades, entretanto que todos, todos los españoles cada uno en su
puesto no desempeñe los sagrados deberes que le impone la sociedad y entre tanto que el benéfico Código que
hemos jurado no sea el norte alegre que lleve a todos al puerto de su deber, y este amable punto de vista sea
desatendido, por más que lo hayamos jurado, por más que deba ser obedecido, y por más que acaben de
llegar todas las sabias providencias que de él deben emanar, por más que se publiquen, se hagan saber y se
decrete su cumplimiento, mientras que todo esto no se verifique, se ejecute y se ponga por obra, nuestras
esperanzas son vanas, nuestro gozo se hace ilusorio, la Chanfaina se está sequita405, Don Antonio es
siempre el mismo, y de nada sirve mudar mula si no se muda cula.406
Pero no nada más el cumplimiento de la Constitución, sino su cumplimiento cabal,
como un todo articulado y armónico, es exigido en esta literatura. Un folleto lo indica con
una escritura reveladora de talento y criterio jurídico. Obedeciendo a un objetivo político –
el retiro de Apodaca y la condenación de sus adherentes-, el papel El liberal a los bajos
escritores revela la diferencia política subyacente, dentro de una profunda admiración al texto
constitucional:
Sabed, serviles, y no queráis alucinaros, ni alucinar, que la parte sana del Reino, esto es los
liberales, sospechan de su adhesión lo mismo que de la vuestra, a la preciosa carta: responded, ¿no está
entorpecida la marcha constitucional? ¿no os son constantes todas las infracciones ejecutadas contra ella?, las
señales de tibieza y de afecto manifestadas por S. E. antes y después de jurarla, ¿no os convencen de que
405 Alusión a La Chanfaina Se-Quita, de que fue autor el Lic. Azcárate.
406 No importa que mudes mula, si no mudas también cula. F.R.R.P., México, 1820, en la oficina de D.
Juan Bautista de Arizpe.
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hombres envejecidos en el vicioso sistema antiguo, y bien hallados en su colosal poder, que ven deslizárseles
de entre las manos, por las nuevas instituciones, no pueden amarlas? Ellos son liberales a la fuerza, pero su
corazón jamás puede serlo, y sujetos de esta clase no son buenos para mandar.
La lealtad a la Constitución no está sujeta a duda. Todo el reino es amante de la
Constitución, pero desea nuevos gobernantes “que desciendan de la rama del inmortal
Quiroga, esto es, constitucionales habidos y reputados de tales, que respeten los derechos
del Pueblo”. Sólo así se logrará que se aplique la Constitución como un todo:
Desengañáos, miserables: todos estos hechos que no podéis negar prueban hasta la evidencia misma,
que en América sólo se disfruta la teoría de la Constitución: ¿por qué pues, descarados hipócritas, serviles,
aduladores, aseguráis que se va planteando en todas sus partes? Responded, ¿qué otra cosa se ha hecho, a
excepción de aquello que absolutamente podía dejar de hacerse sin la nota de traidores: ¿Qué, haber
establecido los Ayuntamientos y ejecutado las elecciones de Parroquia, de partido y de Provincia, es plantear
la Constitución en todas sus partes? Os engañáis y queréis engañar. Ella tiene un tejido tan maravilloso, y
sus partes guardan una relación tal entre sí, que es imposible infringirla en alguna, sin que el todo deje de
resentirse. El que ataca la libertad individual, el que no conoce otra ley que su capricho, es un déspota, no
puede amar la carta y estorbará se ponga en planta.407
Late aquí un soplo de Montesquieu: una constitución no es un código con leyes o
preceptos acumulados sin orden ni concierto, sino que es un sistema de preceptos unidos y
conectados a un cuerpo armónico, ordenado geométricamente en una urdimbre maravillosa
y casi sobrenatural.
Por ello, algunos folletos precisan cuál debe ser el gobierno de la Nueva España a la
luz de la Constitución de Cádiz y sus reglamentos e instructivos, como por ejemplo Sal y
pimienta a la Chanfaina,408 que persigue delimitación de competencias y estructuración del
gobierno de la Nueva España.
La Vindicación de los escritores409está dirigida a contestar a Félix Merino en su papel El
liberal a los bajos escritores. Su autor, A. C., se pregunta: “¿Sabrá por ventura lo que significa la
libertad de la imprenta quien se explica en los términos que lo hace F. M. en su calumnioso
407 El liberal a los bajos escritores, Félix Merino, Puebla, 27 de septiembre de 1820. Reimpreso en
México en la de D. Alejandro Valdés.
408 México, 1820, en la oficina de D. Alejandro Valdés, calle de Sto. Domingo.
409 Vindicación de los escritores, A. C., México, 1820. En la oficina de D. Juan Bautista de Arizpe.
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papel?” Se defiende encendidamente al Virrey Dn. Juan Ruiz de Apodaca, sobre todo, del
cargo de desafecto a la Constitución:
Los escritores pondrán por testigos al pueblo mexicano y están ciertos de que dirá, demostró su
afecto a la Constitución de cuantos modos pudo, sin faltar al sistema de moderación, paz, sosiego y dulzura
que hace su carácter: su júbilo inocente resplandecía en su rostro; y su voz excitaba a todos para que
proclamaran, bendijeran y ensalzaran el Código precioso que con su sabiduría va a reanimar a la nación,
organizándola de nuevo para establecer perpetuamente su felicidad.
En la gran euforia constitucional de 1820 El Pensador Mexicano juega un gran papel.
Lo que él dice y lo que en contra de él se dice, son términos de una polémica esclarecedora.
José Joaquín Fernández de Lizardi liga el constitucionalismo liberal a los movimientos de
independencia de Hidalgo y Morelos,410 lo cual le valdrá más de una feroz reprimenda de
los rutineros constitucionales o liberales no independentistas. Todo porque El pensador Mexicano
destaca la peculiar realidad nacional, al exigir la atención de asuntos específicos como el
indígena. Se trata, con esto, de vincular el texto de Cádiz a los característicos y agobiantes
problemas de nuestro país, más allá de su recepción y celebración justificada. Lo que en el
fondo quieren los liberales de cepa pura es su pronta y contundente aplicación jurídica y
social.
Contestando a Merino, J. Joaquín Fernández de Lizardi, después de acusarlo de
faltar al artículo 7 de la Constitución de Cádiz, que lo obliga a ser fiel a la Constitución y
respetar a las autoridades establecidas –el Virrey Apodaca- y admitiendo que la
Constitución no se encuentra en vigor en todas sus partes, con ello nos da una idea exacta
de la aceptación y de la resistencia a que el texto constitucional se enfrentaba:
Asegura que todo el reino es amante de la Constitución, y ya nos holgaremos de que no se
equivocara tan de gordo. Si por todo el reino entiende el estado medio, se le concede: si entiende las clases
altas y las ínfimas, se le niega. Aquéllas no pueden amar lo que creen que les daña, ni éstas el bien que aún
no conocen: luego es falsísimo que todo el reino ame la Constitución.411
410 La tesis del Pensador también encuentra su respaldo. En Los insurgentes rendidos a la Constitución –
C. de Art. A. S., México, 1820, impreso en la oficina de D. Alejandro Valdés- se asienta: “Si libertad (no
libertinaje): si garantía en los derechos, que son producciones de un sabio gobierno: si exactitud, si
justicia, se pedía en el principio de la sublevación; libertad, garantía, y buen gobierno trae en sí misma la
recta Constitución, que se nos ha venido como un ángel tutelar, para nuestro amparo y nuestra defensa”.
411 Justa defensa del Excmo. Sr. Virrey de N. E., por El pensador Mexicano, México, 1820, en la oficina
de D. Juan Bautista de Arizpe.
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Así, se proyecta un amplio y variado espectro de opiniones que no hace sino
enfatizar la virtual potencia de las transformaciones en vías de implementarse; porque si
bien es verdad que la constitución se encontró con un ambiente saturado de posibilidades
liberales -así como con lo contrario-, además se encontró con un espacio en el que la
libertad de prensa iba a caballo de las nuevas ideas liberales, es decir, sobre un terreno fértil
en el cual reproducirse.
VII. 2. Influencia particular del clero mexicano en las constituciones de independencia
Desde la iniciación de las labores legislativas imperan unidos en nuestro país los
principios democráticos y liberales. Sin confundir, siguiendo a Montesquieu, el poder del
pueblo con la libertad del pueblo, la lucha es por el liberalismo y la democracia.
Distinguiendo sistema de gobierno de forma de gobierno, consideran que al sistema liberal
le es indistinta la forma que asuma el gobierno. Resulta indudable que la idea es la
democrática –soberanía popular-, concibiendo al Estado como un representante de la
sociedad; pero admitiendo la división de poderes, jerarquizan a éstos de tal manera que se
quiere colocar la Legislativo como fuente del Ejecutivo y del Judicial. La soberanía reside
en el pueblo; pero quien la representa es el Congreso. Este es el depositario de la soberanía
y sólo transmite parte de su poder al Ejecutivo y parte al Judicial, mediante delegación
revocable en todo momento a juicio del poder representativo.
Había la idea rectora de organizar el país como monarquía constitucional y
moderada, bajo el sistema liberal. Sin embargo, existía también la posibilidad de que
adoptara otra forma de gobierno, la republicana, dentro del sistema liberal, por supuesto.
Así se explica que en las primeras fases del Congreso, en la sesión de 15 de abril de 1822,
haya habido una proposición:
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Del señor Martínez Zurita: a fin de que la libertad de imprenta sea extensiva a las varias
formas de gobierno adaptables a la Nación.412
Evidentemente que se quiere que la libertad de imprenta, que es la primera por la
que el liberalismo mexicano lucha, sirva para que el país ordene sus ideas sobre forma de
gobierno. La posibilidad de una organización republicana fue prevista y un indicio de ello lo
encontramos cuando Valdés justifica en parte su actuación a favor de la proclamación de
Iturbide como emperador, diciendo: “También he procurado repeler con el mismo sistema de
conducta los embates de republicanismo”.413
Los acontecimientos históricos aterrizarán la idea sobre la organización del Poder
Ejecutivo hasta llegar a la forma republicana; pero al margen de ello los legisladores están
conducidos en su mayoría por la idea democrática de la soberanía popular, la
representación política y los principios igualitarios que de esa resultan. Los animan, además,
principios tales como la sujeción del gobernante a la norma jurídica, de la división de
poderes estricta o rígida, y el reconocimiento de los derechos del individuo.
Es presumible que la idea democrática radical no dominara. No obstante lo
declarado en el manifiesto que sirve de preámbulo a la Constitución de 1824, de que
Rousseau y Montesquieu han definido los principios de la sociedad y fijado sus bases, la
influencia del democratismo exagerado del primero –la no admisión de la división de
poderes ni de la representación política y concepción de unos derechos individuales
precarios frente a la voluntad general-, es prácticamente inexistente. La influencia de
Rousseau sólo se manifiesta en un aspecto: la definición de la ley como expresión de la
voluntad general. En los debates, Rousseau sólo es mencionado para ser condenado,
vinculándolo a los excesos de la Revolución Francesa; y en ellos sólo lo vemos citado dos
veces: una, por José María Becerra a través de su inteligente voto particular sobre el
federalismo del Acta Constitutiva, el 1º de diciembre de 1823; y otra, por don Lorenzo de
Zavala, como recurso político, oportuno, para ganar un punto circunstancial y en forma no
muy compaginable con el reiterado ideario de Zavala. En una frase de corte rousseaniano
Zavala niega la representación política:
412 Sesión del 15 de de abril de 1822: Actas del Congreso Constituyente Mexicano, tomo I, p.
34, segunda foliatura.
413 Op. Cit., tomo I, p. 299, segunda foliatura.
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La nación no puede prescindir de su soberanía, porque la voluntad no puede ser
representada, y así ésta no reside en el Congreso, por lo que no pueden ser emanación suya los otros
poderes.414
La reacción del Congreso ante lo que pareció una temeridad se expresa:
Impugnaron esta máxima, como destructora del sistema constitucional, los señores
Castillo y Valdés, porque no pudiendo los pueblos ejercer por sí los actos de soberanía, no se conocía
otro camino para desempeñarlos, sino por medio de sus representantes, depositarios del derecho
primitivo y absoluto de todos los ciudadanos.
Zavala, por lo común combativo, intentó, según las actas, replicar, sin embargo, en
el último momento, permitió que la discusión se desviara.
Repito, fuera de estos dos casos, Rousseau sólo es citado para ser combatido.
Ahora bien, la idea democrática enlazada al liberalismo proviene de otra parte:
Montesquieu, Filangieri, Benjamín Constant y Jeremías Bentham, como pivote heurístico,
es decir, como fuentes primarias.
A simple vista, la explicación de las relaciones sociedad-estado, predominan las tesis
contractualistas derivadas del jusnaturalismo racionalista. Se recurre a Montesquieu, Vattel,
Constant, Filangieri, Bentham, y españoles como Flores Estrada y García Malo. Subsiste,
sin embargo, el intento por adoptar explicaciones conciliadoras del jusnaturalismo
racionalista con la ortodoxia católica: Jovellanos, Heineccio, Almici, etc.
Como es sabido, el contractualismo jusnaturalista laico se manifiesta en sus dos
corrientes: 1º) La que ve el origen de la sociedad política en el pacto, pero partiendo de la
idea de que los derechos naturales son preexistentes al contacto y que la sociedad en sus
orígenes no hace más que reconocerlos; 2º) La que ve el nacimiento de los derechos
naturales en el propio pacto o contrato origen de la sociedad, colocándose, por
consiguiente, esta última por encima de los citados derechos.
La primera corriente claramente es expuesta por Guridi y Alcocer, sosteniendo que
la propiedad y la libertad son límites infranqueables para la sociedad y su representante, el
Estado, por haber el pacto simplemente reconocido derechos que le precedieron. Así,
414 Op. Cit., tomo I, p. 299.
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ejemplarmente, en un caso en que se intenta afectar la propiedad, Guridi y Alcocer afirma
que tal acto, por atacar el pacto social, dado que en éste el Estado surge para defender las
propiedades de los integrantes de la sociedad, lo deshace, dejando a éstos en libertad de
obedecerle o no. En el pensamiento de Guridi y Alcocer el objeto del pacto parece ser la
certidumbre jurídica, el convertir en derechos plenos los que antes eran precarios. De ahí
que al discutirse la integración de los tribunales, Guridi y Alcocer se manifieste por su
rápida integración por, según sus propias palabras, no poderse, de conformidad con el
pacto, cobrar contribuciones si no se administra justicia:
En apoyo de ésta, manifestó el Sr. Alcocer (D. Miguel) la urgente necesidad de proveer
cuanto antes de magistrados a la audiencia; pues en virtud del pacto social, no se pueden exigir
contribuciones a los pueblos, cuando no se les provee de tribunales que les administren justicia.415
Bustamante, en cambio, coloca a la sociedad por encima de los derechos naturales y
en el mismo sentido se orientan Argandar y Martínez de los Ríos, entre otros. Bustamante
delinea su pensamiento en la sesión de 8 de mayo de 1822:
El Sr. Bustamante (D. Carlos), tomando la tribuna dijo: que por lo que había oído S.M., la
comisión al tiempo de extender el dictamen, se había remontado hasta el origen de la sociedad: que el
hombre débil, nacido tímido y medroso, considerando la incapacidad de repulsar la fuerza con la
fuerza y temiendo ser vencido, depositó una parte de sus derechos en la reunión de los demás
hombres, confiando en ellos su verdadera seguridad: que por tanto estribando sobre estos pactos, se
constituye reo el que la turba o ataca directamente: que tal era el origen fecundo del derecho de
seguridad, y la causa porque debe expiar con la muerte, el agresor del reposo público…
Sin embargo, un día después Francisco Tarrazo afirma que la argumentación de
Bustamante sobre el origen de la sociedad no venía al caso y dice que las doctrinas citadas
por Bustamante son las de Heineccio y Almici.416
415 Op. Cit., tomo I, p. 175 y sigs.
210
Contra esta afirmación de Tarrazo están las palabras del propio Bustamante:
El sistema liberal de gobernar a los pueblos es totalmente nuevo y desconocido a los
legisladores antiguos: es el fruto de la observación de muchos siglos de barbarie y tiranía: es el
resultadote la filosofía moral, hermanada dichosamente con la política; mejor diré, es el triunfo de la
libertad de los pueblos, adquirido sobre sus tiranos. Cada artículo de la constitución inglesa (dice el
duque de Almodobar redactando a Reinal y analizando dicha constitución), ha costado a los ingleses
arroyos de sangre derramada en muchas batallas civiles; no de otro modo que cuando se desaloja a un
enemigo atrincherado, y se hace preciso ganar palmo a palmo aquel trecho. Es pues visto que
careciendo de una constitución peculiar, debemos imitar a las abejas que liban de todas las flores para
construir sus panales, y que así debemos tomar de la constitución inglesa, como de la sueca o de los
Estados Unidos: digo esto porque acabo de oír con disgusto citar como texto decisivo en la cuestión
la constitución francesa dictada por Luis XVIII.417
Por otra parte y al discutirse la posible nulidad del imperio, Iriarte dirá:
El fin principal de toda asociación política, es la seguridad de la existencia de los asociados y
de su propiedad; y faltando esto, ya no hay sociedad. De aquí resulta, que en todo gobierno, aunque
sea usurpado, como se ha declarado el del señor Iturbide, se interesa sumamente la sociedad en que se
vea por su conservación, y por consiguiente son y deben tenerse por válidos los actos del usurpador
que se dirigen a ese importantísimo fin; y si el usurpador se descuidara en él, lejos de ser laudable,
cometería un nuevo crimen, de que se le debería hacer cargo. De lo contrario los pueblos se verían
abandonados a los robos, a los asesinatos y a los más horrendos crímenes, en una palabra, a la
anarquía, que es el mayor mal. Debe pues, haber autoridades que conserven el orden, y esas
autoridades están legitimadas por la suprema ley de la sociedad, que es la conservación de ésta, y sus
actos son válidos y subsistentes. El dominador ilegítimo podrá ser depuesto podrá ser demandado por
la usurpación; pero los actos de su administración no son ilegítimos. Esta es la doctrina de Puffendorf,
de Grocio &C., de suerte, que no entiendo cómo la comisión ha propuesto el artículo que discute. Por
tanto, mi opinión es que no deben declararse nulos todos los actos consecuentes a la coronación, sino
sólo aquellos que están íntimamente conexos a ella, como la sucesión al trono.418
416 Op. Cit., tomo I, p. 185. En Bustamante se da una mezcla de ideas modernas y antiguas,
privando lo primero. Junto a Jovellanos, Bentham, De Pradt, Joaquín Lorenzo Villanueva. Su
fidelidad a sus inspiraciones doctrinales se pone reiteradamente de relieve en el Cuadro
Histórico de la Revolución Mexicana de 1810-1826. 5 vols.
417 Op. cit., tomo II, pp. 199-200.
418 Diario de las sesiones del Congreso Constituyente de México, tomo IV, p. 196 y sigs.
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El Congreso, emanación del pueblo, es el depositario de la soberanía; de esta idea se
pasa a la concepción que jerarquizando los poderes coloca al Legislativo en la cumbre,
viendo el poder de los otros dos como derivados de él.
Al presentarse en el Congreso el dictamen sobre el reconocimiento de la República
de Colombia, momento en que se llega a hablar de una alianza con ella, el principio es
sentado categóricamente por Marín: “el Soberano Congreso, aunque depositario de los tres poderes
que forman la soberanía nacional, delega desde un principio el ejecutivo en la regencia”.419
El 19 de Mayo de 1822, ante el golpe de Iturbide y la pretensión de que se le
proclame emperador, se va a exponer la teoría de la representación política. La expectación
es general, los jefes del ejército, grupos de la población e Iturbide, presionan para la
proclamación. El Presidente del Cuerpo Representativo pide a Iturbide calme la
efervescencia que se manifiesta dentro del recinto:
En estas circunstancias tomó la tribuna el Sr. Guridi y Alcocer, y después de haber hecho
mérito de la docilidad del pueblo mexicano, de la prudencia y el valor de los generales del ejército, y la
ilustración, virtud y heroísmo de los diputados; expuso, que los poderes de éstos están muy limitados,
y tanto, que no podrían sancionar la aclamación que anoche hizo el ejército y pueblo de esta ciudad, de
emperador en el héroe inmortal D. Agustín de Iturbide, sin exponerse a que se quiera anular por esta
falta, por lo que suplicó encarecidamente, se tenga un poco de espera, interín se ocurre
respectivamente a las provincias.420
En apoyo de la tesis de Guridi y Alcocer, José San Martín solicitó se leyeran las
proposiciones que en compañía de otros cuatro representantes había presentado, cuyo
tenor era el siguiente:
Señor: como individuos particulares, desde luego convenimos con la exposición de los
generales que anuncian la proclamación de emperador en la persona del Sr. Iturbide; mas como
diputados, hacemos presente a V.M., que la soberanía reside radicalmente en el pueblo americano: que
éste no se compone de sólo los habitantes de México: y que los representantes de las otras provincias,
419 Op. cit., tomo I, pp. 110-111, segunda foliatura.
420 Op. Cit., tomo I, p. 283 y sigs.
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tenemos unos poderes limitados. Por tanto, para no faltar a ellos, y no desmerecer su confianza,
hacemos a V. M. las proposiciones siguientes: I. que para dictaminar en tan importante asunto,
suspenda V.M. su resolución, hasta que a lo menos, dos terceras partes de las provincias hayan
ampliado sus poderes, y dado una instrucción sobre la forma de gobierno que se ha de adoptar. II.
Que entre tanto, el Sr. Iturbide quede único regente, depositándose en sola su persona todo el poder
ejecutivo. III. Que se nombre una Comisión compuesta de 13 individuos del mismo seno de V.M.
para que dentro del brevísimo y perentorio término que se designare, forme un estatuto, que deberán
observar las potestades constituidas, entretanto se reciben las instrucciones de que se habla en la
primera proposición.
Estas proposiciones son desechadas, pasándose a leer la de Valentín Gómez Farías,
firmada por más de cuarenta diputados y reducida a que se proclame emperador a Iturbide.
La idea que se percibe en el Congreso es la de una monarquía constitucional moderada, de
inspiración democrático-liberal, por lo que la proposición de Gómez Farías termina
diciendo:
Señor: este voto que suscriben conmigo otros señores diputados, y que es el general de
nuestras provincias, lo damos con la precisa e indispensable condición de que nuestro Generalísimo
Almirante se ha de obligar en el juramento que presente a obedecer la Constitución, leyes, órdenes, y
decretos, que emanen del soberano Congreso Mexicano.
Valdés asienta que los Tratados de Córdoba ya no están en vigor, por haberlos
denunciado las Cortes españolas, por lo que el Congreso tienen facultades para proclamar a
Iturbide emperador. Esto resulta urgente, pues no hay nada peor para un país que
mantenerse en una forma indefinida de gobierno.
Valdés apoya la proposición de Gómez Farías, bajando de la tribuna “con aplauso
general del pueblo”. En uso de la palabra, Martínez de los Ríos argumenta desesperadamente
en contra de la proclamación:
Señor: me congratulo con V. M. con S. A. el Sr. Generalísimo, con sus dignos subalternos, y
con el pueblo Mexicano; Con V. M. porque va a mirar a su frente su hijo predilecto, con el
Generalísimo, porque va a recibir el premio de su patriotismo y demás virtudes: con los generales, por
lo que han contribuido a la exaltación de su jefe; y con el pueblo en fin, por la manifestación de su
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gratitud al héroe nuestro libertador. Pero señor, la misma grandeza de este acto, sus trascendencias y
el propio decoro de V. M., del Generalísimo, de sus subalternos, y del pueblo, está pidiendo calma y
serenidad en todos nosotros. Obremos con prudencia, mexicanos: esta grande y majestuosa obra no es
de momentos. No demos lugar a que digan las provincias que todo es efecto de la fuerza, de la
sorpresa, o de otros principios menos legítimos. No retardemos nuestro reconocimiento por los
Estados Unidos, que tal vez lo dilataron considerando este acto vicioso e inmaturo; en fin alejemos
toda ocasión de que la negra y maldiciente envidia hinque su venenoso diente en obra que nos es tan
grata…
Los puntos suspensivos de Martínez de los Ríos son explicados en el acta: “Un
rumor sordo de desaprobación que se oyó en las galerías enmudeció al orador”. Iturbide intenta hablar,
pero son Lanuza, Pascual Aranda y Juan Cayetano Portugal quienes apoyan la proposición
de Gómez Farías. José Ignacio Gutiérrez, firmante de las proposiciones de San Martín,
manifiesta:
Séame pues, permitido en estos críticos momentos, supuesto que han sido desechadas mis
tres anteriores proposiciones hacer una cuarta, suplicando a V. M. se digne fijar en ella toda su alta
penetración. Es ésta: que en el acto se declare por V. M., si en virtud de las noticias vulgares o de
oficio, que tenemos, relativas a si la España, aprueba o no aprueba el plan de Iguala y tratados de
Córdoba, estamos, o no estamos en el caso que designa el expresado art. 3. Lo diré más claro, Señor:
consecuente a dichas tres proposiciones que suscribió conmigo el señor San Martín, y han merecido el
desprecio público, quiero que se discuta suficientemente y con libertad, si previa la declaración que
pido, estamos o no, habilitados por nuestros limitados poderes, para poner la corona en las sienes del
Sr. Iturbide, o de la persona que este soberano Congreso designare.
No se da trámite a esta propuesta y José Agustín Paz intenta encontrar una tabla de
salvación:
El Sr. Paz fue de sentir, que no parecía consecuente dar la corona al Sr. Generalísimo, sin que
estuviese concluida la constitución con que había de gobernar.
Covarrubias sostiene que tanto el Plan de Iguala como los Tratados de Córdoba
permiten proclamar a Iturbide emperador. Emplea, sin embargo, un argumento político
general:
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Uno y otro nos dejan libertad a constituir este pueblo en República, uno y otro, y nuestras
provincias nos precisan a constituirlo en monarquía.
Argandar se inclina por las proposiciones en un discurso lleno de lirismos
destinados a halagar las galerías.
Francisco Lombardo dice que el Congreso Constituyente no puede tener límites
que le imponga otra potestad que no sea la nación misma y su preocupación no debe ser
otra que la solidez de la nación, su prosperidad futura y su engrandecimiento, dentro de los
límites que prescribe la justicia y la necesidad. No es pues por carencia de facultades por lo
que no debe procederse a la proclamación; otra es la razón:
…que no es hoy Señor, día en que pueda delinearse, medite V. M. las circunstancias de
nuestra situación actual, por lo que jamás debemos sacrificar los intereses sagrados de la patria, y
aunque nuestra existencia…
El acta explica que Francisco María Lombardo fue interrumpido. Manuel Ambrosio
Martínez de Vea se pronuncia por la proposición de Gómez Farías; pero Rafael Mangino:
…opinó que era indispensable consultar la voluntad de las provincias, así por las
restricciones de los poderes que éstas dieron a sus diputados, como por otras consideraciones que
indicó.
Iriarte encuentra en el plan de Iguala y los tratados de Córdoba las bases para que el
Congreso proclame emperador a Iturbide. Múzquiz hiere a Valdés, quien dice le llamó
traidor hace poco tiempo, por oponerse al llamamiento a los Borbones. Múzquiz no está en
contra de la coronación, pero requiere la consulta popular:
Señor: No me opongo a la coronación del Sr. Generalísimo; pero quiero se verifique de un
modo sólido y decoroso, ya a V. M., ya al héroe que se trata de coronar: quiero por lo mismo, que V.
M. se ocupe del modo de uniformar la voluntad de las provincias, para lo que creo indispensable
consultarla.
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Valdés contesta a Múzquiz e incita a la proclamación frente a la amenaza del
republicanismo, que en teoría no lo condena, sólo lo ve inadaptable al país, para el cual le
parece conveniente una monarquía moderada:
También he procurado repeler con el mismo sistema de conducta, los embates del
republicanismo. Conozco la excelencia de este sistema social, y el mérito distinguido de algunos de sus
apreciables defensores; pero debo decir con franqueza, que semejante especie de gobierno no la
concibo adecuada a los elementos, ni físicos, ni morales que nos presentan los pueblos. Yo lo creo
todo predispuesto y proporcionado a una monarquía moderada, cuya organización política es la
invención más feliz en línea de sociedad.
Después de haber tomado la palabra, “en medio del bullicio de las galerías, varios señores
diputados”, se declaró el asunto suficientemente discutido y se disponía a ser votado; pero
Iturbide se dirige a las galerías exhortándolas a guardar el orden, y restablecido el silencio,
José Ignacio Gutiérrez hace el último intento por la no proclamación inmediata. Gutiérrez
dice que la anarquía no se extenderá al consultar al pueblo y que éste, además, no cabe
duda, dará un mandato para proclamar a Iturbide emperador. Dirigiéndose a Iturbide le
dice:
No hay duda, serenísimo Señor, en que las provincias nos ampliarán los poderes, y darán las
instrucciones necesarias sobre la forma de gobierno que debemos adoptar; y tampoco ha hay en que
respecto de que será éste monárquico constitucional, las sienes de V. A. S. serán las únicas, sobre que
dignamente pondremos todos los diputados la corona del Imperio. (El murmullo de las galerías
suspendió por unos momentos el discurso). Ya desde ahora se está aquí gritando: viva el Emperador: viva
Agustín primero; pero, serenísimo Señor, V. A. mismo ha dicho en su enérgica proclama, que al resto de la
nación corresponde aprobarlo o reprobarlo, y este mismo pueblo acaba de oír de los labios de V. A. S. que
doscientas mil almas que tendrá esta capital, no son los ocho millones que tendrá todo el imperio. Con
tan poderoso apoyo insisto pues, Señor (al Congreso), en que se consulte a las provincias, sin temor de
la anarquía: yo respondo por mi provincia de Durango.
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Se procede a la votación, decidiéndose sesenta y siete diputados por la inmediata
proclamación y quince por la consulta a las provincias. El acta aclara que los votos
recogidos no son los de todos los representantes que asistieron a la sesión.
Desde entonces la idea de la soberanía popular y la representación política son de
aceptación general. La definición de un régimen de representativo y popular –Art. 5º del
Acta Constitutiva y 4º de la Constitución- no suscitará mayor discusión, encendiéndose ésta
por la definición federal. Pero antes de pasar al análisis de la participación del diputado
Ramos Arizpe en la misma definición, permítasenos unas últimas palabras respecto a lo
actuado por Guridi y Alcocer en la definición del régimen de gobierno mexicano.
Como se ha visto, la definición republicana y su particular forma de gobierno
imperial, fue producto de una fecunda discusión en la que distintas visiones fueron
enfrentadas. En esta discusión, es posible afirmar la preponderancia de las tesis de Guridi y
Alcocer respecto a la constitución del jusnaturalismo contractualista laico como
fundamento del republicanismo mexicano: el pactismo da nacimiento a un Estado que es
posterior al establecimiento de los individuos y sus derechos, existiendo éste sólo para
garantizar la vigencia de los mismos. Sin embargo, en su línea de pensamiento, la
preponderancia que toma el poder legislativo, otorga al Congreso poderes tales que puede
garantizar la vigencia del sistema republicano incluso dentro de un régimen imperial. Así,
Guridi y Alcocer no pone mayores reparos que la necesidad de no apresurarse y discutir a
fondo el encumbramiento de Iturbide en Emperador: y es que la garantía del
republicanismo ya está firmada en al existencia misma del Congreso.
Continuando, y contemplado ya el aporte fundamental de Guridi y Alcocer al
republicanismo mexicano, y por lo tanto al liberalismo, veremos ahora cómo la elección del
federalismo como doctrina política fundamental de la soberanía mexicana, contó con el
inapreciable aporte de Ramos Arizpe para conseguir prevalecer.
En la gestación del federalismo mexicano deben atenderse, por una parte, los
factores reales del país que le llevaron al sistema federal, y por otra el mecanismo intelectual
que incitó a muchos liberales a identificar liberalismo con federalismo.
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Se ha debatido si las condiciones del México colonial inducían a la federación o si,
por el contrario, eran de tal naturaleza que la introducción del federalismo fue un acto de
mera imitación extralógica. Al igual que en la Argentina, se han encontrado factores que
abonen una y otra tesis. Juan Bautista Alberdi421 en la Argentina, hizo una enunciación de
los antecedentes unitarios derivados de la vida colonial y de los antecedentes federalistas,
“tanto coloniales como patrios”. Similar procedimiento se puede seguir en México con
resultados parecidos a los obtenidos por Alberdi: para Alberdi, en el momento en que
escribía -1852- se presentaban en la Argentina elementos que hacían imposible un gobierno
unitario y que imponían la conciliación de intereses locales mediante una forma federal.
Para nuestros primeros legisladores, 29 años antes, el panorama es muy parecido.
Las realidades, ya estaban inclinadas por el sistema federal. El federalismo del Acta
Constitutiva no era desunir lo unido, sino mantener ligado lo que estaba desunido.
En ningún punto el Congreso fue tan obligado a obedecer como en la adopción del
sistema federal y esto en un momento en que todavía centralismo no era definición de
antiliberalismo. En ningún tema la voluntad general se exterioriza tanto como en el de que
la República fuese federal. Las tendencias eran tales, que no digamos el pronunciamiento
centralista del Congreso, una mayor dilación en la resolución federalista habría desatado
fuerzas centrífugas imprevisibles. Es cómodo ver estas fuerzas como simples grupos
políticos locales sin raíces y guiados por el puro aspirantismo, como entonces se decía; pero
en el fondo, esto es disimular y ocultar el problema. Las manifestaciones federalistas eran
emanación, y sólo así se explica su reciedumbre, de fuerzas reales no carentes de
profundidad.
421 “La historia nos muestra que los antecedentes políticos de la República Argentina, relativos
a la forma de gobierno general, se dividen en dos clases, que se refieren a los dos principios
federativo y unitario”. Alberdi enumera unos y otros, para concluir que las realidades obligaban
a un sistema “que abrace y concilie las libertades de cada Provincia y las prerrogativas de toda
la nación”. (Alberdi, Juan Bautista, (s/d) Organización de la Confederación Argentina, El
Ateneo. Buenos Aires-Madrid, tomo I, p. 85 y sigs.). Es interesante dar el juicio de ese liberal
integral que fue Alberdi, sobre la Constitución Mexicana de 1824. A Juan Bautista Alberdi, a
más de parecerle insostenible la intolerancia religiosa del texto, condena el nacionalismo,
traducido en los requisitos establecidos para la naturalización. Ello lo lleva a concluir: “Hasta
hoy mismo, la república de México aparece más preocupada de su independencia y de sus
temores hacia el extranjero, que de su engrandecimiento interior, como si la independencia
pudiera tener otras garantías que la fuerza inherente al desarrollo de la población, de la riqueza
y de la industria en un grado poderoso”. (Op. cit., p. 35). Por lo demás, el pesimismo de Alberdi
sobre nuestro destino es contundente, y al citarlo lo hacemos para que se tenga presente el
juicio que a un estimable latinoamericano merecíamos en 1852: “Ese sistema –el nacionalismo
que Alberdi veía en la Constitución de 1824- ha conducido a México a perder a Texas y
California, y le llevará quizás a desaparecer como nación”. (Op. cit., p. 36).
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Los principales impugnadores de la federación del Acta Constitutiva no desconocen
ni niegan la inclinación de las realidades. El punto de partida era ir al centralismo o reducir
el federalismo, a pesar de la decisión de los cuadros políticos y las fuerzas populares. Fray
Servando Teresa de Mier422, en su célebre discurso sobre el artículo 5º del Acta Constitutiva
es singularmente claro. El Congreso debe manifestarse contra el federalismo, a pesar de la
voluntad general. Los mandatarios no deben obedecer a los mandantes:
Al pueblo se le ha de conducir, no obedecer. Sus diputados no son los mandaderos, que
hemos venido aquí a tanta costa y de tan largas distancias para presentar el billete de nuestros amos.
Para tan bajo encargo sobraban lacayos en las provincias o procuradores o corredores en México.
Ciertamente que, en teoría, la argumentación es a favor del mandato representativo
y en contra del mandato imperativo; pero políticamente lo que fray Servando propone es
tomar una resolución en contra de la decisión de la nación.
José María Luciano Becerra423 en su voto particular contra el federalismo, de 1º de
diciembre de 1823, después de hacer una larga interpretación del concepto de voluntad
general de Rousseau, para demostrar que en teoría la voluntad general no se ha expresado
por el federalismo –no obstante que sea afirmación general que “los pueblos no quieren
ninguna otra forma de gobierno; detestan de que los mande México y si no se les da gusto
sin duda que se revuelven y levantan”-; acaba por admitir el hecho e invita a convencer a la
nación que no conviene el federalismo:
Ni ¿por qué debiera ser eso? Pues qué ¿no son racionales nuestros pueblos? ¿No habían de
conducirse como entes dotados con tan precioso don? ¿No habían de variar si se les dan los motivos
suficientes? ¿Si se les procura dar confianza? ¿Si se les hace ver que se procede de buena fe y con la
422 “Discurso que el día 13 de diciembre del presente año de 1823 pronunció el Dr. D. Servando
Teresa de Mier, diputado por Nuevo León, sobre el artículo 5º del Acta Constitutiva”. Reimpreso
por Agustín Contreras en la oficina de Santiago Pérez, 1834.
423 Voto particular del Sr. Becerra, diputado por la provincia de Veracruz, sobre el proyecto de
Acta Constitutiva. Leído en la sesión del día 2 de noviembre de 1823. Imprenta del Supremo
Gobierno, en Palacio. En la última página se asienta que por un equívoco, en la carátula de
este voto se puso “2 de noviembre”, debiendo ser 1º de diciembre.
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más sana intención, que sólo se aspira a lo mejor y que si no se les da ahora o nunca, la República
federada es porque no es un bien para ellos , sino antes un grande mal?
Todo demuestra que la decisión al margen del Congreso ya estaba adoptada. El
desenvolvimiento de las diputaciones provinciales, su fuerza y actitud ante el Congreso,
indican que el país para simplemente conservarse tenía que ser federal.424
Los diputados, asienta Zavala, al aprobar el federalismo del acta Constitutiva y su
completa organización en la Constitución, vinieron a reconocer una situación existente:
Estos confirmaron un hecho establecido, recientemente, es verdad, pero que existía y necesitaba
legalizarse y recibir una forma y una sanción.
Y no sin agudeza ve el triunfo del federalismo inevitable, como resultado de las
luchas y propósitos de la clase media: “El interés de la clase media era obtener el poder, y
los medios de dominar; era imposible balancear su número y su influencia.” Fue la clase
media provinciana, la que dentro de la estratificación social que privaba impuso con el
apoyo de la masa la república, representativa y federal.
En realidad era lo que más se acercaba a la república o a la utilidad de las masas; porque las
clases pobres siempre que tuviesen capacidad eran llamadas a figurar en el teatro político.425
424 Nettie Lee Benson (1955), La diputación provincial y el federalismo mexicano. El Colegio de
México, México. Esta minuciosa investigación describe con gran claridad el papel de las
diputaciones provinciales en la génesis del federalismo mexicano. La tesis de que el Acta
Constitutiva de la Federación no introdujo artificialmente la descentralización, sino que ésta:
“Se había ido introduciendo de modo gradual y a lo largo del tiempo; se desarrolló
aceleradamente bajo la Constitución Española de 1812 por medio del establecimiento de
diputaciones provinciales” (p. 9), queda plenamente demostrada. En este libro se indica la
posibilidad de que :
1º - El origen del federalismo en México “se puede remontar a la forma de gobierno establecido
por la constitución de 1812 para España y sus colonias”;
2º - “Considerando generalmente como el padre del federalismo en México, Ramos Arizpe bien
puede reclamar también la paternidad de la diputación provincial en México”.
El incremento de las diputaciones provinciales de 1820 a 1823, su actitud frente al poder
central y ante las maniobras centralistas dilatorias son señaladas con precisión.
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Alamán, refiriéndose a la circulación del Acta Constitutiva y a su discusión, dice:
El punto esencial era la fijación del sistema de gobierno, aunque en el estado presente de las
cosas, era inútil deliberar sobre ello, pues había venido a ser indispensable ceder a lo que las provincias
querían: esto era lo que contenía el artículo 5º, que fue el asunto principal de la discusión.426
Lo que no impide que a renglón seguido reitere el juicio de fray Servando sobre que
el federalismo era desunir lo unido.
El afán por la descentralización venía de la Colonia, la lectura cuidadosa de la
Memoria de Ramos Arizpe427 sobre las cuatro provincias internas de oriente, da la
impresión de que se está en presencia de un alegato contra la centralización.
Ramos Arizpe se lanza contra todo aquello que significa centralización
gubernamental y del punto 18 al 26 inclusive de su Memoria, se enuncian los defectos o
consecuencias de ella. Pero, además, Ramos Arizpe dentro del panorama general de
centralización describe, cuando existen, los embriones de la descentralización que
probablemente hicieron posible su propia argumentación.
En primer lugar, están los defectos del sistema de gobierno. En tres siglos la
monarquía, por error, ignorancia, interés “u otras miras particulares”, ha buscado sólo el
lujo, esplendor y engrandecimiento de sus gobernadores. Siendo difícil conciliar estos
objetivos con los intereses de los gobernados, hay una oposición entre éstos y los
gobernantes:
…y venciendo el poderío, vinieron a tierra los más sagrados derechos del hombre,
adoptándose desde luego sistemas adecuados para asegurar el trono y sus cercanías al despotismo, a la
arbitrariedad, a la estupidez, y mil veces al vicio mismo. A este fin se echó mano de las demás tinieblas
de la ignorancia, llegando a prohibirse el estudio del derecho natural y de gentes: Se prefirieron
muchas veces para los empleos en toda la Monarquía, no a los ciudadanos ilustrados, beneméritos de
la patria, sino a los extranjeros, o a aquellos que por su carácter condescendiente y dócil, por sus enlaces
con ciertas personas o por ciertos servicios reales y personales, se creían más a propósito para sostener aquel
sistema general de opresión hacia el pueblo.
425 Zavala, Gustavo (1931), Ensayo histórico de las revoluciones de México desde 1808 hasta
1830, tomo I, imprenta de P. DuPont et G. Laguionie. París, p. 259.
426 Alamán, Lucas (1850), Historia de México, Imprenta de J. M. Lara, México. Tomo V., p. 776.
427 Ramos Arizpe, (1812), Memoria. Imprenta de D. José María Guerrero, Cádiz. pp. 28 a 44.
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Dentro de este sistema se efectúa la Conquista y pacificación de la América, y no
puede imaginarse que la Monarquía española en las vastas provincias de la América se
apartara de los métodos que había impuesto en la metrópoli.
Es indispensable variar métodos y sistemas. La centralización derivada de la
omnipotencia, no consulta los problemas de los gobernados y se traduce en despotismo y
arbitrariedad:
Yo apenas veo a los españoles en América cuando ya se me presenta un Adelantado, un
Gobernador y un capitán general, que revistiéndose luego con los dictados de Virrey, y proclamado
por el Rey un Alter ego, resulta de particular transformado en un Rey transeúnte, dueño no por el
tiempo de la ley, sino por el de nuestra voluntad, de la espada y del bastón, de la paz y de la guerra, del
premio y del castigo, de la vida, del honor y propiedades de los ciudadanos, con poder en todos los
casos, cosas y negocios que se ofrecieren, para hacer lo que le pareciere, y proveer todo aquello que el
mismo Soberano proveería, de cualquiera calidad y condición que sea, obligando a todos los cuerpos y
personas de América a obedecer sus órdenes, sin excusa, ni interpretación, y sin consultar a S. M.
como si fueran firmados de su Real mano, y prometiendo por su Real palabra, que todo cuanto
hiciere, ordenare y mandare en su nombre, poder y facultad, lo tendrá por firme, estable y valedero
por siempre jamás, y yo aseguro que está cumplida esta palabra.
Junto a la fuerte centralización hay durante la Colonia decisiones descentralizadoras
que vinieron a constituir los gérmenes futuros del federalismo:
Los Señores Reyes y muchos ministros en quienes, aun supuesto este sistema de gobierno,
no faltaron buenas intenciones, creyeron templar de varios modos ese poderío excomunal. Mandaron
formar en todas las poblaciones, cabildos o municipalidades, y establecer Audiencias, universidades,
colegios, juntas y sociedades, para que ilustrándose las gentes de las capitales, y provincias inmediatas,
se proporcionase ciudadanos capaces de defender sus derechos, y los de sus compatriotas,
contrapesando con sus luces, y representación de aquellos cuerpos, el poderío de los que reunían todo
género de mando. Igual efecto han producido los establecimientos de consulado, y minería, y aun los
de comunidades eclesiásticas, que tanto influyen en la ilustración, y cuanto más tienen en sí de
ilustración, y poder, tanto más tiemplan y moderan el reconcentrado en sólo un jefe militar.
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Cabildos, audiencias, universidades, juntas, sociedades, establecimientos de
consulado y minería y comunidades religiosas, ¿no fueron acaso factores de
descentralización y crearon hábitos de autogobierno en numerosas colectividades? ¿No
estarán en estas medidas dirigidas a “templar de varios modos ese poderío excomunal” los
gérmenes de las futuras aspiraciones federales?
Tales medidas no son generales. Hay regiones a las que no llegan:
Mas estas tales cuales mejoras a favor de aquellos pueblos no han llegado por desgracia
después de siglos a las provincias internas. En ella se halla entronado el solo mando militar, muy
parecido al de México en los seis primeros años de su conquista. El primer jefe de todas ellas con el
nombre de comandante general tiene iguales, y aun mayores facultades que el Virrey de México, con
sólo el levísimo contrapeso de un Auditor de guerra, quien regularmente no hace cosa en sus
dictámenes, sino apoyar la opinión del general ya presentida.
El gobierno de las provincias es absoluto, está bajo el mando militar y los males del
gobierno general de las provincias internas se repiten en el particular de cada una de dichas
provincias:
Manda en toda su extensión, y en todos los ramos un Gobernador militar y político, que ha
salido de una capitanía, sargentía mayor, o cuando más del coronelato de un regimiento. ¿Y habrá
cabeza bien organizada, y amante del orden social que pueda concebir, que un tal militar, por honrado
que haya sido, sea apto para el mando político, civil, económico, y de Hacienda en toda una vastísima
provincia?
La centralización del poder trae como consecuencia los medios que operan para la
consecución de su delegación. Quien consigue el título de gobernador por cinco años,
queda endeudado por cincuenta y para salir de sus apuros se entrega en manos de unos
cuantos. De lo que deduce Ramos Arizpe que:
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Es preciso concluir que el sistema de gobiernos militares acumulados, por sí mismos, y por
las circunstancias, y modos regulares de obtenerse, es absurdo y muy perjudicial a las provincias, y aun
a los mismos militares que los obtienen.
La situación se agrava por faltar las medidas que atemperen el poder centralizado,
los cabildos:
Ese mismo sistema por su naturaleza muy propio para fomentar el despotismo, está
poderosamente sostenido con perjuicio de los pueblos, en la viciosa constitución de algunos medios
cabildos, o más claro, en la falta de cuerpos, que en todas y cada una de las poblaciones entiendan en
la justicia y economía política.
¿Cuál es la causa de que no exista en Coahuila más que un solo cabildo?:
La respuesta es bien obvia, y consiste en la oposición natural de estos establecimientos con
un gobierno militar. Este como propenso al despotismo quiere tener arbitrio para quitar y poner con
una carta, alcaldes, o tenientes, que obedezcan, y hagan obedecer ciegamente a los pueblos, y de toda
esta extensión de poder se privaría, una vez establecidos esos cuerpos, que vienen a ser el antemural
de los pueblos y cada uno de sus individuos, un padre de la república.
Ramos Arizpe se manifiesta contra una situación que ha sido invocada como
antecedente unitario: la centralización en la administración de justicia:
A la distancia enorme de setecientas, trescientas, o lo menos doscientas leguas en que se
hallan fuera de las provincias, el gobierno superior y Reales Audiencias de México, Guadalajara y
Chihuahua: a la naturaleza de ese mando, y del interior de cada provincia bajo un sistema tan absoluto
y errado, y a la falta de cabildos, o sean corporaciones bien organizadas, es necesariamente
consiguiente una casi absoluta nulidad en la administración de justicia.
No hay justicia expedita por una concentración geográfica:
Las Audiencias, a donde debe apelarse, están fuera de las provincias a una distancia enorme,
que hace imposibles los recursos, aun a los ciudadanos de medianas facultades.
El que se decide a litigar es devorado por la distancia, los gastos y los costos
resultan mayores que el asunto en litigio. Ramos Arizpe comenta que ha visto a familias
arruinadas por el simple hecho de haber recurrido en demanda de justicia.
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Bajo este enfoque empírico pero real, para Ramos Arizpe, la solución a los males
enumerados radica en la descentralización gubernamental:
De todo lo expuesto particularmente desde el número diez y nueve hasta el anterior, se
demuestra, que los vicios del sistema de gobierno de las provincias internas del Oriente consisten
principalmente en no tener en su interior un gobierno superior, y común, así para lo puramente
gubernativo como para lo judicial.
Pero ¿qué factor se vuelve indispensable para difundir y desconcentrar el gobierno?
El espacial: “la extensión de esas provincias”. La orografía y la distancia física, el dilatado
tiempo, y toda una serie de dificultades de comunicación dan cabida a la opinión
consensuada a favor del federalismo; por la parte contraria, el factor humano, es decir, la
escasez de la población, es el principal argumento de los centralistas. Para ellos, son tan
pocos los pobladores en la lejanísima periferia con respecto del centro que no requieren
atención.
Las provincias internas de Oriente requieren gobierno propio, autogobierno en
realidad, no sólo por la distancia, sino también por razones de seguridad. Al respecto,
Ramos Arizpe resulta profético:
No puede V. M. ser menos justo, ni tener menos previsión, que el gobierno español en
tiempos de Godoy; y si este por las razones expuestas, especialmente por la inmediación de estas
provincias con los Estados Unidos, había resuelto en sus últimos años poner en ellas un gobierno
independiente de México, y Chihuahua, para el que estuvo nombrado de jefe D. Pedro Grimaret.
¿Cómo puede esperarse, que V. M. tarde un momento en adoptar una medida, acaso la única
suficiente para la seguridad de tan importante territorio? Las circunstancias que, con respecto a los
Estados Unidos, obligaron a tomar esa medida, subsisten hoy, y tan agravadas como V.M. sabe muy
bien. Yo de otra suerte no respondo de aquellas provincias, y me descargo ante V. M. de la
responsabilidad que pudiera resultar contra mí, si no hiciera esta solicitud.
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Ramos Arizpe, después de solicitar gobierno particular –descentralizado- para las
provincias internas de Oriente precisa la naturaleza del gobierno que ser requiere de manera
específica. Éste tendrá que estar de acuerdo con los principios de la Constitución, operando
la descentralización, tanto en materia política administrativa y judicial. El basamento del
autogobierno se encuentra en los principios democráticos y liberales emanados de la
Constitución de Cádiz:
Si según ellos está proclamada la dignidad del hombre constituido en sociedad, si están
reconocidos sus derechos de libertad, seguridad personal, y de sus propiedades, e igualdad en
presencia de la ley: si no ha de reinar sobre los españoles el despotismo y la arbitrariedad; sino que
todos han de depender de sola la ley, y de una ley, a cuya formación hayan cooperado con su voluntad:
si el gobierno, y la justicia han de caminar de acuerdo a formar la prosperidad de los ciudadanos, soy
de sentir, y pido a V. M. en nombre de doscientos mil, que habitan aquellas provincias; se sirva
establecer en ellas un cuerpo gubernativo, y otro que en grado de apelación ejerza el poder judicial: el
primero con el nombre de Junta superior gubernativa de las cuatro Provincias Internas de Oriente en la América
Septentrional, compuesta de siete individuos vecinos de las mismas provincias, y nombrados por la de
Coahuila dos, por la del Nuevo Reyno de León dos, por la del Nuevo Santander dos, y uno por la de
los Texas, atendida la corta población de ésta y el segundo bajo el nombre de Tribunal Superior de
apelaciones en dichas cuatro provincias, compuesto de tres ministros y un fiscal, todos letrados, y
nombrados por el soberano a consulta del Consejo de Estado, en donde se tendrán presentes los
informes de la Junta superior gubernativa.
La parte política administrativa se complementaría con las juntas o diputaciones de
provincias y las municipalidades:
Para curar, según ha prometido V. M. unos males tan generales como graves, es necesario
establecer en cada provincia una Junta gubernativa o llámese Diputación de provincia, a cuyo cargo esté la
parte gubernativa de toda ella, y en cada población un cuerpo municipal o cabildo, que responda de todo el
gobierno de aquel territorio. En todos estos establecimientos no hará V. M. otra cosa, que dar
testimonios a la nación de ser consiguiente a los principios, que tiene proclamados sobre la dignidad,
libertad y demás derechos del hombre.
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Ramos Arizpe manifiesta que la descentralización por él propuesta tiene “a su favor
la decidida voluntad de los pueblos en toda ella, y que la experiencia acredita su utilidad y
ventaja”.
La congruencia de Ramos Arizpe es sorprendente. Basta reflexionar un poco sobre
el contenido de su discurso para verla en todo su alcance. Según esto, los diputados
americanos estaban pidiendo, en realidad, confederación con la metrópoli antes de la
independencia. De ello, por lógica, derivaba un régimen federado dentro de su país. Por
esta causa es que Ramos Arizpe no duda en plantear la descentralización gubernamental
como solución a los problemas existentes, a tal grado que de no haber existido la fórmula
del federalismo norteamericano, probablemente habría terminado por inventarla; pues a tal
punto lo aguijoneaban las necesidades de su país, que se puede decir, que casi el sistema
federal resultaba impuesto por las realidades.428
Finalmente, con nuestro análisis del proyecto de Constitución entregado por Guridi
y Alcocer, el que terminaría funcionando como molde de la Constitución a la sazón
sancionada.
El prospecto de José Miguel Guridi y Alcocer fue publicado en 1822 con el
siguiente título: Proyecto de Constitución presentado a la Comisión de ello por uno de los individuos que
la componen, oficina de D. José María Ramos Palomera, México, 1822.429
La Constitución propuesta está diseñada para México. Se usa ya el nuevo nombre
del imperio: la ciudad capital le ha dado su nombre a todo el país. No se trata, explica el
autor, de acomodar la Constitución de otra nación a la nuestra. Resulta más decoroso
formar una Constitución propia.430
428 Francisco Ramos Mejía, explicando el federalismo argentino como un derivado de los
factores nacionales, asienta: “Si no hubiéramos encontrado tan a mano la Constitución
Norteamericana, habríamos tenido que hacerla nosotros mismo, y para nuestra originalidad
institucional tal vez ha sido un mal haberla hallado”. Clodomiro Zavalía (1941), Derecho federal.
Compañía Argentina de Editores, Buenos Aires, tomo I, p. 35.
429 Publicado a su vez en Calvillo, Manuel, La consumación de la independencia y la instauración de la
república federal, 1820-1824, 2 tomos; I: “Los proyectos de Constitución para México 1822-1824”, en
Hernández, Octavio A. (director), La república federal mexicana. Gestación y nacimiento, 6 Vols.,
Departamento del Distrito Federal, México, 1974.
430 Ibídem, tomo II, p. 15.
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Es natural coincidir con lo contenido en otras Constituciones, pues “son unos
mismos los derechos de todos los hombres y unos mismos los principios de la razón por
que deben gobernarse”.431
Para el autor el pacto social representa el origen de l derecho público. Es un
acuerdo celebrado entre la sociedad y sus miembros y de dicho pacto se deducen las
máximas de derecho público; si bien es cierto que otros deducen las leyes de la semejanza
de la autoridad paterna, la suprema del Estado y consideran a cada nación como una gran
familia y al jefe o cabeza “como un padre encargado de su régimen y cuidado”.432
El pacto social otorga a la potestad suprema la dignidad, la primacía y la facultad de
mandar. La Constitución es el semillero de las demás leyes y, por tanto, no debe ser difusa.
Debe tratar primero de la sociedad en la que reside la autoridad y, segundo, de los
miembros de ella, detallando sus derechos y deberes.
El derecho se divide de otras maneras, y pone los ejemplos del derecho canónico
(jueces, juicios, clero, responsables y delitos), del derecho romano (personas, cosas y
acciones) y de las Siete Partidas (lo perteneciente a Dios y lo perteneciente a los
hombres).433
Las Constituciones son las murallas que defienden y protegen las libertades de los
pueblos contra el despotismo y la tiranía. Así, la división de poderes establece el Poder
Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial. Es así como se dividen las Constituciones de
Inglaterra, Francia, España, Nápoles, Portugal y del norte y sur de América que “han
llegado a nuestras manos”.434
El proyecto que nos ocupa se divide en dos grandes apartados: “De la sociedad” y
“De los miembros de la sociedad”. La primera parte se subdivide en cuatro: 1) Derechos y
deberes; 2)Poder Legislativo; 3)Poder Ejecutivo; 4)Poder Judicial; y la segunda en otros
cuatro: 1)Ciudadanos y sus derechos; 2) al 4) Deberes para sostener las cargas del Estado.435
Como novohispano que era, recién nacido a la independencia, al autor del proyecto
le parece indispensable comenzar invocando a Dios, el principio de cualquier obra ya que
431 Ibídem, tomo II, p. 16.
432 Ibídem, tomo II, p. 17.
433 Ibídem, tomo II, p. 18.
434 Ibídem, tomo II, pp. 18-19.
435 Ibídem, tomo II, p. 19.
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Él es el autor de la sociedad, de los derechos y del discernimiento de lo justo. Por tanto, se
imploran a Dios las luces para constituir el gobierno y afianzar los derechos del nuevo país.
Recordemos que la Constitución de Cádiz, uno de cuyos principales autores era
Guridi y Alcocer, se iniciaba así: “En el nombre de Dios Todopoderoso, Padre e Hijo y
Espíritu Santo autor y supremo legislador de la Sociedad…”.
Las diversas leyes, sobre todo las españolas de las Siete Partidas, recomendaban
claridad e inteligencia; por tanto, en este proyecto se separa lo puramente reglamentario
(como el modo de hacer elecciones populares) de las máximas primordiales y
fundamentales de la legislación. Así se hizo en la Constitución de Francia.436
Le parece al autor que es necesario que electores y diputados tengan alguna
propiedad, por aquello de que “quien nada posee no tendrá embarazo en elegir a
cualquiera”.437 Es decir, poco le importaría una ley gravosa o una contribución pesada,
porque nada tiene.
Se propone la suspensión de los derechos ciudadanos a los vagos, a los deudores,
sirvientes domésticos y a los mal entretenidos, ya que todos ellos son “gente que es fácil
corromper y atraer a un partido”.438
No conviene la división entre cámara alta y cámara baja, pero se sugiere una sala de
revisiones “que temple el ardor de una discusión acalorada”.439 Los miembros de dicha sala
se elegirían popularmente entre hombres maduros de edad de 40 años para arriba, “que son
los que están menos sujetos a las pasiones comunes”.440 Recuerda el Consejo de Ancianos
que ha existido en algunas naciones de la Antigüedad y modernas, que se han hecho
apreciar por la madurez de sus integrantes. Tales miembros de la Sala de Revisión no
percibirían dieta alguna para no gravar a los pueblos, y serían individuos, uno por provincia,
instruidos en los intereses de su provincia para que reclamasen las leyes que podrían
perjudicarlos.441
436 Ibídem, tomo II, p. 21.
437 Ibídem.
438 Ibídem, tomo II, p. 22.
439 Ibídem.
440 Ídem.
441 Ibídem, tomo II, p. 23.
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El proyecto distingue entre ley, decreto y orden. La primera viene de leer o de ligar,
se aplica a todas las personas y es perpetua; el segundo no tiene la universalidad que sí tiene
la ley; por último, orden significa mandato y debe obedecerse mientras dure, pues no es a
perpetuidad.442
El bien común es el fin de la sociedad. En la primera parte del proyecto se define a
la nación mexicana como “la sociedad que resulta del conjunto y reunión de los habitantes
del territorio de México”. Esta sociedad es la autoridad suprema del Estado y todos los
ciudadanos son sus miembros.443 En la Constitución española, recuérdese, la soberanía
residía en “la nación” , y en la de Apatzingán (1814) residía en “el pueblo”.
Para lograr la felicidad común, la nación mexicana debe proteger la religión,
gobernar con división de poderes y conservar los derechos legítimos de sus individuos.
La religión del Estado, la base fundamental de su felicidad, es la católica “sin
tolerancia de otra alguna en su territorio”.444 En ello se ve la influencia de la Constitución
gaditana, donde se dice, en el artículo 12: “La religión de la Nación Española es y será la
Católica, apostólica, única verdadera…”, y también de lo declarado por la Constitución de
Apatzingán en su artículo 1º: “La religión, católica, apostólica y romana es la única que
debe profesar el Estado”.
El territorio mexicano abarca a la Nueva España, el reino de Guatemala, la
península de Yucatán y las Provincias Internas de Oriente y Occidente.
El gobierno será representativo, monárquico, moderado, hereditario con el nombre
de imperio.445 Los poderes de la sociedad son el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial y no
deben reunirse en ninguna persona ni en una sola corporación. Esto mismo aparece en la
Constitución de Apatzingán (artículo 12; 1814) y más tarde en el Reglamento Provisional
del Imperio (artículo 23; 1822).
Los diputados se nombrarán en elecciones populares en las parroquias, partidos y
provincias. Para ser elegido diputado se requieren siete años de vecindad en el sitio. Se
442 Ibídem, tomo II, p. 25.
443 Ibídem, tomo II., p. 28.
444 Ibídem.
445 Ídem.
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propone un diputado por cada 50.000 almas. La Constitución española de 1812 proponía
uno por cada 7.000 personas.
Los diputados no podrán ser reconvenidos por sus opiniones políticas expresadas
en el Congreso.446 Los diputados se renovarían cada dos años y el quórum sería de más de
la mitad de ellos en el Congreso.
El poder Ejecutivo reside en el emperador. Éste podría negarse a sancionar una ley
dos veces, pero a la tercera tendría que aceptarla.
El emperador promulga leyes, cuida que se administre la justicia, nombra
magistrados y jueces, previa consulta con el Consejo de Estado. Presenta candidatos para
obispados y dignidades eclesiásticas. Nombra a los generales y provee las plazas militares
del ejército.447
Los derechos del hombre dados por la naturaleza son la libertad, la igualdad, la
seguridad y la propiedad. Los derechos políticos son para los ciudadanos.448 Son ciudadanos
mexicanos los nacidos en el imperio.
La educación se promoverá estableciendo escuelas de leer y escribir y contar en
todos los pueblos. También se enseñará la doctrina cristiana.449 Se les pedirá especialmente
a los indígenas que envíen a los niños a la escuela. De ello velarán los ayuntamientos de los
pueblos. Se creará un número competente de universidades y algunos otros
establecimientos para la enseñanza de las ciencias y artes. Se propone a su vez un código o
plan de instrucción pública para todo el imperio y una Dirección General de Instrucción
Pública.450
446 Ídem.
447 Ibídem, tomo II, p. 27.
448 Ibídem, tomo II, p. 46.
449 Ibídem, tomo II, p. 54.
450 Ibídem.
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Como comentario final, puede mencionarse que para Carlos Marx la Constitución
española de 1812 era “una reproducción de los viejos fueros vistos, sin embargo, a la luz e
la Revolución francesa y adaptados a las necesidades de la Sociedad Moderna”.451
El proyecto de Guridi refleja claramente una síntesis del viejo derecho castellano,
del derecho romano, del derecho francés revolucionario y posrevolucionario, así como su
conocimiento de otros textos constitucionales; y ese proyecto, sin duda alguna, también
traduce la rica experiencia parlamentaria de Guridi.
Guridi y Alcocer como hombre de su tiempo, a la vez que representa a la
generación de ilustrados del virreinato que vive las últimas horas de la Nueva España,
encabeza también los esfuerzos de la nación por constituirse y darse un gobierno
representativo. Tarea nada fácil, pero llevada a acabo por el ex diputado por Tlaxcala en las
Cortes de Cádiz, en la que se manifiesta el amor profundo por su patria mexicana.
Por último, antes de dar a conocer nuestras conclusiones, analizaremos las
improntas que la constitución gaditana dejó en las diversas constituciones mexicanas.
Esperamos con ello subrayar , documentalmente, la importancia que tuvieron los diputados
mexicanos aquí estudiados; dicho categóricamente, así, llegaremos a la génesis y topos del
liberalismo mexicano.
VII. 3. Recepción de estas doctrinas en el constitucionalismo local mexicano
Para concluir, pasamos a examinar, de una manera muy breve, la forma en que se
recibe en México, mediante las declaraciones formales de vigencia, en particular de la
Constitución española de 1812 y otras muchas leyes expedidas por estas Cortes de Cádiz;
así como la incorporación de esta doctrina en el constitucionalismo local mexicano, una vez
suprimidas las limitaciones impuestas por los diputados peninsulares.
451 Citado por Carlos M. Rama, Historia de las relaciones culturales entre España y la América Latina,
Siglo XXI, FCE, México, 1982, p. 41.
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1-Las declaraciones de vigencia
Primero: la llamada Constitución de Apatzingán de 1814 trae un capítulo, el XVII,
que intitula “De las leyes que se han de observar en la Administración de Justicia”, que
contiene un solo artículo, el 211, el cual dice textualmente: “Art. 211. Mientras que la
soberanía de la Nación forma el cuerpo de leyes que han de sustituir a las antiguas,
permanecerán éstas en todo su vigor, a excepción de las que por el presente y otros
decretos anteriores se hayan derogado y de los que en adelante se deroguen”.452
Este mismo Decreto le dedicó dos capítulos al juicio de residencia, el XVIII y el
XIX, artículos del 212 al 231. Es una magnífica reglamentación del derecho indiano,
formulada para proteger los derechos reconocidos, castigando a los que los violaren, junto
con los juicios de amparo de las Siete partidas. Sobra advertir que se declaran vigentes todas
las leyes históricas sobre la materia.
Segundo: pasando al Plan de Iguala del 24 de febrero de 1821, vemos cómo su artículo
15 trae la siguiente previsión: “Art. 15. Todos los ramos del Estado y empleados públicos,
subsistirán como en el día y sólo serán removidos los que se opongan a este plan”.453
A continuación, el artículo 20 decía: “Art. 20. Interim se reúnen las Cortes, se
procederá en los delitos con total arreglo a la Constitución Española”.454
Tercero: por lo que toca a la Soberana Junta Provisional Gubernativa, tenemos el
Decreto del 5 de octubre de 1821, el cual transcribimos a continuación:
La Soberana Junta Provisional Gubernativa del imperio mexicano, considerando que desde el
momento en que decretó solemnemente su independencia de España, debe emanar del mismo
imperio, toda la autoridad que necesita para el ejercicio de la administración de justicia y demás
funciones públicas, ha tenido a bien habilitar y confirmar a todas las autoridades en calidad de por
452 Véase este Decreto de Apatzingán en Montiel y Duarte, Isidro Antonio (comp.)(1871),
Derecho público mexicano, Imprenta del Gobierno, México. t. 1, p. 37.
453 Véase Montiel y Duarte, Isidro Antonio, op. cit., nota 103, p. 47.
454 Véase Ibídem, p. 47.
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ahora, y con arreglo al Plan de Iguala y Tratados de la Villa de Córdoba, para la legitimidad del
ejercicio de sus funciones respectivas.455
Cuarto: el Primer Congreso Constituyente Mexicano se instaló el 24 de febrero de
1822.456 Ese mismo día hace una declaración solemne, y en su párrafo cuarto decía:
“Delegando interinamente el ejercicio del Poder Ejecutivo en las personas que componen la actual Regencia y
el judiciario en los tribunales que actualmente existen, o que se nombren en adelante, quedando unos y otros
cuerpos responsables ante la Nación por el tiempo de su administración con arreglo a las leyes”. 457
Consecuentemente, el 26 el propio Congreso emitió un Decreto expresando que:
“El soberano Congreso Constituyente Mexicano confirma por ahora todos los tribunales y justificas
establecidos en el imperio, para que continúen administrando justifica según las leyes vigentes”.458
Quinto: Las Pandectas Hispano-mexicanas. Es el título de una obra clásica del derecho
mexicano del siglo XIX, de don Juan N. Rodríguez de San Miguel. Fue publicada en 1839,
1852, 1980 y 1991. ¿Qué son las Pandectas Hispano-mexicanas? Para los propósitos de este
trabajo, son lo que indica el subtitulado de la misma obra, que transcribimos:
“O sea Código General comprensivo de las leyes generales, útiles y vivas de las Siete Partidas,
Recopilación Novísima, la de Indias, autos y providencias conocidas por de Montemayor y Beleña y
cédulas posteriores hasta el año de 1820, con exclusión de las totalmente inútiles, de las repetidas; y de
las expresamente derogadas”.459
No existe mejor testimonio sobre la recepción de la leyes españolas, castellanas y de
Indias, en el México independiente, que esta obra de uno de los juristas más famosos del
455 Véase Ibídem, pp. 219 y 220. Dichos tratados en su artículo 12 indican que la mima Junta
Provisional Gubernativa gobernará conforme a las leyes vigentes.
456 Véase su libro de actas en Barragán Barragán, José (1980), Actas Constitucionales
Mexicanas 1821-1824, UNAM, México. La cita se encuentra en el t. 2.
457 Véase, entre otras fuentes, Montiel y Duarte, Isidro Antonio, op. cit., nota 103, p. 228.
458 Ibídem, p. 229.
459 Como decimos, el texto transcrito pertenece al título de la obra, por lo tanto, viene en la
portada de la misma. El propio autor, en la parte introductoria, explica el sentido de la
recopilación y el orden seguido en esta.
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siglo XIX mexicano. Rodríguez de San Miguel, quien nace en Puebla en 1801 y muere en
1877. La edición de 1980 y la de 1991 es una reproducción de la edición de 1852.
Sexto: podemos citar el testimonio de José María Lozano y Manuel Dublán,
recogida en las páginas primeras de su famosa colección, denominada Legislación Mexicana,
en donde bajo el título de “Advertencia”, justifica la incorporación a su obra de muchas
leyes españolas de la siguiente manera: “Muchas de las leyes de esta asamblea (Cortes
Españolas de Cádiz) han servido de base a la legislación patria; y algunas aún después de
tantos años, por falta de ley mexicana, tienen frecuente aplicación en nuestros tribunales”.
En consecuencia, en la colección citada, que tiene carácter oficial, se comprenderá:
I. Las reales cédulas no recopiladas que, en todo o en parte, se consideran vigentes
en la república.
II. Los decretos de las Cortes Españolas en sus épocas, que puedan ser obligatorios
para México.
III. Los expedidos durante el reinado de Fernando VII, que tengan la misma
calidad.460
La obra de José maría Lozano y Manuel Dublán fue pulicada en 1876. Se trata de
una compilación oficial, como lo hemos dicho, ordenada por el gobierno para incorporar,
junto a las leyes mexicanas, expedidas a partir de la Independencia de 1821, las reales
cédulas no recopiladas y un número importante de decretos y de órdenes aprobadas por las
Cortes españolas de Cádiz.
Séptimo: como otros ejemplos, ahora referidos a las leyes emanadas de las Cortes
españolas de 1810-1813, tenemos la Colección de los decretos y órdenes de las Cortes españolas, que se
reputan vigentes en la República de los Estados Unidos Mexicanos, publicada por la imprenta de
Galván en 1829, recientemente reeditada por la Suprema Corte de Justicia.
2- Supresión de las limitaciones
460 Esta advertencia se encuentra en Montiel y Duarte, Isidro Antonio, op. cit., nota 103, pp. 3 y
4.
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Como todos sabemos, México adopta el sistema federal a partir de su
Independencia. Los Estados que componen la Unión federal mexicana son libres,
independientes y soberanos. Cada Estado tiene su propia Constitución, y 19 de ellos la
tienen desde los inicios del Federalismo, que va de 1814 hasta 1827.
Pues bien, lo primero que debemos recordar es que, declarada la Independencia de
México, inmediatamente se procedió a la abolición de la esclavitud, por un lado; y, por
otro, a la declaración de la igualdad fundamental entre todos los seres humanos, habitantes
de estos Estados. En cada una de estas 19 primeras Constituciones vienen una y otra
declaración. He aquí algunos ejemplos.
A. En la Constitución de Sinaloa
Art. 4. Es obligación del Estado proteger por leyes sabias y justas la igualdad,
propiedad y seguridad de todos sus habitantes, aunque sean extranjeros o
transeúntes. Por tanto, se prohíbe absolutamente la esclavitud en todo el
territorio, así como el comercio o venta de indios de las naciones bárbaras;
quedando libres los que actualmente existan en servidumbre, a resultas de aquel
injusto tráfico.
Art. 21. Los hombres son iguales antes la ley, ya premie ya castigue. Por
consiguiente todos los sonorenses pueden obtener los empleos del Estado, sin
otro motivo de preferencia que el mérito, la virtud, la aptitud para el desempeño
de aquellos y los talentos de cada uno.
B. En la Constitución de Zacatecas
Art. 7. Todos los habitantes del Estado tienen derechos y obligaciones civiles.
Sus derechos son:
2º. El de igualdad para ser regidos, gobernados y juzgados por una misma ley,
sin otra distinción que la que ella misma establezca: no teniendo por ley sino la
que fuere acordada por el congreso de sus representantes.
Se prohíbe para siempre el comercio de los esclavos.
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C. En la Constitución de Querétaro
Art. 7. El Estado prohíbe para siempre la esclavitud en cualquiera de los
individuos que la compongan. Una ley determinará el modo de hacer efectiva
esta disposición, respecto de los esclavos que haya en el Estado cuando se
publique esta Constitución.
Art. 8. Todos los hombres que habitan en el territorio del Estado aún en clase
de transeúntes, están bajo el amparo y la protección de las leyes, y el Estado les
garantiza sus naturales e imprescriptibles derechos de libertad, seguridad,
propiedad e igualdad.
D. En la Constitución de Chiapas
Art. 6. El estado de las Chiapas ampara y protege a sus habitantes en el goce de
sus derechos. Estos son:
2º. El de igualdad para ser gobernados y juzgados por una misma ley, sin
más distinción que la que decreta esta Constitución.
Art. 7. Ningún habitante chiapaneco será esclavo. Una ley dispondrá la
indemnización de los que actualmente los tengan.
E. En la Constitución de Coahuila y Texas
Art. 11. Todo hombre que habite en el territorio del Estado, aunque sea de
tránsito, goza de los imprescriptibles derechos de libertad, seguridad, propiedad
e igualdad: y es un deber del mismo Estado conservar y proteger por leyes
sabias y equitativas estos derechos generales de los hombres.
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Art. 13. En el Estado nadie nace esclavo desde que se publique esta
Constitución en la cabecera de cada partido, y después de seis meses tampoco
se permite su introducción bajo ningún pretexto.
D. En la Constitución de Yucatán
Art. 4. El Estado está obligado a conservar y proteger por leyes sabias y justas la
igualdad, libertad, propiedad y seguridad de todos los habitantes que lo
componen.
Por tanto prohíbe la introducción de esclavos en su territorio, y declara libres a
los hijos que nacieren de lo que actualmente existen en él.
Art. 9.
1º. Todos los yucatecos son iguales ante la ley, ya premie o ya castigue.
F. En la Constitución de Jalisco
8. Todo hombre que habite en el Estado, aún en clase de transeúnte, goza los
derechos imprescriptibles de libertad, igualdad y seguridad.
9. El Estado garantiza todos estos derechos: garantiza así mismo la libertad de
imprenta; y prohíbe absolutamente la esclavitud en todo su territorio.
G. En la Constitución de Oaxaca
Art. 7. El Estado está obligado a conservar y proteger por leyes sabias y justas,
la igualdad, libertad, propiedad y seguridad de todos los individuos que lo
componen, y de todo hombre que habite en él, aunque sea extranjero y en clase
de transeúnte. Por tanto, prohíbe que se introduzcan esclavos en su territorio:
se encarga de libertar a los que actualmente existen el él, indemnizando
previamente a los propietarios; y declara libres a los hijos que naciere de
aquellos, desde el día en que sea publicada esta Constitución en la capital.
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Art. 9. Los derechos civiles de los oaxaqueños que se les garantizan por esta
Constitución, son:
4º. La igualdad ante la ley.
Art. 17. Los oaxaqueños son iguales ante la ley, ya premie ya castigue, sin otras
diferencias que las que ella misma establezca.
3. Incorporación del régimen electoral
Cada una de estas 19 primeras Constituciones de los Estados, miembros de la
Unión federal mexicana, que aparecen entre 1824 y 1827, y que se pueden consultar en la
Colección de Constituciones, publicada por Galván, México 1828, incorpora, no sólo el conjunto
de derechos y garantías provenientes de la Constitución española de 1812, sino también y
más en particular los derechos políticos, y el mismo régimen de elecciones indirectas de
dicha Constitución. Veamos algunos ejemplos.
A. En la Constitución de Sonora
a. Los derechos políticos
Art. 25. Están en el ejercicio de sus derechos:
1º. Todos los nacidos o avecindados en el Estado que tengan veinte y un
años cumplidos de edad, o dieciocho siendo casados.
9º. Sólo los ciudadanos sonorenses tienen derecho a votar en las juntas
populares que designa esta Constitución; y sólo ellos pueden obtener el
nombramiento de electores, miembros de las municipalidades, diputados y
senadores a las cámaras del Congreso general, Secretarios del Despacho y
los demás empleos del Estado, para los cuales se exigen las circunstancias
de ciudadanía.
b. El sistema de elecciones indirectas
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Art. 43. La elección de diputados, aunque ha de ser popular, no será directa,
sino por medio de juntas electorales, primarias, secundarias y de
departamento.
B. En la Constitución de Coahuila y Texas
a. Los derechos políticos
Art. 24. Sólo los ciudadanos que estén en el ejercicio de sus derechos
pueden sufragar para los empleos populares del Estado en los casos
señalados por la ley, y sólo ellos podrán obtener los expresados empleos y
todos los demás del mismo Estado.
b. El sistema de elecciones indirectas
Art. 46. Para la elección de los diputados se celebrarán asambleas electorales
municipales y asambleas electorales de partido.
C. En la Constitución de Querétaro
a. Los derechos políticos
Art. 18. Al cumplir la edad de 18 años entrarán los queretanos en el ejercicio
de los derechos de ciudadanía para los efectos que se expresan en los
artículos 10 y 23, a menos que deban perderlos o quedar suspensos.
Art. 23. Solamente los queretanos que estén en ejercicio de los derechos de
ciudadanía conforme a los artículos anteriores, pueden sufragar en las juntas
populares.
Art. 24. Sólo los queretanos que estén en pleno goce de los derechos de
ciudadanía pueden entrar en el ejercicio de los empleos populares, y de
cualquiera otro del Estado.
b. El sistema de elecciones indirectas
Art. 50. Los diputados serán nombrados por los distritos.
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Art. 51. La elección será popular indirecta por medio de juntas primarias y
secundarias
D. En la Constitución de Chiapas
a. Los derechos políticos
Art. 13. Sólo los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos podrán sufragar
en las elecciones de empleos populares, y obtener éstos y los demás del
Estado.
b. El sistema de elecciones indirectas
Art. 26. Se elegirán los diputados por medio de juntas primarias y
secundarias.
E. En la Constitución de Oaxaca
a. Los derechos políticos
Art. 18. Sólo los que sean ciudadanos podrán tener empleos municipales, y
elegir para ellos en los casos señalados por la ley.
b. El sistema de elecciones indirectas
Art. 37. Las elecciones de diputados y senadores se harán popularmente por
medio de juntas de parroquia, de departamento y del Estado.
VIII. Conclusiones.
La transformación histórica que significó la entrada en la modernidad revistió, para
las sociedades europeas y americanas, la aparición de diversos proyectos y procesos
transformadores, los que sin embargo determinaron la muerte de las formas antiguas de ser
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y pensar, actuar y producir, paralelamente al nacimiento de múltiples novedades. En este
trabajo se planeó metodológicamente dar cuenta de uno de estos aspectos sustantivos, esto
es, hermenéutica y heurísticamente: la constitución original del liberalismo mexicano como
corriente primordial del pensamiento político moderno, a partir del método lingüístico de
la escuela de Cambridge, que aborda el lenguaje político como objeto cultural, más allá de
su simple referencialidad simbólica.
El punto de partida en nuestra focalización del liberalismo fue la búsqueda y
comprobación de la limitación impuesta constitucionalmente al poder monárquico
europeo, fenómeno histórico y político que significó, por un lado, la apertura del pasaje
hacia la modernidad, y por el otro, la separación del poder estatal de las distintas esferas de
la sociedad civil, a través de la fundamentación del poder constitucional de alcance
soberano nacional y la consolidación de los derechos individuales.
Conscientes de la enorme dificultad que significa encuadrar objetiva y
correctamente este tipo de fenómenos políticos, que fueron marcando una distancia entre
pensamiento político y jurídico de los feudos monárquicos y eclesiásticos, comprendimos
que la consolidación del liberalismo como marco jurídico político implicaba acometer el
análisis lingüístico de cada uno de sus ideas y conceptos maestros enclavados en las cartas
constitucionales de España y México, bajo una óptica distinta a las hasta hoy utilizada por
una crítica tradicional.
Con esta hipótesis, intentamos, primero, delimitar el alcance transnacional del
liberalismo gaditano, siguiendo la trayectoria política, cultural y geográfica de la fuerte y
abierta influencia que tuvo en los procesos independentistas latinoamericanos. De esta
manera, buscamos poner de relieve el poder revolucionario de las ideas, como
determinantes de las transformaciones históricas, políticas, ideológicas, económicas y
materiales.
Como parte de esta misma hipótesis, tuvimos que partir de la formación y
actividad intelectual, así como de los aportes legislativos hechos por Miguel Guridi y
Alcocer y Miguel Ramos Arizpe, diputados a las Cortes de Cádiz, quienes contribuyeron a
la génesis del liberalismo mexicano, obviamente a partir de su experiencia europea. Y
nuestra hipótesis presentaba dos variables: el republicanismo de Miguel Guridi y Alcocer y el
Federalismo de Miguel Ramos Arizpe, como puntales teóricos de esa corriente de
pensamiento y acción, argumentación y demostración.
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En esta correlación metodológica, nos planteamos el objetivo de observar los
vocablos jurídico-políticos operados por su oratoria, a fin de poder encontrar en el análisis
interno de su discurso los índices, niveles y matices linguísticos de la revolución puesta en
marcha, en distinto momento, en España y México. Entendimos así desde el comienzo que
aunque las ideas constitucionales liberales no consiguieran hegemonizar el debate en otros
territorios del mundo, si tendrían un efecto importante en los modos de pensamiento
político, en las reglas políticas posteriores.
El método que utilizamos para esto fue el propuesto por la escuela de Cambridge,
que está basado en los trabajos de Quentin Skinner y John Pocock, y en los planteamientos
del alemán Reinhardt Koselleck; cuyos enfoques nos proporcionaron un correcto abordaje
del discurso jurídico-político, poniendo particular cuidado en el manejo de los contextos
lingüísticos y de los vocablos como objetos culturales autónomos y enunciados
autosuficientes, que terminan por ser útiles para explicar una realidad histórica
determinada.
Rechazamos abordar los discursos a partir de la práctica comparativa de las palabras
utilizadas en tratados político-jurídicos, que suelen entregar nociones ya armadas y cerradas
sobre las diversas ideas liberales –con su autoría predeterminada-, antes bien, lo que por
nuestra parte buscamos fue entender en su sentido riguroso las ideas presentes en los
discursos liberales a partir de la primacía de los contextos lingüísticos de los mismos.
Bajo esta luz teórica, no dejamos de tener en mente el contexto intelectual en el que
estaban inmersos: la Ilustración, el pactismo, el aristotelismo, la neoescolástica, y el
jusnaturalismo, entre diversas tradiciones, pero sobre todo la de una vertiente del
liberalismo que se encuentra asociada a Benjamin Constant y a George Bentham; que, en
síntesis, fueron algunas de las corrientes e ideas con las que enmarcamos a nuestros
autores. El apartado que dedicamos al papel del clero en México, así como el de sus
biografías personales, fueron sintonizadas con estas mismas consideraciones teóricas.
Asimismo, nunca perdimos de vista el origen europeo ni su reformulación
norteamericana, que adquirieron estas formas originales de la razón ilustrada hispana y
mexicana enfrentadas al origen divino de la monarquía, que al final de cuentas terminaron
por quedar articuladas a novedosos lenguajes y a inéditas prácticas políticas en el campo de
las ideas de fuerza constitucionales durante los siglos XIX y XX.
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Por ello, en lugar de asumir un enfoque que estuviera sujeto a la introspección
historiográfica de doctrinas filosóficas, jurídicas y tradiciones políticas, adoptamos los
enmarques supranacionales (corrientes intelectuales que cruzaban el océano, órdenes
religiosas católicas tanto de un lado como del otro del océano Atlántico, la exportación e
importación de libros, etc.) en que estaban inmersos nuestros sujetos de estudio, buscando
encontrar y fijar de este modo la dinámica producción cognoscitiva de la vida europea que
los alimentó intelectualmente; ya que el objetivo era conseguir una objetiva y concreta
especificidad en la dimensión genética de la tradición política mexicana sin desdeñar su
filiación metropolitana.
Sin embargo, en el momento de iniciar el análisis de nuestro trabajo, la consulta,
clasificación y estudio de las fuentes, una de las interrogantes funcionó como guía: ¿cómo
es la relación entre el presente del historiador y el pasado de las acciones discursivas de los
actores, en el proceso de comprensión histórica, teniendo en cuenta que el historiador debe
considerar estas dos lenguas al mismo tiempo y ser consciente de ello? Ante esto,
decidimos orientar nuestro estudio utilizando algunos conceptos particulares que
consideramos esenciales dentro del amplio horizonte que conforma el liberalismo como
cuerpo doctrinario.
Así, optamos por ceñirnos principalmente a las ideas de Nación y Soberanía,
relacionándolas con las de representación, igualdad, y ciudadanía.
Sabido es que la noción de Nación constituye un elemento clave dentro del corpus
de ideas que dio el liberalismo al mundo. La importancia de éste dentro del contexto de
innovaciones teóricas modernas, surge por apuntar directamente a la constitución racional
de la comunidad humana: es a través de la moderna idea de Nación, que los hombres
comienzan a pensarse independientemente de toda injerencia externa (entiéndase por esta
la importancia para el aristotelismo tomista -que la modernidad viene a quebrar- de la figura
divina): así, a través de la idea de autodeterminación, los individuos pueden constituirse en
una comunidad política autónoma.
Observamos oportunamente cómo el debate por el primer artículo de la
Constitución de Cádiz (la nación española es la reunión de todos los españoles de ambos hemisferios, en
su formulación original) fue el momento y el lugar en el que Miguel Guridi y Alcocer
introduce sus estimaciones particulares sobre el concepto de Nación; fue así que por su
valor original y trascendencia legal es que seleccionamos estos discursos para
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desmenuzarlos y calibrar su alcance en tanto aporte, ya que esas consideraciones de Guridi
y Alcocer más tarde serían retomadas en los debates del primer constitucionalismo
mexicano.
Claro está que el concepto de Nación que primó luego de 1810 estaba asociado más
al Estado que a una identidad nacional o nacionalidad que aún era inexistente, tanto en la
península como en el territorio americano. Es por eso que, en este sentido, el vocablo pueblo
tomó un significado mayor, asociado a ciudad y, en plural, a los pueblos, más allá de su signo y
significación elementales. Es decir, más allá de ser visto como un simple referente estático,
un monolito verbal que se halla encerrado retóricamente de manera inapelable, detenido,
pues, en una capsula mitológica de tiempo.
Sin embargo, muy rápidamente observamos la filiación particular que la noción de
Nación tendría con la de Soberanía: notamos, por ejemplo, que en el discurso de Guridi y
Alcocer cómo la concepción la Nación excedía a los individuos, y se centraba en el
mantenimiento del gobierno, a partir de la libertad de sus miembros. Sin saberlo quizá,
Guridi y Alcocer subvierte nuevamente los términos con que se determina una realidad
histórica, quiero decir, si las manifestaciones del orden monárquico y la realidad feudal se
hacen teológicamente es porque este es el único referente que se posee. Por esto, el concepto
de Nación introducido en el texto constitucional es el único espacio donde podía notarse e
incluirse una diferencia semántica diferente, mediante un vocablo nuevo que tiene otro sentido frente al
vocabulario teológico dominante. Y cuya raíz etimológica claramente expresa una necesidad de cambio
social, arrojando, por si faltara más, también un matiz político liberador.
Más adelante, en otro discurso que pronunciaría el diputado mexicano (nos
referimos al del 29 de agosto de 1811), entendimos cómo la soberanía instituía a la nación
originalmente, pudiendo luego ser delegada en un monarca o cualquier otra forma de
gobierno; más adelante, al momento de analizar las particularidades del contractualismo
iusnaturalista en los discursos pronunciados en ocasión de los debates constitucionales
mexicanos, vimos cómo Guridi y Alcocer hacía lugar a un criterio fundamental : a que la
forma de gobierno pudiera revestirse en un Imperio, sin por eso peligrar ni la noción de
Nación, ni la de soberanía, pues al final esta noción seguiría descansando en la Nación.
Así, comprobamos que la diversidad de formas de concebir la ciudadanía, que fue
emergiendo con los procesos revolucionarios independentistas (ya sea en relación con las
ciudades o las provincias), se centraba en la fundación de una nueva autoridad legítima que
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remplazaba a la soberanía del monarca en cautiverio; esta soberanía aparecía asociada a un
concepto todavía plurívoco de Nación.
Con lo que apuntamos las diversas derivaciones que surgen en relación a la idea de
Ciudadanía, íntimamente asociada, desde nuestra óptica, a la de igualdad. Pues así se
comprueba cómo en el moderno pensamiento liberal, la comunidad política deja de estar
configurada por súbditos, para empezar a formarse a partir de ciudadanos, en relación de
igualdad.
De la misma manera, hallamos en la disputa en torno a la representación y las castas
surgida en las cortes de Cádiz, una tendencia dominante para analizar la postura de los
clérigos mexicanos en estos aspectos. La discusión en torno al artículo 22, el artículo 27, y
el artículo 29, que pondrá de relieve tanto el papel de Miguel Guridi y Alcocer como de
Miguel Ramos Arizpe, en la defensa de una noción de igualdad a partir de la cual todos los
habitantes del territorio, sin distinción entre productores y consumidores, pudieran detentar la
soberanía, en tanto se constituían en elementos centrales de la Nación.
Por ello, focalizamos también nuestra atención metodológica sobre la
irreductibilidad de la posición de enfrentamiento que entre los dos bandos, mexicano y
peninsular, se daba en los debates públicos, que fue como entendimos entonces que el paso
de una sociedad acostumbrada a vivir del privilegio, a otra de iguales, es una tarea ardua y
larga; en esta dura contienda entre un bando y otro no dejamos de sorprendernos por la
elevada retórica que podían alcanzar las alocuciones de los diputados analizados. No queda
duda de que en su gran mayoría eran cultos, consumados doctores de la gramática y
magníficos escritores, además de claros y exigentes pensadores.
Así, desde la teoría planteada, abordamos la participación de los dos liberales,
entendiendo cómo el problema de la representación estaba en relación directa a una puja
por mantener el control peninsular de los territorios americanos; pues dicho control
aparecía también en la agenda de la lucha americana por la autodeterminación: en el
pensamiento liberal americano; al perderse toda garantía de autoridad trascendente, la
instauración de la idea de soberanía popular implicaba la necesidad de construir un poder
legítimo referido a la comunidad política en vías de institución; esa relación se sustentaba
tanto en la opinión pública como en la representación política.
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Por esta vía, es que encontramos nuevamente dichas cuestiones torales en las
discusiones por el constitucionalismo mexicano, particularmente en las opiniones de Guridi
y Alcocer, hechas con relación a la importancia que posee la representación política como
base constitutiva del poder legislativo, elemento central de la soberanía: los elegidos por la
ciudadanía gobernarían la nación, correspondiéndoles representar a la vez que producir la
voluntad del pueblo, como entidad abstracta, unitaria y soberana.
En esta dirección, en la instauración del novedoso régimen de ciudadanía,
observamos una descomposición estructural de las jerarquías estamentales de la sociedad
colonial en beneficio de las nuevas clasificaciones y categorías de la vida política; inédita
transformación constructiva de carácter social e histórico que hace entendible la resistencia
política peninsular, conservadora, a aceptar tamaña revolución.
Por otra parte, y en relación a estas cuestiones, analizamos las intervenciones de
Miguel Ramos Arizpe en relación a la propensión hacia la autonomía política, económica, y
particularmente a favor de la descentralización.
Así vimos cómo, en las Cortes de Cádiz, abogó en la sesión del día 22 de octubre de
1811 a favor de la descentralización, tomando como punto de partida la especificidad
americana en vistas del objetivo de la autonomía administrativa y económica. Las
reticencias peninsulares no tardarían en manifestarse, habida cuenta del peligro que
significaría la pérdida del control absoluto del territorio americano.
Por otra parte, durante la participación de Ramos Arizpe en los debates
constitucionales de México, estos juicios de valor volverían a aparecer, pero ya en función
directa de la búsqueda de implantar el federalismo. Básicamente a partir de su
argumentación en contra de la centralización del poder, tomando en cuenta la extensión y
especificidad regional del territorio mexicano; por esta batalla estratégica dada dentro del
liberalismo mexicano por Ramos Arizpe, éste pasaría a la historia como el Padre del
federalismo.
De esta manera, observamos cómo la conversión de Ramos Arizpe en Padre del
Federalismo, así como su pionera tarea había comenzado mucho antes de la Independencia
mexicana: pues tanto su participación radical, que lo lleva incluso a ser enjuiciado y
llevado a la cárcel de Valencia, que había sido crucial en las Cortes gaditanas, como la rica
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experiencia ganada en las mismas, serían un componente importante en su decisiva y
posterior influencia.
Casi al término de nuestro recorrido, mediante un ejercicio contrastante, buscamos
comprobar la equivalencia de algunos elementos centrales en las originales formulaciones
constitucionales, partiendo de la Carta Magna de Cádiz, y posteriormente de las diversas
Constituciones mexicanas (tanto en la de Apatzingán como en las de diversas provincias),
observando así, la homologación, efímera, de ambos corpus jurídicos.
Finalmente, una vez documentadas y comprobadas nuestra hipótesis y variables
correspondientes, podemos considerar que de este modo hemos alcanzado demostrar
nuestra tesis principal: tanto el pensamiento y el discurso político de Miguel Guridi y
Alcocer como el de Miguel Ramos Arizpe, iniciados en las Cortes de Cádiz, y luego
extendidos a los posteriores debates constitucionales mexicanos, constituyen la génesis y el
topos del liberalismo mexicano moderno. Hoy su crisis en la sociedad global del siglo XXI,
significa otro reto y plantea la necesidad de otro estudio, para responder responsable y
democráticamente a lo que ellos con visión e inteligencia soñaron para el bien y felicidad de
todos los hombres de su época y la nuestra, tanto de uno como del otro lado del Atlántico.
Por nuestra parte, presentamos hoy, aquí, con mucho orgullo y satisfacción, nuestra
aportación académica ante el honorable jurado.
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